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1) TEXTO DE LA CITACIÓN 
«Montevideo, 25 de octubre de 2016 


La CÁMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
extraordinaria, el próximo jueves 27 de octubre a las 10:00, 
al amparo de lo dispuesto en los artículos 119 y 121 de la 
Constitución de la república y los artículos 47 y siguientes 
del Reglamento del Senado, a fin de recibir al ministro del 
Interior, señor Eduardo Bonomi, a los efectos de informar 
sobre las políticas de seguridad ciudadana, sus resultados 
y la situación actual, abarcando todos sus ámbitos. 


Silvana Charlone 
Prosecretaria 


Hebert Paguas 
Secretario». 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Agazzi, Alcorta, 
Alonso, Amorín, Asiaín, Baráibar, Bianchi, Bordaberry, 
Carámbula, Carballo, Cardoso, De León, Eguiluz, 
Ferreira, García (Graciela), García (Javier), Heber, 
Lacalle Pou, Larrañaga, Michelini, Mieres, Mujica, 
Pardiñas, Paternain, Payssé, Piñeyrúa, Saravia y 
Tourné; ingresaron con posterioridad, por licencia de los 
titulares, los señores senadores Argimón, Castaingdebat 
y Meléndez. 


FALTAN: con licencia, los señores senadores Aviaga, 
Ayala, Camy, Coutinho, Delgado, Martínez Huelmo, 
Moreira, Otheguy, Passada, Pintado y Xavier; y 
se retiran de sala con licencia el señor presidente del 
Cuerpo, Raúl Sendic, y los señores senadores Cardoso 
y Lacalle Pou. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está 
abierta la sesión. 


(Son las 10:02). 
—Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El Poder Ejecutivo comunica la promulgación de un pro- 
yecto de ley por el que se modifican artículos de la Ley 
n” 19293, de 19 de diciembre de 2014, Código del Proce- 
so Penal. 

—AGRÉGUESE A SUS ANTECEDENTES Y AR- 
CHÍVESE». 


4) PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de un pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«El señor senador Luis Lacalle Pou solicita, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución 
de la república, se curse un pedido de informes con destino 
al Ministerio del Interior, relacionado con la contratación 
del Servicio de Psicología Ocupacional para la valoración 
de los aspirantes a policía. 

—OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO». 
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(Texto del pedido de informes). 


Montevideo 25 de octubre de 2016 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 
Presente 


Al amparo de las facultades que me confiere el artículo 118 de la Constitución de la 
República solicito se curse el siguiente pedido de informes al Ministerio del Interior (Mi): 


Según recientes versiones periodísticas, el Licenciado en Seguridad, Robert Parrado, 
habría denunciado al Director Nacional de Sanidad Policial del Ministerio del Interior por abuso 
de funciones y denunciado a su hermana; que había sido nombrada por él, por usurpación del 
título de licenciada en psicología y que al.asumir como' encargada del Área de Evaluación 
Psicológica y Seguimiento de Sanidad Policial firmó como psicóloga. 


PEDIDO DE INFORMES 
Por lo expuesto, se solicita saber: 


1.- Indique si desde el año 2005 a la fecha, se han realizado Auditorias Técnicas en el Servicio 
de Psicología Ocupacional, dependiente de la Dirección Nacional de Asuntos Sociales. 


2.- En caso afirmativo, indique si para la contratación de la/s auditoría/s se realizó un llamado 
a precios; qué empresa/s resulto/aron adjudicada/s y cuál fue el costo de la/s misma/s. 
Adjuntar publicación y toda documentación relativa al o los llamados a precios. 


3.- En mayo 2015, el Dr. Chertok presentó ante el Ministerio del interior un “Informe de 
Asesoramiento” sobre el Servicio de Psicología Ocupacional dependiente de la Dirección 
Nacional de Asuntos Sociales. Informe cuál fue el mecanismo de contratación del servicio y 
cuál fue el costo de elaboración del mencionado informe. Se solicita adjuntar: a) resolución de 
contratación; b) documentación que respalde el monto abonado; c) el informe de 
Asesoramiento y d) formación académica del mencionado profesional. 
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4.- El Ministerio contrató un cuestionario de personalidad denominado “Perfil Sicológico 
Individual” (en adelante PSI). Informe cuánto dinero se invirtió para adquirir el mencionado 
recurso técnico de evaluación (PSI). Asimismo, informe si el PSI se trata de una técnica que 
cuenta con reconocimiento nacional o internacional a nivel académico, en especial para la 
evaluación de policías. Adjuntar doctrina que respalde el uso de PSI para la evaluación de 
policías. 


5.- Informe quién asesoró al Ministerio sobre la pertinencia de la aplicación del cuestionario 
de personalidad denominado PSI. 


6.- Informe el número anual de personas valoradas por el Servicio de Psicología Ocupacional 
desde el año 2010 a la fecha, discriminando la cantidad numérica de personas que se ajustaron 
al perfil del cargo. 


7.- Informe la cantidad (número) de personas que fueron valoradas por el Servicio de 
Psicología Ocupacional con un perfil no acorde para el ingreso y cuántas fueron ingresadas de 
todas formas a la función policial desde el año 2010 a la fecha. 


8.- Desde el año 2010 a la fecha, quién o quienes diseñaron el perfil psicológico por 
competencias para valorar los distintos sub-escalafones y tareas que desarrolla la Policía 
Nacional. 


9.- Desde el año 2010 a la fecha, cómo se han diseñado los perfiles psicológicos por 
competencias. Indique si ha habido cambios en los diseños. En caso afirmativo, indique en qué 
consisten esos cambios, quién los dispuso y si para implementar los cambios, se realizaron 
consultas técnicas a organismos públicos o privados, nacionales o internacionales, así como a 
referentes en la materia de selección de personal. Adjuntar documentación que acredite la 
autorización a los cambios de diseño y las consultas realizadas. 


10.- informe cuáles son los perfiles psicológicos por competencia que se han utilizado. 
Adjuntar documentación que acredite los diferentes perfiles según cada sub escalafón, tareas, 
jerarquías y en especial el del Personal Ejecutivo que porta armas de fuego. Asimismo se 
solicita adjuntar la batería de técnicas que se utilizan para la evaluación psicológica. 
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11.- Informe qué cantidad de profesionales de la psicología están afectados a la valoración de 
los aspirantes a policia. 


12.- Informe si aún existe el “Programa Segunda Opinión”. En caso negativo, indique los 
argumentos técnicos y/o administrativos para su disolución, 


13.- Desde el año 2010 a la fecha, informe el número de casos en los cuáles se revirtió el 
dictamen original de aptitud psicológica para desempeñarse como policías por parte del 
Servicio de Psicología Ocupacional, mientras funcionó el Programa de Segunda Opinión. 


14.- Informe con cuantos profesionales cuenta al día de hoy el Servicio de Psicología 
Ocupacional y bajo qué régimen contractual se encuentran. Indique si se realizó un llamado 
licitación o concurso para ocupar los cargos dentro del Servicio. 


15.- Informe quién es el actual responsable del Servicio de Psicología Ocupacional y bajo qué 
régimen contractual se encuentra. indique si se realizó un llamado licitación o concurso para 
ocupar el cargo dentro del Servicio. 


Sin otro particular, saluda a usted muy atentamente, 


AA 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Dese cuenta de otros dos pe- 
didos de informes. 


(Se da de los siguientes). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«La señora senadora Carol Aviaga solicita, de conformi- 
dad con lo establecido en el artículo 118 de la Constitución 
de la república, se cursen los siguientes pedidos de infor- 
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mes con destino al Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca: 


» relacionado con fumigaciones en la localidad de Es- 
tación Ortiz, departamento de Lavalleja; 


» relacionado con fumigaciones en la zona de La Con- 
cordia, departamento de Soriano. 
—OPORTUNAMENTE FUERON TRAMITADOS». 
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(Textos de los pedidos de informes). 


fumigaciones, ¿qué actuación tuvo el Ministerio? 

6) ¿Puso en conocimiento al Ministerio de Salud Pública, al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente? 

7) Qué otras medidas tomó el Ministerio? 


Sin otro particular, saluda atentamente, 


pul 


Carol Aviaga 


27 de octubre de 2016 CÁMARA DE SENADORES 499-C.S. 


5) Ante las denuncias de afectaciones de los vecinos como consecuencia de las 
fumigaciones, ¿qué actuación tuvo el Ministerio? 

6) ¿Puso en conocimiento al Ministerio de Salud Pública, al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente? 


7) Qué otras medidas tomó el Ministerio? 


Sin otro particular, saluda atentamente, 


Qu 


Carol Aviaga 
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Montevideo, 26 de Octubre de 2016 


Presidente de la Cámara 
de Senadores 
Raúl Sendic 


De mi consideración: 


De acuerdo con el artículo 118 de la Constitución de la 
República solicito a Ud. tenga a bien tramitar el presente pedido al Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca, a fin de brindar la información que a continuación se 


detalla. 


Hemos recibido denuncias sobre afectaciones en la saludo, debido a fumigaciones 
realizadas en las intermediaciones de la escuela Número 84 en la zona de La 


Concordia, del Departamento de Soriano. 


Según las denuncias realizadas, la avioneta estuvo fumigando por más de dos horas, en 
la zona del Establecimiento La Concordia, donde resultaron afectados alumnos y la 


maestra de la escuela N? 24 dado que la fumigación se llevó a cabo en horario de clase. 


1) ¿Qué permisos de fumigación ha autorizado el Ministerio en estas zonas? 

2) ¿Fueron estas fumigaciones autorizadas por el Ministerio? 

3) Quién es el funcionario responsable o sector responsable de realizar dichas 
autorizaciones? 

4) ¿Controla el Ministerio que las fumigaciones que autoriza se realicen de 


manera adecuada y bajo reglamento vigente? 
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Ante las denuncias de afectaciones de los vecinos como consecuencia de las 
fumigaciones, ¿qué actuación tuvo el Ministerio? 

¿Puso en conocimiento al Ministerio de Salud Pública, al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente? 

Qué medidas tomó? 

Qué políticas o medidas tiene el Ministerio en conjunto con Primaria en 
estos casos? Y qué acción tuvo con Primaria como consecuencia de las 


denuncias? 


Sin otro particular, saluda atentamente, 


Ou 


Carol Aviaga 


Senadora de la República 
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5) INASISTENCIAS ANTERIORES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dando cumplimiento a lo 
que establece el artículo 53 del Reglamento de la Cámara 
de Senadores, dese cuenta de las inasistencias a las ante- 
riores convocatorias. 


(Se da de las siguientes). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- A la sesión 
ordinaria del día 25 de octubre faltaron con aviso los seño- 
res senadores Alonso, Amorín, Besozzi, Bianchi, Lacalle 
Pou, Paternain y Piñeyrúa. 


6) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 
SEÑOR PRESIDENTE .-- Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 26 de octubre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del artículo 1. de la Ley n.? 17827, de 
14 de setiembre de 2004, por motivos personales, los días 
27 y 28 de octubre del corriente año. 


Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 
Enrique Pintado. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—12 en 14. Afirmativa. 


Queda convocado el señor Carlos Baráibar, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Raúl Sendic 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo de la Ley n.? 17827, de 14 de setiem- 
bre de 2004, por motivos personales, el día 27 de octubre 
de 2016. 


Sin otro particular, saludo al señor presidente muy 
atentamente. 
Marcos Otheguy. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—14 en 16. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Cristina Lustemberg, 
Saúl Aristimuño, Julio Calzada y Beatriz Ramírez han 
presentado nota de desistimiento, informando que por esta 
vez no aceptan la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo 
que queda convocado el señor Felipe Carballo, a quien ya 
se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 
De mi consideración: 

Por la presente solicito a usted, de acuerdo con la Ley 
n. 17827, artículo 1.*, inciso D, me conceda licencia el día 
27 del corriente, por motivos personales. 

Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Carol Aviaga. Senadora». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 
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(Se vota). 
—17 en 18. Afirmativa. 


Se comunica que el señor José Falero ha presentado 
nota de desistimiento, informando que por esta vez no 
acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Carmen Asiaín, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


7) SUSPENSIÓN DE LA PRÓXIMA SESIÓN 
ORDINARIA 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MICHELINI.- Señor presidente: existía el 
compromiso de votar el tema de la Fiscalía General de la 
Nación el próximo martes, para lo cual la Comisión de 
Constitución y Legislación debía reunirse el lunes 31 de 
octubre; sin embargo, sabiendo que no se alcanzaría el 
cuórum requerido, propusimos convocarla entre las 09:00 
y las 11:00 del día martes 1, y comenzar la sesión del 
Senado a esa hora, considerando en primer lugar el Esta- 
tuto del Funcionario de la Agencia Nacional de Vivienda 
y, a continuación, el de la Fiscalía General de la Nación. 
Podría ocurrir que la comisión no concluyera a tiempo su 
labor, pero ese es un riesgo que deberemos asumir. 


Por lo tanto, formularíamos moción en el sentido de 
que la próxima sesión del Senado comience a las 11:00, 
a fin de que la Comisión de Constitución y Legislación 
pueda ser convocada a las 09:00. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La propuesta del señor sena- 
dor implicaría suspender la sesión ordinaria del día martes 
a fin de convocar una extraordinaria a las 11:00. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota). 
—20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
8) LLAMADO A SALA AL MINISTRO DEL 
INTERIOR, SEÑOR EDUARDO BONOMI 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa al orden 
del día. 


Hemos sido convocados, de acuerdo con los artículos 
119 y 121 de la Constitución de la república y los artículos 
47 y siguientes del Reglamento del Senado, a fin de reci- 
bir al ministro del Interior, señor Eduardo Bonomi, a los 
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efectos de que informe sobre las políticas de seguridad 
ciudadana, sus resultados y la situación actual, abarcando 
todos sus ámbitos. 


Por lo tanto, invitamos a ingresar a sala al señor minis- 
tro del Interior. 


(Ingresa a sala el señor ministro del Interior). 


—En uso de la facultad que le otorga el artículo 119 de 
la Constitución de la república, la Cámara de Senadores 
tiene el agrado de recibir al señor ministro del Interior, 
Eduardo Bonomi. 


Antes de comenzar, solicitamos al señor ministro que 
nos indique los nombres de las personas que lo acompa- 
ñarán en sala. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor presidente: solicito al 
Cuerpo la autorización para que ingresen a sala el señor 
subsecretario, licenciado Jorge Vázquez, y los siguien- 
tes asesores: doctor Charles Carrera, director general de 
Secretaría; comisario general (r) Mario Layera, director 
de la Policía nacional; comisario mayor Alfredo Clavijo, 
director de la Guardia Republicana; sociólogo Gustavo 
Leal, director de Convivencia y Seguridad Ciudadana, y 
comisaria Ana Sosa, directora de la Unidad de Análisis 
Criminal. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar si se acepta la 
solicitud. 


(Se vota). 
24 en 24. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


El Senado invita a pasar a sala a los asesores que acom- 
pañarán al señor ministro del Interior. 


(Ingresan a sala). 


—Tiene la palabra el miembro interpelante, señor sena- 
dor Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Señor presidente: antes que 
nada, agradezco a los señores senadores del Partido Na- 
cional, del Partido Independiente y del Partido Colorado, 
que votaron afirmativamente este pedido de interpelación. 
También expreso mi deseo de que, de esta instancia, sur- 
jan aportes y mejoría para la gravísima —y, diría, dramáti- 
ca— situación que estamos viviendo hoy en día en materia 
de seguridad ciudadana. 


Entiendo la interpelación como un mecanismo parla- 
mentario extremo, que debe utilizarse con responsabilidad 
y para los grandes temas del país, y creo que este, el de la 
inseguridad ciudadana, es uno de los grandes temas que 
hoy nos afecta. 
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Ya he hecho uso de este mecanismo en ocasiones ante- 
riores. Como muchos de los señores senadores recordarán, 
el año pasado interpelé al ministro de Relaciones Exterio- 
res por la inserción internacional, así como por el TISA y 
su abandono; lo había hecho antes, en 2013, al interpelar al 
ministro de Economía y Finanzas, economista Fernando 
Lorenzo, advirtiendo la situación de déficit fiscal, la rea- 
lidad de las empresas públicas y el curso de la inflación; 
también lo hice, en su momento, con el ministro de Educa- 
ción y Cultura, doctor Ricardo Ehrlich, y le advertí —ya en 
aquel entonces— acerca de los problemas que iba a enfren- 
tar la educación en materia edilicia y en resultados, y hoy, 
señor presidente, vuelvo a hacer uso de este mecanismo. 


Creo que todos conocemos cómo es su funciona- 
miento, pero lo voy a repasar para ser bien claro y fran- 
co respecto a la forma en que vamos a proceder en esta 
interpelación. Como marca el Reglamento, primero habla 
el senador interpelante, a quien debe responder el señor 
ministro; después vuelve a hablar el senador interpelante 
y a contestar el señor ministro; luego se abre el debate, y 
finalmente vuelven a hacer uso de la palabra el senador 
interpelante y el señor ministro, cerrándose la instancia 
con la presentación de las mociones. 


Creo que en esta jornada, antes de llegar a conclusio- 
nes, primero tenemos que escuchar al señor ministro, sus 
respuestas y sus explicaciones. Por eso, en esta, mi pri- 
mera intervención, me voy a limitar a hacer dos cosas: en 
primer lugar, a fundamentar brevemente el motivo de la 
convocatoria al señor ministro, y después voy a formular 
una serie de preguntas. Una vez respondidas estas por par- 
te del señor ministro, haré conocer mis conclusiones. 


Señor presidente: deseo que el de hoy no sea un diálogo 
de sordos, porque muchas veces nos pasa eso: el interpe- 
lante habla de una cosa, el interpelado de otra, y parece 
que no vamos a la concreción de las cuestiones. 


Aclaro que he traído las preguntas impresas, las que 
serán entregadas al señor ministro y a sus asesores. Lo ad- 
vierto para que no tengan que tomar nota a la carrera y así, 
a veces, perderse algo. A su vez, por su intermedio, señor 
presidente, hago un pedido desde ya al señor ministro y es 
que, en lo posible, cuando responda, indique a qué número 
de pregunta se está refiriendo, para así poder tener una 
mayor precisión en el debate. 


Señor presidente: sobre la necesidad y conveniencia de 
esta interpelación creo que no debe abundarse mucho. Los 
gravísimos hechos que sucedieron en las últimas semanas 
no han hecho otra cosa que poner de manifiesto el enorme 
deterioro de la seguridad ciudadana, lo que, además, con- 
firman los propios estudios e información estadística del 
Ministerio del Interior; su Observatorio Nacional sobre 
Violencia y Criminalidad indica, precisamente, un dete- 
rioro enorme en los últimos cinco, seis o siete años. 
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El año pasado, 2015, tuvo el triste récord de ser el de 
mayor cantidad de rapiñas de la historia del Uruguay. 
Reitero: el año 2015 marcó el récord en materia de rapiñas 
en el Uruguay. Además, con cerca de 290 homicidios, el 
año 2015 consolidó una media que se sitúa por encima de 
los 260 homicidios por año, que viene repitiéndose desde 
el 2012, 2013 y 2014 y, por la información que tenemos, 
vamos rumbo a repetir en este 2016. Esta cifra contrasta 
con lo sucedido en el año 2011, en el que tuvimos 199 
homicidios, contra los casi 290, repito, del año pasado. 
Esto pone a Uruguay en una media de 8,9 homicidios por 
cada 100.000 habitantes —aclaro que internacionalmente 
se cuentan los homicidios ocurridos cada 100.000 
habitantes—, mientras Argentina tiene una media de 6,6, 
Chile de 3 y España de menos de 1. La media de Uruguay, 
reitero, es de 8,9. 


Pero ese deterioro ha sido particularmente grave en 
Montevideo, en donde el año pasado la media de homi- 
cidios cada 100.000 habitantes fue de 14,3. ¡14,3! ¡Esto es 
14 veces más que el promedio en Madrid! Si usted vive 
en Madrid, tiene 14 veces menos posibilidades de que lo 
asesinen que si vive en Montevideo. Me dirán que Ma- 
drid está en Europa y es cierto; pero quien vive en Bue- 
nos Aires, en la ciudad de Buenos Aires —que también es 
una provincia—, cuya media es de 5,3, tiene casi tres veces 
menos posibilidades de que lo asesinen que quien vive en 
Montevideo. Y el estado de San Pablo —sindicado como 
uno de los más violentos de Brasil— tiene una media de 8,7, 
comparada con los 14,3 de Montevideo. 


Pero además de los homicidios y rapiñas, ha habido 
un aumento de los hurtos, pese al altísimo índice de no 
denuncia que existe hoy en día. 


A ese deterioro en los números, en los resultados, se 
ha sumado un deterioro en la gestión. Cuando se mira la 
gestión se analiza el índice de esclarecimiento del delito, 
es decir, si a quien comete un delito lo agarran o no, si lo 
meten preso o no. Bueno, ahí también se ve un deterioro. 
Por ejemplo, en el caso de los homicidios, en el 2011 
quedaron sin aclarar el 28 % de los casos —se aclaraban 
más del 70 %-— y en el 2015 —el año pasado— quedaron sin 
aclarar el 40 %. Estos son datos oficiales. Es decir: de cada 
10 homicidas, en el Uruguay escaparon 4. Y, sin lugar a 
dudas, el homicidio es el delito que más se persigue, 
porque si lo comparamos con los demás, es un horror. 


Todos escuchamos las declaraciones del fiscal de Cor- 
te, doctor Jorge Díaz, y del fiscal Gustavo Zubía sobre la 
bajísima tasa de esclarecimiento de delitos que tenemos 
en Uruguay: ¡el 9 %! Es decir, no sé si queda claro: ¡de 
cada 100 delitos que se cometen, solo 9 se esclarecen! Ob- 
viamente, si 9 de cada 10 delincuentes se escapan, resulta 
obvio que hay un problema de gestión. 


Algunos dirán: «Bueno, pero no tenemos los recur- 
sos». ¡No es el caso! Porque lo que agrava más la situación 
hoy en día es la enorme cantidad de dinero que los urugua- 
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yos hemos dado al ministro, al Ministerio del Interior, se- 
ñor presidente. El presupuesto del Ministerio del Interior 
es uno de los más altos de la historia. En el año 2000 era 
de USD 181:000.000 y hoy es de más de USD 750:000.000, 
según el cambio puede alcanzar los USD 766:000.000. 
¡Mucho dinero hemos dado al ministro, sin contar el que 
los ciudadanos invierten —por la ineficiencia del propio 
Ministerio del Interior— en alarmas, rejas, guardias y una 
cantidad de cosas más! Hay un estudio reciente, creo que 
del BID, que habla de las centenas de millones de dólares 
que nos cuesta a los uruguayos esta inseguridad. 


El Uruguay cuenta con una de las dotaciones de po- 
licías más alta de América y del mundo. Nuevamente, la 
cantidad de policías se cuenta por cada 100.000 habitan- 
tes. La Organización de las Naciones Unidas recomienda 
250 policías por cada 100.000 habitantes. ¡Uruguay tiene 
876 policías por cada 100.000 habitantes! ¡876, cuando la 
ONU recomienda 250! Argentina posee 222; Brasil 178 y 
Chile 318. Así que el problema no es por falta de dinero 
ni por falta de policías. El resumen de esto es que hemos 
dado al señor ministro del Interior mucho más dinero y 
tenemos más policías; y, ¿qué nos ha devuelto en casi siete 
años de gestión? Más homicidios, más rapiñas, más hurtos 
y más inseguridad. 


El señor Bonomi lleva ya casi siete años en este minis- 
terio y, sin lugar a dudas, es el responsable político de lo 
que estamos viviendo. ¡Es hora de que presente resultados 
positivos, y no lo ha hecho! Los últimos datos, cerrado el 
año pasado, son muy malos. No solo el resultado ha sido 
de casi 100 muertes más de uruguayos por año y miles 
de rapiñas más por año, sino que también la gestión del 
ministro Bonomi ha dejado pérdida de derechos para los 
ciudadanos honestos, además de temor, inseguridad y pér- 
dida de libertad. ¡La gestión del ministro Bonomi y la de 
su partido, señor presidente, nos ha cambiado la vida a los 
uruguayos! Digo la del ministro y la de su partido porque, 
durante los casi 12 años de gobierno del Frente Amplio, 
el señor Bonomi fue ministro y responsable político de la 
seguridad ciudadana más de la mitad. ¡Son muchos años, 
miles de millones de dólares los que han tenido, y el re- 
sultado está a la vista! Cito a su partido, el Frente Amplio, 
porque no hay duda de que los muchos errores que co- 
metieron provocaron la situación actual. Los cometieron 
quienes estuvieron antes del actual ministro y los agravó 
el señor Bonomi. 


Decía don Jorge Luis Borges que el tiempo es circular 
y que las cosas vuelven a suceder. Cuando uno analiza 
las políticas del Frente Amplio en materia de seguridad, 
se encuentra con eso: cada cuatro años anuncian un nue- 
vo plan, y fracasan. En la campaña electoral del 2004, el 
partido que hoy está en el Gobierno anunció sus ideas para 
la seguridad ciudadana, las que comenzaron a aplicar en 
el 2005. En realidad, vamos a ser claros: cuando asumió 
el doctor Tabaré Vázquez, ni él ni su partido tenían es- 
tudiada la situación de la seguridad en Uruguay. ¡No la 
habían estudiado! La seguridad no era una prioridad para 
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ellos. El Frente Amplio llegó al Gobierno con una concep- 
ción casi ingenua de la seguridad pública. Lo primero que 
hicieron fue atribuir la causa del delito a la sociedad, y 
como la causa es de la sociedad —dijeron— su primera gran 
propuesta fue largar presos a la calle. La ley de descon- 
gestionamiento del sistema carcelario —a la que después 
le cambiaron el nombre-— largó entre 800 y 1000 presos a 
la calle. El razonamiento era lógico, señor presidente: si 
la culpa de que alguien delinca es de la sociedad y no de 
él, para qué lo tenemos preso. Entonces, premisa mayor, 
premisa menor, colofón: largaron presos a la calle. 


A esto agregaron —con ingenuidad y sin haber estudia- 
do adecuadamente la situación, reitero— que la culpa de 
todo era de la pobreza, y que con las políticas sociales que 
iban a implementar todo se arreglaría. ¡Como si ser pobre 
O rico, tener ingresos o no, significara ser delincuente o no 
serlo! ¡Un grave error! ¡Yo diría que hasta un agravio! ¡La 
enorme mayoría de la población, con muchos o con pocos 
ingresos, pobre o no, es honesta! Y también hay ricos con 
ingresos deshonestos. El Uruguay de los inmigrantes, el 
Uruguay de las oportunidades, de los trabajadores, de la 
movilidad social, de la dignidad, fue dejado de lado con 
esa concepción. Delinquir no depende de la condición 
social de nadie; es un agravio a muchas personas en el 
Uruguay afirmar que por la situación social se tendía a 
delinquir o se era delincuente. 


El mejor juez de ese error fue la realidad. La realidad 
se encargó de demostrarles que estaban equivocados, pues 
pese al enorme crecimiento económico que tuvo el país, 
el delito no solo no bajó, sino que subió. Pero ese primer 
error de largar a los presos y ese discurso de echar las 
culpas a la sociedad de la existencia de delincuentes, fue 
la primera chispa que provocó gran parte de lo que hoy 
vivimos: fue la causa remota, el efecto mariposa de todo 
lo que vendría después. 


Al año de largar mil presos, tenían más de mil presos 
más en las cárceles. Y eso también disparó la delincuencia 
juvenil: muchos mayores que salían de las cárceles, cono- 
ciendo la levedad de las penas aplicadas a los menores, 
comenzaron a integrarlos tempranamente al delito porque 
era sencillo, porque entraban y salían de los centros de re- 
clusión y de las propias comisarías. Todos recordarán que 
hasta salieron del INAU en una camioneta manejada por 
un senador. Lamento que hoy no esté presente mi amigo, 
el señor Lorier, para recordar ese episodio que pinta por sí 
solo lo que fue esa ingenuidad, esa asunción del Gobierno 
sin haber estudiado la situación de la inseguridad. 


Se habían amotinado unos menores en un hogar del 
INAU y la ministra de la época, al grito de: «¡No toquen a 
mis gurises!», salió corriendo. Los gurises, que tenían al- 
guna rapiña y algún homicidio arriba, dijeron que querían 
ir a otro hogar porque querían ver a otras personas. Los 
funcionarios advirtieron al entonces senador y a la minis- 
tra: «Tengan cuidado porque son peligrosos», pero ellos 
respondieron: «De ninguna forma; nosotros creemos en el 
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bien de la sociedad» y todo ese tipo de argumentos líricos 
que daban. Así fue que, ante el pedido de una camioneta, 
los choferes del INAU dijeron «¡Nosotros no manejamos! 
¡Con estos, solos no vamos!». El entonces senador Lorier 
dio un paso adelante y dijo: «¡Yo manejo! Voy a llevarlos y 
después volvemos». «Sí, quédense tranquilos», les dijeron 
a la ministra y al senador. Se subieron a la camioneta y a 
las dos cuadras le pusieron un cuchillo en el cuello al en- 
tonces senador Lorier, lo desviaron y se escaparon. 


¡Esa fue la ingenuidad con la que asumieron esta ma- 
teria de la sociedad, tan delicada para todos! ¡Cuánta in- 
genuidad! ¡Cuánta falta de estudio de los problemas de la 
seguridad en el país y cuánto daño provocaron esos erro- 
res conceptuales! 


Esos errores llevaron a que, poco tiempo después de 
que el señor representante Germán Cardoso interpelara al 
entonces ministro José Díaz, el presidente Vázquez hicie- 
ra lo que le reclamaba el Uruguay entero porque era ne- 
cesario: lo cambió. Al poco tiempo asumió otra ministra 
que, cuatro años después —en 2008, vuelve a anunciar 
otro plan. Y, de nuevo, ese plan ponía el énfasis en las 
causas sociales del delito; entonces, se integraba a otros 
ministerios en el asunto, como el Mides, los Ministerios 
de Economía y Finanzas, de Educación y Cultura, y de Vi- 
vienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Ese 
plan fracasó —lo digo con todo respeto— y la prueba está en 
que después fue sustituido por otro. 


En el año 2010, poco antes de asumir el Gobierno el 
hoy senador Mujica, me preocupé al conocer la designa- 
ción del señor Bonomi. Siempre sigo y estudio los temas 
y fue así que un día —diez o quince días antes de asumir el 
nuevo Gobierno— leí unas declaraciones en las que el en- 
tonces futuro presidente —hoy expresidente— decía que se 
había pasado la tarde conversando con el futuro ministro 
del Interior, «inventando cosas con el Bicho». Si a quince 
días nos ponemos a inventar, indudablemente se está repi- 
tiendo lo del 2005. ¡Y las cosas no cambiaron! ¡La insegu- 
ridad siguió creciendo! Los indicadores así lo demuestran. 


Por eso fue que en el 2012, ante episodios gravísimos 
que conmovieron a la opinión pública y que todos vimos 
en la televisión, frente a marchas de los ciudadanos pidien- 
do cambios, volvemos a tener un nuevo plan. 2004, 2008 
y ahora 2012. 


Ese nuevo plan —y hay que reconocer que si algo saben 
hacer es poner nombre a las cosas—, que se llamó Estra- 
tegia por la Vida y la Convivencia, en muchos aspectos 
era improvisado. Tenía quince puntos, de los cuales seis 
todavía no se cumplieron; y varias de las medidas que se 
implementaron, después fueron dejadas de lado. 


Se volvió a hablar de algo que había sido mala palabra 
para el Frente Amplio en 2005: razias. En realidad, no las 
llamaron razias, sino operativos de saturación. ¡Como si el 
nombre hiciera a la cosa! Pronto las abandonaron. 
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Todos recordamos aquella conferencia de prensa brin- 
dada por cuatro o cinco ministros y el secretario de la 
Presidencia de la República donde, entre otros puntos, se 
habló de legalizar la marihuana. Se dijo que eso era para 
combatir de forma más eficaz el consumo. En definitiva, el 
debate dejó de ser el combate al consumo, porque con ese 
argumento habría que legalizar todas las drogas. Si legali- 
zándolas las combatimos mejor, entonces ¡legalicémoslas 
todas! ¿Por qué unas sí y otras no? 


En definitiva, el debate se transformó en una promo- 
ción del consumo. ¡Eso fue lo que sucedió! Y cuando el 
proyecto de ley vino al Parlamento, nosotros votamos 
algunos artículos en los que creímos ingenuamente; me 
refiero a los artículos 9 a 12, que son los que hoy no se 
aplican. Quiero aprovechar esta ocasión para recordar 
que esos artículos son los que obligan al Poder Ejecutivo 
a realizar campañas educativas de prevención, campañas 
publicitarias de difusión de los riesgos ante la población 
de consumo. Y ahora estamos discutiendo si las farmacias 
las venden o no, si tengo o no derecho, etcétera. ¡Ahora 
vamos a prohibir fumar en los autos o fumar tabaco en 
los espectáculos públicos! Sin embargo, vayan a cualquier 
cancha de fútbol y verán que no tienen que comprar la 
marihuana: ¡basta con respirar un poco y ya quedamos 
prontos! ¡Ni siquiera hay que invertir dinero! Además, la 
ley navega entre los problemas para implementarla y los 
farmacéuticos que tienen un miedo bárbaro por la pobla- 
ción con la que van a tratar. 


Recordemos cómo fue el episodio. Un periodista pre- 
guntó: «Che: ¿de dónde van a sacar la droga?», y respon- 
dieron: «La vamos a comprar». Obviamente, se cuestionó: 
«¿A quién se la van a comprar? ¿A los narcotraficantes?», 
y entonces, en primer lugar se afirmó que la iba a plantar 
el Ejército, pero después terminaron diciendo que se iban a 
otorgar licencias. Se preguntó: «¿Cómo van a hacer?», «Se 
van a registrar». «¿Y cómo van a controlar que no se re- 
gistre alguien que no consume, y se lleve los cigarrillos?», 
«Vamos a pedir las colillas», llegaron a decir. ¡«Vamos a 
pedir las colillas»! ¡Se trata de un tema demasiado deli- 
cado! ¡No se pueden manejar las cosas asi! Todo fue una 
gran improvisación y a la vista están los resultados del año 
2015: ese plan fracasó. ¡Sin lugar a dudas, fracasó! 


De acuerdo con el Observatorio Nacional sobre Vio- 
lencia y Criminalidad, del Ministerio del Interior, los in- 
formes del último año cerrado son lapidarios: hubo más 
homicidios, más rapiñas, más hurtos y más dinero entre- 
gado a esa cartera. 


Cuatro años después —de vuelta, el mundo circular de 
Borges: 2004, 2008, 2012, 2016—, nos encontramos con un 
nuevo plan, y se vuelve a convocar a los partidos. Frente 
a una buena iniciativa del senador Mieres, se invita a los 
partidos, pero se desvirtúa, ya que se invita a los partidos 
y no a sus líderes, y también se invita a ciudadanos que 
no tienen partido. Esa actitud mezquina es respondida con 
grandeza por todos los partidos, que concurren con sus 
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máximas autoridades: sus presidentes de directorio y sus 
secretarios generales. De ello sale muy poco —por lo menos 
muy poco para la expectativa con la que todos fuimos—: 
apenas un proyecto de ley que —no creo que sea casuali- 
dad, pero por lo menos ya justifica esta interpelación— la 
Cámara de Representantes terminó de aprobar la semana 
pasada. La prensa decía: «Lo quieren aprobar antes de la 
interpelación». Se justifica, pues, esta interpelación si por 
ella se aprobó esa ley que penaliza más duramente o au- 
menta las penas —lo subrayo— a los reincidentes, con el 
voto de todos los partidos, aun de aquellos que decían que 
aumentar penas no servía de nada. 


Ahora se anuncian nuevas medidas y el ministro vuel- 
ve a decir que bajan las rapiñas. También es una constante 
que el ministro salga a anunciar, durante el año, que bajan 
las rapiñas. Estoy seguro de que hoy nos va a decir: «No, 
miren que en 2016 están bajando las rapiñas». Muy bien, 
pero ¿saben qué hizo en el año 2012 el señor ministro? Nos 
dijo que habían bajado las rapiñas. En setiembre de 2012 
el señor Bonomi dijo: «Las rapiñas llegaron a una mese- 
ta. La nueva Policía está frenando los delitos. Las cifras 
son alentadoras en materia de hurtos y rapiñas». ¿Saben 
qué pasó a fin de año? ¡Aumentaron las rapiñas! En 2013, 
cuando conocimos los números, comprobamos que habían 
aumentado. 


Nuevamente, en el año 2013, en un almuerzo de ADM, 
el señor ministro Bonomi dijo a los uruguayos que las 
rapiñas habían entrado en una meseta. ¡Bueno! Parece 
que las mesetas son siempre hacia arriba, no lo sé, pero 
como en Uruguay tenemos un Arroyo Seco y un Cerro 
Chato, ¿por qué no podemos tener mesetas que vayan 
hacia arriba? 


(Hilaridad). 


—¿Qué pasó en 2013 después del anuncio que hizo el 
ministro? Volvieron a subir las rapiñas. En 2014 ya estába- 
mos en campaña electoral y el presidente dijo: «Me com- 
prometo a bajar en un 30 % las rapiñas». ¿Y qué dijo el 
ministro Bonomi?: «Es totalmente posible», pero en 2014 
volvieron a subir las rapiñas. En 2015, el año pasado, ya 
no lo dijo una, sino varias veces. En una entrevista en Me- 
trópolis FM el ministro Bonomi dijo: «En los sesenta y un 
meses que hace que estoy a cargo de la cartera, marzo fue 
el primer mes en que hubo una baja de los hurtos, rapiñas 
y homicidios. Entre enero y hoy hay un enlentecimiento 
de la curva de rapiñas, hurtos y homicidios y aclaro que 
la baja de estos delitos fue a nivel nacional». Eso lo dijo 
en abril, y en julio, en declaraciones a Teledoce dijo: «La 
cantidad de rapiñas ha entrado en una meseta» —se ve que 
es la misma meseta que está medio torcida— «y no solo ha 
dejado de aumentar sino que ha tenido un leve descenso». 
Eso fue en julio del año pasado, y en setiembre —cuando 
ya tendría que tener los números de la mitad del año-—, 
en declaraciones hechas a un portal, afirmó: «Las rapiñas 
están en un nivel de meseta en el sentido de que no crecen 
y tampoco bajan demasiado, aunque algo han bajado. Lo 
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más significativo es que ha habido un cambio». ¡Por favor, 
hoy no toquemos la meseta! 


Cuando finalmente en abril conocimos los datos de 
2015, las rapiñas habían aumentado y fue el año récord en 
rapiñas, récord en homicidios y tuvimos más hurtos. Aho- 
ra de nuevo —estoy seguro de que lo va a repetir porque lo 
dijo hace poco en ADM, en el mismo lugar donde desde 
hace rato viene haciendo anuncios a los empresarios del 
Uruguay- el ministro nos dice a los uruguayos que el 2016 
marcará un punto de inflexión porque cerrará con una caí- 
da en la cantidad de rapiñas, la primera desde la vuelta 
a la democracia. De nuevo nos dice lo mismo. Y quiero 
hacer una aclaración: no es cierto que nunca bajaron las 
rapiñas desde el retorno a la democracia; bajaron varias 
veces, pero no lo hicieron nunca durante los doce años de 
gobierno del Frente Amplio. Sería bueno hacer esa preci- 
sión. Me alegro de que él, por primera vez en doce años 
de gobierno de su partido, piense que va a lograr bajarlas. 


Disculpe señor presidente, pero yo ya no le creo. Des- 
pués de todos estos anuncios en 2012, 2013, 2014 y 2015, 
no le creo. ¿Y qué pasa en medio de todos estos malos re- 
sultados? Que el ministro anuncia que va a hacer cambios 
en la forma en que se trabaja en el Observatorio Nacional 
sobre Violencia y Criminalidad del Ministerio del Interior. 
¡Uy, qué casualidad! ¡Justo donde se cuentan los homici- 
dios, las rapiñas, los hurtos y donde se da la tasa de escla- 
recimientos, justo allí, va a haber cambios! Los números 
no dan y en vez de agarrarse con la causa, se la agarran 
con los números. Eso es no darse cuenta de que hay que 
mirar el problema y no al que hace los números. Esto es 
algo que se suma, señor presidente, a una estrategia co- 
municacional tendiente a quitarse la responsabilidad que 
le corresponde o a atenuarla, trasladándola a la víctima 
cuando ocurren estos casos tan graves. 


Primero dijeron que era la herencia maldita de los Go- 
biernos anteriores. Después Tabaré Vázquez y José Díaz 
nos quisieron convencer de que el delito no aumentaba, 
sino de que se trataba de una sensación térmica. Se de- 
cía: «Ustedes sienten que hay más delitos, pero quédense 
tranquilos que no hay más delitos», pero sí los había. Tam- 
bién se la agarraron con la prensa. ¿Lo recuerdan? Decían 
que se informaba demasiado, hablaban de la crónica roja 
y demás. Se enojaron con la prensa que informaba la ver- 
dad: que había más delitos. Obviamente, la oposición es 
señalada a cada rato. Dicen: «Se aprovechan de que hay 
un problema». ¡Claro que vamos a hablar de los proble- 
mas! ¿Cuándo quieren que hablemos de los problemas, si 
no cuando los hay? ¿O tenemos que hablar cuando está 
todo bien? ¿Somos focas que tenemos que aplaudir? Hay 
un problema: la seguridad. Hablamos del problema y exi- 
gimos cambios en materia de seguridad y lo hacemos res- 
ponsablemente, cumpliendo nuestra función. 


Después vuelven con las causas sociales y la pobreza, 
¿pero nunca miran para adentro? Nos explican que delin- 
quen porque hay pérdida de valores o por el aumento del 
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consumismo; nos dicen que delinquen para consumir y 
comprarse championes. ¡Claro que delinquen para consu- 
mir y para comprarse championes! ¡En todos lados pasa 
eso! El que roba dinero, ¿para qué es? ¿Es para guardarlo 
en la caja fuerte? ¿Acaso son ahorristas? No, roban para 
comprarse cosas. Entonces, aparece el cuco de la derecha; 
la derecha desestabilizadora que está en campaña. 


Y lo peor de todo es cuando le echan la culpa a la víc- 
tima. Cuando un ciudadano es asesinado en una rapiña 
la respuesta del ministerio es que no debería haberse re- 
sistido. No lo dice expresamente, pero sí indirectamente: 
como se resistió, lo mataron. Cuando una joven es asesi- 
nada en el pueblo Joaquín Suárez a la salida de un baile la 
respuesta es cuestionar a los padres que la dejaron ir a ese 
tipo de bailes; cuando el padre de un artista es asesinado 
la respuesta es que si un ciudadano no anda en cosas raras 
o si no tiene vínculos con delincuentes no será víctima 
de un homicidio. La última la tuvimos hace poco, cuando 
balearon a un ciudadano en el baño de la Ámsterdam se 
apresuraron a acusarlo de que estaba vendiendo droga. Y 
como en un acto de magia, como se venía la interpelación, 
parece que al que lo baleó, aunque estaba encapuchado, 
ya lo identificaron. ¡Se ve que tienen unas cámaras que 
traspasan todo! 


La culpa es de Nacional, de Peñarol, de Danubio, de 
la Policía, de los barrabravas, de los dirigentes, de la vio- 
lencia que pasan en la televisión, se debe al fracaso de la 
enseñanza, la culpa es de la Dictadura, de los blancos, de 
los colorados, de las patronales. Ahora dicen que la culpa 
es de los jueces o de la Suprema Corte de Justicia, en un 
populismo que, de nuevo, busca echar la culpa a otros y 
nunca ver la gestión de quienes están al frente del ministe- 
rio o del Poder Ejecutivo. 


Otra respuesta es atacar las consecuencias del delito y 
no las causas. «Quitemos el efectivo de los taxis». ¡Bien! 
«Quitemos el efectivo de las estaciones de servicio». 
¡Bien! Pero ¿qué pasa? Que roban las farmacias, los bares 
y los supermercados, porque el problema no es la conse- 
cuencia sino la causa; hay que atacar al delincuente. Como 
hay problemas vamos a andar todos sin dinero, pero nos 
van a robar los celulares. ¿Qué fue lo que le robaron hace 
pocos días a su hija, señor presidente? El celular. Enton- 
ces, ¿qué vamos a hacer? ¿Vamos a andar sin celular tam- 
bién y sin ropa? De repente, si andamos todos desnudos, 
no nos van a sacar nada. ¿No se dan cuenta de que hay que 
pelear contra el delincuente y no pensar en qué es lo que 
uno lleva encima? Otro caso fue el de la señora senadora 
Alonso, que tuvo la culpa porque olvidó cerrar la ventana. 
¡Qué cosa formidable! ¿No tendrá nada que ver lo que se 
está haciendo en el Ministerio del Interior con todo esto? 
Lo peor no es solo eso, señor presidente, lo peor es que hoy 
en el Uruguay hay lugares donde el Ministerio del Interior, 
el Poder Ejecutivo, el Estado ha resignado su autoridad, ya 
no la ejerce y eso es lo más grave. Eso es lo más grave de 
todo. Hay lugares de la zona metropolitana de Montevideo 
y de Canelones donde mandan los delincuentes, donde la 
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Policía no puede entrar y, si lo hace, tiene que entrar con 
equipos de choque que son repelidos. Hay cárceles donde 
mandan los delincuentes. Incluso, adentro de los estadios 
y en sus alrededores mandan los delincuentes, que son los 
nuevos señores feudales porque hay un proceso de feudali- 
zación. Estos nuevos señores feudales hasta deciden quién 
vive y quién no, aplican la pena de muerte y la respuesta 
es: «Fue un ajuste de cuentas». Hasta les reconocemos esa 
autoridad para que ejecuten delincuentes porque decimos 
«fue un ajuste de cuentas» y seguimos. Ante nuestros ojos 
y ante la inoperancia del Gobierno, han ocupado los espa- 
cios públicos, como el del fútbol, y hasta nos han copado 
las cárceles. En varias cárceles, durante largas horas del 
día mandan los presos y eso también ocurre en el fútbol. 
Hasta nos quitaron el fútbol. Los festejos son ocasión para 
que se cometan delitos, como el robo y hasta el homici- 
dio. Y todavía alguno, por ahí, dice que el crecimiento 
del delito es amparado desde el poder institucional, y lo 
compartimos. Así llegamos hasta hoy, con una cadena de 
hechos que se acumulan y hacen que este llamado a sala 
sea imprescindible. 


En un año y poco, roban la casa del jefe de Policía de 
Montevideo; asesinan a una joven argentina en Valizas, 
departamento de Rocha; asaltan un supermercado y red 
de cobranzas en El Pinar; asaltan el peaje de Pando; delin- 
cuentes con ametralladoras asaltan el supermercado Tien- 
da Inglesa; asaltan el peaje de Solís; asesinan en la calle 
en el barrio Pocitos a un reconocido economista; roban 
la casa del jefe de los Servicios de Inteligencia del Esta- 
do; también roban la casa del señor presidente del Senado 
en Rocha; roban fusiles de asalto en unidades militares; 
acribillan y matan a un matrimonio paraguayo que, a su 
vez, atropella a una adolescente en la avenida Giannatta- 
sio; asesinan a la exesposa del fiscal de la nación; roban 
un fusil y chalecos antibalas de la comisaría de San Luis; 
asesinan a un ciudadano alemán que aparece muerto en 
La Floresta; asesinan y queman en la vía pública a dos 
personas en Montevideo —con total desparpajo—; asesinan 
y queman a la mujer de un barrabrava y balean —creo que 
fueron 60 balazos— la casa de un funcionario policial para 
intimidarlo. Además, en medio de los festejos por el cum- 
pleaños de su club, varios ciudadanos de Santa Lucía ven 
llegar en tres autos a una serie de personas que estacionan 
y recorren tres cuadras a los balazos. Finalmente, los aga- 
rraron y me alegro de que lo hayan hecho; estoy seguro 
de que esta interpelación debe haber contribuido en algo 
para acicatear a los investigadores a que lo lograran. Qui- 
zás deberíamos hacer una interpelación cada quince días, 
así aprobamos las leyes, identificamos a los que balean en 
el fútbol, etcétera. La lista sigue y quiero recordar a un 
pequeño productor que fue asesinado en Rocha y su her- 
mano fue dado por muerto. También, otro productor rural 
aparece maniatado y asesinado en Salto. 


Lo que sucede es que con los planes que se están apli- 
cando, la delincuencia se mueve. Cuando se eligen seis zo- 
nas de Montevideo para aplicar estos nuevos planes, como 
además esto se anuncia, los delincuentes empiezan a tras- 
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ladarse hacia otros lugares. Luego, nos presentan los nú- 
meros de esas zonas y afirman que los planes están dando 
resultado. ¡Claro que están dando resultado! Si uno avisa 
que va a haber mayor presencia policial, el chorro no es 
bobo y, obviamente, no va a ir para ahí sino para otro lado. 


Asesinan a un albañil a puñaladas porque trató de evi- 
tar que robaran a su vecina y asesinan a un abuelo delante 
de sus dos nietos para robarle la moto, después de que se 
las había dado. En un almacén de la ruta 1, un cliente fue 
herido de cinco balazos en un intento de rapiña; en Saya- 
go tres hombres mataron de dos balazos a otro e hirieron 
a dos personas más y balean a un hombre en la tribuna 
Ámsterdam del estadio Centenario y se suspende el par- 
tido. Anteayer, matan de tres balazos en la espalda a un 
hombre en Las Piedras y así podríamos seguir. Lo peor 
de todo esto es que muchos de estos casos no se aclaran. 
Esto es lo que está sucediendo en el Uruguay de hoy y por 
eso decimos que esta gestión ha cambiado la vida de los 
uruguayos. 


Estas son las razones por las que hoy hemos convoca- 
do al señor ministro, y como todos tenemos el derecho a 
nuestro jour a la cour, como dirían los franceses, formu- 
laremos una serie de preguntas antes de llegar a nuestras 
conclusiones. 


Hemos separado las preguntas por tema y el primero 
de ellos refiere a la gestión, a sus resultados y a la medi- 
ción. El segundo, a la situación de las cárceles y el tercero, 
a la inseguridad en el deporte. Antes de leerlas, volvemos 
a hacer votos para que todas ellas sean respondidas y para 
que esta sea una jornada fructífera. 


Las preguntas sobre gestión son las siguientes: ¿Cuál es 
la tasa de esclarecimiento de delitos en el Uruguay? ¿Cuál 
es la tasa de esclarecimiento de los delitos de homicidio, 
rapiña y hurto? ¿Cuál es el estimado de no denuncia de 
los delitos en el Uruguay? ¿Estima el señor ministro que 
la cantidad de policías que hay hoy en el Uruguay es sufi- 
ciente? ¿Debería aumentarse? ¿El Ministerio del Interior 
cuenta con un presupuesto suficiente para el cumplimiento 
de sus fines? ¿La seguridad pública fue atendida adecua- 
damente y priorizada en los Gobiernos que se iniciaron en 
los años 2010 y 2015? ¿Qué sucedió con el que se inició en 
el año 2005? ¿Hubo buena administración de los recursos 
en el período 2005-2010? ¿Le parece que la liberación de 
presos a través de la ley de descongestionamiento carce- 
lario en el período 2005-2010 fue una medida acertada? 
¿Qué efecto produjo dicha ley sobre el delito? ¿Pudo haber 
agravado la situación de inseguridad que tenemos hoy? 


En el Uruguay hay diez formas de evitar procesalmen- 
te la prisión o de obtener beneficios para acortar las penas 
o, incluso, no cumplirlas. ¿Entiende el señor ministro que 
esto está bien? ¿Estima que deben aprobarse más benefi- 
cios de este tipo para los que delinquen? ¿Aumentó en el 
año 2015 la participación de menores en homicidios res- 
pecto a 2014? ¿El Gobierno está estudiando o recibió plan- 
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teos de algún ministerio para derogar la ley del año 2012 
que estableció una pena mínima de un año para el menor 
que comete delitos graves, como homicidios o rapiñas? Si 
se lo plantearan, ¿estaría de acuerdo con esta iniciativa? 
¿Cuál es la participación de los menores en las rapiñas? 
¿Aumentó la cantidad de homicidios en el año 2015 res- 
pecto a 2014? ¿Cuántos fueron? ¿Aumentó la cantidad de 
rapiñas en el año 2015 respecto a 2014? ¿Cuántas fueron? 
¿Aumentaron las rapiñas en los años 2012, 2013, 2014 y 
2015? ¿Entiende el señor ministro que en el Uruguay no 
existe riesgo de ser asesinado si no se posee antecedentes, 
no se está vinculado a la delincuencia o no se tiene pro- 
blemas familiares? ¿Aumentó la cantidad de hurtos en el 
2015 respecto a 2014? ¿Cuántos fueron? ¿Aumentaron las 
rapiñas y los homicidios en Montevideo en 2015 respecto a 
2014? ¿En qué etapa se encuentra la formación de un nue- 
vo observatorio del crimen? ¿Cómo funcionará y quiénes 
lo integrarán? ¿Cuáles son los motivos que llevaron al Mi- 
nisterio del Interior a proponer un nuevo observatorio del 
crimen? ¿El actual tiene problemas metodológicos? ¿Con- 
sidera el señor ministro que está mal asesorado respecto 
a este tema? ¿Por qué estando ya a fines de octubre no ha 
hecho públicas las cifras del primer semestre de 2016? ¿El 
señor ministro utiliza algunas cifras y descarta otras? ¿Ha 
elegido el año contra el cual comparar? ¿Existen limita- 
ciones para los funcionarios policiales al momento de pe- 
dir identificación a particulares? ¿No debería modificarse 
la normativa? ¿Quién designó a la señora Laura Anzalone 
con el cargo de psicóloga en la Dirección de Asuntos So- 
ciales del ministerio? ¿Cuáles fueron los motivos por los 
que renunció? ¿Considera el señor ministro que existen 
fuertes complicidades institucionales y en los espacios de 
poder en el crecimiento del delito que hoy existe en el Uru- 
guay? Explique los motivos por los que los helicópteros 
adquiridos por el Ministerio del Interior no se encuentran 
operativos y en funcionamiento. ¿Qué funciones cumple 
el señor Leonardo Giaretto Rovira en el proyecto aéreo 
del ministerio? ¿El señor Giaretto tiene algún vínculo de 
parentesco de cualquier tipo con el señor ministro o con 
el subsecretario? Ante los hechos ocurridos recientemen- 
te en Maldonado que terminaron con el procesamiento de 
dos funcionarios policiales, ¿entiende necesario legislar 
sobre la legítima defensa policial? ¿El señor ministro en- 
tiende que se debe penar a toda la cadena de comercializa- 
ción de droga ilegal o solo a los grandes narcotraficantes y 
alos distribuidores medianos? ¿Qué considera que debería 
hacerse con los que poseen bocas de venta? ¿Existen pro- 
blemas para controlar las bocas de venta de pasta base du- 
rante la noche? ¿Cuáles son esos problemas? ¿Estima que 
el Ejército podría ocuparse de la custodia de las embajadas 
y así liberar policías para otras tareas? ¿Podría encargár- 
sele el cuidado de la frontera seca? ¿Cuántas viviendas se 
han entregado a policías entre el año 2010 y hoy? ¿Cuántas 
personas o integrantes de ese ministerio se han amparado 
al programa de compra de viviendas, previsto en el Decre- 
to 305, de 1.* de julio de 2009, del Poder Ejecutivo? 


Respecto a las cárceles y la rehabilitación, las pre- 
guntas son las siguientes: ¿Considera que debe sacarse de 
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la órbita del Ministerio del Interior todo lo relativo a las 
cárceles y al sistema penitenciario, creándose un institu- 
to descentralizado? ¿Considera que todos los centros de 
reclusión del país se encuentran funcionando en buenas 
condiciones y sin violar los derechos humanos de los re- 
clusos? ¿Cuántos policías hay en los módulos 8, 10 y 11 del 
Comcar? ¿Entiende que la cantidad es adecuada? ¿Cuán- 
tos reclusos hay hoy en el Comcar, Libertad y Canelones? 
¿Cuántos de ellos trabajan y cuántos estudian? ¿Entiende 
que trabajar debe ser obligatorio para todos los privados 
de libertad? ¿Se encuentra funcionando el bloqueador de 
celulares en los centros penitenciarios? ¿A qué atribuye 
el elevado número de homicidios -35— y de heridos —más 
de 70— que ha habido en las cárceles uruguayas durante 
este año 2016? ¿A qué atribuye la creciente reincidencia 
de quienes cometen delitos? 


Diga los motivos por los que no se aplica el sistema de 
tobillera electrónica con el objetivo de hacer el seguimien- 
to a quienes gozan de beneficios de salidas y libertades 
anticipadas. 


¿Entiende el ministro que las cárceles uruguayas se 
encuentran «saneadas»? ¿El Ministerio del Interior o el 
Instituto Nacional de Rehabilitación han sido sancionados 
por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social recien- 
temente? ¿Cuáles fueron los motivos? ¿Cuáles fueron los 
motivos por los que se contrató a la empresa Calpusa en 
forma directa y sin licitación pública por $ 439:341.729,00 
en la compra 33-2012 y su ampliación? ¿Se pidió precio a 
otras empresas en la compra directa y en la ampliación? 
¿Cuál fue el motivo por el que se la seleccionó? 


También quisiera referirme a la seguridad en el depor- 
te, señor ministro. Mucho se ha hablado de la seguridad en 
el deporte. ¿Cómo será el funcionamiento de las cámaras 
de seguridad en el deporte? ¿Se exigirá el derecho de ad- 
misión? ¿Quién lo aplicará y quién determinará quiénes 
pueden ingresar y quiénes no? ¿El ministerio a su cargo 
entregó, en el período 2010-2015, entradas para ingresar a 
espectáculos de fútbol en forma gratuita a hinchas y ba- 
rras de fútbol? ¿Le consta que su esposa y legisladora, Su- 
sana Pereyra, mantiene vínculos con barras de fútbol? ¿Le 
consta que les ha pedido que concurran a votar por ella 
en elecciones internas de su sector político? ¿Le consta 
que concurre a los espectáculos y corea y canta consignas 
contra la policía a su cargo? ¿Le consta que su esposa y le- 
gisladora fue mencionada en escuchas telefónicas a barras 
como advirtiendo de las escuchas? ¿Le consta que ella ha 
recibido llamadas pidiendo que realice gestiones ante au- 
toridades por problemas de salida de buses con barras que 
salían del país? ¿Le consta que ella concurre al estadio a 
calmar los ánimos de los policías? ¿Le consta que ha he- 
cho gestiones para que no detengan a hinchas? 


¿Hay autocontrol de las barras bravas de los denomi- 
nados equipos grandes en el Uruguay? ¿Entiende el señor 
ministro que los policías no deben ingresar a los estadios 
a los efectos de prevenir, disuadir y, eventualmente, repri- 
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mir cuando se cometen delitos? ¿Existen zonas fuera de 
control policial, dentro y fuera de los estadios, donde se 
cobra el denominado «peaje» por particulares, ya sea para 
estacionar, concurrir a baños o circular? 


¿Es cierto que invirtieron USD 12:000.000 en cámaras 
y en otros accesorios de seguridad en los alrededores del 
estadio Centenario en los últimos años? ¿Cuál fue el resul- 
tado de esa inversión? 


Señor presidente, señor ministro: hacemos votos para 
que se respondan las preguntas, y escucharemos con aten- 
ción sus respuestas antes de llegar a nuestras conclusiones. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Gracias, señor senador. 


Tiene la palabra el ministro del Interior, señor Eduardo 
Bonomi. 


SEÑOR MINISTRO.- Muchas gracias, señor presidente. 


Permitame decirle que desde el año 2005, cuando esta- 
ba al frente del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, 
he sido objeto de una cantidad importante de interpelacio- 
nes en una y otra cámara, y siempre vine bien dispuesto y 
con la mejor voluntad de aportar sobre el tema que motivó 
el llamado a sala. En todas he concurrido a dar explica- 
ciones y a dialogar —es parte del funcionamiento demo- 
crático—, más allá de que después se pudiera creer o no en 
nuestro informe; el senador interpelante ya ha dicho que 
no cree. Nuestro aporte puede compartirse o rechazarse y 
luego transformarse en motivo de debate parlamentario, 
porque en eso consiste, precisamente, el trámite de una 
interpelación. En esta oportunidad, sin embargo, me en- 
cuentro personalmente en una situación completamente 
diferente. Al igual que la inmensa mayoría de la opinión 
pública, estoy convencido —ya desde antes de concurrir a 
sala— de que nada importa lo que pueda decir o aportar 
porque ya juzgaron; resulta absolutamente indiferente lo 
que pueda decir. Se trata solamente de agotar una instan- 
cia para que luego, algunos de los que acordaron la inter- 
pelación, puedan hacer el planteo que anunciaron públi- 
camente que harían hoy: en todos los medios de prensa, 
y a lo largo y ancho del país, dijeron que iban a solicitar 
la censura del ministro y llamar a elecciones anticipadas. 
Poco importa lo que pueda decir. Por eso digo que esta 
convocatoria es diferente. 


En febrero de este año —hace ocho meses— fui citado 
a la Comisión Permanente del Parlamento. Allí estuvi- 
mos casi diez horas, presentamos todos los datos de la 
evolución de los delitos y anunciamos las acciones que 
teníamos previstas para este año. Poco después todos los 
partidos políticos estuvimos dialogando y acordamos un 
conjunto de proyectos de ley para mejorar la seguridad y 
la convivencia. Es una muestra de la calidad de nuestra 
democracia y una particularidad que debemos preservar: 
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el diálogo. Acordamos leyes que el Parlamento aprobó y 
aprobará con el acuerdo de todos. Sin embargo, esta con- 
vocatoria es diferente porque desde que llamaron a sala 
no les interesa dialogar; ya juzgaron. Convocaron a esta 
sesión anunciando de antemano que nuevamente pedirán 
mi renuncia y que, además, no aceptarán las explicaciones 
que daré, aunque todavía no las han escuchado. Es por esa 
razón que digo que esta instancia es diferente: ya han de- 
finido sin escuchar. 


Desde el 1.” de marzo de 1985 se han hecho múltiples 
experiencias respecto a la seguridad de los ciudadanos y 
nunca hubo una estrategia consistente que tuviera como 
resultado una baja sostenida de las rapiñas durante una 
administración de gobierno. Cada período de gobierno, 
sea cual fuera su color, terminó con un alza de los robos 
violentos. En esta administración nos pusimos como obje- 
tivo bajar las rapiñas, algo a lo que nadie se animó ni hizo 
en forma sistemática. Hoy, a diez meses de comenzar a 
ejecutar el nuevo presupuesto, estamos teniendo resulta- 
dos significativos en la baja de las rapiñas. Sin embargo, 
no se quiere escuchar. Y no solo no se quiere escuchar sino 
que, además —porque el senador interpelante sabe que eso 
es así—, dicen que yo voy a anunciar que están bajando las 
rapiñas. Efectivamente, en un rato voy a referirme a ello 
con cifras, y se podrá ver que las rapiñas están bajando. 


Se nos ha convocado, según la citación, para dar in- 
formación sobre las políticas de seguridad ciudadana, sus 
resultados y la situación actual, pero antes de recibir el in- 
forme, se anuncia la censura y las elecciones anticipadas. 
Creo que hubo un senador que, luego de hacer el anun- 
cio, se dio cuenta de que algo no quedaba bien y, apurado, 
agregó que lo haría después de escuchar el informe, claro. 
Sin embargo, antes de oírlo ya había anunciado qué iba 
a hacer. 


Estoy muy seguro de lo que estamos haciendo pues, 
presupuesto mediante, tuvimos tiempo de corregir algu- 
nos problemas y hoy los resultados nos respaldan y abren 
perspectivas mucho más favorables. 


En esta situación voy a cumplir con el trámite para que 
los convocantes puedan hacer su planteo tan anunciado y, 
al mismo tiempo, voy a informar exhaustivamente para 
aquellos a los que realmente les interesa saber lo que ha 
pasado y cuáles son las políticas y sus resultados. Y lo voy 
a hacer en serio; hablemos en serio. 


A partir de un hecho trágico y lamentable convoca- 
ron a una interpelación y de antemano, y sin que hubiera 
pasado un instante, proclamaron en todos los medios de 
comunicación que iban a votar en contra de las explica- 
ciones que fueran a darse. Ya lo tenían resuelto porque en 
realidad no les interesa la seguridad sino los resultados 
políticos que puedan obtener. Tampoco les interesa escu- 
char y entender. Por eso decimos —insistimos— que es hora 
de hablar en serio. 
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Hoy estamos en una interpelación rara, cuya convoca- 
toria es de una generalidad absoluta: el llamado es a los 
efectos de pedir y recibir información sobre las políticas 
de seguridad ciudadana, sus resultados y la situación ac- 
tual, abarcando todos sus ámbitos. Como respetamos al 
Parlamento como institución, vamos a hablarle al Parla- 
mento y a la sociedad. Los uruguayos nos merecemos ha- 
blar en serio y que nos hablen en serio. La convivencia y 
la seguridad son las preocupaciones más importantes de 
quienes vivimos en este país. Por eso se necesita un abor- 
daje consistente, con conocimiento y en profundidad. 


Quiero decir a todos los uruguayos y a los señores se- 
nadores presentes que nos preocupa lo que sucede y que 
honestamente estamos trabajando para mejorar la situa- 
ción. Al mismo tiempo, quiero que los delincuentes sepan 
que no toleramos su accionar y que estamos usando todas 
y cada una de las herramientas legales para perseguirlos 
y llevarlos a la Justicia. Nos estamos ocupando y estamos 
obteniendo resultados. Esta afirmación se basa en eviden- 
cia concreta y tangible, aunque no lo crea el senador inter- 
pelante. Este año se reducirán las rapiñas luego de muchos 
años de crecimiento, y lo vamos a demostrar con eviden- 
cias extraídas de la realidad y no con realidades construi- 
das con palabras que no responden a ella. 


En el raid de declaraciones mediáticas que fundamen- 
taron esta interpelación se ha ensayado un relato del mie- 
do y el desastre basado en cuatro afirmaciones que son, 
por lo menos, equivocadas, y que voy a citar textualmente. 
Confieso que aunque no hubiera habido la introducción 
anterior, igual las habría mencionado ahora; de todas for- 
mas, fueron reafirmadas, pero entran dentro de lo que se 
dijo anteriormente. 


Primera afirmación: tenemos la dotación policial más 
alta de América Latina, y no sé si del mundo, con 839 po- 
licías cada 100.000 habitantes, y los delitos crecen. 


Segunda afirmación: a nivel de la región tenemos los 
peores índices de seguridad. Montevideo tiene una tasa de 
homicidios de 14 cada 100.000 habitantes. 


Tercera afirmación: ya no se puede salir a la calle por- 
que te matan para robarte. 


Cuarta afirmación: la baja de los delitos que muestra el 
Gobierno es debido a que la gente ya no denuncia porque 
no confía en la Policía. Recuerdo que en el mes de febrero 
el legislador interpelante dijo que él no denunciaba lo que 
pasaba a la Policía. Se supone que lo que se hace acá puede 
servir como ejemplo y eso yo lo interpreto como un llama- 
do a no denunciar. 


Vamos a analizar la primera mentira del relato del mie- 
do y el desastre. Han asegurado que el Uruguay tiene la 
dotación policial más alta de América Latina, y no sé si 
del mundo, con 839 policías cada 100.000 habitantes. A 
partir de este supuesto quieren trasmitir la idea de que la 
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Policía nacional actualmente es ineficiente ya que siendo 
el país con más policías del planeta tenemos problemas de 
seguridad. Hay que informar cómo se calcula, en términos 
metodológicos, la tasa de policías cada 100.000 habitan- 
tes, ya que si utilizamos cualquier dato, evidentemente, 
vamos a obtener cualquier resultado. Para calcular la tasa 
necesitamos conocer, por un lado, la cantidad de policías 
que trabajan en unidades operacionales y, por otro, la po- 
blación del país. La afirmación de que somos el país con 
más policías de la región —y acaso del mundo— se basa en 
un grueso error; es una falsedad que da cuenta del desco- 
nocimiento absoluto del funcionamiento de la Policía y de 
los temas de seguridad. 


Se llegó a 839 policías cada 100.000 habitantes por- 
que se tomó como referencia que el Uruguay tenía, en 
2015, un total de 29.950 personas, entre las que se inclu- 
ye personal efectivo, contratos policiales y contratos de 
función pública en el Ministerio del Interior. Los datos 
que la Oficina Nacional del Servicio Civil publica anual- 
mente en su informe de vínculos laborales con el Esta- 
do dan cuenta de todos los funcionarios que mantienen 
vínculos con el Ministerio del Interior, pero la fuerza 
efectiva, la Policía, es otra cosa, y eso debería estar claro 
para no hacer cuentas basadas en datos equivocados. En 
Internet también se reproducen datos equivocados y si 
no se los chequea se llega a errores y se dicen irrespon- 
sabilidades. 


Para calcular la tasa de policías en función del núme- 
ro de habitantes de un país respecto a otro, sin cometer 
errores de interpretación, se requiere un ejercicio relativa- 
mente complejo a causa de las particularidades que poseen 
las normas y la arquitectura institucional de los diferen- 
tes Estados. Por ejemplo, los datos de países con cercanía 
regional, ascendencia étnica, cultural o trayectorias his- 
tóricas relativamente familiares, podrían inducir a atajos 
comparativos. Debe haber una mirada atenta para evitar el 
facilismo de conclusiones equivocadas. 


Hace unos años —durante el Gobierno anterior— fui- 
mos a Argentina a firmar convenios con nuestros pares. 
Tuve que firmar con tres pares distintos —el ministro de 
Justicia, la ministra de Seguridad y el ministro del Inte- 
rior— porque lo que hoy está en la órbita del Ministerio 
del Interior en Uruguay, en Argentina, insisto, está en tres 
ministerios distintos. Los funcionarios de esos ministerios 
no son policías: los funcionarios del Ministerio de Justicia 
y Derechos Humanos no son policías, y tampoco lo son los 
funcionarios del Ministerio del Interior, Obras Públicas y 
Vivienda, pero las funciones que cumplen están dentro de 
las que compete a esta última cartera. Luego de 1973, se 
los asimiló a la Policía y se les dice policías —están en el 
escalafón Técnico o Administrativo—, pero en realidad no 
lo son. Entonces para hacer una comparación hay que te- 
ner en cuenta los policías que están en la calle en un país 
y en otro. En ese sentido, veremos que la cantidad es abso- 
lutamente diferente. 
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En la imagen que estamos viendo están los datos de 
2015 vinculados al Ministerio del Interior y allí aparecen 
personas que tienen el estatuto de policías, pero no lo son. 
Al 30 de setiembre de 2016 el escalafón L del Ministerio 
del Interior representa un total de 28.891 personas. Ya hay 
una diferencia de 1059 que, para tener una dimensión de lo 
que significa, representa diecisiete comisarías y media. O 
sea que a los datos de hoy agregaron diecisiete comisarías 
y media, lo cual es grave, pero no es todo lo grave que pue- 
de ser si seguimos analizando. Insisto: ese error representa 
el personal equivalente a más de diecisiete comisarías y 
media y, para que se tenga una dimensión de lo que esta- 
mos hablando, esa diferencia es el 68 % de las comisarías 
de Montevideo. Por supuesto, eso no queda ahí. 


En el número que queda —restando esas 1059 
personas—, hay diversas categorías de personal que de 
ninguna manera podemos incluir para calcular, de manera 
responsable, la tasa de policías cada 100.000 habitantes. 
Veamos, entonces, cómo debería calcularse. De las 28.891 
personas del escalafón L, Policial —que figura en la página 
web de la Oficina Nacional del Servicio Civil-, hay 5433 
que corresponden a personal de apoyo y que no cumplen 
tareas de seguridad; por lo tanto, la cifra se reduce en un 
18,8%. Aquise va viendo lareducción, pero hay más. Dentro 
del Ministerio del Interior hay 33 unidades ejecutoras 
y se debería conocer que no todas están orientadas a la 
prevención, disuasión y represión del delito. Un caso claro 
de esto son los bomberos, que representan una dotación 
de 1576 efectivos y cuyo cometido esencial no es combatir 
el crimen. Esto implica seguir reduciendo el número 
inicial en un 5,45 %. En Argentina, los funcionarios del 
Ministerio del Interior están divididos en tres ministerios 
y los bomberos están aparte. Hay un cuerpo de bomberos 
voluntarios que, por supuesto, no entran en ninguno de 
esos tres ministerios y no son policías; lo mismo pasa en 
otros países de la región. 


Hay más aspectos a tener en cuenta. Otra unidad ejecu- 
tora que en ninguna parte del mundo se contempla en este 
cálculo es la del personal de los centros penitenciarios. 
Incluso, en muchos países está fuera de la órbita del Mi- 
nisterio del Interior, tal como nos lo estamos planteando 
nosotros desde la administración anterior. En este punto 
hago una digresión y, de paso, respondo una de las pregun- 
tas realizadas. Estoy absolutamente de acuerdo en que las 
cárceles tienen que salir del Ministerio del Interior, pero 
no ahora. Cuando asumimos en 2010 creamos la Comisión 
Multipartidaria sobre Seguridad y una de las conclusiones 
a las que arribó fue que había que sacar las cárceles del 
Ministerio del Interior en un largo proceso, que empezaba 
por sacar las cárceles de la órbita policial y ubicarlas en el 
Ministerio del Interior —objetivo ya cumplido— y, luego, 
sacarlas del Ministerio del Interior. En la Comisión Mul- 
tipartidaria sobre Seguridad de este año acordamos que 
deben pasar al Ministerio de Educación y Cultura... 


SEÑOR GARCÍA (Javier).- No fue acordado; de nin- 
guna manera. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- No puede interrumpir, señor 
senador. 


SEÑOR GARCÍA (Javier).- No está diciendo la ver- 
dad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor senador, lo estoy lla- 
mando al orden. 


Puede continuar el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- No voy a discutirlo. Personal- 
mente creo que fue acordado en la comisión... 


SEÑOR GARCÍA (Javier).- No se acordó. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Senador García: me va a 
obligar a solicitar al Cuerpo respaldo para llamarlo al or- 
den; ya lo hice en dos oportunidades. No puede interrum- 
pir; yo no le he dado la palabra. 


Puede continuar, señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor presidente: me doy por 
enterado de que hay un senador que afirma que no es co- 
rrecto lo que estoy diciendo. Ahora bien, quiero decir que 
se acordó pasarlo a un servicio descentralizado que tenga 
como organismo de referencia al Ministerio de Educación 
y Cultura. A su vez, el Ministerio del Interior quedó en 
presentar un proyecto de ley para que lo considere el Par- 
lamento y aparezcan las diferencias o los acuerdos que 
permitan su aprobación. Esa iniciativa ya fue elaborada 
y se presentó a la Presidencia de la República para que 
la estudie, pero todavía no llegó al Parlamento; ese fue el 
acuerdo. 


Entonces, la respuesta a la pregunta sobre si estoy de 
acuerdo en sacar las cárceles del Ministerio del Interior es 
que sí estoy de acuerdo y lo he impulsado. Hemos llegado 
a la conclusión de que debe ser un servicio descentraliza- 
do, y en eso quedó la mencionada comisión. No recuerdo 
el número que lleva esa pregunta, pero está respondida. 

SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Bordaberry. 


SENOR BORDABERRY.- El señor ministro estaría 
contestando la pregunta 1 del capítulo II. Hago esta apre- 
ciación simplemente para tildar la pregunta y le agradece- 
ría que mencionara el número cuando responda así puedo 
seguir mejor las respuestas. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor mi- 
nistro. 
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SEÑOR MINISTRO. El problema es que son muchas 
las preguntas y no tengo en mente qué número le corres- 
ponde a cada una. De todos modos, primero voy a hacer 
una introducción y luego voy a contestar las preguntas, 
salvo en este caso, que me adelanté. 


Cabe recordar que, antes de la Dictadura, las cárce- 
les estuvieron en la órbita del Ministerio de Educación y 
Cultura. Eso implica reducir, del número inicial, un total 
de 2612 personas, lo que equivale a un 9,04 %. Pero hay 
más; existen otras unidades que se encuentran en el Mi- 
nisterio del Interior y que en ningún caso se computan en 
este cálculo, ya que no están abocadas a la prevención, 
disuasión y represión del delito. Como ejemplo podemos 
nombrar la Dirección Nacional de Migración, la Dirección 
Nacional de Asuntos Sociales —ex Sanidad Policial—, la 
Dirección Nacional de Identificación Civil, el personal de 
Secretaría, la Dirección General de Fiscalización de Em- 
presas y la Dirección Nacional de la Educación Policial. 
En este conjunto variado se encuentran 1224 personas, por 
lo que hay que reducir un 4,23 % más. Pero hay más; el 
cálculo correcto debe contemplar la existencia de personal 
que realiza otras tareas de apoyo en las 33 unidades eje- 
cutoras del Ministerio del Interior, que son 3392 personas. 
Por lo tanto —y seguimos restando—, hay que reducir un 
11,74 % de la cifra manejada. 


Para que se tenga una idea de la diferencia y de por qué 
decimos que hay que hablar en serio, el número real para 
realizar el cálculo es menos de la mitad de lo que dicen: 
son 14.644 personas y no 29.950. Es decir que el número 
correcto es el 48,9 % del que dijeron, es decir, menos de la 
mitad. Esta cifra se compone por el personal que está abo- 
cado a las tareas de prevención, disuasión, investigación 
y respuestas en las 19 Jefaturas departamentales más la 
labor desarrollada por otras unidades con funciones ejecu- 
tivas, como la Guardia Republicana, la Dirección General 
de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas, la Dirección 
General de Lucha contra el Crimen Organizado e Inter- 
pol, la Dirección General de Información e Inteligencia 
Policial, la Dirección Nacional de Policía Científica, la Di- 
rección Nacional de Policía de Tránsito, la Dirección de 
Asuntos Internos y el Centro de Comando Unificado. 


Llegados a este punto, podemos decir que la tasa de 
839 policías cada 100.000 habitantes es, por lo menos, 
equivocada. Como ha quedado demostrado, en los 29.950 
efectivos hay gran diversidad. Por lo tanto, no hay 839 po- 
licías cada 100.000 habitantes. El cálculo correcto, basado 
en información certera y confiable, es que tenemos una 
tasa de 421 policías cada 100.000 habitantes; para hacer 
este cálculo se tomó como base las proyecciones de po- 
blación que realiza el INE para el Uruguay. Entonces, la 
tasa de policías es la mitad de lo que dicen y, por ende, ni 
somos el país con más policías de la región y del mundo ni 
hay en el Uruguay 29.950 policías. 


Permítaseme otra digresión. Nosotros quisimos com- 
parar estas cifras con distintos países de la región y pe- 
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dimos datos a organismos internacionales. Estos organis- 
mos nos dijeron que los únicos datos confiables son los de 
Uruguay y los de Chile, por lo que no tenemos un punto 
de comparación correcto. Por ejemplo, consultamos a tres 
organismos de Argentina: uno nos dijo que había alrede- 
dor de 190 policías cada 100.000 habitantes y otro que 
había 789. ¡Fíjense la distancia que hay entre una cifra y 
otra! Por tanto, no podemos hacer esa comparación. Va- 
mos a compararnos con los europeos. Hay que destacar 
que otros países cuentan con una especialización por arma 
y que fuerzas encargadas del orden sometidas a estatuto 
militar cumplen funciones policiales, pese a coexistir con 
instituciones policiales propiamente dichas. 


Existe la especialización por materia. Algunos Estados 
cuentan con dependencias policiales encargadas de asun- 
tos civiles y otros directamente carecen de ellas o están 
bajo la esfera de ministerios o servicios civiles ajenos a la 
seguridad. 


Uruguay, fruto de la evolución normativa, presupues- 
taria y gubernamental, ha concentrado bajo la égida de 
la Policía nacional una serie de roles y de funciones que 
demandan un cúmulo de funcionarios bajo estatuto poli- 
cial, pero esas tareas bien podrían cubrirse con funciona- 
rios sin ese carácter estatutario. No obstante, el imperio 
de la norma y de los hechos nos llevó a una conformación 
escalafonaria que determina que tengamos un número de 
policías que no cumplen funciones directas de seguridad. 
Solo por citar algunos casos, en el padrón de efectivos po- 
liciales —con el que se ha hecho el cálculo que lleva a la 
afirmación que se hizo aquí— se incluye a los bomberos, la 
sanidad policial, el personal médico, técnico especializa- 
do, administrativo, pero esto ya se mencionó. 


Los parámetros de comparación entre países —aunque 
ya se ha dicho, lo recalco- deben ser considerados con 
suma cautela. Distintos informes internacionales mues- 
tran esta variabilidad según la fuente que proporciona el 
dato. Muchos países no cuentan, como Uruguay, con un 
registro centralizado de la cantidad de funcionarios abo- 
cados a la tarea policial, en particular aquellos con múlti- 
ples instituciones y agencias encargadas de la seguridad. 
También debe recordarse que otros Estados tienen funcio- 
nes de seguridad que recaen en funcionarios municipales, 
lo que los lleva a disimular las cifras reales. 


Al día de hoy existe un esfuerzo de organismos inter- 
nacionales para aunar criterios de comparación que esta- 
blezcan valores estandarizados, meta que no se avizora 
alcanzable a corto plazo. 


Los países de la Unión Europea son los que tienen es- 
tadísticas más precisas para el cálculo de la tasa de poli- 
cías y claramente no mezclan funciones que no tienen que 
ver con la especialidad. 


Si observamos los datos del último reporte de esta- 
dísticas europeas, veremos que Portugal cuenta con una 
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tasa de 443, Italia de 463 y España de 523. Por lo tanto, 
si la recomendación de Naciones Unidas es que se cuente 
con 200 policías cada cien mil habitantes, estos países la 
incumplen; tienen más, y nosotros también tenemos más. 


Por todo lo anterior reiteramos que no se pueden mane- 
jar cifras, tasas y conclusiones basadas en la desinforma- 
ción, en la impericia, y menos aún en Internet. 


Repetimos que Uruguay tiene una tasa de policías pro- 
medio y no se puede decir seriamente que somos el país 
con más policías del mundo y de la región. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO. Prefiero seguir, señor senador. 


El señor senador Bordaberry después me puede seña- 
lar su inquietud. 


Ahora me concentraré en la segunda equivocación del 
relato del miedo: a nivel de la región tenemos los peores 
niveles de seguridad; Montevideo tiene una tasa de homi- 
cidios de 14 cada 100.000 habitantes. Ahora bien, antes de 
responder quiero hacer una aclaración con respecto a estos 
números: 14, 10, 12. Cada unidad en el país significa 33 
homicidios y, en Montevideo, implica unos 15 homicidios. 
Es decir que pasar de 14 a 13 implica 33 homicidios menos 
en el país y 15 menos en Montevideo. 


En esta afirmación hay dos errores concatenados que 
desglosaré. El primero es que tenemos niveles de seguri- 
dad peores que los de la región y el segundo es la tasa de 
homicidios de Montevideo. 


Vayamos ahora a la primera afirmación, que es la que 
intenta instalar el relato de que en Uruguay la situación 
se ha descontrolado para luego ejemplificar esa supuesta 
verdad con información equivocada. No sé si se ha dado 
en forma intencional o no, pero repito que es equivocada. 


El informe del índice de paz global —indicador que 
mide el nivel de paz y la ausencia de violencia de un país o 
región— es elaborado y publicado desde el año 2007 por el 
Instituto para la Economía y la Paz, junto al Centro de Es- 
tudios de la Paz y los Conflictos de la Universidad de Sid- 
ney, con datos procesados por la Unidad de Inteligencia 
del semanario británico The Economist. Esta investiga- 
ción es usada ampliamente por los Gobiernos, institucio- 
nes académicas, centros de investigación, organizaciones 
no gubernamentales e instituciones intergubernamentales 
como la OCDE, la secretaría del Commonwealth of Na- 
tions, el Banco Mundial y las Naciones Unidas. 


Según el último estudio, Uruguay se encuentra segun- 
do en el ranking de los países más seguros y pacíficos de 
América Latina, ubicado en el lugar 35 en una lista de 163 
países de todo el mundo. Es relevante tener en cuenta este 
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indicador de seguridad y paz interna ya que no vivimos 
aislados sino en una región y en un mundo con el que nos 
relacionamos y, por lo tanto, nos influye. 


Quiero insistir en que si hablamos de la seguridad con 
parámetros internos, de acuerdo con lo que sucedió y con 
su evolución, es una cosa, pero si nos comparamos con el 
mundo y con la región, es otra. Yo suelo decir que a los 
uruguayos no nos interesa si los vecinos están peor, sino 
cómo estamos nosotros, pero si me argumentan que esta- 
mos horribles en la región y en el mundo, entonces ten- 
go que entrar en la comparación. Si miramos el mapa de 
la región podemos observar que, dentro de los países del 
Mercosur, Uruguay tiene una distancia muy considerable, 
teniendo en cuenta que en el ranking mundial Argentina 
está en el lugar 67, Paraguay en el 80, Brasil en el 105 
y Venezuela en el 143. Nuestro país se ubica en la mitad 
respecto al que ocupa el segundo lugar, en un tercio con 
relación a Brasil y en un cuarto con respecto a Venezue- 
la. Sin ser este último, los demás países son vecinos. Por 
lo tanto, debemos mirar las cosas con objetividad. No es 
cierto que Uruguay tenga una situación fuera de control. 
Por eso repito: hablemos en serio. 


Un segundo indicador, incluso más robusto que el an- 
terior, que desarrolla el instituto, es el índice de paz po- 
sitiva, entendida no solo como la ausencia de violencia, 
sino como la creación de entornos óptimos para mejorar 
la convivencia y la seguridad. Quiere decir que a través 
de 8 grandes dimensiones conceptuales y 24 indicadores, 
proporciona una medida de línea de base para la eficacia 
de las capacidades de un país para construir y mantener la 
seguridad y la paz. 


Este índice es muy relevante para el desarrollo del país, 
ya que los inversores tienen muy en cuenta estos factores 
a la hora de instalar emprendimientos y dinamizar la eco- 
nomía. Este indicador se utiliza para medir empíricamente 
la capacidad de recuperación de un país o la capacidad 
de absorber y recuperarse de las crisis pasadas. También 
se puede utilizar para medir la fragilidad y ayudar a pre- 
decir la probabilidad de que haya conflictos, violencia e 
inestabilidad cuando el indicador se deteriora durante un 
período. 


Pues bien: ¿qué dice ese indicador con respecto a Uru- 
guay? En el informe recientemente publicado se consigna 
que durante el período 2005-2015 el Uruguay, de una lista 
de 163 países, fue el tercero que más avanzó en lo que 
respecta a un clima global de seguridad y convivencia, 
y el primero, por lejos, en toda América Latina. Quiero 
aclarar que no estamos para nada satisfechos con la situa- 
ción actual pero, como dije, nos preocupa y nos ocupa. Si 
salimos de la aldea y vemos hacia dónde están yendo el 
mundo y la región, nos damos cuenta de cuál es nuestra 
posición relativa. Insistimos en esto porque se ha hecho 
una comparación con el resto del mundo y la región; de lo 
contrario, hubiéramos seguido en la línea de compararnos 
con nosotros mismos. 


CÁMARA DE SENADORES 


515-C.S. 


Si bien al comparar al Uruguay con el resto del mundo 
hemos obtenido buenos resultados, ello no quiere decir 
que esté todo bien, pero tenemos que entender que el 
Uruguay no es una isla de excepcionalidad en la que las 
tendencias regionales o mundiales no nos afectan. Es muy 
evidente que estos indicadores dan cuenta del esfuerzo 
y de la capacidad de cambio de algunos países. Todos 
deberíamos celebrar que nuestro país se encuentre en este 
ranking porque todos vivimos aquí y este es el resultado 
del esfuerzo de toda la sociedad. Si miramos hacia 
adelante con grandeza y sin calculadora electoral, nos 
daremos cuenta de que estos resultados nos benefician a 
todos. La mezquindad y el pesimismo militante son malos 
consejeros. 


En conclusión, es falso que estemos en una situación 
peor que la de los demás países de América Latina; muy 
por el contrario. 


Ahora vayamos a las cifras de los homicidios y a las 
tasas de homicidios a nivel global. Como hemos visto, se 
ha hecho un manejo antojadizo y arbitrario de las cifras. 
Recientemente, un portal especializado en chequear la 
veracidad de la información intentó averiguar de dónde 
había surgido el dato de que en Montevideo hay una tasa 
de catorce homicidios cada cien mil habitantes. Voy a leer 
textualmente el informe publicado la semana pasada, que 
dice lo siguiente: «Al consultar a Bordaberry por su fuente, 
el senador comentó a UYCheck que se basa en el informe 
sobre 2015 del observatorio FundaPro. Según este, en 
ese año se cometieron 186 homicidios en Montevideo, lo 
que representa una tasa de 14,3 homicidios cada 100.000 
habitantes. Este observatorio no considera los datos 
oficiales, su metodología para contabilizar y catalogar los 
homicidios se basa en datos de prensa». 


¿Qué nos revela esto? Que se hace un manejo de las 
cifras que no resiste los manuales básicos de metodología, 
ya que se calculan tasas de homicidios por la lectura de 
los diarios y portales de noticias que informan sobre los 
hechos policiales. ¡Por favor, hablemos en serio! El Uru- 
guay tiene un sistema estadístico confiable y robusto. El 
Ministerio del Interior, a través del observatorio, tiene la 
información oficial, que se publica anualmente desde el 
año 2005; antes de esa fecha los datos no solían hacerse 
públicos. 


Quiero aclarar que cuando manejamos hacer una mo- 
dificación en los registros no nos planteamos cambiar el 
observatorio del Ministerio del Interior. Por el contrario, 
se planteó la creación de un organismo que manejara los 
datos de otra manera, conformado por el observatorio, la 
Suprema Corte de Justicia, el INE y la Universidad de la 
República. ¿Por qué? Porque hemos constatado que los 
datos del observatorio no son confiables, pero se enojan 
cuando interpretan que queremos cambiarlo. En realidad, 
no queremos cambiar el observatorio, porque para noso- 
tros es confiable; lo que queremos es que sea más amplio y 
que tenga mayor representatividad. 


516-C.S. 


Esta es la respuesta a las preguntas 17, 18 y 19 del se- 
ñor senador Bordaberry: el observatorio no fue cambiado, 
sigue siendo el mismo, pero la idea es crear un organismo 
más amplio que esté conformado también por el observa- 
torio. 


Como decía, algunos construyen información estadís- 
tica sobre homicidios mirando Internet y artículos de dia- 
rios. ¡No quiero ni imaginar lo que sería si instaláramos 
ese método de análisis y el miembro interpelante fuera el 
Ministerio del Interior! ¡No quiero ni pensar lo que pa- 
saría! Me preguntarían: «Pero ¿cómo, están sacando los 
datos de Internet, de recortes de prensa? ¿Qué seriedad 
tiene eso?». 


Más adelante voy a presentar la evolución de los ho- 
micidios en lo que va del año 2016, y voy a poner sobre la 
mesa la información de lo que ha ocurrido hasta el 15 de 
octubre. En ese período se registró una baja en los homici- 
dios con respecto al año 2015, que esperamos —y estamos 
casi seguros de que va a ser asi— se mantenga hasta el final 
del año. 


En esta primera parte me interesa poner en evidencia 
cómo, a través de medias verdades o de datos no verifica- 
bles, se construye una realidad absolutamente ficticia, que 
solo se sostiene a partir de una argumentación falaz. 


A continuación, voy a referirme a la tercera equivoca- 
ción del relato del miedo, que afirma que uno ya no puede 
salir a la calle porque lo matan para robarle. La pérdida 
de la vida humana en un homicidio merece nuestro más 
firme y total rechazo y repudio. Para nosotros el valor de 
la vida es central, y en una estrategia de seguridad el valor 
principal a cuidar es la vida humana. A partir del lamen- 
table episodio de Carrasco Norte, en el que un ciudadano 
perdió la vida a manos de un homicida, hemos escuchado 
decir que en este país ya no se puede caminar por la calle 
porque a uno lo matan en cualquier esquina para robarle o 
que se puede perder la vida en cualquier momento. De esa 
manera se instala y se amplifica el miedo en la sociedad. Y 
lo que es peor, algunos creen que eso genera un beneficio 
político. 


(Ocupa la presidencia el señor senador Besozz1). 


—Existen casos de muerte en el marco de rapiñas o 
hurtos, pero la posibilidad de ser asesinado en esas situa- 
ciones no se corresponde con el grado de alarma que se 
promueve. Se me ha preguntado cuál es la posibilidad de 
muerte en caso de rapiña o de hurto, y debo decir que, 
según las cifras de que disponemos, es de 0,03 %. Es abso- 
lutamente equivocado dejar que se propague la convicción 
ciudadana de que estamos en una situación de alarma que 
no es tal. Sin embargo, se insiste en repetir algo que no es 
cierto. 


De los diez meses y medio que han transcurrido del 
año 2016, un 15 % de los homicidios ocurrieron en inten- 
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tos de robo. En el año 2015 un 19 % de los homicidios se 
dio en el marco de hurtos o rapiñas. Es decir que ha habi- 
do una disminución. Aclaro que estamos comparando diez 
meses y medio del año 2016 con diez meses y medio del 
año 2015; o sea que no constatamos una baja por comparar 
números parciales con números totales, sino que los dos 
años son parciales. En el 2016 han ocurrido 33 homicidios 
en circunstancias vinculadas con hurtos o rapiñas. En 19 
de esos casos las circunstancias son claras y hay testigos, 
existencia de testimonios y cámaras de videovigilancia 
que permiten conocer si hubo o no resistencia por parte de 
la víctima. Cabe aclarar que en la mayoría de ellos -17 de 
19-— la hubo, pero no es relevante. 


Me voy a concentrar ahora en la cuarta equivocación 
del relato del miedo, que dice que la baja de los delitos que 
muestra el Gobierno es porque la gente ya no los denuncia 
porque no confía en la Policía. El último argumento para 
instalar el relato del miedo es que si el ministerio demues- 
tra la baja en algunos delitos, en realidad, no es porque 
efectivamente ocurra, sino porque la gente ha dejado de 
denunciar. Es muy raro el comportamiento de algunos 
parlamentarios en este punto. Exactamente lo mismo se 
puede decir de diferentes medios de comunicación: si el 
ministerio informa que ha ocurrido un aumento de algún 
delito, entonces sí lo toman en serio y anuncian «Aumen- 
taron los delitos» —según las cifras del observatorio—, pero 
si decimos que la cifra de algún delito descendió, entonces 
es porque la gente no denuncia, y no es cierto que esa cifra 
haya bajado. 


Hemos multiplicado la forma de denunciar los delitos 
como nunca se ha hecho. Hemos ampliado las posibilida- 
des de denunciar por medio de Internet, hemos instrumen- 
tado el registro de denuncias en las tablets de los patru- 
lleros, hemos creado mecanismos protegidos y anónimos 
para denunciar cuando la persona se siente indefensa y he- 
mos organizado un potente sistema de gestión de seguri- 
dad pública que registra y georreferencia todas las denun- 
cias en forma instantánea. En otras épocas, las denuncias 
se registraban en cuadernos y en no pocas ocasiones, algu- 
nas no se computaban para la estadística. Entonces, hemos 
sido nosotros los que hemos ampliado la infraestructura y 
la capacidad de captar denuncias. 


Pero además de dejar constancia del punto anterior, me 
quiero referir a la segunda parte de esta afirmación, que no 
se ajusta a la realidad del relato del miedo y que sostiene 
que no se denuncia por desconfianza en la Policía. La con- 
fianza es la firme esperanza que una persona tiene de que 
algo suceda, sea o funcione de una forma determinada, o 
de que cualquier otra persona o institución actúe como ella 
desea o espera. Por tanto, la confianza en la Policía es un 
indicador de su capacidad para resolver problemas, en este 
caso prevenir delitos, y cuando estos se cometen, atrapar 
alos delincuentes. Quienes aseguran que la gente en Uru- 
guay no confía en la Policía, están equivocados, pero lo 
peor es que saben que lo están. 
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Voy a presentar datos y evidencias que sostienen esta 
afirmación a partir de estudios como el Latinobarómetro, 
que produce informes sistemáticos sobre la confianza en 
las instituciones públicas de seguridad desde hace dos 
décadas. El último estudio comparable para quince paí- 
ses de América Latina es de este año, 2016. En los países 
del Mercosur, el promedio de confianza en la Policía es 
del 30 %, y en América Latina, del 36 %. En Uruguay, 
la confianza en la Policía es del 61 %. Este guarismo es 
uno de los más altos de América Latina y podríamos decir 
que hay un empate virtual técnico en estos valores, ya que 
Ecuador alcanza un 62 % y Chile un 63 %. 


Entonces, por un lado, tenemos que ser objetivos; algo 
ha pasado en el Uruguay para que seamos tan distintos a 
los países de la región y de América Latina, porque esta 
realidad no siempre fue así. Por otra parte, esta confianza, 
que es síntoma de eficacia, ha ido creciendo desde los años 
2005 y 2010, y hoy nos encontramos en el registro más alto 
de esa tendencia en los últimos veinte años. Nadie confía 
si algo no funciona o lo hace pésimamente mal. Esto es 
obvio. Por lo tanto, estos niveles de confianza en aumento 
que tiene la Policía se dan porque ha cambiado, y esto la 
gente lo valora. 


Si observamos los niveles de confianza en la Policía 
en los últimos veinte años, vamos a notar que entre 1995 
y 1998 y entre fines del 2002 y el 2004, había más gente 
que desconfiaba de la Policía que la que confiaba. Es decir, 
su saldo de confianza era negativo. Es a partir del 2005, 
cuando el Frente Amplio llega al Gobierno y comienza un 
proceso de reforma de la Policía, que por primera vez se 
observa una década continua en la cual la confianza hacia 
la Policía prevalece sobre la desconfianza. Esto no es má- 
gico ni ocurrió por generación espontánea. 


La convicción que lleva a un individuo a tener con- 
fianza en una institución se basa en que los factores más 
importantes para la construcción o destrucción de la con- 
fianza son la experiencia individual y la evaluación perso- 
nal de las instituciones. Como se ha dicho, la importancia 
de la evolución de la confianza en las instituciones que se 
encargan de proveer seguridad pública radica en el hecho 
de que la fuerza primordial de cualquier Estado es brindar 
a los ciudadanos la protección necesaria para el desarrollo 
pacífico de la vida económica y social. De esta manera, 
el propio Estado justifica su existencia al utilizar el argu- 
mento de que solo a través del monopolio efectivo de la 
fuerza se podrán hacer cumplir las leyes que garantizan la 
seguridad y los derechos ciudadanos. 


Con respecto a la pregunta 3, relativa a la gestión, es 
importante señalar que en una gestión en la cual no se con- 
fía en la Policía, gana el miedo y la desconfianza como mo- 
delo de relacionamiento, y en el corto plazo surgen brotes 
de ingobernabilidad e intentos de atajo para hacer cumplir 
las normas por medio de bandas criminales o de acciones 
individuales que imparten justicia por mano propia. 
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Por lo tanto, alentar y socavar la desconfianza en una 
institución como la Policía es de una gran irresponsabili- 
dad. 


En los últimos años la confianza hacia la Policía ha 
crecido y este año se ubica en el récord histórico desde 
que se realizan mediciones —o sea, en las últimas dos dé- 
cadas—; por algo será. 


Quiero presentar dos datos más sobre la percepción 
que la ciudadanía tiene de la Policía y compararlos con 
lo que sucede en América Latina. En el propio estudio de 
Latinobarómetro se consulta a ciudadanos de 18 naciones 
de América Latina sobre algunas características de la Po- 
licía de su país. La Policía uruguaya es la que obtiene los 
mayores niveles de respuesta afirmativa entre las Policías 
de 18 países de Latinoamérica; se ubica en primer lugar en 
el ranking en dos temas centrales: en ser una Policía cada 
día más eficiente y en respetar cada día más los derechos 
humanos. 


El primer cuadro que se observa registra el ranking de 
opinión pública, según el Latinobarómetro —obviamente, 
para este estudio no se consultó al Ministerio del Interior; 
es una encuesta profesional que se hace en cada país y en 
Uruguay la efectúa Equipos Mori-—, sobre una característi- 
ca central de la Policía: la de ser cada día más eficiente. En 
los primeros cinco lugares se ubican: Uruguay, Nicaragua, 
Ecuador, Costa Rica y Chile. 


En el segundo cuadro que se observa, donde se regis- 
tra el ranking de opinión sobre el respeto a los derechos 
humanos, nuevamente Uruguay se ubica en el primer lu- 
gar, seguido por Ecuador, Nicaragua y Costa Rica. Esto es 
muy relevante, porque la eficiencia y la eficacia de nada 
valen si para implementarlas arrasamos con las libertades. 
Hay países bien ubicados en eficiencia y mal posiciona- 
dos en cuanto al respeto a los derechos humanos, pero ese 
no es el modelo que hemos impulsado. La nueva Policía 
que estamos construyendo tiene claramente alineadas sus 
prioridades y este estudio demuestra que los ciudadanos 
lo advierten. 


Aclaro que las afirmaciones que durante los días pre- 
vios a esta interpelación quisieron convertir en el núcleo 
expectativo los problemas de seguridad pública, no son 
correctas; quienes afirman esto no saben de lo que hablan 
y lo peor es que no saben que no saben. 


Tengo reservada para después la dirección de una 
página oficial, pero dado que se ajusta un poco a lo que 
estamos hablando, me voy a referir a ella. Con respecto 
al porcentaje de eficacia, nos dijeron: «¿Solo se registra 
el 60 %?». A propósito, la página oficial del FBI sobre 
aclaración de delitos establece que en Estados Unidos la 
aclaración de homicidios es del 64,5 %. En ese país se 
considera aclarado el delito cuando la Policía lo pone en 
manos del fiscal y este en las del juez, independientemente 
de cuál sea el resultado del juicio. Nuestro concepto 
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de aclaración del delito es cuando el juez dice que es 
culpable. Si pusimos a un inocente en manos del juez y 
este lo declara inocente, en Uruguay no pasa a integrar el 
registro de aclaración de delitos y en Estados Unidos sí. 
La diferencia que tenemos con Estados Unidos en materia 
de índices de aclaración de este año no llega al 3 % o 4 
% y es uno de los países, después de Inglaterra, que tiene 
la mayor tasa de aclaración de homicidios. En América 
Latina no hay un solo país que se acerque a Uruguay en 
esta materia. 


Otra cosa que debí decir y no lo hice es que si en Uru- 
guay alguien está internado por haber recibido un tiro y 
muere tres meses después, pasa a integrar el registro de 
homicidios. Si la misma situación se da en nuestros países 
vecinos y la persona fallece a los tres días, la causa de la 
muerte se atribuirá a razones hospitalarias, por lo que no 
pasará a integrar el registro de homicidios. Es muy difícil 
hacer una comparación a este nivel con otros países, por 
cuanto las cifras de las tasas de inflación o de desempleo 
dadas por el organismo encargado de brindarlas no eran 
creíbles y en cambio sí lo es la que corresponde a la tasa de 
homicidios. Entonces, ¡tengamos un criterio! 


En los últimos años hemos reestructurado el funcio- 
namiento operativo de la Policía y también invertido en 
tecnología como nunca se había hecho. Todas estas mejo- 
ras de equipamiento aumentaron la confianza de la Policía 
para enfrentar situaciones de riesgo. El hecho de contar 
con el entrenamiento y herramientas adecuadas promueve 
la eficiencia en la prevención y el combate al delito. 


Ahora bien, me pregunto qué pasó antes para llegar a 
la situación en la que nos encontramos. Pasaron muchas 
cosas, pocas en la dirección correcta, pero se confeccionó 
la mejor receta para el incendio, que podemos resumir de 
la siguiente forma: 


1. Infantilizaron durante dos o tres generaciones la po- 
breza. 


2. Segregaron a la población pobre en guetos en la pe- 
riferia y en asentamientos, con políticas de vivienda y des- 
indexación de alquileres. 


3. Generaron una crisis de empleo sin precedentes en 
la historia de Uruguay. 


4. Luego de que esto estuvo a punto, a partir del año 
2001, ingresó una droga devastadora en las comunidades 
pobres como la pasta base, que no pudieron prever ni de- 
tener. 


Aclaro que nunca dije que la pobreza es lo que lleva a 
la delincuencia; es más, he conversado sobre el tema con 
criminólogos muy prestigiosos a nivel internacional, quie- 
nes me lo han confirmado. No es la pobreza en sí, sino la 
inequidad, lo que lleva al aumento de la delincuencia. Hay 
países pobres que tienen tasas de delincuencia mucho me- 
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nores y países ricos con tasas de inequidad más grandes y 
mucha mayor delincuencia. 


5. Desfinanciaron y desmoralizaron a la Policía, sacán- 
dola de la calle, dejándola sin tecnología, con patrulleros 
vetustos, con armamento antiguo y no separaron a los 
pocos corruptos de los policías íntegros. Pagaron además 
salarios indignos. 


6. Le agregaron la permanencia del servicio 222 que 
duplicó horas de trabajo de una Policía que debía trabajar 
18 horas por día y apenas sobrevivía. 


7. Generaron el mayor hacinamiento carcelario de la 
historia del Uruguay que nos llevó a una fuerte observa- 
ción de Naciones Unidas. 


8. Permitieron, además, las fugas reiteradas de la po- 
blación privada de libertad. 


Los incendios de este tipo demoran en apagarse y de- 
jan huellas. No es con eslóganes que se logra un cambio ni 
tampoco con anécdotas de cada caso, así como tampoco 
con la explotación del dolor, del miedo y de la legítima 
indignación de los ciudadanos. 


Hoy es posible plantearse seriamente un objetivo de 
bajar un 30 % las rapiñas, porque hay una Policía prepa- 
rada, equipada, bien paga y asesorada por los mejores re- 
ferentes internacionales. A eso nos hemos comprometido; 
no a la fantasía de que el delito va a desaparecer, pero sí 
a la meta de una sociedad que se sienta menos insegura. 


Podemos asegurar esto porque se ha trabajado con se- 
riedad y porque todos los cambios estructurales ya comen- 
zaron a dar resultados. Podemos comprometernos, porque 
hemos hecho todo para que ese anuncio sea posible. 


Hemos profesionalizado y dignificado a la Policía. Hoy 
está en la calle donde disuade y disminuye el crimen. Es 
con trabajo que se logra esto, con certezas y sin improvi- 
sación. 


La política tiene que ilusionar, pero no es una ilusión 
ni es magia; debe afrontar la realidad. La política no debe 
confundir la fantasía con los hechos concretos. 


A continuación, pasaré a desarrollar los lineamientos 
generales que nos hemos propuesto para el período 2015- 
2020. Ya que recién llevamos dieciocho meses de gobier- 
no, consideramos que es bueno tener en cuenta las metas 
propuestas a la hora de evaluar. 


Cuando nos planteamos medir la baja, nos propusimos 
hacerlo —por la razón que luego explicaré— desde el 31 de 
diciembre de 2015. ¿Por qué? Porque ante la pregunta de 
si era posible bajar, dijimos que sí, pero con una estrategia 
clara que tendría tres componentes: el pago; la instalación 
de 2200 cámaras en Montevideo y 1100 en Canelones, y la 
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aprobación de determinadas leyes. Los dos primeros pun- 
tos necesitaban presupuesto, pero la ley de presupuesto se 
votó en 2015 y la estrategia empezó a funcionar en 2016. 
Además, si bien vamos a contabilizar desde el 1.* de enero, 
esto comenzó a funcionar concretamente en abril. 


Desde que asumimos esta segunda Administración al 
frente del Ministerio del Interior nos propusimos desarro- 
llar nuestro programa de gobierno, estructurado en torno a 
seis objetivos y veinte acciones estratégicas que comenza- 
ron a ser desarrolladas a partir de 2016. Así lo afirmamos 
cuando presentamos ante el Poder Legislativo el proyecto 
de ley de presupuesto y cuando rendimos cuentas hace po- 
cos días. Pasaré, entonces, a hablar de los cambios que 
vamos a desarrollar y de las metas a cumplir. 


Como primer objetivo nos fijamos la puesta en fun- 
cionamiento de la nueva Ley Orgánica Policial. Como es 
sabido, en febrero de 2015 se aprobó la Ley n.” 19315, Ley 
Orgánica Policial, que dispuso una nueva concepción doc- 
trinaria basada en la seguridad humana; un nuevo estatuto 
de los funcionarios policiales, con un cúmulo de incenti- 
vos a los buenos policías y sanciones a los malos policías, 
así como una nueva organización del trabajo donde prime 
la planificación. 


1.2.- Consolidar la transición desde el modelo policial 
reactivo, basado en una distribución homogénea o unifor- 
me de los recursos humanos y materiales, tanto a través 
del territorio como del tiempo, hacia un nuevo paradigma 
de gestión proactivo, basado en el conocimiento y la inte- 
ligencia aplicada. En 2015 nos propusimos poner en prác- 
tica una compensación variable que denominamos PADO, 
Programa de Alta Dedicación Operativa, a las tareas de 
patrullaje preventivo y actividad directa de servicio en la 
zona metropolitana; más adelante mostraremos los resul- 
tados ampliamente satisfactorios de los primeros seis me- 
ses. También nos propusimos en 2015 incorporar un pro- 
grama de atención ciudadana denominado Mi comisaría, 
con la contratación de becarios para la Jefatura de Policía 
de Montevideo —objetivo alcanzado— que se incorporarán 
a trabajar el 1. de noviembre. Su función será encargarse 
de recibir las denuncias de las personas que concurran a 
las seccionales del departamento de Montevideo. De esa 
manera, se liberará a policías ejecutivos que se encuentran 
en las seccionales, permitiéndoles realizar tareas de pre- 
vención y labores estrictamente policiales en el territorio. 


1.3.- Continuar trabajando en el combate a las rapiñas, 
microtráfico y delitos conexos. 


a) En la estrategia contra las drogas seguir atacando 
fuertemente el microtráfico: bocas de pasta base. Desde 
que nos propusimos este objetivo el 1. de marzo de 2015 
cerramos más de 1212 bocas de pasta base en todo el país. 


b) Combate a los ajustes de cuentas, mediante el con- 
trol de armas y el control de motos. 
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1.4.- Creación de organismos de conexión Guardia Re- 
publicana - Policía Nacional de Tránsito. Nos proponemos 
un trabajo coordinado entre la Guardia Republicana y la 
Policía Nacional de Tránsito, utilizando las fortalezas de 
ambas unidades para que haya un efectivo control de las 
rutas, las faltas en el tránsito y el combate a todo tipo de 
delitos. En pocos días estaremos lanzando el operativo 
Aruera IV, a los efectos de tener el control de la zona me- 
tropolitana y metropolitana ampliada, llegando a Maldo- 
nado, Rocha y Colonia, donde se atacará el delito y uno 
de los grandes problemas sociales, que son los muertos y 
lesionados en accidentes de tránsito. En esa materia, llega- 
mos a tener la triste cifra de 16 muertos cada 100.000 ha- 
bitantes, prácticamente el doble de la tasa de homicidios. 


1.5.- Fortalecimiento de la Dirección General de In- 
formación e Inteligencia. Desde su ámbito y con sus he- 
rramientas esta dirección continuará participando activa- 
mente en el combate a las rapiñas, los homicidios y toda 
actividad de delincuencia común, factores que hoy son la 
principal preocupación de los ciudadanos y nuestro prin- 
cipal objetivo; mediante la obtención de información y su 
posterior análisis podremos resolver casos concretos o dar 
el alerta temprano sobre situaciones que emergen como 
potenciales y que de no atenderse a tiempo pueden afectar 
aún más la seguridad de los habitantes de nuestro país. 


1.6.- Más desarrollo de la Policía comunitaria rural. 
Continuar con la puesta en funcionamiento del programa 
de Policía comunitaria rural y las mesas locales de convi- 
vencia y seguridad rural, replicando el modelo de trabajo 
de la Jefatura de Policía de Florida. 


1.7.- Transformación de la Dirección Nacional de Bom- 
beros. Resulta imprescindible modificar todo lo atinente 
a las habilitaciones otorgadas por la Dirección Nacional 
de Bomberos. Se apostará a la agilización de los trámites, 
dando participación a los Gobiernos departamentales, al 
Sistema Nacional de Emergencias y a otros organismos 
certificadores, como el Laboratorio Tecnológico del Uru- 
guay. Este objetivo ha sido cumplido. Hoy tenemos en 
marcha un nuevo decreto de habilitación de bomberos, 
con participación del Congreso de Intendentes y de gru- 
pos de profesionales, tales como sociedades de arquitectos 
e ingenieros. 


1.8.- Modernización de la Dirección Nacional de Mi- 
gración. Se deberá apostar a la profesionalización de su 
personal, a la adquisición de más y mejor tecnología, a la 
revisión de su estructura orgánica y a la adecuación de la 
normativa jurídica vigente de acuerdo con la nueva reali- 
dad. Resulta primordial agilitar los trámites de solicitud 
de residencia, apostando a su celeridad, sin perjuicio del 
ineludible cumplimiento de los requisitos normativos co- 
rrespondientes. 


1.9.- Seguir trabajando en la incorporación de tecno- 
logía. Continuar con la extensión del sistema de comuni- 
cación Tetra a los efectos de lograr la mejora de comuni- 
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cación en la operativa policial. En 2016, nos proponemos 
incorporar a este sistema a los departamentos de Maldo- 
nado, Colonia y Rocha y realizar licitación pública inter- 
nacional, con el fin de extender el sistema de videovigilan- 
cia, poniendo especial énfasis en la zona metropolitana. 
En pocos días más estaremos lanzando la licitación pú- 
blica internacional a los efectos de adquirir 3200 cámaras 
para Montevideo y Canelones. Extender a todo el país el 
sistema de tobilleras electrónicas para casos de alto riesgo 
en violencia doméstica; esto está en fase de cumplimiento. 
Realizar licitación pública internacional con el fin de ad- 
quirir un sistema integral de gestión migratoria del Uru- 
guay, lo que también está en fase de cumplimiento. 


Como segundo objetivo nos propusimos desarrollar un 
nuevo currículo educativo para todos los escalones de pro- 
moción y formación policial. 


2.1.- Poner en funcionamiento un nuevo currículo 
policial definido en 2015 que estará articulado en torno 
a los siguientes ejes. En primer lugar, coordinación de la 
enseñanza teórica y el entrenamiento práctico. Los mo- 
delos de policiamiento deben orientarse a la solución de 
los problemas prácticos del trabajo policial. Incorporación 
de nuevas materias en formación policial. Fortalecimien- 
to del vínculo con las universidades. Desarrollo de un 
currículo en prevención del delito de investigación crimi- 
nal. Transmisión científica: se promoverá la transmisión 
de conocimiento y destrezas que permitan desarrollar la 
capacidad de identificar prioridades como, por ejemplo, la 
identificación de puntos calientes, utilización del sistema 
PredPol. Medir el impacto resultado de las intervenciones 
llevadas a cabo para resolver las prioridades identificadas. 
Monitorear y controlar el uso de los recursos humanos y 
materiales disponibles. 


El tercer objetivo es el desarrollo de una estrategia de 
convivencia orientada a vencer el miedo y fortalecer el es- 
pacio público. 


3.1.- Continuar con el trabajo en conjunto con las au- 
toridades de la educación, con el objetivo de colaborar en 
la mejora de la convivencia en los centros de estudio de 
enseñanza secundaria y para ello fortalecer el instrumen- 
to interno que hemos desarrollado «Pelota al medio a la 
esperanza». 


3.2.- Fortalecimiento de las mesas locales de conviven- 
cia y seguridad ciudadana. Las mesas locales de convi- 
vencia potenciarán su trabajo en el área metropolitana y 
focalizarán su desarrollo con base en el seguimiento de 
las líneas estratégicas, en particular, la disminución de los 
delitos contra la propiedad. 


El cuarto objetivo es el desarrollo de una estrategia de 
convivencia orientada a prevenir, atender y erradicar la 
violencia que se genera en el espacio doméstico o intra- 
familiar. 
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4.1.- Profundización de las acciones con relación a la 
violencia de género y la trata de personas. Seguir partici- 
pando activamente, en conjunto con Inmujeres, en la lucha 
contra este flagelo social. El Poder Ejecutivo ya remitió 
al Parlamento nacional la ley integral de lucha contra la 
violencia basada en género, así como en pocos días más 
se remitirá un proyecto de ley integral de lucha contra la 
explotación y trata de personas. 


4.2.- Continuar trabajando con Asfavide, Asociación 
de Familiares y Víctimas de la Delincuencia, en conjun- 
to con otros organismos del Estado. Debemos contribuir 
a mejorar la calidad de vida de la víctima y familiares 
contribuyendo a su inserción social, brindando asistencia 
sanitaria, sicológica y jurídica en caso de ser necesario. 
Brindar capacitación e inserción laboral en caso de ser ne- 
cesario. Objetivo en fase de cumplimiento. 


Hemos celebrado un convenio entre la Universidad de 
la República, Inefop y el Centro de Atención a Víctimas 
de Delitos, donde se respetan las líneas de trabajo; en este 
sentido, seguiremos profundizando las acciones y com- 
promisos con las víctimas del delito. 


El objetivo 5 tiene que ver con la consolidación de un 
nuevo modelo de gestión penitenciario y abordaje de la 
población privada de libertad. 


Acción 5.1. Consolidación del nuevo modelo de gestión 
del Instituto Nacional de Rehabilitación. 


En este sentido nos proponemos: 


a) Presentar al Parlamento nacional la ley orgánica del 
Instituto Nacional de Rehabilitación, constituyendo un 
servicio descentralizado. Acción acordada con el sistema 
político a partir del diálogo convocado por el señor presi- 
dente de la república, doctor Tabaré Vázquez. 


b) Seguir trabajando en la puesta en funcionamiento 
de la primera cárcel bajo la modalidad de participación 
público-privada. 


c) Puesta en funcionamiento de la Dirección Nacional 
del Liberado. 


Deberá focalizar su actividad principalmente en los 
procesos de reinserción posteriores a la liberación de la 
persona privada de libertad. La dirección creada atenderá 
los pasos posteriores a la liberación de las personas priva- 
das de libertad. En este sentido se deberán buscar solucio- 
nes laborales que faciliten, en conjunto con otros organis- 
mos del Estado, la reinserción social. Como bien saben los 
señores senadores, en la rendición de cuentas aprobada se 
dispusieron una serie de herramientas para fortalecer las 
políticas hacia las personas privadas de libertad. 


Consolidación del nuevo modelo de gestión. 


27 de octubre de 2016 


Entendemos que dentro de la mejora de la gestión co- 
tidiana se debe atender en particular: a la mejora de las 
condiciones laborales de los funcionarios del sistema car- 
celario; con el objetivo de la inclusión social, fortalecer 
los programas de formación, trabajo y empleo, educación, 
habilidades sociales; profundizar la estructura del Centro 
de Formación Penitenciaria, que garantice una adecuada 
formación inicial, así como la capacitación permanente 
del personal —técnico, operativo y administrativo—; conti- 
nuar con el desarrollo del Sistema de Gestión Carcelaria; 
y fortalecer las políticas públicas transversales dentro de 
las unidades de internación. 


El objetivo 6 refiere a la adecuación normativa basada 
en el pleno ejercicio de los derechos humanos. 


Nos propusimos actualizar la normativa a los efectos 
de lograr los objetivos que nos proponemos en materia de 
seguridad pública. 


Acción 6.1. Aprobar la puesta en funcionamiento del 
nuevo Código del Proceso Penal. Objetivo cumplido, ya 
que gracias a los acuerdos de la Torre Ejecutiva se dispuso 
su votación y posterior puesta en marcha, que será en julio 
del año 2017. Con ello nos proponemos mejorar el sistema 
de investigación y persecución penal. 


Acción 6.2. Nos proponíamos modificar la normativa 
penal vigente en cuanto a la reincidencia en la comisión 
de delitos gravísimos —rapiñas especialmente agravadas, 
violación, copamientos, secuestros, homicidios intencio- 
nales—. En estos casos no resulta oportuno el amparo por 
parte del imputado a los regímenes establecidos para el 
goce de las libertades. 


Gracias a los acuerdos promocionados por el señor 
presidente de la república se logró consensuar con el siste- 
ma político un proyecto de ley, aprobado el 19 de octubre 
por la Cámara de Representantes, que limita el beneficio 
de las libertades a los reincidentes, reiterantes y habituales 
de un conjunto de delitos gravísimos. Asimismo se acordó 
otro proyecto de ley como un plan nacional de lucha contra 
el crimen organizado y el delito transfronterizo. 


Antes de comenzar con la tercera parte, permítame, 
señor presidente, una digresión. No se aprobó el proyecto 
de ley sobre libertades anticipadas porque hoy tuviéramos 
la interpelación. Los que participaron en esa instancia po- 
drán recordar que el proceso comenzó con la presentación 
de dos proyectos de ley por parte del señor presidente de 
la república. Es decir que fueron presentados por el Poder 
Ejecutivo. Uno de ellos —el relativo al Código del Proceso 
Penal- fue modificado en los plazos, pero se mantuvo la 
estructura. En este caso hubo intercambios en la comisión 
y fuera de ella, y hubo una propuesta presentada por los 
partidos políticos. Y el otro proyecto de ley que presentó 
el Poder Ejecutivo fue el de las libertades anticipadas. Es 
decir que formaba parte de las estrategias para reducir los 
delitos. El proyecto tuvo agregados que fueron de recibo y 
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finalmente se aprobó. Pero no tiene nada que ver la inter- 
pelación. Era una intención del Poder Ejecutivo, se generó 
un intercambio con las bancadas y el proyecto fue aproba- 
do rápidamente en el Senado. 


Tampoco tiene nada que ver la interpelación con la de- 
tención de los hinchas de Nacional que atacaron a hinchas 
de Peñarol en Santa Lucía. Es más, por parte de la Policía 
el caso estaba aclarado a los pocos días de que se cometió 
el ataque. Pero cuando algo entra en la órbita de un juz- 
gado, el responsable de la investigación no es la Policía, 
sino el juez, y el que resuelve cuándo se detiene no es la 
Policía, sino el juez. La Policía había pedido que se detu- 
viera a esas personas 10 o 12 días antes. El juez prefirió 
seguir investigando y entonces coincide que la detención 
se concretó antes de la interpelación, pero decir que am- 
bos hechos están vinculados es —vamos a calificarlo así— 
un profundo error. Quería hacer esta digresión porque no 
tienen nada que ver. 


Desde el año 2010 hemos realizado en el Ministerio 
del Interior y en la Policía nacional una transformación 
profunda con una dirección estratégica clara: construir 
una nueva Policía, que fue la condición indispensable para 
tener resultados duraderos en la mejora de la seguridad y 
la convivencia en nuestro país. 


Si me permite, señor presidente, quisiera hacer otra 
digresión. Cuando entramos al ministerio, distintos repre- 
sentantes de diferentes fuerzas políticas nos recomenda- 
ron hablar con el exalcalde Giuliani, porque nos decían 
que él arregló todo en tres meses y nosotros también po- 
díamos hacerlo. Consultamos a uno de sus asesores du- 
rante su primer gobierno, el doctor Lawrence Sherman, 
de la Universidad de Cambridge, y al jefe de Policía 
también de su primer gobierno, el comisionado Bratton. 
Los dos coincidieron en que nadie arregló nada en tres 
meses y en que eso era imposible. En realidad, les llevó 
cinco años combatir la corrupción en la Policía de Nueva 
York, que era la más corrupta del mundo, como se refle- 
ja en las películas policiales, incluso. Y también les llevó 
cinco años reformar, hacer de nuevo la Policía de Nueva 
York. Empezaron a tener resultados en los segundos cinco 
años. Entonces, nosotros pensamos que iba a ser más rápi- 
do, pero durante los primeros cinco años nos planteamos 
combatir la corrupción, que no se terminó, y transformar 
la Policía nacional, lo que tampoco se completó. Pero lo 
central está hecho y podemos considerar que tenemos una 
Policía adecuada. 


Cuando asumimos, la situación era realmente compleja 
y desafiante: un cuerpo policial en condiciones económi- 
cas y materiales muy desfavorables; fuerte hacinamiento 
carcelario; creciente profesionalización de la delincuencia; 
algunos diseños institucionales poco favorables para la 
transparencia; una estructura de comisarías y despliegue 
territorial de la década de los cuarenta; una tecnología de 
la década de los sesenta y una Ley Orgánica Policial y un 
sistema de formación policial de la década de los setenta. 
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Teníamos una estrategia orientada a reprimir el delito una 
vez que se había consumado y no tanto a impedir que el 
delito ocurriera. Teníamos marcos legales no adecuados a 
las nuevas realidades, una ausencia notoria de incorpora- 
ción tecnológica al quehacer policial y la inexistencia del 
diálogo y la cooperación con universidades y centros de 
formación de alto nivel en el mundo. 


Seis años después esa realidad cambió, en algunos ca- 
sos radicalmente y en todos los casos con la profundidad 
y estabilidad necesarias para poder plantearnos hoy de- 
safíos relevantes en el plano de las políticas públicas de 
seguridad orientadas a combatir los delitos. 


Es objetivo que el resultado de los cambios no se tradu- 
ce en forma inmediata en las condiciones de seguridad de 
la población, pero no era responsable plantearse mejorar la 
convivencia si no teníamos un cambio drástico de orien- 
tación y rumbo institucional. Y eso hicimos; cambiamos 
para poder seguir transformando. 


Uno de los pilares de las transformaciones realizadas 
ha sido la incorporación y el desarrollo de nuevas tecnolo- 
gías, equipamiento y herramientas de regularización, que 
son aportes fundamentales que garantizan mayor eficacia 
a la nueva Policía. 


Quiero simplemente enumerar algunas, para luego 
poner en perspectiva esos cambios a la luz de los nuevos 
desafíos que hoy tenemos. 


Incorporamos el sistema de videovigilancia como parte 
de la estrategia de seguridad pública. Se instaló en distin- 
tos barrios y zonas de Montevideo, como Centro, Ciudad 
Vieja, Paso Molino, General Flores, Unión, los accesos 
y el estadio Centenario. Además, cuentan con cámaras 
los departamentos de Rivera, Salto, Tacuarembó, Trein- 
ta y Tres, Paysandú, Durazno, Florida —Sarandí Grande-, 
Lavalleja, Colonia, San José, Rocha —capital y Lascano—, 
Canelones —Las Piedras y Pando— y Maldonado. El año 
que viene instalaremos en Montevideo 2100 cámaras más, 
junto a más de 1100 en Canelones. A su vez se seguirán 
instalando cámaras en diversas localidades del interior. 


Desarrollamos un sistema de gestión de seguridad 
pública que permite, entre muchas otras cosas, georrefe- 
renciar en tiempo real los delitos. Se trata de un sistema 
informático de gestión de la seguridad unificado en todo el 
territorio nacional, con distintas funcionalidades. A nivel 
policial el sistema contiene la base de datos de la totalidad 
de eventos de seguridad pública, actualizada en tiempo 
real, y permite cruzar variables para realizar análisis sobre 
la violencia y la criminalidad en Uruguay. El sistema inte- 
ropera con distintas fuentes de información de institucio- 
nes nacionales y organismos de seguridad del Mercosur. 


Instalamos un sistema de denuncia en línea. Todos los 
ciudadanos pueden acceder al portal del Ministerio del 
Interior y radicar denuncias en línea que luego son siste- 
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matizadas y cargadas al Sistema de Gestión de Seguridad 
Pública en la seccional policial correspondiente. 


Adquirimos un software denominado PredPol que, 
utilizando la información de la base de datos de los deli- 
tos que han ocurrido, pronostica hora y lugar de eventos 
delictivos en tiempo real, a partir de avanzados algoritmos 
matemáticos. A través de esta información se despliegan 
los recursos de patrullaje para cubrir las áreas de concen- 
tración delictiva. La base a partir de la cual PredPol reali- 
za sus predicciones es el registro de los datos de crimina- 
lidad del Ministerio del Interior. La interoperabilidad de 
PredPol con el Sistema de Gestión de Seguridad Pública 
habilita el acceso a las coordenadas y la hora de los even- 
tos delictivos pasados. Se estudió y se resolvió incorporar 
esta tecnología sobre la base de lo que estaba haciendo la 
Policía de Los Ángeles. Posteriormente, otros estados de 
Estados Unidos, entre ellos Nueva York, y otras ciudades, 
como Londres, incorporaron también el sistema de Pred- 
Pol. 


Construimos un sistema de gestión carcelaria que re- 
glstra la actividad de las personas privadas de libertad, 
como por ejemplo su ubicación, su estado de salud, las 
visitas que reciben y la actividad estudiantil durante su 
estadía en prisión. En este año se terminará de implantar 
en todos los centros de reclusión del país. 


Incorporamos más y mejor tecnología para esclare- 
cer el delito. La Dirección Nacional de Policía Científica 
cuenta con tecnologías de última generación para el es- 
clarecimiento de los delitos. Se creó un banco de ADN y 
se implementaron el Sistema Automático de Identificación 
Dactilar —AFIS— y el documento biométrico, tecnologías 
que facilitan la identificación de personas. A su vez, se 
adquirió el Sistema de Identificación Balística Evofinder, 
que permite cotejar en forma automática las vainas de los 
proyectiles que se encuentran en una escena con una base 
de datos que contiene miles de datos. Antes ese cotejo se 
realizaba manualmente y llevaba horas o días hacerlo; hoy 
el escáner demora 20 segundos en hacer una búsqueda de 
coincidencias y un máximo de diez minutos para tener 
certeza total sobre la historia del arma. 


Instalamos el sistema de tobilleras electrónicas, que se 
utilizan para garantizar el cumplimiento de las medidas 
cautelares en caso de violencia doméstica. Desde 2013 han 
sido aplicadas en 900 casos y, además, se han aplicado 
con éxito a reclusos durante sus salidas transitorias y en 
casos de internaciones hospitalarias. Con esto estaríamos 
respondiendo una de las preguntas. Ya se están usando y 
pensamos —pero eso hay que coordinarlo con la Justicia— 
usarlas con mucha más asiduidad. Incluso la ley aprobada 
hace unos días sobre libertades anticipadas tiene otra par- 
te en la que se prevé que los primarios absolutos puedan 
tener penas alternativas a la prisión, y nosotros pensamos 
que esas penas alternativas en muchos casos tienen que ser 
acompañadas del uso de tobilleras. 
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Incorporamos tecnologías de última generación en los 
patrulleros. Hoy día los patrulleros cuentan con tablets 
que facilitan la toma de denuncias in situ. Además, conta- 
mos con patrulleros con un sistema de reconocimiento de 
patentes, que permite identificar los números de matrícula 
requeridos. Finalmente, utilizamos el sistema de comuni- 
caciones Tetra, que encripta las comunicaciones, garan- 
tizando su seguridad al protegerlas de terceros. El Tetra 
permite, además, geolocalizar el despliegue de los recur- 
sos de patrullaje en vehículo o pie a tierra. 


Se puso en funcionamiento el Centro de Comando Mó- 
vil, una sofisticada unidad con control de monitoreo me- 
diante cámaras, y patrulleros inteligentes que identifican 
vehículos y personas requeridas. 


Con el afán de brindar mayor seguridad a los ciuda- 
danos, se creó la unidad aérea de la Policía nacional, que 
cuenta con dos aviones Cessna C1820 y tres helicópteros 
Robinson R44 Raven II, de los cuales uno se encuentra 
totalmente equipado con tecnología de última generación 
en el combate al delito. Asimismo, incorporamos drones, 
que son utilizados por la Policía nacional en diversas ac- 
tuaciones en todo el territorio nacional. 


Aprovecho para responder otra pregunta, la número 23. 
Los helicópteros están operativos; lo que todavía nos falta 
es que los pilotos policía terminen el curso que estaban 
haciendo. Algunos ya fueron considerados en condiciones 
de pilotear un helicóptero por parte de quien los instruye, 
pero vamos a esperar que tengan la certificación, lo que 
ocurrirá en noviembre. Es decir que los helicópteros ya 
están operativos y no los estamos usando por esta razón, 
pero en noviembre van a tener los pilotos adecuados. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Con respecto a esta pre- 
gunta, debo decir que cuando se creó la unidad aérea de 
la Policía, básicamente estaba formada por tres pilotos: un 
piloto instructor; un piloto que integraba anteriormente el 
equipo de seguridad del Ministerio del Interior, y un pilo- 
to de apoyo. El señor Leonardo Giarretto Rovira, que es 
el encargado de la unidad, es el piloto que anteriormente 
fue funcionario de seguridad del Ministerio del Interior y 
no tiene relaciones de parentesco conmigo, aunque sí lo 
conozco desde hace muchos años. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Puede 
continuar el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Hemos mejorado la calidad de 
los registros y de los documentos de identificación civil. 
La emisión de la nueva cédula de identidad constituye un 
paso fundamental del gobierno electrónico y ya está dis- 
ponible a nivel nacional. Esta cédula no se puede duplicar 
porque está hecha de policarbonato, que es un material 
que no se delamina. También posee un chip que habilita 
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la identificación, firma electrónica y verificador de huella 
digital. Asimismo, se implementó el nuevo pasaporte, que 
cuenta con un chip electrónico en su tapa en la que figura- 
rá toda la información recomendada por la Organización 
Internacional de Aviación Civil, aportando así mayor se- 
guridad y credibilidad al pasaporte. 


Hemos hecho una fuerte apuesta en la formación es- 
pecializada de recursos humanos. Entre los años 2013 y 
2015 impulsamos un programa de formación mediante 
el cual firmamos convenios con la Universidad de Cam- 
bridge, University College de Londres y John Jay College 
de Nueva York. Este programa nos permitió capacitar a 
aproximadamente mil policías ejecutivos en distintos as- 
pectos del trabajo policial. Realizamos una reforma en la 
Dirección Nacional de la Educación Policial. Modifica- 
mos el currículo para contemplar todas las áreas del sa- 
ber policial. Para esto incluimos en la formación policial 
nuevas materias de criminología, estadística, análisis de 
la información criminal, administración y gestión de fuer- 
zas policiales, recursos humanos, entre otras cuestiones. 
Además de estas innovaciones relacionadas con una fuer- 
te incorporación tecnológica a diversos planos de gestión, 
realizamos cambios de diseño institucional que estuvie- 
ron orientados a tener estructuras policiales adecuadas a 
la realidad actual. En esa línea de actuación promovimos 
la eliminación del servicio 222; eliminamos Radiopatru- 
lla; instalamos un sistema de control vehicular a través de 
GPS; creamos la Guardia Republicana con alcance nacio- 
nal y realizamos la reestructura organizativa de la Jefatu- 
ra de Policía de Montevideo, para luego generalizarla en 
todas las jefaturas del país. Al mismo tiempo, hemos for- 
talecido el vínculo con la sociedad a través de las Mesas 
Locales para la Convivencia y la Seguridad Ciudadana, y 
también de contactos directos de un ministerio de puertas 
abiertas. 


En el año 2015 se realizaron 131 encuentros de mesas 
locales en todo el país, 46 en Montevideo y 85 en el inte- 
rior, En 2016, y con datos al 15 de octubre, se han realiza- 
do 72 actividades en Montevideo y 82 en el interior, lo que 
representa un aumento por demás relevante. Pero a esto se 
suma la estrategia de gobierno de cercanía implementado 
por la Presidencia de la república, que implica que en cada 
Consejo de Ministros abierto recibimos y dialogamos con 
organizaciones e instituciones locales que canalizan sus 
demandas. Algunas de ellas han provocado cambios im- 
portantes, por ejemplo, en Paysandú. 


Modernizamos el 911 y bajamos el tiempo de respuesta 
de treinta a siete minutos en promedio, y en cada vez más 
casos tenemos tiempos menores a los cinco minutos en 
situaciones críticas. Pero dicho así no da una idea del es- 
fuerzo que significó eso. A los efectos de poder graficarlo 
mejor, le pasaría la palabra al señor subsecretario, Jorge 
Vázquez. Esto que él va a decir respecto a lo que hubo que 
hacer para mejorar ese guarismo, hubo que hacerlo en otra 
gran cantidad de situaciones. Todo eso sumado puede dar 
una idea de la magnitud del esfuerzo. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señor presidente: si uno 
piensa en un procedimiento básico policial entiende que 
el ciudadano llama a un número determinado —el 911-, 
alguien recibe esa llamada y algún patrullero responde. 
Pero cuando nosotros empezamos nuestra gestión este 
procedimiento era muy tortuoso porque muchas veces las 
llamadas no entraban a la mesa central de operaciones; 
tampoco la respuesta de la mesa de operaciones era ade- 
cuada porque la tecnología que se utilizaba en ese momen- 
to consistía en comunicaciones con equipos de radio VHE, 
y no solamente no tenían el alcance suficiente, sino que en 
muchas ocasiones los patrulleros no los escuchaban por 
estar en las zonas —digamos— de sombra de radio. Para que 
el llamado al 911 por parte del ciudadano fuera eficiente 
fue necesario hacer una gran campaña —se lo recordamos 
a ustedes— con el 911, de manera tal que muchos niños 
pudieran, en situación de emergencia, recordar ese telé- 
fono —911-—, que es básico para poder comunicarse con el 
Centro de Comando Unificado. Para que esa llamada pu- 
diera llegar al Centro de Comando Unificado hubo que op- 
timizar la conectividad haciendo un convenio con Antel, 
y trabajar sobre las redes de comunicaciones, sobre todo 
con las redes de fibra óptica. Se conformó el nuevo Cen- 
tro de Comando Unificado. Ya el Ministerio del Interior 
contaba con algunas cámaras en Montevideo. Hubo que 
evaluar y contratar nuevas centrales telefónicas; hubo que 
evaluar el nuevo software de registro y gestión —el Sistema 
de Gestión de Seguridad Pública, como dijo el ministro—; 
hubo que incorporar un nuevo sistema de comunicacio- 
nes seguro, digital y encriptado, que es el sistema Tetra, 
que permite identificar a cada policía y a cada móvil en el 
momento, saber en qué lugar está ubicado y que el despa- 
chante del Centro de Comando Unificado se dirija directa- 
mente al móvil que está más cerca de la persona que está 
solicitando el apoyo. Que esta comunicación sea segura, 
oportuna y encriptada es fundamental para los operativos 
policiales. Anteriormente, con los sistemas de comunica- 
ción que tenía la Policía, sucedía que muchas veces llegaba 
antes la prensa que el patrullero, y muchas veces los delin- 
cuentes conocían cuál era el movimiento del patrullero y, 
entonces, sabían en qué momento se tenían que retirar de 
la escena del hecho. 


Hubo que incrementar el personal en varias áreas; 
adecuar las claves de respuestas; integrar cámaras de vi- 
deovigilancia, y capacitar visualizadores. Se incorporó 
a este modelo el control de las tobilleras electrónicas. Se 
incorporó la identificación digital de huellas dactilares a 
través del sistema de identificación Morpho, en el que los 
policías registran la huella digital en un equipo, esa huella 
viaja por Internet al Centro de Comando Unificado, este 
va a la base de datos y verifica si esa persona es quien dice 
ser y, además, si tiene antecedentes penales o judiciales 
o si está requerido por la Justicia. Lo mismo pasa con la 
identificación y el control de matrículas. Los patrulleros 
mandan por radio las matrículas y el Centro de Comando 
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Unificado tiene que ir a la base de datos de matrículas y 
verificar si están requeridas, si fueron robadas o si están 
sin novedad. Todo esto se hace con un control sistemático 
de los tiempos de respuesta, o sea que el sistema de audito- 
ría y gestión de calidad del servicio es permanente y hecho 
por gente especializada. 


Se centraliza toda la información del área metropoli- 
tana e, incluso, en el Centro de Comando Unificado se vi- 
sualizan las cámaras que están instaladas en el interior del 
país, existe una integración directa con todas las unidades 
del ministerio. 


Esto nos lleva a los nuevos vehículos y al aumento de 
la flota que ha tenido el Ministerio del Interior a nivel de 
la unidad de respuesta de la Policía de Montevideo, a los 
grupos de respuesta táctica y a los equipos de la Guardia 
Republicana. Se georreferencia a la flota y al personal; 
hay un control y optimización del patrullaje, por lo que 
podemos medir los tiempos de respuesta y los tiempos en 
que los patrulleros están detenidos en cada lugar y, a su 
vez, hacer un registro histórico de lo que pasó con cada 
patrullero. Muchas veces teníamos denuncias de que ha- 
bía patrulleros que estaban fuera del circuito y no podía- 
mos comprobarlo. Con esto podemos rehacer el circuito 
de todos los patrulleros y policías —aun a pie en tierra— en 
cualquier momento. 


Tenemos una comunicación segura y directa con to- 
das las unidades. Hubo que capacitar al personal para esta 
nueva operativa, hubo que romper estructuras de formas 
de operar antiguas que no daban respuesta a los problemas 
que tiene la ciudadanía actualmente y hubo que reestruc- 
turar la Jefatura según el nuevo sistema de patrullaje en 
las cuatro zonas operativas. Eso nos permitió poner un 
tiempo de respuesta tentativo que, al principio, fue de diez 
minutos. Hoy en día los llamados que son tipificados como 
«clave 1» o «prioridad 1» se están respondiendo en menos 
de tres minutos, siendo la media de respuesta de la Policía 
de siete minutos. 


Este sistema, que parece tan básico como llamar y que 
alguien atienda y responda, funciona con la misma efi- 
ciencia frente a un robo como ante un acto supuestamente 
terrorista, como la aparición de un artefacto sospechoso 
en cualquier lugar del país, con respuesta adecuada por 
parte de bomberos, comunicación con el Ejército nacional, 
participación de la Policía de tránsito e implementación 
de círculos de aislamiento de la zona del hecho, y asegura 
rutas de salida y de acceso a los hospitales. 


Como ejemplo, señor presidente, debo decir que en el 
mes de setiembre de 2016 el Centro de Comando Unifi- 
cado atendió 161.506 llamadas telefónicas; se hicieron 
63.490 intervenciones policiales; hubo 101.976 llamadas 
de todo tipo, que van desde insultos a la Policía hasta pre- 
guntar el día en que se cobra la jubilación; se atendieron 
1624 accidentes de tránsito y se trasladaron 1896 heridos. 


27 de octubre de 2016 


Este mismo sistema básico, aplicado para los operati- 
vos de control de motos, significa el chequeo de la docu- 
mentación de la moto, del conductor y del acompañante, 
así como una solicitud de autorización para pasarle revis- 
ta. Esto arroja dos situaciones: que no haya ninguna di- 
ficultad y el ciudadano intervenido siga su camino —esto 
puede requerir un control más, el dactilar, por el sistema 
Morpho, cuya comprobación es exactamente igual que la 
de la matrícula—, o que se tenga que incautar la moto y se 
detenga a las personas. 


Bajo este sistema, de marzo de 2015 a octubre de 
2016 se hicieron 28.503 procedimientos; se intervinie- 
ron 167,474 motos, se incautaron, por distintos motivos, 
10.886 de estos vehículos; se detuvieron 1859 personas; 
se recuperaron 318 motos hurtadas; 2454 se reintegraron 
a sus dueños originales una vez que regularizaron la do- 
cumentación; 5915 quedaron en depósito; se realizaron 
14.969 espirometrías y, de ellas, se encontraron 1686 po- 
sitivas. En este momento, personas privadas de libertad 
están trabajando en el desarme de las motos depositadas 
y no reintegradas para que puedan ser llevadas a una fun- 
dición y se recupere el material en varillas a fin de ser 
utilizadas en la construcción de viviendas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Puede 
continuar el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Antes de pasar a otro punto, 
quiero dar mi visión sobre esto. 


A lo mejor se puede considerar que siete minutos —que 
se dan, reitero, en los casos de prioridad 1, porque en los 
de prioridad 2 y prioridad 3 se puede demorar más— es 
mucho, aunque sea poco comparado con los treinta mi- 
nutos que se demoraba anteriormente. Pero hay que tener 
en cuenta que en el primer mundo se han dado situaciones 
de emergencia grave y gravísima en las que la Policía ha 
demorado más de diez minutos en llegar. Por ejemplo, en 
Francia cuando se dio el ataque de ISIS al Bataclán, la 
Policía demoró diez minutos en llegar al centro de París. 
Los efectivos estaban en la puerta y recibían mensajes de 
quienes estaban adentro pidiendo que entraran, pasara lo 
que pasara, porque los estaban matando de a uno y lo que 
cabía era reducirlos rápidamente. Estamos hablando del 
primer mundo, de una situación grave que se dio en el cen- 
tro de París, y demoraron diez minutos. Entonces, a veces 
hay que comparar los plazos con los de otras situaciones. 


Todos estos cambios reseñados y muchos otros imple- 
mentados o en proceso constituyen los cimientos de lo que 
hemos denominado la nueva Policía. Es nueva porque está 
basada en un modelo de gestión diferente al anterior, que 
se caracterizaba por el trabajo individual, la baja movili- 
dad de recursos, la diversificación del mando, el patrullaje 
aleatorio según el conocimiento empírico de cada comi- 
sario, altos tiempos de respuesta ante emergencias, falta 
de disciplina operativa, baja eficiencia ante la cantidad de 
detenidos y procesados y un crecimiento constante del de- 
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lito. En suma, era una Policía orientada a tratar de reprimir 
el delito una vez que ya había sucedido. 


Hoy la nueva Policía tiene como foco la aprehensión 
del delito. Mide su éxito en función de la baja del delito, 
porque una sociedad más segura es aquella donde ocurren 
menos hurtos, rapiñas, homicidios, violencia doméstica y 
lesiones personales, entre otros crímenes. Una sociedad 
más segura es aquella que trata de evitar —y lo hace— que 
ciertas cosas sucedan. Por ese motivo, nos propusimos 
como meta en la gestión de gobierno una baja sustantiva en 
los delitos contra la propiedad en Uruguay y, en particular, 
una estrategia específica para combatir las rapiñas. Este 
objetivo lo pudimos diseñar porque se hicieron transfor- 
maciones que permitieron que hoy la nueva Policía esté 
preparada y orientada para lograr sus resultados. 


El señor senador interpelante decía: «Nos anunciaron 
en cada momento cambios». Por suerte porque, como he- 
mos dicho, lo que nos planteamos fue cambiar para seguir 
transformando. Cada cambio que anunciamos fue porque 
entendimos que, precisamente, se habían producido cam- 
bios que hacían posible la nueva transformación, y esto no 
tiene nada que ver con la improvisación, como dejó latien- 
do el señor senador interpelante, ya que en el 2009 hubo 
una presentación en la que se dio cuenta de cuáles iban a 
ser los ejes de la política de seguridad. Concretamente, el 
2 de octubre de 2009 —antes de las elecciones— se llevó a 
cabo en la torre de Antel una presentación pública —que 
contó con la participación de ministros del Interior y jue- 
ces de otros países— sobre cuáles iban a ser las políticas 
de seguridad que se iban a implementar. Después, esto se 
trasladó a una comisión multipartidaria que aprobó un do- 
cumento con cada una de las medidas que se llevaron ade- 
lante, algunas de las que, para ser instrumentadas, debían 
experimentar cambios previos. Afortunadamente anun- 
ciamos tantos cambios, y afortunadamente ahora vamos 
a anunciar los resultados del cambio que establecimos a 
partir del 11 de abril; pero antes vamos a explicar cuál fue. 


Quiero presentar la evolución de los delitos en el país 
poniendo el foco en los delitos contra la propiedad, los 
homicidios, y una visión general del conjunto de los de- 
litos en el país. Las rapiñas en el Uruguay han tenido un 
crecimiento constante desde hace más de una década. Si 
analizamos la información en el largo plazo podemos ob- 
servar que a pesar de variaciones puntuales a la baja, en al- 
gún año aislado, el aumento ha sido muy relevante de 1985 
hasta la fecha: hemos pasado de 1575 rapiñas, en 1985, a 
21.120, en 2015. Es más, desde el retorno a la democracia 
ningún Gobierno en su último año de gestión logró que 
existieran menos rapiñas que en el año que inició su ad- 
ministración. Es decir que en todas las administraciones 
aumentaron las rapiñas. Nosotros nos propusimos alterar 
esta realidad y nos hemos planteado una meta muy ambi- 
ciosa: queremos que en el último año de este período de 
gobierno tengamos, por primera vez, menos rapiñas que 
cuando lo iniciamos. Sabemos que es un objetivo difícil. 
Por algo, hasta el momento, ninguno de los seis gobiernos 
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desde el retorno democrático lo ha logrado. Para llegar a 
esto nos hemos puesto, además, una meta: alcanzar una 
reducción de un 30 %. 


Podríamos dar las cifras de muchas décadas atrás ya 
que, como dijimos antes, desde 1985 ningún Gobierno en 
su último año de gestión logró que existieran menos ra- 
piñas que en el año que inició su administración. Quiere 
decir que en todas las Administraciones —en todas— au- 
mentaron las rapiñas. Reitero que de 1985 a la fecha las 
rapiñas consumadas en el Uruguay han tenido un aumento 
promedio de 14 %. Esa es la tendencia larga. Entre 1985 y 
1994 el aumento promedio de las rapiñas consumadas fue 
de un 20 %; entre 1995 y 2004, fue de un 11 %. A fines del 
Gobierno de 1994, quien después resultó presidente de la 
república dijo que la delincuencia y los delitos eran insos- 
tenibles en el Uruguay y que habíamos llegado a la crisis 
total. Luego, cuando él fue presidente, lo que era insoste- 
nible —según él, en octubre de 1994— siguió aumentando 
en su Gobierno, puesto que el promedio fue del 11 %. En- 
tre 2005 y 2014 el aumento promedio fue de un 10 %. En 
2015 la tendencia se redujo a la mitad y el aumento fue del 
5%. Nosotros consideramos la curva como meseta y diji- 
mos que tenía que empezar a bajar. En el año 2016, como 
veremos, no solo dejaron de crecer hasta el momento, sino 
que están bajando. Nosotros afirmamos que este volumen 
a la baja se va a mantener hasta fin de año. 


Entonces, desde 1985 tenemos esta tendencia en térmi- 
nos promedio, por lo que hubo años en los que el aumen- 
to fue mayor y en otros menor y, ocasionalmente, algún 
año de caída que se compensó con creces al siguiente. Sin 
cambios estructurales ni planes duraderos, las variacio- 
nes puntuales estuvieron ligadas a acciones reactivas de 
corto plazo que luego se diluyeron y por eso en ningún 
momento se pudo revertir la tendencia al alza. Teniendo 
esta tendencia estructural de largo plazo, en el año 2015 el 
crecimiento de la rapiña consumada fue del 5 %, es decir, 
que mostró un desaceleramiento, aunque aumentó. Este 
año las rapiñas bajarán con respecto a 2015. Por lo tanto, 
si entendemos lo que estas cifras significan como realidad 
estructural del comportamiento delictivo debemos admitir 
que el inicio de un descenso es síntoma de un cambio sig- 
nificativo. Como he dicho, ningún presidente desde 1985 
terminó su mandato con menos rapiñas que cuando empe- 
zÓ; podrá haber habido algún año donde ocasionalmente 
bajó la rapiña, pero al siguiente se multiplicó y el saldo dio 
como resultado el aumento constante por período de go- 
bierno. Nosotros estamos asegurando que en esta Admi- 
nistración, por primera vez desde el retorno democrático, 
tendremos al final del período menos rapiñas que cuando 
lo iniciamos y para eso nos hemos puesto una meta de baja 
del 30 %. 


La diferencia que nosotros encontramos con otras ba- 
jas es que han sido producto de un esfuerzo extraordinario 
en un período limitado, lo que no significa un cambio es- 
tructural, porque modificar el horario de los policías, no 
voluntariamente, tener que hacer servicio doble y dedicar- 
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lo a determinadas cosas, es un esfuerzo que no se podía 
continuar. La baja que hay ahora responde a una situación 
estructural, a algo presupuestado, a una organización de 
la Policía y a algo que se va a mantener; de no ser así es 
porque se considera que no da los resultados esperados y, 
entonces, se cambia, pero no porque lo que se está hacien- 
do sea extraordinario, sino que lo que se está haciendo es 
la forma de funcionamiento de la Policía. 


Los delitos en el Uruguay no se distribuyen de forma 
homogénea en todo el territorio nacional. En el año 2015, 
el 94, 4 % de las rapiñas se concentraron en el área me- 
tropolitana y si observamos hacia atrás en los años, esta 
concentración es constante. En Montevideo hubo 81,2 %,; 
en Canelones, 13,2 % y en San José, 3,4 %. Por lo tanto, es 
claro que el fenómeno de este tipo de robo con violencia 
tiene un componente específico que favorece su ocurrencia 
en determinada área geográfica del país. Esta concentra- 
ción tan fuerte en el área metropolitana no implica que las 
rapiñas se distribuyan en forma homogénea en la ciudad. 


En Montevideo las rapiñas están fuertemente concen- 
tradas en determinadas áreas: el 63 % de ellas ocurren en 
los barrios de las zonas oeste y norte de la ciudad —donde 
viven, sobre todo, sectores de trabajadores y capas medias 
de la sociedad— que corresponden a las Jefaturas de las 
Zonas Operacionales III y IV, tal como se aprecia en el 
mapa que vemos en pantalla. Además de la tendencia a 
concentrarse en determinadas zonas, las rapiñas también 
suceden en franjas horarias específicas, en particular entre 
las 17:00 y la medianoche. 


Actualmente, toda esta información está disponible y 
es analizada en forma permanente por la Policía a través 
de grupos altamente especializados. De esta forma y luego 
de obtener experiencia internacional se comenzó a georre- 
ferenciar información a fin de encontrar continuidades en 
la concentración del delito, se definieron puntos calientes, 
se caracterizaron áreas críticas, se utilizó un complejo 
software de previsión de eventos delictivos y se diseñó un 
modelo de intervención adaptado a la realidad del proble- 
ma que tenemos. 


La estrategia orientada a reducir las rapiñas tiene tres 
pilares. Por un lado, está el nuevo sistema de patrullaje 
basado en evidencia, donde el Programa de Alta Dedica- 
ción Operativa —PADO- tiene un rol central. Por otra par- 
te, tenemos la extensión del sistema de videovigilancia en 
el área metropolitana que —como ya mencioné— implica 
la instalación, a partir del año próximo, de 3200 cámaras 
que se sumarán a las actuales. Por último, el tercer pilar lo 
conforman las reformas legislativas que se acordaron en la 
reunión multipartidaria, donde la ley relacionada con los 
reincidentes, los reiterantes y los habituales que se votó la 
semana pasada juega un papel muy importante. 


En definitiva, tenemos el desafío de lograr detener el 
crecimiento de las rapiñas y en cierto período lograr una 
disminución. Para eso definimos esta estrategia que se 
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comenzó a desplegar a partir de 2016, cuando se empeza- 
ron a ejecutar los recursos del nuevo presupuesto. Precisa- 
mente, en la ley de presupuesto aprobada en el año 2015, 
que comenzó a regir a partir del 1.” de enero de este año, se 
estipuló la creación, en el Ministerio del Interior, del Pro- 
grama de Alta Dedicación Operativa, destinado a dotar al 
área metropolitana de mil policías que tuvieran la posibili- 
dad de flexibilizar sus horarios para dar respuestas rápidas 
al cambio de modalidad delictiva en horarios y en zonas. El 
PADO cuenta con 1000 personas dedicadas exclusivamen- 
te al patrullaje, de las cuales hay 500 que corresponden a 
la Jefatura de Policía de Montevideo; 250, a la de Canelo- 
nes; 50, a la de San José, y 200 a la Guardia Republicana. 
Se utilizaron muchas de las incorporaciones tecnológicas 
reseñadas y se aplicó el conocimiento adquirido en los pro- 
cesos de formación continua a fin de realizar un estudio 
pormenorizado de los lugares de mayor concentración de 
rapiñas en el área metropolitana. Así fue posible identificar 
que en Montevideo hay 28 microterritorios; en Canelones 
19; y en San José 5, y se desplegó un sistema de patrullaje 
intensivo en los horarios de mayor ocurrencia de delitos. 


Creemos que hay que mejorar más la seguridad, que es 
posible si en primer lugar uno tiene claro cuál es el proble- 
ma, si lo estudia, si es transparente con las cifras y si es 
responsable, sensato y cuenta con una estrategia y un plan. 
Nosotros sabemos para dónde vamos, tenemos un plan y 
una estrategia que hemos aplicado. 


El nuevo sistema de patrullaje comenzó a funcionar 
el 11 de abril de este año, es decir que el 11 de octubre 
cumplió seis meses de funcionamiento. De acuerdo con 
el tiempo transcurrido es posible determinar si el sistema 
diseñado logra modificaciones relevantes y podemos decir 
que esto es así, por lo que el desafío es profundizar el mo- 
delo, expandirlo y coordinarlo con el sistema de videovi- 
gilancia para hacer que el impulso de las transformaciones 
iniciales se convierta en permanente. 


Ahora vamos a hablar de lo que está ocurriendo en este 
año 2016 que aún no ha terminado, pero que ya lleva casi 
diez meses de transcurrido. Al 12 de octubre, los datos 
dicen que la rapiña ha bajado en todo el país en un 3,1 %. 
Reitero que la tendencia de crecimiento acumulado desde 
1985 es de un 10 % y en 2016 no solo dejó de crecer sino 
que está disminuyendo. 


En Montevideo el descenso es de un 4,5 %, departa- 
mento que —como he dicho— concentra el 81 % de las ra- 
piñas de todo el país. Si observamos Montevideo y su área 
metropolitana, donde se concentra el 94 % de las rapiñas, 
podemos ver que en 2016 la baja fue de un 4,5 %; si vemos 
Canelones, la cifra es del 1,1 %; y en San José, del 9,8 %. 


Me gustaría hacer dos precisiones. Una de ellas es 
que estas cifras son del pasado 12 de octubre. Aclaro que 
recibimos información todas las semanas y los datos de 
este lunes dicen que en Montevideo las rapiñas bajaron un 
5 %; en Canelones la cifra del 1,1 % sigue igual, y en todo 
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el país, se redujeron en un 3,5 %. Reitero que estas son las 
cifras que surgieron el pasado lunes. 


La otra precisión tiene que ver con un error que la 
prensa comete continuamente y lo mismo sucedió con el 
senador interpelante hace un rato. Se dice que nosotros 
informamos de la baja en algunas zonas, pero eso es com- 
pletamente equivocado; informamos de la acción en de- 
terminadas zonas y de la baja que se produce en todo el 
departamento, ya sea que se trate de Montevideo, de Ca- 
nelones, de San José o de todo el país. Por ejemplo, cuando 
decimos que la cifra se redujo en un 5 % no nos referimos 
a una zona porque allí las cifras bajan mucho más y ya lo 
vamos a mostrar. 


Con estos datos podemos decir, entonces, que en 
toda el área metropolitana las rapiñas han descendido un 
4,1 % del 1.* de enero al 11 de octubre de 2016. De por sí 
este resultado es muy auspicioso, pero lo es más aún si 
analizamos que desde el 11 de abril, cuando se inició el 
PADO, la baja en toda el área metropolitana fue del 7,4 %. 


Interesa veren detalle cuáles lasituaciónen Montevideo, 
ya que ocho de cada diez rapiñas suceden en la capital. 
Aquí ustedes pueden observar el mapa de Montevideo 
dividido según las veinticinco seccionales de Policía. 
Las áreas geográficas que están marcadas representan 
las seccionales donde el descenso es más pronunciado y 
está por encima del promedio de baja de toda la ciudad. 
Justamente, en los barrios de las zonas norte y oeste, donde 
más se concentraban las rapiñas, hoy tenemos una situación 
que está cambiando. En lo que va del año, en la Seccional 
20 las rapiñas descendieron más de un 40 % con respecto 
al año pasado; en la Seccional 1 también descendieron un 
40 %; en la Seccional 17 la baja fue de un 25 %; en la 
Seccional 23, fue de un 24 %; en la Seccional 21, de un 
18 %; en la Seccional 24 —en el Cerro—, también fue de 
un 18 %; en la Seccional 7 el descenso fue del 17 %; en la 
Seccional 11 la baja fue del 14 %; y en la Seccional 14, fue 
de un 11 %. 


Nosotros podemos dar una cifra general de Montevi- 
deo y después dividirla por la cantidad de seccionales. La 
Seccional 14 tiene varios barrios; uno de ellos tuvo un au- 
mento, y es justamente Carrasco Norte. En una reunión 
se anunció que luego de un balance que hizo la Policía, 
después del 11 de octubre, había que extender el PADO 
en el 8 % del territorio de Montevideo. Esa es la ciencia: 
saber estudiar dónde, poniendo más policías, no en todo el 
territorio, sino en el 8 %, se produce una baja global. La 
Policía llegó a la conclusión de que hay que aumentar un 
poquito ese 8 %, a un 9 % o un 10 %, y uno de esos lugares 
es Carrasco Norte. Ahora no vayan a decir que el motivo 
de ese cambio es la interpelación, porque esto es anterior 
hasta al hecho de Carrasco Norte. 


En la Seccional 8 se constató la baja de un 10 %; en 
la Seccional 6, un 7 %; en la Seccional 22, un 6 %; en la 
Seccional 4, un 5 %; en la Seccional 9, un 5 %; en la Sec- 
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cional 13, un 4 %, y en la Seccional 19 —una de las com- 
plicadas—, un 2 %. Faltan seccionales en donde no bajó, lo 
que representa un 5 % o el 4,5 %. Esta baja en lo que va 
del año es muy relevante. No todas las que bajaron están 
contempladas en el PADO, porque tiene efectos fuera de 
la seccional, en otras. 


Como decía, esta baja es muy relevante ya que, como 
hemos visto, al estar el delito concentrado en determina- 
das áreas, si afectamos esas zonas podemos tener un im- 
pacto en toda la ciudad. Pero para comprender mejor lo 
que está sucediendo este año en Montevideo —donde, repi- 
to una vez más, se concentran ocho de cada diez rapiñas— 
hay que tener en cuenta un momento clave, que fue el 11 
de abril. En esa fecha se puso en funcionamiento el nuevo 
sistema de patrullaje. Vamos a ver algunos datos de lo que 
se ha logrado con el nuevo sistema que, reitero, es viable 
que lo ejecutemos hoy porque reposa en un conjunto de 
transformaciones previas. Hace cuatro o cinco años este 
modelo no hubiera sido posible porque en ese momento es- 
tábamos en pleno proceso de reforma de la nueva Policía. 
Hoy, con esas transformaciones en marcha y el proceso 
firme de consolidación, el desafío de mejorar el patrullaje 
y bajar los delitos es posible. 


A continuación, voy a presentar información especí- 
fica sobre el desempeño del PADO en el área metropo- 
litana y su impacto en la evolución de las rapiñas en los 
seis meses desde que se ha implementado. A partir de esos 
estudios del comportamiento criminal se definieron para 
el área metropolitana cincuenta y dos microterritorios que 
hemos denominado circuitos. Su identificación implicó, 
en primer lugar, georreferenciar el conjunto de rapiñas que 
ocurrieron en el área metropolitana en los últimos años y 
determinar los puntos críticos, que son los lugares espe- 
cíficos que presentan una alta concentración de delitos de 
rapiñas. Un punto crítico es un lugar de menos de diez me- 
tros de diámetro de la ciudad donde se constató que hubo 
una concentración de delitos. Ejemplo de esto puede ser 
una parada de ómnibus, la salida de un centro comercial 
o una esquina determinada. A partir de la identificación 
de esos puntos se construyeron segmentos, que son con- 
juntos de puntos críticos que se encuentran en una calle, 
en un tramo de entre cien y doscientos cincuenta metros; 
es decir que en ocasiones, en una cuadra o en dos cuadras 
hay más de un lugar, hay más de un punto crítico. Luego 
de identificar esos segmentos se agruparon en circuitos o 
microterritorios que, como dijimos, para el área metropo- 
litana fueron cincuenta y dos. 


Como mencionamos anteriormente, de los cincuenta 
y dos circuitos del área metropolitana, veintiocho corres- 
ponden a Montevideo. Esas áreas en conjunto tienen una 
extensión de 42 kilómetros cuadrados y representan el 
8 % del total de la ciudad. Ahí viven 360.000 personas, es 
decir, el 27 % de los habitantes. En esas zonas se identifi- 
caron 120 tramos de calles o segmentos que acumulan una 
extensión de 25 kilómetros, lo que representa algo menos 
del 1 % del total del entramado vial de la ciudad que es 
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de 3000 kilómetros de calles. En esos lugares se instaló 
el nuevo sistema de patrullaje con 500 policías que traba- 
jan ocho horas diarias con un sistema de horario que varía 
según la situación delictiva y que ha logrado un descenso 
muy relevante de las rapiñas en todo Montevideo. Esos 
500 policías pueden variar según la hora y la zona. 


El patrullaje de cercanía implica recorridas a pie del 
personal policial que cuenta, a su vez, con apoyo de móvi- 
les y de patrulleros. El pasado 11 de octubre se cumplieron 
seis meses de este nuevo sistema y creemos que los resul- 
tados son muy auspiciosos. Como dijimos, en el Uruguay 
ha habido un crecimiento año a año de las rapiñas. Este 
sistema de patrullaje fue al corazón y los primeros seis 
meses demuestran que se está en la dirección correcta. 
Nosotros no estamos diciendo que es perfecto y que es 
una fórmula mágica. Todo lo que hemos hecho en el mi- 
nisterio demuestra que creemos en los procesos y en las 
transformaciones integrales. Por eso, cuando instalamos 
este mecanismo lo hicimos en momentos en que otras re- 
formas ya habían sido consolidadas. 


Hoy estamos en condiciones de asegurar que este año 
bajarán las rapiñas. ¿Por qué? Porque el nuevo sistema de 
patrullaje, que lleva seis meses a partir del 11 de abril, 
logró un cambio significativo que, creemos, representará 
una alteración definitiva en la tendencia y es lo que explica 
dicho cambio. 


Luego de seis meses de PADO, no solo se logró revertir 
el crecimiento sino que logramos que comenzaran a des- 
cender globalmente las rapiñas. Como se podrá entender, 
si bien el tiempo de seis meses es corto en relación con 
una tendencia tan estructural, que viene desde que existen 
estadísticas en el Ministerio del Interior, es decir desde el 
año 1985, lo que podemos decir es que el modelo funciona, 
da resultados, logra hacer descender las rapiñas. En con- 
creto: los resultados de los seis primeros meses del PADO 
indican que no solo dejaron de crecer sino que comenza- 
ron a bajar y que aunque este sistema se inició en el cuarto 
mes del año, su desempeño ha logrado impactar para que 
comiencen a descender las rapiñas, luego de muchos años 
de crecimiento constante, desde el 1.* de enero. 


Lo importante en esto es que el nuevo sistema de pa- 
trullaje llegó para quedarse porque los recursos fueron 
votados en la ley de presupuesto y son recursos regulares 
de una de las prioridades de gobierno. Por lo tanto, este 
sistema que dio resultados se quedará y se reforzará du- 
rante esta Administración. Esa es la razón que nos lleva a 
pensar en que este cambio promisorio se consolidará por- 
que planificamos una política asegurando su estabilidad y 
continuidad. Esto no es fruto de una acción puntual de la 
Policía que tuvo un resultado inesperado, no es casuali- 
dad; este es un resultado buscado, fruto de un proceso y de 
un diseño planificado, estudiado y basado en evidencias. 
Es un diseño que, además, tiene una estructura de alta de- 
dicación y de alta flexibilidad, porque la zona en donde 
hoy se concentra el delito puede ser otra mañana. Con este 
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sistema tenemos 1000 policías que cambian su horario de 
ocho horas según los requerimientos y las zonas. Esa alta 
dedicación y flexibilidad tienen una contrapartida en lo sa- 
larial, que es un volumen de recursos que fue presupuesta- 
do. Aquí no hay improvisación, sino trabajo riguroso que, 
entendemos, dará resultado. Es más, ya lo está dando, aun- 
que estemos en el inicio del proceso. 


Pensamos que es posible lograr un descenso signi- 
ficativo en las rapiñas y también en los delitos contra la 
propiedad. Hoy estamos en condiciones de comenzar a 
ver los resultados, que no serán de un día para otro, como 
tampoco lo ha sido el crecimiento del delito que, como 
hemos visto, tiene una trayectoria de larga duración en el 
país. Todos miden el final, pero no cómo evolucionó en 
cada momento y no asumen las responsabilidades corres- 
pondientes. 


Ahora vamos a explicar algunos de los resultados es- 
pecíficos del PADO en estos seis meses, que tanto peso 
tienen en la tendencia general a la baja de las rapiñas. 
Como hemos dicho, se identificaron 52 territorios que se 
denominaron circuitos, donde ocurría un número relevan- 
te de rapiñas. En el horario en el que el PADO se despliega 
en esas 52 zonas, en los primeros seis meses las rapiñas 
descendieron un 40,7 %. En los circuitos correspondientes 
a Montevideo, el descenso fue de 39,7 %; en los de Cane- 
lones, de 44,2 % y en los de San José, de 57,9 %. Como 
hemos explicado anteriormente, dentro de los circuitos 
hay segmentos específicos, es decir, trayectos de calle en 
los que específicamente se despliega personal que patrulla 
a pie la zona y que cuenta, además, con personal de apo- 
yo en auto y en moto. En esos segmentos —que se pueden 
identificar en el gráfico que aparece en la pantalla en este 
momento—, el impacto de la baja en el número de rapiñas 
es aún mayor. En todos los segmentos del área metropoli- 
tana, las rapiñas bajaron 61,5 %, en promedio, durante el 
despliegue del PADO. En los segmentos de Montevideo, el 
descenso en las rapiñas alcanzó el 60,1 %; en los de Cane- 
lones, 63,1 % y en los de San José, 89,5 %. 


Estos datos que estamos mostrando tienen como ob- 
jeto que se comprenda que el diseño de este sistema de 
patrullaje se basa en identificar las zonas y los horarios 
en los que se concentra el delito, y en hacer despliegues 
policiales específicos. Prevenir el delito en esos puntos 
hace descender la ocurrencia de rapiñas en los segmentos 
que se patrullan pero, a su vez, impacta fuertemente en 
los entornos que denominamos circuitos. Esa baja en los 
circuitos impacta, asimismo, en los delitos globales de las 
seccionales y del departamento. 


Este diseño de alta precisión es posible gracias a un 
conjunto de reformas que comenzaron en el 2010, Las 
características del diseño del PADO permiten —así está 
previsto— moverse de zona y adaptarse a la evolución del 
delito. El nuevo sistema de patrullaje del PADO ha tenido 
un fuerte trabajo de anticipación y de disuasión del delito 
a través de un despliegue territorial visible, de las acciones 
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de control de vehículos y de la verificación de identidad y 
de antecedentes de las personas. 


En los primeros seis meses existieron 91.481 personas 
cuyas identidades fueron verificadas en los controles po- 
liciales del PADO y fueron registrados 26.028 vehículos. 
Esos números dan una dimensión del intenso trabajo que 
realiza el nuevo sistema de patrullaje en las áreas desig- 
nadas. Muchas veces nos plantearon: «Tienen que pedir 
cédula». Esa era la política. Pues bien, aquí hay identida- 
des verificadas, pero no al azar, no en la calle, sino en el 
marco de un plan que vincula el pedido de la identidad con 
el vehículo, con la sospecha, con la prevención en donde se 
está concentrando el delito. No se trata solo de la cédula, 
sino que se utiliza la huella digital que permite conocer 
automáticamente datos como los antecedentes y otro tipo 
de información que es más importante. Pedir la cédula es 
un instrumento pero no una política, ya que esta tiene que 
incluir varios instrumentos. Nos han planteado eso como 
política, pero no lo es. 


(Ocupa la presidencia el señor Raúl Sendic). 


—Estos números nos dan una dimensión del trabajo que 
realiza el nuevo sistema de patrullaje en las áreas designa- 
das. En el marco de los procedimientos, fueron detenidas 
unas 1640 personas, de las cuales 591 estaban requeridas. 
El 96 % de las personas requeridas fueron detenidas en 
Montevideo. 


En el cuadro que se está proyectando pueden observar 
la distribución por departamento de las personas deteni- 
das y las requeridas en el área metropolitana. Como pue- 
den ver, en la medida en que el departamento de Montevi- 
deo es el que determina el comportamiento de las rapiñas 
en el Uruguay, es muy consistente que el mayor número de 
personas detenidas y requeridas se haya concentrado en la 
capital. El nuevo sistema que estamos desplegando, si bien 
está concentrado en disuadir las rapiñas, tiene un efecto 
global en la ocurrencia de otros delitos violentos que tam- 
bién tienden a concentrarse en las zonas. La presencia po- 
licial, el control vehicular y la verificación de la identidad 
de las personas, impacta notablemente sobre otros delitos 
que también han bajado en Montevideo, Canelones y San 
José en el 2016 desde el inicio del nuevo sistema. 


En estos tres departamentos y como efecto global de 
las nuevas medidas de patrullaje y trabajo policial, en 2016 
ha descendido un conjunto de delitos violentos, a saber: 
los copamientos, un 52 %; las lesiones gravísimas, un 
33 %; la violencia privada, un 29 %; las lesiones graves, 
un 24 %; las violaciones, un 17 %; las lesiones personales, 
un 9 %; la violencia doméstica, un 9 %; las rapiñas, un 
7,4 %; el atentado violento al pudor, un 7 %; las amenazas, 
un 7 % y el homicidio, un 6 %. Aclaro que estos porcentajes 
corresponden al área metropolitana y no solo a la zona 
PADO. Digo esto porque después se dice: «Nos mostraron 
las cifras de algunas áreas». Estas no son las cifras de 
algún área, salvo la metropolitana. 
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El reforzamiento del sistema de control y patrullaje 
no solo se ha hecho a través del PADO, sino que desde 
marzo del 2015 se están realizando, en todo el país, pro- 
cedimientos de control de motos. Hasta el 24 de octubre 
de este año se hicieron 28.732 procedimientos —aparte del 
PADO-, en los que se registró un total de 168.551 motos 
y a sus respectivos conductores y acompañantes. De esas 
operaciones se incautó un total de 10.918 motos, es decir 
un 6,4 %, y fueron detenidas 1865 personas. Se realizó un 
total de 15.132 espirometrías, de las cuales 1697 resultaron 
positivas. 


Por otro lado, también se ha profundizado el comba- 
te al narcotráfico. Desde el 1. de marzo de 2015, se han 
desarticulado 1212 bocas de venta de drogas y se han pro- 
cesado 1292 personas por delitos vinculados al tráfico ilí- 
cito de drogas. 


La Dirección General de Represión del Tráfico Ilícito 
de Drogas ha logrado desarticular 28 grupos organizados, 
11 de ellos durante 2016. 


Vayamos ahora a la evolución de los homicidios y a la 
situación a octubre de 2016. Vamos a presentar cifras que 
permitan realizar una comparación a nivel regional, pero 
hecha en serio, globalmente, no eligiendo la que tiene la 
menor tasa para hacer la comparación. 


En el siguiente cuadro se observa la evolución de los 
homicidios desde el año 1980 a la fecha, agrupados por 
períodos de gobierno. El momento de mayor crecimiento 
de homicidios en el país fue en el período 1990-1994, con 
un aumento de un 27 %. Le siguió la administración ini- 
ciada en 1985, con un aumento de un 25 % con relación 
al período anterior. Le sigue el período 2010-2014, con un 
aumento del 12 %, y muy cerca, el periodo 1995-1999, con 
un aumento del 10 %. 


De los seis períodos de gobierno donde se cuenta con 
estadísticas oficiales, en cuatro de ellos aumentaron los 
homicidios en un rango del 10 % al 27 %. Es de hacer no- 
tar que el guarismo descendió en dos períodos: en el perío- 
do 2000-2004, un 4 %, y en el periodo 2005-2009, un 2 %. 


Un dato relevante a tener en cuenta en la evolución de 
los delitos de homicidio en los últimos años es el cambio 
en la circunstancia precipitante o motivo. Este gráfico pre- 
senta datos de los últimos cuatro años, cuando comienza 
a crecer, como motivo y factor explicativo del crimen, el 
conflicto entre criminales. 


Desde 2012 hasta 2015 inclusive, el peso de los 
homicidios cuya causa precipitante es el conflicto entre 
criminales pasó de explicar el 29 % de los homicidios al 
36 %. En términos proporcionales, significa un aumento 
de un 24 %. 


La proporción de homicidios a causa de rapiñas per- 
manece estable en un promedio del 18 % —aunque este año 
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se sitúa en un 14 % o 15 %-—, así como también los referi- 
dos a violencia familiar. 


Este crecimiento del conflicto entre criminales tiene 
una concentración geográfica en Montevideo, más preci- 
samente, en zonas específicas de la ciudad, lo que en bue- 
na parte explica la situación actual. 


Por otro lado, si analizamos la perspectiva histórica de 
las últimas dos décadas, observamos una tendencia a la 
concentración de los homicidios en la ciudad de Montevi- 
deo. En el año 1995 representaban el 48 % del total y en 
2015 fueron el 59 % de todos los homicidios del país. 


En los últimos veinte años este proceso se aceleró a 
partir del año 2002, tal como se registra en el gráfico. Esta 
concentración aproximada de cuatro homicidios en seis 
en Montevideo tiene una característica particular: casi la 
mitad de los homicidios en la capital del país corresponde 
a conflictos entre criminales y, además, casi en su totali- 
dad se localizan en dos áreas específicas de la ciudad: un 
sector del oeste y un área del norte. Ellas corresponden a 
cuatro seccionales policiales: la 17, la 24, la 19 y la 18. 


Nos parece relevante entender lo que sucede para ac- 
tuar. Por eso es que este análisis nos permite observar la 
evolución del homicidio con un marco interpretativo, con 
fundamentos científicos que no apelan a instalar el miedo, 
sino a transparentar la realidad. 


Desde el 1.” de enero hasta el 16 de octubre de 2016 los 
homicidios habían registrado una baja del 5,7 % respecto 
al año 2015. Esta baja es promisoria ya que en todos los 
meses de 2016 estuvimos por debajo de la cantidad de ho- 
micidios registrados en 2015. Por lo tanto, no es producto 
de una situación puntual en algún mes. En el último mes 
lo puntual apunta a la disminución de la baja. Y nosotros 
estamos trabajando para asegurar que cuando finalice el 
año esta situación se mantenga. 


Esta baja significativa de los homicidios al momento 
actual tiene su principal explicación en el hecho de que 
en Montevideo los homicidios bajaron un 11 %. Y como 
en la capital se registra el 60 % del total de las muertes 
violentas, el impacto de una baja en Montevideo se nota a 
nivel nacional. 


En Uruguay la tasa de homicidios cada 100.000 habi- 
tantes en el año 2015 fue de 8,3 %, no del 8,9 %, y para la 
ciudad de Montevideo fue de 12,3 %, no de 14 %. Si ha- 
blamos en términos porcentuales, da la sensación de que 
fueran pocos. Pero ya dije: en Montevideo la diferencia 
entre el 12,3 % y el 14 % representa más de 20 homicidios 
y la diferencia entre 8,3 % y 8,9 % representa más de 15 
homicidios. 


De acuerdo con los datos que acabo de entregar, la 
evolución de homicidios en 2016 probablemente tenga un 
descenso. 
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Como todos sabemos, ha habido un aumento de los ho- 
micidios en los últimos años. Es probable que si la tenden- 
cia se mantiene en los próximos meses, en 2016 tengamos 
una tasa de homicidios similar a la de 1997 y 1998, aunque 
es aventurado asegurar esto. 


Lo que no puede hacerse son comparaciones antoja- 
dizas, comparando Montevideo con ciudades donde los 
sistemas estadísticos de delitos están en discusión, como 
es el caso de Buenos Aires o una ciudad aislada de Brasil. 
Es muy difícil decir que San Pablo es la que tiene más 
cantidad de homicidios cuando, entre las cincuenta ciuda- 
des del mundo con más cantidad de homicidios, hay 22 de 
Brasil y entre ellas no está San Pablo; entonces, obviamen- 
te, no es la que tiene mayor tasa de homicidios sino, más 
bien, la más baja. Por tanto, hacer esa comparación resulta 
un poco forzado. Por eso, cuando uno compara, tiene que 
hacerlo globalmente. 


Según los datos internacionales, en el año 2015, entre 
las cincuenta ciudades con tasas más altas de homicidios 
a nivel mundial, un total de 47 -¡47 de 50!- son del con- 
tinente americano y 22 de Brasil. Entonces, no podemos 
decir que somos los que tenemos peor cifra en la región, 
¡por favor! ¡Es grotesco! ¡No resiste! 


Como lo mencionaron aquí, lo incluyo. De todos mo- 
dos, si no lo hubieran hecho, también lo habría comentado 
porque me siento interpelado desde que anunciaron la in- 
terpelación. Las cosas que dijeron en la prensa las consi- 
dero parte de la interpelación y como resolví no responder 
en la prensa hasta esta instancia, todo lo que dijeron en la 
prensa pensaba responderlo hoy. Pero, además, lo dijeron 
acá, y es grotesco, realmente grotesco. 


En estos días hemos visto cómo se comparaba Monte- 
video con San Pablo, ciudad que tiene una tasa de 9,1 %, 
mientras que Montevideo tiene una tasa de 12,3 %. 


Como dije, es muy probable que este año los homici- 
dios en el país tengan un descenso. Pero si comparamos 
con una ciudad de Brasil en forma antojadiza, vale la 
pena registrar cuáles son las 22 ciudades de Brasil ubi- 
cadas entre las ciudades con más homicidios del mundo. 
Con sorpresa, podríamos advertir que las ciudades donde 
los uruguayos van masivamente a veranear tienen tasas 
de homicidio seis veces mayores que la de Montevideo 
y se encuentran entre las 50 ciudades más peligrosas a 
nivel mundial. Tal como vemos en el gráfico, Fortaleza 
tiene una tasa de 61 homicidios cada 100.000 habitantes 
—¡y nos comparan con San Pablo!-; Natal, 60 homicidios 
cada 100.000 habitantes; Salvador de Bahía, 60 homi- 
cidios cada 100.000 habitantes; Maceió, 56 homicidios 
cada 100.000 habitantes; Belém do Pará, 46 homicidios 
cada 100.000 habitantes; Recife, 38 homicidios cada 
100.000 habitantes y Porto Alegre y Curitiba, 35 homi- 
cidios cada 100.000 habitantes. En fin, podríamos com- 
parar destinos turísticos, por ejemplo, Punta del Este con 
Río de Janeiro, Salvador de Bahía, Maceió o Acapulco. 
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En Acapulco hay 163 homicidios cada 100.000 habitan- 
tes; la tasa de homicidios es mayor que la cantidad de ho- 
micidios en Montevideo. Cuando se habla de tasa de ho- 
micidios hay que multiplicar cuántas veces cabe 100.000 
en la población del país o de la ciudad sobre la que se 
está hablando. Insisto, 163 homicidios cada 100.000 ha- 
bitantes y nos vienen a decir que somos un peligro a nivel 
regional y latinoamericano. También podríamos compa- 
rarlo con Mar del Plata. 


No tengo los números de homicidios en Punta del Este, 
pero voy a ser generoso y los voy a comparar con la tasa 
de Maldonado que es de 5,4 homicidios cada 100.000 ha- 
bitantes. Después nos extrañamos cuando un periodista le 
pregunta a un turista por qué viene a Uruguay y este le 
responde: «Por la seguridad». ¿Por qué va a ser? ¡Claro! 
Vienen de estos países, de estas ciudades y hay algunas 
—con las que nos comparó el señor interpelante— cuyos 
datos no aparecen en los registros internacionales, solo fi- 
gura una llamadita. Los números no están constatados, no 
nos resultan confiables y, por lo tanto, no podemos decir 
que tengan 3 homicidios cada 100.000 habitantes. Hay que 
ser serio cuando se manejan los datos. 


¿Nos queremos comparar con otras ciudades? Enton- 
ces, comparémonos con Chicago, Houston, Nueva Or- 
leans, Filadelfia y veremos que estamos muy por debajo 
de la tasa de homicidios de esas ciudades. Incluso, pode- 
mos hacer la comparación con San José de Costa Rica, 
ciudad con la que estábamos iguales cuando ingresamos 
al ministerio y que ahora nos pasó por arriba, y lo digo 
sin necesidad de tener datos. Esto lo sé porque hablo con 
autoridades de Costa Rica que nos hacen preguntas y 
nos comentan el problema que tienen. También podemos 
compararnos con Rosario o Paraguay donde a muchos les 
gusta invertir sin fijarse demasiado en los niveles de segu- 
ridad o en la confianza que le tienen a la Policía. Por eso, 
repetimos que debemos hablar en serio sobre seguridad y 
convivencia, y que de nada sirve tomar un dato aislado y 
agitarlo para consolidar la idea de que somos el país más 
inseguro de la región. Eso no es cierto. 


Nuestro ministerio es, por definición, un ministerio de 
acción, de prevención, de respuesta ante los ciudadanos 
y de represión del crimen. Para tener acciones eficaces y 
ser eficientes se necesita conocimiento acumulado, desa- 
rrollo tecnológico, recursos humanos calificados, cultura 
institucional que favorezca el aprendizaje permanente, e 
infraestructura adecuada en todos los planos. 


Hay catorce acciones que fortalecerán este proceso en 
el corto plazo: 


1) La mejora en la capacidad de atención y registro de 
las denuncias en las seccionales policiales con la incorpo- 
ración, a partir de noviembre, de becarios que liberarán de 
trabajo administrativo a los policías, que pasarán a forta- 
lecer el patrullaje en la ciudad. 
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2) Capacitación de las comisarías de la Jefatura de Po- 
licía de Montevideo en el modelo de policiamiento orien- 
tado a la solución de problemas, como complemento o sus- 
tento del PADO en las áreas que este no cumple. 


3) Fortalecimiento de la Jefatura de Policía del interior 
con el desarrollo del Grupo de Reserva Táctica capacitado 
y supervisado por la Dirección Nacional Guardia Republi- 
cana y la Oficina Centralizadora de Información Táctica 
supervisada y capacitada por la Unidad de Análisis Cri- 
minal de la Dirección Nacional de Policía para gestionar el 
despliegue y respuesta en cada departamento. 


4) Extensión del sistema de comunicaciones Tetra a la 
Jefatura de Policía del interior. 


5) Fortalecimiento de la atención de violencia domésti- 
ca y de género, extensión de tobilleras electrónicas y cur- 
sos de capacitación a nivel nacional. 


6) Fortalecimiento de la videovigilancia a nivel nacio- 
nal, ampliando las áreas de cobertura. 


7) Implementación del apoyo de la vigilancia aérea a 
las operaciones policiales de todas las unidades ejecutivas. 


8) Fortalecimiento de los controles de rutas en rutas 
nacionales combinando recursos de la Dirección Nacional 
de Policía de Tránsito, Dirección Nacional Guardia Repu- 
blicana, Jefaturas de Policía, Dirección General de Repre- 
sión del Tráfico Ilícito de Drogas con el fin de prevenir y 
controlar los accidentes de tránsito, el transporte de dro- 
gas, armas, circulación de requeridos y demás conductas 
criminales. 


9) Aumentar en la Jefatura de Policía del interior la 
intervención del policía comunitario capacitando a la to- 
talidad del personal disponible en las comisarías para el 
medio urbano y rural. 


10) Mantener y fortalecer el modelo de formación ini- 
cial de la educación policial, la capacitación continua en la 
carrera para sus diferentes jerarquías y la especialización 
por materia. 


11) El fortalecimiento de la Dirección Nacional de Po- 
licía Científica y la extensión de su influencia a las depen- 
dencias del interior del país. 


12) Fortalecimiento del Centro de Comando Unificado 
como gestor principal de la demanda de emergencia, des- 
pliegue y atención a situaciones críticas. 


13) Coordinación permanente entre las unidades espe- 
cializadas, direcciones generales y nacionales, que permi- 
tan desarrollar el sistema de información policial en un 
nuevo modelo del sistema de gestión de seguridad pública. 
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14) Fortalecimiento de la capacidad de despliegue de 
la Dirección Nacional Guardia Republicana para el apoyo 
de la Jefatura de Policía del interior u operaciones extraor- 
dinarias planificadas por la Dirección de Planificación y 
Estrategia Policial. 


Soy consciente de que los uruguayos, en particular los 
que viven en el área metropolitana, han sufrido y sufren 
las consecuencias del accionar delictivo del país. 


No ocultamos la realidad en la que vivimos; la asumi- 
mos y estamos trabajando para transformarla. 


El año 2016 será un punto de inflexión, pero no hay 
que perder de vista que se necesita una repuesta integral, 
lo que implica que las acciones preventivas y represivas de 
la Policía son un componente necesario y muy relevante, 
pero en soledad reducen su impacto. 


Plantear la integralidad no implica rehuir las respon- 
sabilidades con el argumento de que, si el problema es de 
todos, la responsabilidad es de nadie. Nosotros no estamos 
diciendo eso ni que el problema de la seguridad se solucio- 
na únicamente con educación, políticas sociales, urbanas 
y de vivienda. Hemos impulsado un conjunto de accio- 
nes y de transformaciones en la Policía a los efectos de 
estar mejor preparados para prevenir el crimen. Estamos 
teniendo resultados que serán duraderos en la medida en 
que tengamos respuestas integrales, eficaces y eficientes 
del conjunto de los organismos del Estado y de la socie- 
dad. La apuesta a una sociedad de la convivencia reclama 
el compromiso y el trabajo de todos. Los logros en este 
plano no serán de un ministerio o de un Gobierno sino de 
la sociedad toda. 


Hasta aquí llega lo que queríamos manifestar, pero 
antes de pasar a responder las preguntas quiero recordar 
que al principio de mi exposición expresé que era inútil lo 
que dijera; lo que decimos pueden creerlo o no. Estos son 
datos serios y firmes. Se puede hacer la interpretación que 
se quiera, pero esos son los datos. Si antes de empezar me 
dicen —como se dijo— que no se cree en ellos, entonces 
nosotros hablamos —como señalamos— para aquellos a los 
que les interese profundizar y debatir en serio, sobre una 
base de datos reales. 


Paso ahora a las preguntas. 


La pregunta 1 es: «¿Cuál es la tasa de esclarecimiento 
de delitos en el Uruguay?». En cuanto a los niveles de 
esclarecimiento de delitos vamos a presentar datos re- 
feridos a homicidios y a delitos contra la propiedad, en 
especial, hurtos y rapiñas, y, a su vez, vamos a presentar 
los datos de los niveles de esclarecimiento alcanzados 
para algunos de estos delitos por parte del FBI en Es- 
tados Unidos. En el Uruguay entendemos por «esclare- 
cimiento» cuando la Justicia procesa a una persona a la 
cual se le imputa un delito. En Estados Unidos, en infor- 
mación que presentaremos, se asume que un caso está 
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esclarecido cuando el fiscal entiende que la Policía ha 
reunido suficiente evidencia para iniciar una acusación. 
Sin embargo, debe tenerse en cuenta que, una vez ini- 
ciado ese proceso, hay por delante un juicio que no ne- 
cesariamente resuelve el procesamiento de las personas. 
Por ende, al comparar nuestros niveles con países como 
este, debemos tener en cuenta ese hecho. Hace un tiem- 
po, la prensa hablaba sobre el esclarecimiento policial y 
los procesamientos del juez. El esclarecimiento policial 
siempre era mucho más alto y los jueces decían que se les 
habían presentado casos sin pruebas. Quiero reiterar que 
nosotros tomamos el criterio de hablar de esclarecimien- 
to del delito cuando la prueba fue suficiente para el juez 
y hubo un procesamiento. 


Respecto a los homicidios, en el año 2015 los niveles 
de esclarecimiento ascendieron al 59,2 %, lo que represen- 
ta un aumento con relación al año anterior. El FBI tiene un 
nivel de esclarecimiento del 64,5 %, pero hay que tener 
en cuenta lo señalado, esto es, que no incluye un proce- 
samiento efectivo, sino la convicción razonable por parte 
del fiscal de la existencia de pruebas suficientes. Por tan- 
to, los niveles actuales de la Policía uruguaya en el grado 
de esclarecimiento de homicidios son comparables a los 
del FBI. 


En cuanto a las rapiñas, en el Uruguay hay un nivel de 
esclarecimiento de un 25,7 % de las rapiñas a comercios 
y de un 8 % a transeúntes, en el sentido de que hay 
esclarecimiento cuando el juez procesa. En este punto 
quiero hacer otra digresión porque acá estamos frente a 
otra situación: no es que no procese por falta de pruebas, 
sino por falta de tiempo. Por ejemplo, se le presenta un 
delincuente que cometió 15 rapiñas confesas y con 
testigos, pero el juez lo procesa por dos o tres porque si lo 
tiene que procesar por todas y tiene que llevar a todas las 
víctimas y testigos a declarar —dentro de las 48 horas que 
tiene para resolver el caso—, el tiempo que le insume es tan 
grande, que desatiende otros casos. Entonces, el juez sabe 
que con esas dos, tres o cuatro rapiñas ya lo tiene adentro 
y después ve qué hace con las demás. Ahora bien, por el 
volumen de trabajo que tiene, eso equivale a decir que no 
hace nada. Entonces, se contabilizan las dos, tres o cuatro 
rapiñas por las que procesó el juez y no por las quince que 
esclareció la Policía. Quiere decir que nuestra cifra está 
falseada para abajo. Según el FBI, en Estados Unidos hay 
un nivel de esclarecimiento del 29,6 % de las rapiñas y de 
un 20 % de los hurtos. 


Paso a la tercera pregunta. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 
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SEÑOR BORDABERRY-.- Creo que el señor ministro 
acaba de responder las preguntas 1 y 2 y ahora pasaría a la 
número 3. No sé si lo anotaron así los asesores del ministro 
cuando prepararon las respuestas, pero sería bueno seguir 
ese orden para que sea más fácil su seguimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor mi- 
nistro. 


SEÑOR MINISTRO.- Hice alusión a la primera y lue- 
go al nivel de esclarecimiento, que era la segunda, pero 
omití leerla. 


La tercera pregunta dice así: «¿Cuál es el estimado de 
no denuncia de los delitos en el Uruguay? El estimado de 
no denuncia se calcula en base a encuestas de victimiza- 
ción. El año que viene vamos a realizar una encuesta de 
victimización a través del Instituto Nacional de Estadísti- 
ca —la haremos cada dos años—, con una muestra de 8000 
casos, lo que nos permitirá un alto nivel de precisión. El 
último dato que tenemos es de una encuesta realizada por 
Equipos Mori y es lejano; creo que rondaba un 20 % de 
cifra negra. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿No se denunciaba un 
20 %? Personalmente, tengo una cifra distinta, de 2011. 


SEÑOR MINISTRO.- La que tengo no es de 2011. Le 
haremos llegar los datos que tenemos que, reitero, son le- 
janos. Hubo un aumento de las denuncias, esto es, una baja 
de la cifra negra. 


La pregunta 4 dice: «Estima que es suficiente la canti- 
dad de policías que existen hoy en el Uruguay? ¿Debería 
aumentarse la cantidad de policías?». Es suficiente. Es- 
tamos en una fase de mejorar la calidad de los policías, 
dejando de lado la cantidad. Como ejemplo de ello está 
el Programa de Alta Dedicación Operativa que se viene 
aplicando desde abril a 1000 policías, con buenos resul- 
tados. Cuando discutamos el número de policías también 
debemos discutir el salario. 


Pregunta 5: «Cuenta el Ministerio del Interior con un 
presupuesto suficiente para el cumplimiento de sus fi- 
nes?». La respuesta es sí. 


Pregunta 6: «¿La seguridad pública fue atendida ade- 
cuadamente y priorizada en los Gobiernos que se inicia- 
ron en los años 2010 y 2015? ¿Y en el que se inició en el 
2005? ¿Hubo buena administración de los recursos en el 
periodo 2005-2010?» La seguridad pública fue prioriza- 
da adecuadamente, de acuerdo con la demanda ciudadana 
que en cada período electoral presentaba la ciudadanía. 
A modo de ejemplo, en el primer Gobierno frenteamplis- 
ta, la demanda ciudadana era luchar contra la pobreza, la 
emergencia social y el trabajo. Eso fue reflejado en el pre- 
supuesto que fue votado; al respecto, creo que hubo una 
adecuada utilización. 
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Pregunta 7: «¿Le parece que fue una medida 
acertada la liberación de presos a través de la ley de 
descongestionamiento carcelario durante el período 
2005 a 2010? ¿Qué efectos produjo sobre el delito dicha 
ley? ¿Pudo tener efectos en la situación de inseguridad 
que hoy tenemos, agravándola?» El efecto de la ley de 
humanización de las cárceles fue positivo para la época 
en que fue aplicada. Además, la tasa de reincidencia 
de los liberados por la ley de humanización de cárceles 
estuvo por debajo del 30 %, mientras que en el 2005 la 
reincidencia era superior al 70 %. 


Pregunta 8: «En el Uruguay hay 10 formas de evitar 
procesalmente la prisión o de obtener beneficios para acor- 
tar las penas o, incluso, no cumplirlas. ¿Entiende el señor 
ministro que esto está bien? ¿Estima que deben aprobarse 
más beneficios de este tipo a los que delinquen?». Cree- 
mos que todo el sistema de libertades debe ser revisado. 
Gracias a los acuerdos propiciados por el señor presidente 
de la república pudimos reformar los institutos de la liber- 
tad anticipada, libertad provisional y libertad condicional 
para los reincidentes, reiterantes y habituales. Considera- 
mos que no deben aprobarse beneficios procesales para las 
personas que han optado por la vida delictiva. 


Pregunta 9: «Aumentó en 2015 la participación de 
menores en homicidios respecto de 2014?». En el 2015 
participaron 30 adolescentes en homicidios, lo que 
representa el 10 % del total de los homicidas. Esa cifra 
significa un 4 % de aumento con respecto al 2014. 


Pregunta 10: «El Gobierno está estudiando o recibió 
algún planteo de algún ministerio o ministerios para de- 
rogar la ley del año 2012 que estableció una pena mínima 
de un año para el menor que comete delitos graves, como 
homicidios y rapiñas? ¿Estaría usted de acuerdo con esta 
iniciativa si se le planteara?». El Ministerio del Interior 
no está abocado a ese estudio y no recibió ningún planteo 
para derogar la Ley n.* 19055 que estableció la pena mí- 
nima de un año para los adolescentes que hayan cometido 
delitos gravísimos. No estoy de acuerdo con esa deroga- 
ción. 


Pregunta 11: «¿Cuál es la participación de menores en 
rapiñas?». Esta pregunta la desglosaremos en dos partes. 
En el año 2015 la participación de adolescentes en rapiñas 
denunciadas fue de 1,5 %. Se trata de las denuncias en que 
las víctimas aseguran que el rapiñero es menor de edad. 
Entre las rapiñas aclaradas, la participación de adolescen- 
tes es de 30 %. 


Pregunta 12: «¿Aumentó la cantidad de homicidios en 
el año 2015 respecto del año 2014? ¿Cuántos fueron?» El 
ministerio divulgó los datos y en 2015 se produjeron 289 
homicidios. Es más, el senador interpelante lo dijo durante 
su intervención, pero como lo pregunta, contestamos. En 
2014 se registraron 268 homicidios, lo que significa que en 
2015 hubo 21 homicidios más. 
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Pregunta 13: «¿Aumentó la cantidad de rapiñas en el 
año 2015 respecto del año 2014? ¿Cuántas fueron? ¿Au- 
mentaron las rapiñas en el Uruguay en los años 2012, 
2013, 2014 y 2015?». Estos datos también son públicos y el 
propio senador interpelante los repitió en su intervención, 
pero los mencionamos nuevamente. En 2014 hubo 20.115 
rapiñas y en 2015, 21.120. 


Pregunta 14: «¿Entiende el ministro que no existe ries- 
go de ser asesinado en el Uruguay para la persona que 
no posee antecedentes, ni está vinculada a la delincuencia 
o no tiene problemas familiares?». Los homicidios tienen 
diversas causas precipitantes. Del total de homicidios en 
2015, los ocurridos en contexto de hurto o rapiña fueron 
53. Si existieron 21.120 rapiñas, las estadísticas indican que 
la posibilidad de ser asesinado en una rapiña es de 0,02. En 
estos temas es donde a uno menos le gusta responder con 
porcentajes y estadísticas, pero esa es la pregunta. Es más, 
ya se había formulado y ya la había respondido. 


Pregunta 15: «¿Aumentó la cantidad de hurtos en el 
año 2015 respecto del año 2014? ¿Cuántos fueron?». Esta 
pregunta también la respondió el propio senador interpe- 
lante. Repito que toda la información sobre la evolución de 
los delitos es pública y está en la página del Observatorio 
Nacional sobre Violencia y Criminalidad del ministerio. 
En 2015 se registraron 108.429 hurtos y, en 2014 se produ- 
jeron 105.879. El aumento fue de 2,4 %. 


Pregunta 16: «¿Aumentaron las rapiñas y homicidios 
en Montevideo en 2015 respecto del año 2014?». Esa pre- 
gunta ya la contestamos en la presentación. Ha habido un 
aumento con respecto al año 2015 y el porcentaje pueden 
encontrarlo en la presentación. Además, también expresa- 
mos que ocho de cada diez rapiñas se concentran en Mon- 
tevideo. Por ese motivo, se implementó el PADO. 


Voy a leer en forma conjunta las preguntas 17 y 18, 
porque las respuestas están conectadas. Pregunta 17: «¿En 
qué etapa se encuentra la formación de un nuevo observa- 
torio del crimen? ¿Cómo funcionará y quiénes lo integra- 
rán?». Pregunta 18: «¿Cuáles son los motivos que llevaron 
al Ministerio del Interior a proponer un nuevo observato- 
rio del crimen? ¿El actual tiene problemas metodológicos? 
¿Considera el ministro que sobre este tema está mal aseso- 
rado? ¿Por qué estando ya a finales de octubre no ha hecho 
públicas las cifras del primer semestre del 20167». 


Estas preguntas también han sido respondidas, pero 
lo voy a reiterar. Nos hemos propuesto crear un sistema 
de información sobre seguridad pública que incluya a la 
Universidad de la República, al Instituto Nacional de Esta- 
dística y al Poder Judicial. El objetivo es que el Ministerio 
del Interior interconecte su base de datos para que exista 
un uso académico y abierto de toda la información sobre 
la seguridad pública del país. Con el Instituto Nacional 
de Estadística se ha acordado la realización de la encues- 
ta nacional de victimización durante el primer semestre 
de 2017. Esta encuesta tendría la capacidad de desagregar 
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información por departamentos, tomando una muestra de 
ocho mil casos. De acuerdo con la nueva ley de presupues- 
to, nos comprometemos a hacer encuestas de victimiza- 
ción cada dos años. 


La otra parte de la pregunta ya la he respondido. No se 
trata de que se modifique el observatorio del Ministerio del 
Interior, sino de que se integre un organismo más amplio, 
con otras funciones, pero manteniendo el observatorio tal 
como está hoy. Si no le hacemos modificaciones es porque 
entendemos que está trabajando satisfactoriamente. Como 
dije, no hemos hecho nada en ese sentido. 


Pregunta 19: «¿Utiliza el ministro algunas cifras y des- 
carta otras? ¿Ha elegido el año contra el cual comparar- 
se?». 


No; hemos presentado la serie de delitos desde el año 
1985 a la fecha. Sí tomamos como línea de base el último 
año del presupuesto del Gobierno anterior, para medirlo 
con lo actuado en este Gobierno con su propio presupues- 
to, porque ello implica tomar medidas que no se podían 
aplicar con el presupuesto anterior. 


Pregunta 20. «¿Existen limitaciones para los funcio- 
narios policiales al momento de pedir identificación a los 
particulares? ¿No debería modificarse la normativa y per- 
mitírsele a los funcionarios policiales pedir identificación 
en todo momento?». 


No existe ninguna limitación legal. Es más, en la pre- 
sentación hicimos notar que en el PADO se verificaron 
identidades de noventa mil personas, y en el operativo de 
control de motos, de ciento sesenta y siete mil, lo que da 
un total de doscientos cincuenta y siete mil personas. 


Pregunta 21. «¿Quién designó a la señora Laura Anza- 
lone con el cargo de psicóloga en la Dirección de Asuntos 
Sociales del ministerio? ¿Cuáles fueron los motivos por 
los que renunció?». 


Fue designada por el director de Asuntos Sociales, en 
calidad de asesora, a los efectos de realizar un proyecto de 
salud ocupacional. Cuando se hicieron públicas una serie 
de notas de prensa se suspendió la ejecución del contrato, 
por lo cual no renunció. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Cómo se llama el director 
que la designó? 


SEÑOR MINISTRO.- Es el doctor Leonardo Anzalone. 


Pregunta 22: «¿Considera el ministro que existen fuer- 
tes complicidades institucionales y en los espacios de po- 
der en el crecimiento del delito que hoy existe en el Uru- 
guay?». 


No. Y no considero responsable realizar esta pregunta, 
ya que atenta contra la institucionalidad. Si el señor sena- 
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dor interpelante tiene información, indicios o convicción 
de actos de corrupción debe denunciarlos ante la Justicia. 


Pregunta 23: «Explique los motivos por los que los he- 
licópteros adquiridos por el Ministerio del Interior no se 
encuentran operativos y en funcionamiento. 


Esta pregunta ya fue contestada. 


Pregunta 24. «¿Ante los hechos ocurridos reciente- 
mente en Maldonado que terminaron en el procesamiento 
de dos funcionarios policiales, entiende necesario legislar 
sobre la legítima defensa policial?». 


No. Las leyes son claras y amparan la operativa de 
las buenas acciones policiales, concomitantemente con el 
respeto de la dignidad humana de todos los habitantes de 
nuestro país. 


Muchas veces, cuando ocurre el procesamiento de un 
policía, analizamos las causas, el comportamiento del po- 
licía y si se trató realmente de un abuso o de un problema 
en el cumplimiento del deber. A nuestro entender, algunos 
procesamientos no fueron justos, pero no creemos que sea 
por un problema con la ley, sino por interpretaciones de 
esa ley. En conclusión, no consideramos que haya que re- 
adecuar la normativa existente. 


Voy a responder las preguntas 25 y 26 juntas. Pregunta 
25: «¿Entiende el ministro que se debe penar a toda la ca- 
dena de comercialización de droga ilegal o solo a los gran- 
des narcotraficantes y los distribuidores medianos? ¿Qué 
opina debe hacerse con los que poseen bocas de venta?». 
Pregunta 26. «¿Existen problemas para controlar las bocas 
de venta de pasta base durante la noche? ¿Cuáles son esos 
problemas?». 


El Gobierno está en contra de todos los tipos de narco- 
tráfico. Hemos propiciado leyes que penan con mayor se- 
veridad a quienes comercializan una de las drogas, que ha 
causado un gran daño social, que es la pasta base. Asimis- 
mo, gracias a los acuerdos impulsados por el señor pre- 
sidente, se elaboró un anteproyecto de ley que diseña un 
Plan Integral de Lucha contra el Narcotráfico y el Crimen 
Transfronterizo. En él se plantea cómo atacar el problema 
de las bocas de pasta base, que no solo implica cerrarlas 
—ese es el primer paso—, sino también darle contención so- 
cial a quienes quedan en el lugar donde funcionaban. De 
no hacerlo, es muy probable que la boca se reproduzca. 
Esto está en el plan que, si no me equivoco, está a estudio 
del Parlamento nacional. 


Desde que comenzó esta segunda Administración de- 
finimos una lucha frontal al microtráfico. En tal sentido 
expresamos que, desde el 1. de marzo del año pasado a la 
fecha, se cerraron 1212 bocas de venta de drogas. 


Por último, no olvidamos —y no nos olvidemos— que la 
Constitución prohíbe los allanamientos nocturnos. 
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Pregunta 27. «¿Estima que el Ejército podría ocuparse 
de la custodia de las embajadas y así liberar policías para 
otras tareas? ¿Podría encargársele el cuidado de la fronte- 
ra seca?». 


En lo personal, estaba de acuerdo con que se encarga- 
ra de las embajadas. Planteamos el tema en la comisión 
multipartidaria, a la que se convocó al comandante en 
jefe del Ejército para que nos diera su opinión, que fue 
absolutamente contraria a esa posibilidad. Él dijo que para 
encargar tareas policiales a los soldados había que reins- 
truirlos y prepararlos en otro tipo de armamento y con otra 
disciplina, que es para lo que se perfecciona a los policías. 
Él creía que en ese caso resultaba mucho más sencillo pre- 
parar a un civil para el uso de armas policiales, con la dis- 
ciplina correspondiente. A partir de esa intervención no se 
tocó más el tema y, en lo personal, estoy de acuerdo. 


Por otro lado, ya tiene el cuidado de la frontera seca y, 
en lo que tiene que ver con el Plan Integral de Lucha con- 
tra el Narcotráfico y el Crimen Transfronterizo, se incluye 
al Ejército en esa tarea. Por tanto, nadie plantea cambiar 
esta cuestión, sino mejorarla. 


La pregunta 28 es la siguiente: «¿Cuántas viviendas 
se han entregado a policías entre el 2010 y hoy? ¿Cuántas 
personas o integrantes de ese ministerio se han amparado 
al programa de compra de viviendas previsto en el Decre- 
to 305 del Poder Ejecutivo, de fecha 1.* de julio de 20097». 


El Ministerio del Interior tiene una unidad, la Direc- 
ción Nacional de Asuntos Sociales, que promueve políti- 
cas de viviendas para sus funcionarios. Lamentablemente, 
en los años anteriores no se pudieron atender muchas ne- 
cesidades, por lo que en esta nueva Administración se creó 
un fondo de vivienda a los efectos de que el ministerio im- 
pulse un conjunto de políticas al respecto. Asimismo, nos 
encontramos trabajando con el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente a los efectos 
de que nuestros funcionarios se sumen al cúmulo de pro- 
gramas que ya existen, como el de compra de viviendas 
usadas o nuevas, cooperativas, reformas, etcétera. Dado 
que 600 de nuestros funcionarios que viven en la zona me- 
tropolitana se hallan en asentamientos irregulares, con el 
fondo que hemos creado buscamos revertir esta situación 
en este quinquenio. El fondo creado genera USD 4:100.000 
por año. La distribución de este dinero está siendo analiza- 
da junto con los colectivos de trabajadores policiales. 


Si el señor presidente lo permite, la segunda parte de la 
pregunta la va a contestar el señor subsecretario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor sub- 
secretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Esta parte de la pregun- 
ta refiere a los beneficiarios del decreto del 2009, que son 
quienes están abocados a la lucha contra el narcotráfico y 
el lavado de dinero. No sabría con exactitud las cifras, pero 
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en principio diría que hay una cantidad bastante importan- 
te. Incluso, ahora, si el personal policial de la Dirección 
General de Represión del Tráfico Ilícito de Drogas hace la 
solicitud correspondiente y está comprendido dentro del 
marco de este decreto, se le habilita la posibilidad de ha- 
cer el trámite ante la Agencia Nacional de Vivienda o el 
Banco Hipotecario del Uruguay para acceder al beneficio. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor mi- 
nistro. 


SEÑOR MINISTRO.- Entramos al capítulo de cárceles 
y rehabilitación. 


La primera pregunta de ese capítulo dice lo siguiente: 
«¿Considera que debe sacarse de la órbita del Ministerio 
del Interior todo lo relativo a las cárceles y al sistema peni- 
tenciario, creándose un instituto descentralizado?». 


Esta pregunta ya fue contestada. 


La segunda pregunta expresa lo siguiente: «¿Considera 
que todos los centros de reclusión del país se encuentran 
funcionando en buenas condiciones y sin violar los dere- 
chos humanos de los reclusos?». 


Voy a reformular la respuesta que me escribieron. La 
respuesta dice: «Sí. Hoy existen 29 centros que dependen 
del Instituto Nacional de Rehabilitación. Unicamente te- 
nemos un problema, que nos preocupa y ocupa, en el mó- 
dulo 8 del Comcar». Esto es lo que me escribieron, pero 
yo respondo que en un sistema con 10.500 presos, que 
arrancó con una situación muy complicada —denunciada 
ante las Naciones Unidas por violación de los derechos hu- 
manos, fundamentalmente por hacinamiento—, se han ido 
solucionando la mayor parte de los problemas en términos 
muy correctos, aunque algunos de ellos merecen que se 
sigan mejorando. El módulo 8 del Comcar todavía mantie- 
ne niveles de hacinamiento, pero está en vías de solución 
doblemente, porque ya habíamos tomado la iniciativa en 
este sentido y porque, ante unas preguntas en el ámbito 
judicial, se acordó que lo que estábamos planteando se 
llevara a cabo en un plazo de 45 días. Por tanto, supongo 
que en ese lapso ya no tendremos más hacinamiento en el 
módulo 8. 


La tercera pregunta plantea lo siguiente: «¿Cuántos 
policías existen en los módulos 8, 10 y 11 del Comcar? 
¿Entiende que son la cantidad adecuada?». 


En el Comcar trabajan 500 funcionarios. Además, que- 
remos dejar constancia de que, desde agosto, la Guardia 
Republicana está apoyando las tareas del INR las 24 ho- 
ras. A partir de ese momento la cantidad es adecuada, aun- 
que en situación extraordinaria que nosotros tenemos que 
transformar. Está planteado, como una transición hacia el 
servicio descentralizado, crear una guardia penitenciaria, 
la cual se está concretando en la Guardia Republicana. En- 
tonces, se está solucionando el problema que tenemos y, 
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al mismo tiempo, se está evolucionando hacia esa guardia 
penitenciaria. 


SEÑOR HEBER.- ¿De cuántos policías habló el señor 
ministro? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Disculpe, señor senador: to- 
dos sabemos que se debe solicitar una interrupción para 
hacer uso de la palabra. 


SENOR HEBER.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Simplemente quiero que el señor 
ministro me repita la cifra de la cantidad de funcionarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor mi- 
nistro. 


SEÑOR MINISTRO.- Son 500 funcionarios, más el 
refuerzo de la Guardia Republicana. 


La cuarta pregunta es la siguiente: «¿Cuántos reclusos 
existen hoy en el Comcar, Libertad y Canelones? ¿Cuán- 
tos de ellos trabajan? ¿Cuántos estudian? ¿Entiende que 
debe ser obligatorio para todos los privados de libertad 
trabajar?». 


Los reclusos alojados en el centro n.* 3 son 1131; en el 
n.? 4, 3374, y en el n.* 7, 1148. En la unidad n.* 3, los que 
trabajan son 294; en la n.* 4, 898, y en la n.* 7, 239, En la 
unidad n.? 3 estudian 458 reclusos; en la unidad n.* 4, 593, 
y en la unidad n.* 7, 301. 


Con respecto a la obligatoriedad de trabajar de los pri- 
vados de libertad, debo decir que ese es un derecho y no 
una obligación. La Carta Internacional de Derechos Hu- 
manos y la Constitución de la república prohíben el tra- 
bajo forzado, siendo lamentable que tenga que aclararlo. 


A propósito de ello, quiero realizar el siguiente agre- 
gado. Si comparamos los 898 reclusos que actualmente 
trabajan en el Comcar —donde se alojan casi 3400 presos-, 
con los 80 que lo hacían en todo el sistema penitenciario 
cuando ingresamos al ministerio, advertimos que ha habi- 
do un avance formidable. Y si los sumamos todos, son casi 
1500 los que trabajan. 


En cuanto a la obligatoriedad quiero decir lo siguien- 
te. Desde 2010 hemos visitado varias cárceles para tratar 
de construir un establecimiento modelo, no con la idea de 
copiar, sino de tomar referencias de otros países; de algu- 
nos tomamos su arquitectura y no el trato, y viceversa. 
Así, pues, de República Dominicana tomamos una idea 
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que todavía no sabemos cómo incluirla. En ese país se ma- 
nejan tres conceptos —no dos—: derechos, obligaciones y 
beneficios. 


Entre los derechos se destaca el tener una celda digna, 
tres comidas dignas por día, determinada cantidad de ho- 
ras diarias de patio, visitas, etcétera. Esos son derechos. 
Dentro de las obligaciones están comprendidos el trabajo, 
el estudio, mantener la disciplina y tener respeto por sus 
pares, así como por las familias visitantes. 


Por último, entre los beneficios figuran más horas de 
patio de las que por derecho les corresponde, más posi- 
bilidades de trabajar —como dijimos, el trabajo es un de- 
recho y no una obligación— y de estudiar, más horas de 
visitas e, incluso, visita conyugal. Estos son beneficios y 
no derechos. Todos tienen los mismos derechos pero no 
los mismos beneficios, pues estos se ganan. Por ejemplo, 
el que cambia su conducta pierde beneficios. Aquí no se 
trata de hacerles cumplir un trabajo forzado, sino de per- 
der beneficios si no trabaja, si no estudia o si trata mal a 
sus pares o a familiares. Muchas veces ocurre que cuando 
los reclusos entran a una cárcel dicen que no van a trabajar 
ni a estudiar; entonces, comienzan a ver restringidos sus 
beneficios. Restringir el beneficio de la visita conyugal es 
la medida que tiene mayor efecto porque tras la comunica- 
ción que se le hace a su señora, esta lo va a visitar y le dice 
cualquier cosa. Entonces, a la semana de estar trabajando 
considera que es el mejor sistema del mundo. Nosotros 
creemos en eso y, si bien no sabemos cómo plasmarlo en 
un proyecto de ley, tengan la seguridad de que vamos a 
tratar de hacerlo. 


La quinta pregunta dice: «¿Se encuentra funcionando 
el bloqueador de celulares en los centros penitenciarios?». 
En Libertad y en Canelones se encuentran funcionando; 
en el Comcar, en forma parcial. Quiero aclarar que hemos 
tenido dificultades en este sentido porque los bloqueado- 
res que se colocaron tienen determinada potencia y algu- 
nas empresas telefónicas la aumentaron por encima de la 
de los bloqueadores. Diría que es un problema que nos 
viene de afuera. 


Sexta pregunta: «¿A qué atribuye el elevado número 
de homicidios (35) y de heridos (más de 70) que llevamos 
en las cárceles uruguayas durante este año 20167». 


A lo largo de la exposición dijimos reiteradamente que 
íbamos a hablar en serio. No ha habido 35 homicidios; no 
sabemos de dónde salió esta información. Es más, en nin- 
gún año se registraron 35 homicidios en cárceles. En lo 
que va de 2016 ocurrieron 15 homicidios "número que está 
un poquito lejos de 35—, 10 fallecimientos por muerte na- 
tural, 8 suicidios y 4 fallecimientos por otras causas como, 
por ejemplo, accidentes. Esto da un total de 37 fallecidos; 
por lo tanto, el número que se ha manejado es absoluta- 
mente equivocado, por así decirlo. A la hora de sumar fa- 
llecidos hay que tener claras las causas, ya que pueden ser 
de muy diversa índole. 
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La séptima pregunta dice: «¿A qué atribuye la crecien- 
te reincidencia de quienes cometen delitos?». 


Los niveles de reincidencia en el Uruguay han ido des- 
cendiendo. Las razones de la reincidencia están vinculadas 
con la cultura del delito, con un proceso de larga duración, 
así como con el consumo de drogas. Además, lo que eleva 
la tasa son los reincidentes involucrados en los delitos de 
drogas. Reitero: eso es lo que eleva altamente la tasa. 


El octavo punto expresa: «Diga los motivos por los que 
no se aplica el sistema de tobillera electrónica con el obje- 
tivo de hacer el seguimiento a quienes gozan de beneficios 
de salidas transitorias». 


Como ya dije, estamos trabajando con el Poder Judicial 
en la aplicación del sistema de tobilleras electrónicas en 
los casos que lo ameriten, pues ello requiere que un juez 
lo decida. 


La novena pregunta dice: «¿Entiende el ministro que 
las cárceles uruguayas se encuentran “saneadas”?». 


Apelo al criterio que recién manejé: estamos en un pro- 
ceso de transformación de cárceles, dentro del cual hay 
cárceles saneadas y cárceles en las que algunos de sus mó- 
dulos se han saneado y otros no. La reforma penitenciaria 
de un país es muy compleja y se realiza mediante proce- 
sos. Estamos conformes con el avance que se ha logrado, 
pero seguimos trabajando en aquello en lo que aún no se 
ha avanzado. Diría que la situación más compleja está en 
el módulo 8 del Comcar. 


La décima pregunta es la siguiente: «¿El Ministerio del 
Interior o el Instituto Nacional de Rehabilitación han sido 
sancionados por el Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial recientemente? ¿Cuáles fueron los motivos?», El Insti- 
tuto Nacional de Rehabilitación (INR) fue sancionado por 
la Inspección General del Trabajo por razones de salubri- 
dad e higiene en algún módulo del Comcar. 


La pregunta 11 es la siguiente: «¿Cuáles fueron los mo- 
tivos por los que se contrató a la empresa Calpusa en for- 
ma directa y sin licitación pública por $ 439:341.729, en la 
compra 33-2012 y su ampliación? ¿Se pidió precio a otras 
empresas en la compra directa y en la ampliación? ¿Cuál 
fue el motivo por el que se seleccionó esta?». 


Como es de público conocimiento, en el año 2012 tuvi- 
mos los motines de los módulos 4 y 5 del Comcar. Se hizo 
un llamado de precios y la empresa Calpusa presentó una 
propuesta que solucionaba rápidamente la construcción de 
plazas penitenciarias. Dejo constancia de que ninguno de 
los procedimientos de contratación de la empresa Calpusa 
fue observado por el Tribunal de Cuentas de la república. 
Esta empresa fue seleccionada por la técnica constructiva 
que aplicaba, que aseguraba la rapidez de la construcción 
cuando había dos módulos destruidos y gente durmiendo 
en el patio, debajo de un toldo que hacía de techo. 


CÁMARA DE SENADORES 


27 de octubre de 2016 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- En la respuesta se dice que 
se hizo un llamado a licitación pública, por lo que me gus- 
taría saber si se presentaron otras empresas; no tiene por 
qué decir los nombres, solo si se presentaron otras. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor mi- 
nistro. 


SEÑOR MINISTRO.- Me informan que se presenta- 
ron tres o cuatro empresas. 


Para contestar las siguientes preguntas, solicito que se 
conceda el uso de la palabra al señor subsecretario. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor sub- 
secretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El capítulo 111 de pre- 
guntas está vinculado con la seguridad en el deporte. 


La primera pregunta dice: «Mucho se ha hablado de 
la seguridad en el deporte. ¿Cómo será el funcionamiento 
de las cámaras de seguridad en el deporte? ¿Se exigirá el 
derecho de admisión? ¿Quién lo aplicará y quién determi- 
nará quiénes pueden ingresar y quiénes no?». 


Señor presidente: quiero aclarar que en varias oportu- 
nidades estuvimos en este Parlamento explicando lo rela- 
tivo al derecho de admisión y permanencia, quién lo apli- 
ca y quién determina quiénes pueden entrar y quiénes no. 
Y hace muy poco tiempo también estuvimos explicando 
cómo funciona el sistema de identificación facial. 


Al respecto, debo decir que desde 2010, aproximada- 
mente, hay un acuerdo firmado entre la Asociación Uru- 
guaya de Fútbol y el Ministerio del Interior, llevado ade- 
lante a través de la Comisión de Prevención y Erradicación 
de la Violencia en el Deporte, en el que se establece que el 
derecho de admisión y permanencia lo ejercen los clubes 
deportivos, que son los que organizan el espectáculo, y el 
Ministerio del Interior ayuda a que ese derecho se haga 
efectivo. Entonces, eso que se discute tanto hoy en día, ya 
ha sido acordado hace muchos años. 


¿Cuáles son los problemas que existen para la aplica- 
ción del derecho de admisión y permanencia? Si bien hay 
personas que pueden ser identificadas como violentas y, 
como consecuencia, no deben entrar a los espectáculos 
deportivos, existe dificultad para detectar a esas personas 
en el momento en que van a entrar al campo de juego. Los 
dirigentes de los clubes nos han manifestado en más de 
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una oportunidad que ellos no quieren señalar a nadie por 
miedo a las represalias. Es más, esto fue señalado en una 
sesión de la entonces Comisión Especial de Deporte del 
Parlamento por un miembro de la Asociación Uruguaya de 
Fútbol. Siendo así, buscamos un mecanismo por el cual se 
pudiera identificar a las personas violentas a fin de incluir- 
las en un listado para que no ingresen a los espectáculos 
deportivos, sin arriesgar la integridad de los dirigentes de 
los cuadros y de la AUF. Y buscando respaldo en la tec- 
nología, encontramos el sistema de identificación facial. 


Quiero decir que todos, tanto el Ministerio del Interior 
como sus técnicos, la Policía, la Asociación Uruguaya de 
Fútbol y los técnicos que esta contrató para estudiar este 
tema, todos están de acuerdo en que el mecanismo efecti- 
vo para identificar personas violentas —no diría que en un 
100 %, pero sí en un 95 %- es la implementación de este 
sistema de identificación facial. Una vez que ubicamos el 
sistema que puede darnos garantías, empezó a analizarse 
la posibilidad de comprarlo. Sabiendo que la Asociación 
Uruguaya de Fútbol tenía problemas de carácter econó- 
mico, los técnicos del Ministerio del Interior estuvieron 
analizando las posibles alternativas y se encontró que la 
mejor opción, la más económica, no era colocar el sistema 
de identificación facial en todos los estadios, sino en los 
tres lugares donde hay mayor afluencia de gente y donde 
eventualmente pueden desencadenarse más episodios de 
violencia, que son el estadio Centenario, el Parque Central 
y el estadio de Peñarol, que en ese momento todavía no es- 
taba construido. Esto debía complementarse con algunos 
equipos móviles en cuya base de datos figuraran aquellas 
personas que tienen prohibida la entrada, que se ubicarían 
en las otras canchas para evitar el acceso de aquellas per- 
sonas catalogadas como violentas. 


¿Cómo se hace esa selección? Este sistema completo 
—que se instalaría en esos tres estadios— tiene la capacidad 
de grabar permanentemente lo que pasa en todas las tribu- 
nas y, al mismo tiempo, hacer zoom e identificar a aquellas 
personas que están participando en un hecho de violencia. 
Todas las personas que entran al estadio son identificadas 
por el sistema, que tiene la capacidad de digitalizar no- 
venta caras por segundo y puede relacionar una cara que 
entra al estadio con el lugar en el que se ubica en las tribu- 
nas. También es capaz de hacer una investigación forense, 
es decir, si alguien se cubre la cara y desarrolla un hecho 
violento, puede ir hacia atrás y buscar el momento en que 
la persona está tapándose la cara y entrando al campo de 
juego. Esto desencadena tres posibles acciones: si esa per- 
sona comete un delito, puede ser detenida por la policía a 
la salida del espectáculo y presentada ante la Justicia; si 
comete una falta, será presentada ante el juzgado de faltas, 
y si participa en alguna rencilla menor tipificada como un 
acto de violencia que no tiene otro tipo de consecuencia, 
será voluntad del organizador del espectáculo decidir que 
la persona no entre a espectáculos deportivos por equis 
cantidad de tiempo. Esa cara digitalizada es enviada a la 
base de datos y, a partir de ese momento, cada vez que 
esa persona vaya a entrar a algún campo de juego, será 
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identificado y el portero le comunicará que tiene prohibida 
la entrada; en caso de que no se retire voluntariamente, la 
policía procederá a hacerlo. 


Ese es el mecanismo más eficiente que encontramos 
para identificar a las personas violentas: elaborar un lista- 
do o base de datos, ponernos de acuerdo con la Asociación 
Uruguaya de Fútbol en que estas personas no deben entrar 
a los espectáculos deportivos, tener en la puerta del esta- 
dio o de la cancha en que haya un espectáculo deportivo 
a alguien que diga si esa persona está o no autorizada a 
entrar y, si se suscita algún problema, la policía lo retira 
del lugar. En este tema hemos avanzado bastante. La Aso- 
ciación Uruguaya de Fútbol iba a tener pronto para el 13 
de este mes la oferta de algunas de las empresas que se 
habían presentado en la licitación; esto iba a ser analizado 
por los técnicos del Ministerio del Interior y se iba a apli- 
car a la brevedad. Al respecto quiero decir que mañana 
tenemos una reunión con los técnicos y el presidente de la 
Asociación Uruguaya de Fútbol para ajustar algunos deta- 
lles más de la propuesta que nos hicieron. 


La segunda pregunta dice: «¿El ministerio a su cargo 
—a cargo del señor ministro— entregó en el período 2010 a 
2015 entradas para ingresar a espectáculos de fútbol, en 
forma gratuita, a hinchas y barras de fútbol?». Con respec- 
to a esto debo decir que en ese acuerdo del año 2010 o 2009 
—no recuerdo bien, pero está en un libro que nosotros re- 
partimos a muchos señores senadores— está expresamente 
prohibida la entrega de entradas por parte de dirigentes 
de los clubes deportivos o de la Asociación Uruguaya de 
Fútbol. En una oportunidad, cuando se jugó un partido 
entre la selección uruguaya y la selección chilena, hubo un 
pedido de la AUF para facilitar la entrada a personas que 
iban a entrar con una bandera uruguaya gigante. Como la 
AUF no quería incurrir en incumplimiento en cuanto a la 
entrega de entradas, pidió autorización al Ministerio del 
Interior para que un grupo determinado de personas en- 
traran a desplegar la bandera en el entretiempo y después 
volvieran a plegarla. Esa fue la única oportunidad en que 
se autorizó el ingreso de personas para cumplir un come- 
tido específico. 


La tercera pregunta, dirigida al señor ministro, dice: 
«¿Le consta que su esposa y legisladora, Susana Pereyra, 
mantiene vínculos con barras de fútbol? ¿Le consta que 
les ha pedido que concurran a votar por ella en elecciones 
internas de su sector político? ¿Le consta que la misma 
concurre a los espectáculos y corea consignas contra la 
policía a su cargo?». Me voy a tomar el atrevimiento, señor 
presidente, de contestar, aunque no me parece procedente 
que se hagan preguntas que involucran a familiares del 
señor ministro. En su momento contesté esta pregunta en 
los medios de prensa y ahora voy a decir lo mismo. A no- 
sotros nos consta que la señora representante Pereyra es 
ferviente hincha del Club Atlético Peñarol y que ha estado 
en las tribunas donde está su hinchada. Sin embargo, no 
nos consta que utilice esto para que las personas vayan a 
votarla en las internas de su partido —más allá de que yo no 
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pertenezco a él- ni que coree consignas contra la policía 
a cargo del Ministerio del Interior, porque en más de una 
oportunidad la señora representante Pereyra ha demostra- 
do el respeto que tiene por la policía y lo involucrada y 
comprometida que está con la gestión que está llevando 
adelante el ministerio, así como con la jerarquización, la 
confianza y el respeto que nos merece nuestra Policía na- 
cional. 


Con respecto a la cuarta pregunta, que refiere a las es- 
cuchas telefónicas, debo decir que están bajo la órbita de 
los jueces, y si las hay o no vinculadas a las personas, no 
son de conocimiento del Ministerio del Interior, sino del 
juzgado competente. Por lo tanto, es allí donde habría que 
canalizar este tipo de preguntas ya que, además, se trata 
de un asunto que tiene un contenido delictivo. 


La quinta pregunta dice: «¿Hay autocontrol de las 
barras bravas de los denominados equipos grandes en el 
Uruguay?». Debo confesar que no me queda claro qué sig- 
nifica el autocontrol de una barra brava. Si me lo explican, 
quizás podría responder pero, con mucho respeto, no me 
queda clara la pregunta. 


La sexta pregunta dice: «¿Entiende el señor ministro 
que los policías no deben ingresar a los estadios a los efec- 
tos de prevenir, disuadir y eventualmente reprimir cuan- 
do se cometen delitos?». Al respecto, decimos que sí, que 
la policía debe entrar a los estadios. Nunca dijimos que 
la policía no debía entrar a los estadios; lo que decimos 
es que la policía debe cumplir la tarea específica que le 
corresponde en cuanto al respaldo a la seguridad que se 
da en los distintos espectáculos deportivos. Cuando algún 
privado organiza un espectáculo privado, por más que sea 
de interés público, debe contemplar en su presupuesto y 
en su planificación la seguridad que va a utilizar para dar 
garantía a las personas que concurran; cuando las empre- 
sas de seguridad se ven sobrepasadas por la situación, o 
cuando en ese contexto se comete un delito, corresponde 
la intervención de la policía, y eso lo hemos dicho siempre. 


La séptima pregunta dice: «¿Existen zonas fuera de 
control policial dentro y fuera de los estadios, donde se 
cobra el denominado “peaje” por particulares ya sea para 
estacionar, concurrir a baños o circular?». Con relación a 
este tema, en muchas oportunidades ha llegado el comen- 
tario de que los cuidacoches presionan para que la gente 
que estaciona pague determinada cantidad de dinero para 
que le cuiden el auto. Siempre se da aquello de que las 
personas tienen el temor de que, si no pagan, el auto ter- 
mine dañado. Nosotros aspiramos a que cuando suceda 
un hecho de esos se reconozca a la persona que dice: «Si 
usted no me paga yo le rompo el auto», porque eso es un 
delito; entonces, debe intervenir la Justicia y puede actuar 
la policía. Ahora, «zonas fuera de control policial» en este 
país no hay. 


La octava pregunta dice: «¿Es cierto que invirtieron 
12 millones de dólares en cámaras y otros accesorios de 
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seguridad en los alrededores del estadio Centenario en los 
últimos años? ¿Cuál fue el resultado de dicha inversión?». 
Sobre ese tema debo decir que a partir del año 2006 o 
2008 —no recuerdo bien— se empezaron a instalar cáma- 
ras en el entorno del estadio Centenario, así como en los 
lugares donde hay concentración de hinchadas —el Ombú, 
Avenida Italia y La Heras, 8 de Octubre y Centenario y la 
zona de Tres Cruces-, para que el jefe del operativo poli- 
cial sepa cómo se va desarrollando todo el proceso desde 
el momento en que las hinchadas empiezan a juntarse, a 
circular y a ingresar al estadio Centenario; así podrá saber 
por qué puerta ingresan, cómo se distribuyen dentro del 
estadio y controlar si hay algún hecho que altere el orden 
y haga necesaria la intervención policial. Cabe aclarar que 
estas cámaras no tienen identificación facial y son estric- 
tamente de uso operativo. El jefe del operativo dispone 
dónde va a poner la fuerza de acuerdo con la forma en que 
se desarrolla el acontecimiento o hace las advertencias 
correspondientes en función de cómo se va moviendo la 
hinchada en la calle o de si hay algún problema en la tran- 
sición entre los lugares donde se concentran y la llegada al 
estadio. Si bien la inversión la hizo el Ministerio del Inte- 
rior, esta cantidad de dinero no se destinó solamente a las 
cámaras del estadio Centenario, sino también al software, 
a la infraestructura para instalar todo esto, al centro de 
comando que hay en el estadio Centenario, a las cámaras 
que se instalaron en los establecimientos penitenciarios y 
al software para gestionarlo, así como a una plataforma de 
comunicaciones Wimax que tiene la Policía. Ese es el con- 
junto de medidas, que costó aproximadamente el monto 
de dinero mencionado, que se empezó a instalar en el año 
2008 y creo que se terminó alrededor del año 2011 o 2012. 


Creo que el resultado de las inversiones ha sido real- 
mente bueno porque están dedicadas al manejo de la ope- 
rativa policial. Aspirábamos a un poco más; por ejemplo, 
frente algún hecho delictivo, aspirábamos a presentar 
como pruebas ante la Justicia las fotografías o las graba- 
ciones que se hacían en el estadio. En algunos casos hemos 
tenido suerte, y en otros no, porque como esos equipos no 
tienen sistema de identificación facial, queda a decisión 
del juez si la imagen es suficientemente clara o no. En esos 
casos, si alguien se tapa la cara y hace algo, como no pode- 
mos ir hacia atrás, sino solamente focalizar el hecho con- 
creto que está sucediendo, resulta más difícil encontrarlo. 
En realidad, sí se puede ir hacia atrás, pero si la persona 
cambió de lugar ya cuesta mucho más poder identificarla. 
De todos modos, teniendo en cuenta para qué se había pre- 
visto esta inversión, está bien, es satisfactorio el resultado, 
sobre todo en lo que tiene que ver con la plataforma de 
comunicaciones, que para la Policía es muy importante. 


Lo que me queda por contestar —si me lo aclaran— es lo 
relacionado con el autocontrol de las barras. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Usted concluyó, señor sub- 
secretario? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.-- Sí, señor presidente. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor mi- 
nistro. 


SENOR MINISTRO.- Señor presidente: queda hacer la 
aclaración sobre el autocontrol. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿El señor senador Bordabe- 
rry quiere aclarar a qué se refiere cuando habla de auto- 
control de las barras? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR BORDA BERRY-.- Si no me equivoco, se trata 
de la pregunta número 5 de la última parte. Son decla- 
raciones, precisamente, de la legisladora Susana Pereyra. 
Como no las entendí, consideré necesario preguntar al se- 
ñor ministro. Ella sostiene que no hay problemas en las 
tribunas, porque hay autocontrol de las barras bravas de 
los denominados «equipos grandes». Supongo que auto- 
control significa que no necesitan —es tan sencillo como 
eso— ser controlados por la autoridad. Se habla de auto- 
control, es decir, de control personal. Es esa la aclaración, 
señor presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor sub- 
secretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señor presidente: aun 
con la aclaración, realmente desconozco cuáles pueden 
ser los mecanismos de autocontrol de una barra, aunque 
puedo teorizar al respecto. Desde el punto de vista teórico, 
uno entiende cuál es el comportamiento de los grupos que 
están unidos por determinados factores, ya sea el fútbol o 
cualquier evento que nuclee a un grupo de personas. Eso 
responde a ciertas normas, a ciertos criterios. Sin duda 
que los sociólogos o los antropólogos podrían explicarlo 
mejor que yo, pero el autocontrol de la barra no me consta 
a mí y no podría explicarlo en este contexto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor mi- 
nistro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señor presidente: precisamen- 
te, con relación a esta última pregunta quiero decir que 
en todo el proceso que ha habido en el ministerio, en las 
conversaciones con los clubes acerca de la seguridad en el 
fútbol, hemos visto que hay instituciones deportivas que 
hablan, efectivamente, del autocontrol de las barras. Hay 
un club que tiene un equipo de seguridad que en su can- 
cha, en su estadio, plantea que cubre tres tribunas y que la 
restante se autorregula; así lo manejaba el presidente del 
club. En realidad, yo creo que, ciertamente, esa tribuna se 
autorregulaba, ya que no generaba problemas. En cambio, 
hay otros clubes que aplican el mismo concepto, pero han 
tenido problemas; de todos modos, la confianza en el au- 
tocontrol no es una cuestión que maneje el Ministerio del 
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Interior, aunque sí lo han hecho, repito, los dirigentes de 
esos clubes. En algunos casos tienen gente con la que se 
relacionan. Pido disculpas, pero una de las personas que 
hacía eso integraba listas del Partido Nacional y del Par- 
tido Colorado, y estaba encargada del autocontrol en ese 
club, aunque no logró aplicarlo con éxito. Digo esto con 
referencia a las dos preguntas que son de carácter personal 
y que respondió el señor subsecretario más allá de que, en 
realidad, apuntaban a mí. Creo que las respuestas son ne- 
gativas. Me consta que mi señora es hincha de un club; la- 
mentablemente, yo no tengo la misma filiación deportiva. 


Otra de las preguntas formuladas es si ella mantiene 
vínculos con barras del fútbol. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 
SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Lacalle Pou. 


SENOR LACALLE POU.- Señor presidente: simple- 
mente para no dejar colgado el dato, sería bueno que pu- 
diera hacer referencia al nombre de la persona a la que 
adjudica pertenecer al Partido Nacional o al Partido Colo- 
rado, o a los dos; eso es algo que no terminé de entender. 
Está bueno que cuando se dice algo, se diga el nombre y el 
apellido, así ya sabemos por dónde vamos. 


SEÑOR PRESIDENTE .- Puede continuar el señor mi- 
nistro. 


SEÑOR MINISTRO.- El nombre es Jorge Rivero y le 
dicen Jorgito. Esta persona integraba la Lista 6 del Partido 
Nacional en Canelones, en el año 2009, en el lugar n.? 14, 
e integró una del Partido Colorado en las elecciones muni- 
cipales —Paso Carrasco—, en el segundo lugar. 


(Murmullos en sala). 


—Uni dos preguntas porque era el referente de una ba- 
rra en la que se buscaba el autocontrol y es con quien algu- 
na vez mi señora ha hablado. No hablo de la Ámsterdam, 
como dicen en la prensa, y cuando la pregunta no dice 
dónde, lo refieren ahí. De todos modos, quiero dejar claro 
que en el palco oficial no se cantan las canciones sobre las 
que me preguntaba el senador interpelante. Eso es en otra 
tribuna, no en esa. Entonces, esto no es correcto, pero su- 
pongo que si esa persona integraba las listas es porque se 
trata de alguien con quien se podía conversar, que no había 
problema. Esa era la razón de la respuesta. 


Es cierto que el autocontrol lo manejan los clubes, y es 
importante. Muchas veces hemos dicho a los representan- 
tes de los clubes que en ese autocontrol participa gente que 
no necesariamente está en el tema del fútbol, sino en otros 
asuntos que se mezclan y crean grandes complicaciones. 
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Ese es el problema del fútbol. Uno lee las redes y ve que 
analizan como problemas del fútbol algunos que no lo son, 
aunque se den en ese ámbito, como se dan en los bailes o, 
a lo mejor, en un lugar de trabajo. Pero a estos problemas 
no hay que analizarlos como si fueran del baile o del lugar 
de trabajo, porque estamos hablando de otro problema que 
se trata de permear en distintas actividades. 


Entonces, el autocontrol no alcanza. Cuando nos plan- 
tean que la Policía se tiene que hacer cargo de esto —y en 
la prensa hoy está ese debate—, la Policía les ha dicho que 
sí, que se hace cargo, pero con instrumentos que permitan 
controlar en serio, que son las cámaras de identificación 
facial. Todos sabemos que si la Policía no deja entrar a 
alguna gente, todo el mundo aplaude, pero si no deja entrar 
a otra gente, algunos aparecen a mediar y a decirnos «ese 
sí» o «ese no». Entonces, pongámonos de acuerdo en quié- 
nes integran una base de datos —la Policía aporta sus nom- 
bres, los clubes aportan los suyos, y también lo hacen los 
jueces—, y todo el que esté en ella no entra, porque cuando 
el individuo va entrando, la cámara de identificación facial 
lo muestra y el policía lo para. Y lo hace la Policía, no el 
funcionario del club. 


El autocontrol no camina, no funciona, no es el me- 
canismo adecuado, porque además —y esto pasa en todos 
lados— los que están en determinado tipo de delito contro- 
lan que no se produzca otro delito para trabajar tranquilos. 
Entonces, estamos hablando de un autocontrol interesado, 
y lo que tiene que haber es un control de la Policía sobre 
quienes usan el fútbol para cometer delitos. 


Eso era lo que quería agregar. Gracias, señor presidente. 
9) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 
SEÑOR PRESIDENTE. Léase una solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Cámara de Senadores 
De mi mayor Consideración: 

Por medio de la presente, solicito al Cuerpo me con- 
ceda licencia para el día de hoy a partir de las 19 horas y 
hasta el 28 de los corrientes, de acuerdo con el artículo 1.” 
literal C de la Ley n.* 17827 de 14 de setiembre de 2014, 
ya que participaré de la XXV Cumbre Iberoamericana en 
Cartagena de Indias, Colombia. 


Sin otro particular, saludo atentamente. 


Raúl Sendic. Presidente». 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—22 en 23. Afirmativa. 


Comunico al Cuerpo que en virtud de que estaré en uso 
de licencia a partir de las 19:00 del día de la fecha y hasta 
el 28 de octubre inclusive, pasará a ocupar la presidencia 
del Senado la señora senadora Lucía Topolansky. Por tal 
motivo y habiendo presentado nota de desistimiento los 
señores Charles Carrera, Lucía Etcheverry, Andrés Ber- 
terreche, Sandra Lazo, Gonzalo Mujica, Zulimar Ferrei- 
ra, Francisco Beltrame, Daniel Garín y Susana Pereyra, 
informando que por esta vez no aceptan la convocatoria 
al Cuerpo, queda convocado el señor Lauro Meléndez, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 

Presente 


De mi mayor consideración: 


Con motivo de participar en actividades inherentes a 
nuestra función, solicito, conforme a lo establecido en el 
Literal D de la Ley n.* 17827, licencia por el día de la fecha, 
a partir de las 16 horas. 


Saludo a usted atentamente. 
José Carlos Cardoso. Senador». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la 
licencia solicitada. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 


Se comunica que la señora Fanny Trylesinski ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por esta 
vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo 
que queda convocado el señor Armando Castaingdebat, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


SEÑOR BORDABERRY.- Pido la palabra para una 
cuestión de orden. 
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SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor 
senador. 


SEÑOR BORDABERRY-.- Señor presidente: solicita- 
mos un cuarto intermedio de quince minutos. 


SENOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 

(Se vota). 

—22 en 24. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por quince minutos. 


(Así se hace. Son las 15:23). 


10) LLAMADO A SALA AL MINISTRO DEL 
INTERIOR, SEÑOR EDUARDO BONOMI 


(Vueltos a sala). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, continúa 
la sesión. 


(Son las 15:43). 


—El Senado continúa con la consideración del tema ob- 
jeto de la convocatoria. 


Tiene la palabra el miembro interpelante, señor sena- 
dor Bordaberry. 


SENOR BORDABERRY-.- Quizás tendríamos que es- 
perar a que vuelva a sala el señor ministro. 


SENOR MICHELINI.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SEÑOR MICHELINI.- Solicito un cuarto intermedio 
de tres minutos. 


SENOR PRESIDENTE.- Se va a votar. 


(Se vota). 

—16 en 17. Afirmativa. 

El Senado pasa a cuarto intermedio por tres minutos. 
(Así se hace. Son las 15:44). 

(Vueltos a sala). 


—Habiendo número, continúa la sesión. 
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(Son las 15:48). 


—Comunicamos que hemos autorizado la distribución 
de un material impreso, como lo solicitó el señor senador 
Bordaberry. 


Tiene la palabra el miembro interpelante, señor sena- 
dor Bordabertry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Antes que nada, quiero 
agradecer al señor ministro y al señor subsecretario por 
haber respondido las preguntas. Me parece que, más allá 
del derecho legítimo que tienen para exponer sobre lo que 
a ellos les parece conveniente, siempre es bueno que en 
estos debates, en estas interpelaciones, se contesten las 
preguntas. 


La intervención del señor ministro, a mi juicio, tuvo 
dos partes. En la primera de ellas, me pareció —lo digo 
con todo respeto— que en cualquier momento entraban las 
mariposas amarillas, Mauricio Babilonia, y veíamos atado 
al árbol a un José Arcadio o a Aureliano, porque era de un 
realismo mágico como creo hace mucho tiempo no se veía. 
Esa parte de su intervención fue de un voluntarismo que, 
de verdad, me llamó la atención. Obviamente que lo que 
uno quiere es una cosa y lo que pasa es otra. 


Y en la segunda parte, cuando se concentró en respon- 
der las preguntas durante largos minutos, quizás en una 
voz no tan audible —tuvimos que hacer un esfuerzo—, tuvo 
que reconocer, ante las preguntas, la realidad. Empezó a 
contestarlas y dijo que aumentaron los homicidios en 2015, 
aumentaron las rapiñas en 2015, aumentaron los hurtos en 
2015 y bajó la tasa de esclarecimiento. Es así: una cosa es 
la voluntad, y otra, los datos fríos. 


Esa es la parte que por lo menos queda como positiva, 
porque me parece que el que tiene un problema y no lo 
reconoce tiene un doble problema. Los señores senadores 
recordarán aquel cuento de Andersen sobre aquel rey que 
andaba desnudo y le decían, aquellos timadores, que lle- 
vaba las mejores ropas. Nadie se animaba a decirle que 
en realidad no llevaba puesto nada y que andaba desnudo, 
hasta que un niño le dijo: «Mire que usted anda desnudo». 
Asi es, un poco, como nos sentimos, señor presidente. 


Me parece que, antes de analizar las respuestas y las 
opiniones, lo primero que deberíamos hacer es ponernos 
de acuerdo sobre las cifras. Lo planteo porque se habla 
mucho de las cifras, de contra qué nos comparamos, y 
traemos números internacionales. Y creo que no es lo co- 
rrecto. Por ejemplo, se citó el global peace index como 
algo muy bueno para el Uruguay. Yo ya lo había visto, 
porque hace unos días el Ministerio del Interior sacó un 
comunicado haciendo gala de que Uruguay está segundo 
en América en el global peace index de The Economist y 
no sé cuántos más que lo hacen. Me pregunté, ¿qué será 
esto? ¿Será que estamos tan bien? Cuando voy a ver y a 
estudiar el índice de paz global resulta que no nos da bien; 
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nos da mal y eso es lo increíble, porque cuando uno mira 
los indicadores, ve que hay dos grupos. Por un lado es- 
tán los indicadores internos y, por otro, los externos; estos 
últimos refieren, por ejemplo, a la ausencia de conflicto 
entre naciones. Sí, es cierto, no estamos en guerra, ¡por 
suerte hace rato que no estamos en guerra! 


Es bastante interesante este índice y hay que ver cuá- 
les son los factores principales que se tienen en cuenta. 
¡No sé si pensaban que no lo íbamos a ir a buscar! ¡Claro! 
Estamos muy bien en cuanto a las exportaciones de armas 
convencionales y por no tener armas nucleares y pesadas. 
Una buena noticia, ¿no? ¡La verdad es que no recuerdo 
desde cuándo tenemos armas nucleares! 


Estamos muy bien en lo que refiere a la financiación de 
las misiones de paz de las Naciones Unidas, al número de 
conflictos luchados, a las muertes por conflictos organiza- 
dos; estamos muy bien en cuanto al impacto al terrorismo 
y a la falta de inestabilidad política. Sin embargo, estamos 
muy pero muy mal en lo que hace a la criminalidad perci- 
bida en la sociedad, a los oficiales de seguridad pública, a 
los homicidios, a la población encarcelada y al acceso a las 
armas pequeñas y ligeras. ¡Esto está en el informe! 


Cabe aclarar que cuantos más puntos uno tiene, peor 
está. De hecho, empecé a revisar los informes anteriores 
y -como se puede apreciar en la gráfica que se ve en la 
pantalla— encontré que en el año 2008 teníamos 24 puntos; 
en 2009, 24 puntos; en 2010, 24 puntos; en 2011, 19 puntos; 
en 2012, 32 puntos; volvimos a tener 24 en el año 2013; 
en 2014, 29; y en 2015 nos fuimos a 44 puntos; después 
mejoramos porque nos fuimos a 35 puntos, lejos de los 24 
iniciales. Reitero que cuantos más puntos se tienen, peor 
se está. 


Fui a ver el informe del año 2015 y, ¿qué dice? Allí se 
afirma que hay tres países que están muy mal: Uruguay, 
Venezuela y Brasil, a los que se les dispararon los indica- 
dores debido a los problemas internos de seguridad. ¡Sí, 
claro! ¿Saben quién está muy bien y tiene más homicidios 
que nosotros? Costa Rica. ¡Claro, si no tiene Ejército! 


Me parece que uno tiene que comparar las cosas en 
forma y no traer este índice de paz global —quizás pen- 
sando que no lo íbamos a estudiar— que mide cosas que no 
son las que estamos discutiendo, ¡porque eso es una falta 
de respeto hacia el Senado de la república! ¡Nos vinieron 
a tomar el pelo al Senado de la república, al presentarnos 
esto y hacerlo como una estrategia de comunicación! ¡Nos 
tomaron el pelo! ¿O no sabemos que no tenemos conflictos 
armados con otros países? ¿No lo sabemos? ¡Acá hay que 
tener lealtad y franqueza! 


Me gustaría hablar un minuto acerca de los datos, de 
la información, porque sé que alguno se enojó; escuché 
alguna palabra un poco fuerte cuando preguntamos si 
el señor ministro elegía contra qué cifras compararse o 
si se amparaba en el poder institucional en lo que refiere 
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al crecimiento del delito. Aclaro que esas no son palabras 
mías. Que el ministro elige contra qué cifras compararse 
o que el ministro elige las cifras son palabras del senador 
Paternain que está detrás del ministro, acompañándolo 
desde la bancada. ¡No lo dije yo! Cuando el ahora senador 
Paternain, a quien respeto mucho desde el punto de vista 
técnico podemos tener otro tipo de discrepancias—, dejó 
la dirección del Observatorio Nacional sobre Violencia y 
Criminalidad del Ministerio del Interior, se fue enojado y 
lo hizo con total honestidad. ¿Por qué? Porque dijo que se 
presentaban informes que no eran del observatorio ni es- 
taban chequeados. Él afirmó: «El secretario de Estado —el 
ministro Bonomi-— tomó algunas de las cifras del observa- 
torio y otras que elaboró el equipo técnico del ministerio. 
Además, el secretario de Estado eligió comparar las cifras 
de delitos de este año con las de 2008 —que indican un des- 
censo— y no con las de 2009, que muestran un aumento». 
¡¿Qué es esto?! Después el ministro sale a decir que tiene 
problemas metodológicos y afirma que el crecimiento del 
delito solo se puede dar si hay complicidades institucio- 
nales. 


Repito que esto no lo dice un senador de la oposición, 
así que ¿cómo quieren que no pongamos en duda las cifras 
que nos traen si desde la propia bancada del Frente Amplio 
les están objetando los números que nos presenta el minis- 
tro? ¡Y lo hacen duramente! Cuando uno va a manejar ci- 
fras debe tener la tranquilidad de que puede citar la fuente 
de donde las ha sacado. 


He solicitado que se repartieran algunos datos y 
este es el primero. Se trata de información oficial, del 
presupuesto del Ministerio del Interior, y nadie discute 
que el ministro del Interior tiene mucho más dinero. En 
1990, USD 7:000.000; en 1995, USD 44:000.000; en 2000, 
USD 181:000.000; en 2005, USD 241:000.000 y en 2012, 
USD 766:000.000. La siguiente diapositiva, por la que se 
enojaron, es del PNUD. El que dice que Uruguay tiene 
876,4 policías cada 100.000 habitantes es el PNUD. Para 
justificar eso dicen que Argentina calcula las cosas según el 
Indec y todos sabemos el problema que hubo con eso. ¡Ojo, 
tuvo problemas mientras los señores Kirchner estaban allí! 
Ya no los tiene. Pero aun tomando todas las revaluaciones 
que se hacen, si miramos los datos que se trajeron, tenemos 
más policías que Italia, España y Portugal. Este mismo 
informe lo tienen los señores senadores en sus bancas. 
Tenemos muchos más policías que esos países con los 
que se nos comparó, pero ellos tienen muchos menos 
homicidios. ¡Los que trajimos estas cifras no fuimos 
nosotros, fueron ustedes! Tenemos siete u ocho veces más 
homicidios. A confesión de parte, relevo de prueba. 


Cuando se habla de homicidios nosotros actuamos con 
mucha honestidad: ponemos los datos oficiales del Minis- 
terio del Interior y del Observatorio FundaPro, porque es 
privado, ¿y saben qué? La discusión que hay entre ellos 
es por quienes usan el criterio internacional de tener en 
cuenta todos los homicidios, los dolosos y los que pode- 
mos llamar legítimos, que son los que ocurren cuando 
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alguien se defiende o cuando un policía hace uso de su 
arma, que es como se calculaban. Aun si dejamos de lado 
los números del ministerio y nos quedamos con los otros, 
tenemos 289 en el año 2015 contra 199 en el año 2011. 
Es mucho. Y cuando nos comparamos con otros países, 
y hablamos de asesinatos cada 100.000 habitantes —hablo 
de países porque se enojan cuando comparamos Estados o 
departamentos con departamentos— otra vez pasa lo mis- 
mo: Uruguay tiene un 8,9 %; más que Bolivia, más que 
Argentina, más que Estados Unidos, más que Chile, más 
que Israel y mucho más que España. Claro, yo me dije que 
quizá tengamos que comparar los mismos elementos, es 
decir, el departamento de Montevideo con la comunidad 
de Madrid, con el estado de Nueva York, con San Pablo o 
con Buenos Aires, pero resulta que en todos nos da mal. 
Dicen que nos tenemos que comparar con Natal y bueno, 
pero creo que si nos comparamos con Sinaloa o un lugar 
de esos también nos tiene que dar mal. A mí, como uru- 
guayo, por lo menos me gustaría estar mejor que Buenos 
Aires —no sé si esa aspiración será mucho—, mejor que San 
Pablo o parecido a Madrid, pero no, y se enojan. 


Lo mismo pasa con la tasa de esclarecimiento. Es cier- 
to que tuvo una mejoría respecto a 2014 y a 2015. En 2011 
se aclaró el 72 % de los homicidios, en 2014, el 54 % y en 
2015, el 60 %. Después llegamos a las rapiñas y nos hablan 
del porcentaje de crecimiento entre 1985 y 1995, y entre 
1995 y 2005. Los números son como se hacen. Como decía 
el contador Damiani, los números no mienten, mienten los 
que hacen los números y es cierto. En los primeros años 
del retorno a la democracia hubo un crecimiento de unas 
900 rapiñas. Después, entre 1990 y 1995 hubo un creci- 
miento de 2000. Es decir que hubo alrededor de 3000 rapi- 
ñas más en diez años. Entre 1995 y 2004 fueron 2500 más. 
Entonces, en veinte años el aumento fue de 5500 rapiñas. 
Sin embargo, en diez años de gobierno del Frente Amplio, 
es decir, la mitad del tiempo, fueron 14.000 más. Una vez 
que tenemos números que nos dan bien, ¿en serio quieren 
comparar? ¡Por favor! Recibieron el país con 7000 rapiñas 
por año y hoy son 21.000. Miren el crecimiento. Lo reco- 
noció el ministro. Hasta si uno saca el indicador estimado 
de crecimiento va a ver que especialmente en la gestión 
del ministro Bonomi las rapiñas crecieron. Ni siquiera la 
curva de crecimiento que venía llevando lo acompaña. 
De los hurtos no les digo nada. Tenemos 108.000 hurtos. 
¡Vaya si son más! 


Una vez aclarados estos temas procedimentales y con 
qué nos comparamos, creo que podemos volver al motivo 
de la convocatoria y hablar en serio, como se dijo. Hablar 
en serio no es traer un índice global de paz que mide los 
conflictos armados entre las naciones. 


Los senadores, como representantes del pueblo que so- 
mos, entendemos que primero hay que escuchar y después 
hay que sacar las conclusiones, y fue lo que hicimos. No 
quería hablar más de veinte minutos; creo que hablé al- 
rededor de veinticinco y formulé preguntas. Durante tres 
horas escuchamos al ministro dando sus explicaciones. No 
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me apresuré a pedir ningún tipo de moción. Vuelvo a acla- 
rar que a mí me preguntaron cuáles iban a ser las posibles 
conclusiones de esta interpelación, pero todos sabemos 
cuáles son: se declaran satisfactorias las explicaciones del 
señor ministro, se declaran insatisfactorias o se presenta 
la moción de censura. Esas son las posibilidades; antes de 
hacerlo hay que escuchar al ministro, como lo hicimos, y 
hay que darle la oportunidad de que nos convenza. Creo, 
señor presidente, que todos sentimos que las explicaciones 
no estuvieron ni cerca de ser satisfactorias. Si bien en la 
primera parte se nos habló de un mundo de Lewis Carroll 
en el país de las maravillas, en la segunda no hubo más re- 
medio que, bajando el tono de voz, reconocer la situación 
en la que nos encontramos. 


Creo que la gestión del ministro ha fracasado. Ade- 
más, nos viene a hablar de nuevos planes en este período 
de gobierno, ¿pero los otros cinco años que estuvo al fren- 
te del ministerio no valen? Después de casi siete años vie- 
nen a decir que tienen un plan nuevo y que confiemos en 
que va a andar bien. Encima de eso, vuelven a aparecer las 
justificaciones, y apareció una nueva: el relato del miedo. 
Ahora resulta que lo que estamos haciendo es un relato del 
miedo. Vayan a hablar de relato del miedo a la viuda del 
que mataron, a la viuda del albañil Bálmer Lucas. ¿Qué re- 
lato del miedo? La crónica está escrita todos los días en la 
prensa. No es un relato, esto es una crónica. Es una crónica 
de algo que sucede todos los días. Una crónica como la de 
García Márquez, porque la venimos anunciando hace rato. 
Decimos: «No salga por la puerta de adelante porque sabe 
lo que le va a pasar». Y pese a que todo el pueblo sabe lo 
que va a pasar sale por la puerta de adelante y es la crónica 
de una muerte anunciada. 


Además, hay cosas que han quedado probadas. En pri- 
mer lugar, el ministro ha faltado a la verdad ante este Par- 
lamento. En segundo término, el ministro elige las cifras 
con las cuales compararse. En tercer lugar, el ministro está 
mal asesorado, y no lo digo solo yo, sino también el actual 
director del Observatorio Nacional sobre Violencia y Cri- 
minalidad del Ministerio del Interior, quien nos lo dijo en 
la Comisión Especial de Seguridad Pública y Convivencia. 
Entonces, no lo decimos nosotros, sino los jerarcas que 
dependen del ministro. Pese a contar con un presupuesto 
extraordinario, el ministro nos ha traído la mayor cantidad 
de homicidios y rapiñas desde que se llevan estadísticas. 


El ministro ha fracasado en su gestión porque anuncia 
mucho, promete más y concreta poco. En cuanto al tema 
de los helicópteros, desde 2010 los vienen anunciando y 
ahora están operativos, pero los pilotos todavía no están 
prontos. ¡Ah, bueno! ¡No! El ministro tolera que haya ne- 
potismo en su ministerio; el ministro echa la culpa a las 
víctimas de los hechos que él debe evitar; el ministro tole- 
ra que en muchos lugares de nuestro Uruguay manden los 
delincuentes, en algunas cárceles, en las tribunas de los 
estadios y en sus alrededores y en varias zonas de nues- 
tro país. Hay un proceso de feudalización del Uruguay y 
aclaro que estas no son palabras mías sino del director de 
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Policía nacional, el señor Layera, que está aquí presente y 
que nos advirtió y nos advierte que esto está sucediendo, 
que hay nuevos señores feudales que mandan y, además, 
deciden sobre la vida y la muerte, con el ajuste de cuen- 
tas de ciudadanos. Pero, si no nos damos cuenta de que 
tenemos un problema, ese proceso de feudalización va a 
seguir avanzando, y si no encontramos una solución, será 
cada vez peor. 


Tenemos un ministro que llevó adelante una política 
de seguridad en el deporte que no es propia de un ministro 
del Interior. En 2009 firmaron un convenio por el cual no 
se podía entregar entradas, y en 2010 cambiaron y dijeron 
a los clubes y a la Asociación Uruguaya de Fútbol que de- 
bían contratar a barrabravas para que los referentes —así 
los llamaron— controlen las tribunas. En eso se embarca- 
ron, al extremo de que el Ministerio del Interior —por más 
que hoy aquí lo negó, hay pruebas porque tengo el expe- 
diente con las declaraciones de los involucrados— nos dijo 
que no había entregado entradas. Aquí tengo las declara- 
ciones en sede penal de muchos implicados y también de 
otros que no estaban implicados como, por ejemplo, la del 
presidente de la Asociación Uruguaya de Fútbol y todos 
coinciden en que el ministerio pidió entradas a la asocia- 
ción para dárselas a los barrabravas, para que ingresaran 
al partido de Uruguay. Quiere decir que el ministerio, que 
había firmado un convenio diciendo que no había que dar 
entradas, resulta que se las dio a los barrabravas y ahora 
lo niega. Sin embargo, cuando hace unos meses el señor 
ministro vino a la Comisión Especial de Seguridad y Con- 
vivencia y le preguntamos sobre esto, no lo negó y agregó 
que en realidad fue algo que se hizo pero fracasó. Ahora 
se la agarran con los clubes pero el engendro de la violen- 
cia en el fútbol es fruto de la gestión del Ministerio del 
Interior. No hay duda de eso porque en lugar de seguir con 
aquello que habían firmado en el año 2009, de no entregar 
entradas y prohibirlo, el primero que violentó ese acuerdo 
fue el Ministerio del Interior. 


Trajeron a Jorgito Rivero Pereira. Cuando me dijeron 
de la Lista 1030 dije: «¡A la pucha! ¡Qué será esto!». Des- 
pués hablaron de una lista de Canelones, de Paso Carrasco 
y que estaba segundo en la lista. Todos los que estamos 
en la política sabemos lo que significa eso; ¡vaya a saber 
quién estaba en esa lista! Encontré en la prensa declara- 
ciones de la señora esposa del ministro, contando entre 
risas que ella es amiga de Jorgito Rivero Pereira, de ese 
candidato que iba en la Lista 6 de Canelones del Partido 
Nacional y en la Lista 1030 en las municipales nuestras. Se 
ve que el hombre flota bien. Resulta que la esposa del mi- 
nistro decía: «Íbamos con una barra de amigos del Frente, 
a un partido y estaba Jorgito, que nos vio, y le dije: «Che, 
¿me dejás entrar?». Me contestó que sí y le avisé que venía 
con veinte más, a lo que agregó: «Pasan los veinte porque 
son amigos de Susana». Y a nosotros nos han traído un tra- 
bajo de inteligencia tremendo; veo que el departamento de 
inteligencia del Ministerio del Interior está concentrado y 
descubrieron que esta persona estaba segunda en una lista 
y, No sé, creo que decimocuarta en el caso del Partido Na- 
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cional. Si el ministerio es honesto, ¿por qué no dice nada 
de esa amistad de Jorgito Rivero Pereira con la legisladora 
titular del Frente Amplio Susana Pereyra, esposa del señor 
ministro? No; Jorgito Rivero es malo cuando va segundo 
en una lista para las municipales de Paso Carrasco o en la 
de Canelones, pero es bueno cuando hace pasar a su amiga 
y a veinte amigos del Frente Amplio para que ingresen 
a los estadios. Tengo la prueba; tengo las declaraciones. 
Creo que parte de lo que está pasando en el fútbol es cul- 
pa del ministerio, como consecuencia de lo que ha hecho. 
Después se arrepintió de haber levantado los referentes, 
las barras y todo eso. ¿Qué pasó? Trató de ir para atrás 
pero ya habían creado el monstruo. ¿Ahora quién lo para? 


Dicen que no entran más en los estadios porque es un 
espectáculo privado. ¿Dónde se vio un renunciamiento a 
las obligaciones que asignan al Poder Ejecutivo el artículo 
7 y el numeral primero del artículo 168 de la Constitu- 
ción de la república y la propia Ley Orgánica Policial? Allí 
se establece el deber de darnos seguridad pero no entran 
porque es un espectáculo privado. ¿Cómo es eso? Reitero 
que tengo las pruebas y me voy a referir a ellas. Paso a 
probarlo y, además, pido disculpas por dudar de las nuevas 
promesas. 


Se dice que ya se lo había juzgado antes. No, antes pre- 
guntamos y obviamente veníamos pensando que para el 
señor ministro iba a ser complicado enfrentar esto porque 
el tema del aumento del delito es algo difícil. El señor mi- 
nistro dice que se lo convoca a una interpelación a partir 
de un hecho trágico. No, señor ministro; si vamos a espe- 
rar que no ocurra un hecho trágico, lamentablemente, nun- 
ca vamos a poder convocar a una interpelación porque eso 
está sucediendo todas las semanas en el Uruguay. Lo esta- 
mos convocando por la acumulación de hechos trágicos y 
no por uno en particular. Pero, nuevamente, ¿de quién es la 
culpa? De la oposición que convoca para interpelar cuando 
los números nos dan estos datos. 


Nos vuelven a decir que las rapiñas se van a reducir. 
¡Ojalá! Sin embargo, eso fue lo que dijo en 2012 y en 2013, 
pero no se redujeron. Lo prometió en 2014 y eso no suce- 
dió. Lo prometió tres veces en 2015, pero el número no 
bajó. Entonces, la culpa es de los indicadores. Se enoja 
cuando manejamos las cifras de los homicidios y también 
se enoja con una empresa, que es independiente y que hace 
un chequeo sobre si los datos son realidad o no. Recuerdo 
que una vez yo había dicho una cosa, que resultó no ser 
real y me puso que era falso. ¡Y bueno, qué le voy a hacer! 
Es como en el liceo, en la escuela o en la facultad; algunas 
veces aprobás y otras, no. Hay que chequear mejor los da- 
tos y los que aportó el ministro eran equivocados y le puso 
«falso». En ese caso, con respecto a los del señor senador 
Heber y a los de un servidor, dijeron que eran verdaderos. 
La culpa no es del que chequea los datos sino de lo que 
estos muestran. Cuando Jorge Luis Borges llegó a la Uni- 
versidad de Texas para dar clases dijo que le llamaba la 
atención que los estudiantes norteamericanos estaban más 
preocupados en aprender que en la nota del examen. No- 
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sotros estamos más preocupados por ver cómo manejamos 
las cifras que por el problema que tenemos. 


En cuanto al índice de no denuncia voy a mencionar 
una encuesta del propio ministerio que está disponible. La 
última es del año 2011 y arroja una cifra del 46,5 % de no 
denuncia de los delitos. Después volvimos a compararnos 
con el FBI y con Scotland Yard. ¡Discúlpeme, señor pre- 
sidente! Tenemos que tener un poco más de humildad. En 
cualquier momento hacemos CSI Montevideo. ¡No! Cada 
vez que me dicen que somos el FBI o Scotland Yard, me 
viene a la mente la pobre chica que asesinaron en Rocha 
y cuando encontraron enterrada su mochila, para preser- 
var la prueba la metieron dentro de un cajón de banana 
brasileña. 


Y resulta que después no podemos compararnos con 
Argentina porque los señores Kirchner modificaban los 
indicadores. 


Me alegro que se cambie el discurso y se diga que no es 
la pobreza la causante del delito. Eso es un avance. Me pa- 
recía un agravio pensar que el delito tiene la causa en toda 
la gente que se esfuerza para salir adelante. Se dice que es 
la inequidad. Considero que eso es algo medio revolucio- 
nario. Plantean que si hay inequidad, va a haber delito. Ya 
llevan doce años en el Gobierno. Parece que la inequidad 
sigue en el país porque cada vez hay más delito. 


Y nuevamente volvió la herencia maldita de los Go- 
biernos, ¿no? Yo no sé, señor presidente, cómo seguimos 
echando la culpa a la herencia maldita. ¡Dígame! ¿No ha- 
brá una herencia maldita del Gobierno anterior? Ah, no, 
pero era el mismo ministro. ¿Y no habrá una herencia mal- 
dita del Gobierno anterior a ese? Ah, no, pero era el mismo 
partido. Entonces, nos vamos. En cualquier momento nos 
vamos a la guerra de 1904. 


El ministro dice que en estos dieciocho meses de go- 
bierno que llevamos... ¡No! ¿Y los cinco años anteriores 
no se cuentan? 


Además, dice que vamos a aplicar el PredPol. Busque 
en los archivos, ministro; en el año 2008 entre algunas 
propuestas que le llevamos le dijimos que se estaba apli- 
cando con éxito en Inglaterra y en otros países. Se las en- 
tregamos por escrito. Ahora se está implementando. Es 
mucho tiempo ocho años, ¿no? 


Otra cosa es cuando se hacen públicos los datos. Plan- 
teo esto porque se enojan con nosotros, pero en febrero, 
en la Comisión Permanente, le pedimos los datos de 2015 
y no nos los dieron. Creo que el señor senador Heber es- 
taba integrando el Cuerpo con nosotros. Repito: no nos 
dieron esos datos. Dijeron que nos los darían en 
marzo. Sin embargo, los dieron en abril y lo hicieron cuan- 
do anunciaban el nuevo plan PADO. Somos todos grandes, 
sabemos cómo es esto. Si hay transparencia, los datos se 
dan en el momento. ¿Y qué se nos decía en febrero? Si con- 
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sultan la versión taquigráfica, verán que nos decían que lo 
que sucedía era que hasta que no estuvieran chequeados 
todos los datos, no podían hacerlos públicos. Además, el 
ministro señalaba que no se podía tomar en cuenta solo 
una parte sino todo un período, un año, para ver el resul- 
tado. Y resulta que van seis meses del PADO y ya estamos 
diciendo que cambió el Uruguay. ¿Y dónde quedó aquello 
que había que tener un plazo adecuado, etcétera? No. Pero 
los datos no nos los dan. En abril los entregaron. Y ahora, 
cuando pedimos los del primer semestre, nos dijeron que 
querían darlos en la interpelación. 


¡Ojalá! Ojalá, señor presidente, que los nuevos proyec- 
tos de la Policía den resultado. Porque hay otra cosa que se 
dijo acá y que yo quiero rechazar: se pretendió poner a la 
oposición como contraria a la Policía nacional, y no es así. 
Nosotros estamos objetando la gestión política del Minis- 
terio del Interior, no a la Policía. Los funcionarios policia- 
les se esfuerzan, hacen un gran trabajo. Pero si están mal 
dirigidos políticamente, si los resultados son malos, no es 
culpa de ellos. 


Con respecto a las preguntas —las he reunido para 
hacerlo más llevadero—, la primera y la segunda refieren 
a la tasa de esclarecimiento de delitos en el Uruguay. Me 
alegro de que el ministro lo haya hecho saber porque había 
escuchado por ahí que algún senador decía que era del 
90 %, pero en realidad es del 9 %. No sé por qué se le había 
agregado un cero. Evidentemente, la aclaración siempre 
es buena. Como se informaba, la tasa de esclarecimiento, 
en el caso de los homicidios, es del 59 %, pero viene 
bajando, lo que es un signo de ineficiencia. Hay una 
cantidad de casos muy conocidos que lamentablemente 
siguen sin aclararse. Lo que sí me parece es que en un país 
no puede aclararse solamente el 9 % de los delitos. Si de 
cada diez que delinquen atrapamos solo a uno, estamos 
en problemas. Y eso lo tenemos que mejorar. Es así. Los 
datos no son míos. Cito nuevamente la fuente, son del 
señor fiscal de Corte y del señor fiscal Gustavo Zubía. Los 
han dicho públicamente. 


También agradezco la información del estimado de no 
denuncia, que es del 46,5 %. Y aquí vuelvo a aclarar que 
no es que uno no confíe en la Policía, que los ciudadanos 
no confíen en ella para denunciar o no. ¡Claro que con- 
fiamos en ella! Yo también. Lo que pasa es que no hay 
resultados. Si a uno le rompen el vidrio del auto y le roban 
lo que tiene dentro, ¿es como para ir al seguro? Depende 
de lo que le robaron. A mí me robaron un saco y un GPS. 
¡Vamos! ¡Seguimos! Dice que hay que ir. ¡Sí, claro que 
hay que ir! Pero no es por culpa de la Policía, es porque 
la gente no cree que vaya a tener resultados y, entonces, 
prefiere no pasar horas en eso. Advierto que cuando hace 
unos años asaltaron a mi señora en mi casa, sí hicimos 
la denuncia. Pero, bueno, los robos, los hurtos... No nos 
hagamos trampas al solitario. ¿Cuántos de los que estamos 
acá o nuestros familiares han sufrido algún hurto y lo han 
denunciado? Acá se denuncian los homicidios, las rapiñas 
y los hurtos de cosas muy importantes. Si no, si es una 
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cosa chiquita —el delito bagatela, como le dicen—, se sigue 
de largo. 


No se denuncia el 46,5 % de los delitos. Si se aclara 
solo el 9 % de los denunciados y no se denuncia el 
46,5 %, quiere decir “haciendo una regla de tres— que se 
aclara el 4,5 % de los delitos. Hoy en el Uruguay, ¿cómo 
quieren que no crezca el delito si de cada 100 atrapan 
a 5? Es evidente que va a crecer. Nos dice el ministro 
—quizá tenga razón— que lo que sucede es que cuando se 
aclaran uno, dos o tres delitos, el juez no quiere seguir 
investigando si cometió algún otro. ¿Cómo que el juez no 
va a querer investigar delitos? 


Después de eso creo que es bueno que el ministro, en 
la respuesta a las preguntas 12, 13 y 15, haya reconocido 
lo que tenía que reconocer: que en 2015 aumentaron los 
homicidios, que en 2015 aumentaron las rapiñas, que en 
2015 aumentaron los hurtos. Y, además, que aumentaron 
las rapiñas y los homicidios en Montevideo. Recodarán 
los señores senadores que estaban en la Comisión Perma- 
nente que en febrero el señor ministro no quiso darnos los 
números totales, pero nos dijo que había bajado el delito 
contra la propiedad en Montevideo. Él hacía un promedio 
entre los hurtos y las rapiñas y, entonces, como gran cifra, 
le daba que los hurtos habían bajado —yo creo que por la 
baja de la denuncia— en Montevideo. Si nos hacemos esas 
trampas al solitario, estamos perdidos. 


Con respecto al nuevo observatorio queremos decir 
que a nosotros nos preocupa porque como en estos mo- 
mentos las cifras dan mal se habla de que tiene problemas 
metodológicos y de que hay que cambiar la forma en que 
se hacen los cálculos. Estuve averiguando y me dijeron 
que la Universidad de la República está bastante reticente 
a participar. A su vez, el director del observatorio dice que 
el ministro está mal asesorado en este tema. Me refiero 
al director del observatorio del Ministerio del Interior, no 
de otro observatorio. Estoy hablando del que depende del 
ministro y dice que está mal asesorado. Debe ser por eso 
que le están pagando los cursos que está haciendo en In- 
glaterra. Tal vez sea para mejorar su asesoramiento. La 
verdad es que no lo sé. 


Además, se demoran en darnos los informes y resulta 
que cuando leemos la crónica en los diarios nos enteramos 
más por lo que se publica en los medios de comunicación 
porque resulta que le pasan la información a la prensa. No 
digo que al mismo tiempo, pero por lo menos uno o dos 
días después de que se lo pasan a la prensa podrían pa- 
sárnoslo o liberarlo y publicarlo para que podamos seguir 
el tema. 


Respecto a que el señor ministro utiliza algunas cifras 
y descarta otras, no se enojen conmigo, sino con la propia 
bancada que es la que lo sostiene. 


Es muy honesto el señor ministro cuando dice que tan- 
to su presupuesto como la cantidad de policías que tiene 
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son suficientes. La verdad que hay que reconocer esa ho- 
nestidad. Ahora bien, yo me pregunto: si son suficientes 
el dinero y la cantidad de policías, entonces ¿qué pasó? 
Si le dimos el dinero, tiene los policías, los resultados son 
cada vez peores, hace siete años que está en el ministerio 
y cada vez hay más rapiñas, más homicidios y más hurtos, 
¡bueno!, discúlpeme señor presidente, me parece que está 
claro que llegó el momento de hacer un cambio. 


El señor ministro dijo que la seguridad pública fue 
prioridad en el Gobierno de 2005 y que allí todo fue bien 
administrado. Dijo que las prioridades eran otras y que la 
seguridad no lo era porque los Gobiernos hicieron sus pre- 
supuestos en base a las demandas populares de la comuni- 
dad y que esa no era una demanda de la comunidad. ¡Ah, 
bueno! ¡Perfecta definición de lo que se llama populismo! 
¡Perfecta definición de lo que se llama populismo dada 
hoy en esta sala! ¡Resulta que una de las prioridades no 
fue la seguridad porque no lo demandaba la gente! ¡Vamos 
a gritar fuerte todos cuando queramos algo y entonces ahí 
vamos a tener prioridad! ¡Las prioridades son las necesi- 
dades del país y si uno asume en el país debe tener claro 
cuáles! Y quiero decir algo: fue el propio ministro quien 
dijo en un reportaje —que tengo por acá—: «[...] durante el 
primer gobierno de izquierda la inseguridad se convirtió 
en un problema porque no era la prioridad solucionarla, 
porque el presupuesto era “escaso” y no hubo buena admi- 
nistración». Bueno, si vamos a buscar herencias malditas, 
la hemos encontrado en las declaraciones del propio señor 
ministro. 


Después está la famosa ley de descongestionamiento 
carcelario —que posteriormente, en esa forma fantástica 
que tienen para poner nombres a las cosas la llamaron Ley 
de Humanización y Modernización del Sistema Carcela- 
rio— con la cual largaban presos a la calle y el ministro dijo 
que el efecto fue positivo. No fue positivo. Hay estudios 
técnicos hechos en serio —los tengo por acá— en los cuales 
se dice que reincidieron casi el 40 % 39,25 % más preci- 
samente— de los 827 reclusos, pero creo que fueron más. 
Me causa gracia estos números que dicen «reincidieron 
tantos». ¡No, no! Al 40 % lo atraparon. ¿O al otro 60 % 
le hicieron una encuesta y pensaban que iban a decir «sí, 
reincidí» e iban presos? 


(Hilaridad). 


—¿Qué es esto? ¿No? Ese es un informe del comisiona- 
do parlamentario. 


Después hay un estudio académico de Daniel Bukstein 
y de Federico Montossi que es muy profundo y concluyen- 
te. No voy a leerlo todo, pero lo tengo en mis manos. Con- 
cluye así: «Para el caso de las rapiñas podemos apreciar 
cómo a partir de la implementación de la ley la trayectoria 
parece verse afectada. La misma tenía un comportamiento 
estable con una tendencia descendente la cual se revierte 
poco después de implementada la ley». ¡Era evidente! Y 
si miran los indicadores del aumento de la delincuencia 
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juvenil verán que se dispara ahí, porque los que no rein- 
cidieron se conchabaron a menores para que delincan sa- 
biendo que eran más leves las penas. ¡Y nos armaron este 
lío! Nos armaron este lío por no estar preparados cuando 
asumieron ese primer Gobierno, por no haber estudiado la 
seguridad. Y esas también son palabras del señor ministro 
Bonomi, no mías. Fue él quien dijo: «El Frente Amplio 
asumió el Gobierno en el 2005 sin tener la seguridad estu- 
diada», ¡y miren el lío que nos trajeron! ¡Miren el lío que 
nos trajeron! 


(Interrupciones del señor senador Paternain). 


—No me contestó si no existe riesgo de ser asesinado en 
el Uruguay para las personas que no poseen antecedentes 
ni están vinculadas a la delincuencia o no tienen proble- 
mas familiares, porque esa es una afirmación del subse- 
cretario; él fue quien lo dijo. Me llamó la atención y quería 
saber si el señor ministro coincidía con esas palabras. Yo 
no coincido. Me parece que hoy en día, lamentablemente, 
no depende de tener antecedentes, de estar vinculado a la 
delincuencia o de tener problemas familiares para correr 
riesgos de vida. 


¿Y considera el ministro —nos dijo contundentemente 
que no— que existen fuertes complicidades institucionales 
y en los espacios de poder para el crecimiento del delito 
que hoy existe en el Uruguay? Él dijo que no. Más aún, nos 
dijo: «Quien tenga indicios debe declararlo en la Justicia 
y denunciarlo; si el senador los tiene, que vaya». Senador 
Paternain, esas son palabras suyas. 


SEÑOR PATERNAIN.- No es así. 


SEÑOR BORDABERRY.- Si el señor senador Pa- 
ternain desea una interrupción se la concedo con mucho 
gusto, no tengo ningún problema. Con gusto daré las inte- 
rrupciones que deseen los señores senadores. 


Pero como las había leído, no se enojen conmigo. 


SEÑOR PATERNAIN.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR BORDABERRY.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede interrumpir el señor 
senador Paternain. 


SEÑOR PATERNAIN.- Señor presidente: la pregun- 
ta que menciona el señor senador Bordaberry, en alusión 
a unas palabras mías, no tiene nada que ver con mis di- 
chos. Estos aluden a una especulación de sentido común 
en todos los estudios criminológicos y es que cuando se 
interviene en redes de ilegalidad de mercados criminales, 
muchas veces se obtiene el efecto contrario de aumentar 
algunas modalidades de delito —no todos los delitos, sino 
sobre todo los homicidios— porque se empiezan a mover 


CÁMARA DE SENADORES 


549-C.S. 


complicidades institucionales, niveles medios y bajos de 
corrupción muy enquistados. 


Esa es una afirmación especulativa sobre una posible 
incidencia en el movimiento puntual de algún delito. Eso 
tiene que ver, no con denuncias o sospechas de denuncias, 
sino fundamentalmente con el combate frontal a la co- 
rrupción institucional en muchos estamentos y este minis- 
terio ha dado pruebas suficientes de esa lucha. Entonces, 
la pregunta es capciosa, equivocada, lleva a equívocos y 
no la reconozco como propia. 


SEÑOR AGAZZI.- ¡Muy bien! 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor se- 
nador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Aclarando dijo el vasco y 
echaba agua a la leche. Acá están las declaraciones del 
señor senador Paternain que veo que las está corrigiendo. 


El sociólogo, por el señor senador Paternain, opinó: 
«Más allá de la profundidad de las causas del aumento de 
este fenómeno, hay que insistir sobre lo que casi siempre 
se omite: no hay posibilidad de expansión del delito or- 
ganizado sin fuertes complicidades institucionales, pues 
si bien la violencia se concentra en territorios pobres, los 
hilos que sostienen la trama se producen en espacios de 
poder». Después dice: «Tampoco es casualidad que jerar- 
cas policiales responsabilicen públicamente a las políticas 
de regulación del canabbis de las dificultades actuales y a 
futuro». 


Cuando leo esto le pregunto al señor ministro si está 
de acuerdo, él se enoja conmigo, recibo la respuesta, le 
digo que son palabras de un senador de su propia bancada 
y el senador se las agarra conmigo. Yo trato de traer las 
cosas estudiadas y leídas, y cuando veo que vamos en un 
camino que no es el adecuado, las traigo y les doy a todos 
la oportunidad de intervenir cuando quieran. 


Finalmente se reconoció que aumentó la participación 
de menores en homicidios respecto del 2014 y el minis- 
tro —por suerte, en esto coincidimos— dijo que no está de 
acuerdo con modificar la ley que establece una pena mí- 
nima de un año de reclusión para los menores que rapiñan 
y matan. 


También tengo una crónica acá en la que se da cuenta 
de que el señor ministro fue a una presentación que hicie- 
ron las ministras de Educación y Cultura y de Desarrollo 
Social, en la que dijeron que querían modificar esta ley y 
alguna senadora titular —que hoy no está acá— resulta que 
lo respaldaba. La crónica dice que el ministro habló de eso 
con las ministras que estaban presentes al finalizar la reu- 
nión. Hoy nos dice que no tiene conocimiento. No importa 
si lo tiene o no; lo importante es que no está de acuerdo 
y, por ende, estoy seguro de que no lo va a acompañar 
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porque, además, viene dándose un aumento de la partici- 
pación de menores en los delitos. 


También es bueno que el señor ministro diga que no 
está de acuerdo en seguir dando beneficios y libertades a 
los que delinquen. Tengo una mala noticia: hace poquito 
creo que la semana pasada—, con nuestro voto contrario, 
se crearon dos libertades más. Junto con la ley que madu- 
ramente sacaba beneficios a los reincidentes, se crearon 
dos beneficios más: la libertad vigilada y la libertad con- 
trolada. Ahora, el que delinque tiene doce formas de evitar 
la reclusión. 


Sobre las limitaciones para los funcionarios policiales 
en el momento de pedir la identificación, el ministro leyó 
la respuesta que le redactaron y a la pasada le pusieron «no 
existen limitaciones hoy en día», un poco como diciendo 
«que estudie». No es así, lean de vuelta la ley porque hay 
una limitación para pedir la cédula de identidad; solamen- 
te se puede pedir en caso de que haya una requisitoria de 
un juez. Nos parece que es una limitación innecesaria. Por 
ejemplo, si vamos al fútbol alguien tiene que decir que está 
requerido para poder pedírsele una cédula. Me parece que 
habría que ampliar esto, leer bien la ley y ver que hay una 
limitación. Observo que los asesores se están consultan- 
do; sugiero al señor director general que la lea que lo va a 
encontrar. 


Con respecto a la señora Laura Anzalone, el ministro 
o el subsecretario dijo: «Sí, fue designada por el director 
nacional de Asuntos Sociales», y la dejó ahí. Nosotros fui- 
mos un paso más y le pedimos: «Por favor, ¿puede decir 
el nombre?». Ahí se nos dijo: «Sí, Leonardo Anzalone». 
Es decir, Leonardo Anzalone designó a Laura Anzalone 
como psicóloga. Pero parece que no era psicóloga y, enton- 
ces, no le renovaron el contrato, aunque dicen que renun- 
ció; en realidad, no sabemos bien cómo fue eso. Pero hay 
más; el director nacional de Asuntos Sociales, que nombró 
a la hermana que no sabía que no era psicóloga, también 
nombró al hijo de la hermana —su sobrino— en la parte in- 
formática del mismo lugar. ¡Parece un poco mucho! ¡Se 
me ocurre que parece un poco mucho! ¡Me parece a mi! 
En otras épocas, por estas cosas le costaba la cabeza al 
ministro y a varios más. ¡Pero acá, nada ni al ministro, 
ni al subsecretario, ni al director de Asuntos Sociales que 
nombró a la hermana y al sobrino! Bueno, si tenemos tra- 
bajando de asesor del ministro al hijo del director de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil —que se supone que es 
el que tiene que controlar todas estas cosas—, que ingresó 
sin concurso, ¿qué es esto? ¡Es una barbaridad! Hay una 
denuncia del psicólogo Robert Parrado sobre este tema y 
Leonardo Anzalone después de hacer esto sigue en el car- 
go. ¡No! 


Recuerdo que el entonces ministro de Salud Pública, 
Alfonso Varela, terminó renunciando porque resulta 
que en una dirección la directora de una repartición no 
controlaba que se hicieran determinados estudios. Él ni 
lo sabía —¡imagínense lo que es el Ministerio de Salud 
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Pública!—, pero se entendió que era el responsable de no 
haber controlado a la funcionaria y renunció. Acá nombran 
a la hermana —que no tiene título— y al sobrino, y siguen 
ahí. ¡No, no! 


Los helicópteros es otro tema que habla de la ineficien- 
cia. La primera vez que anunciaron los helicópteros fue en 
2010. ¡2010! ¿Cómo quieren que mejoremos la seguridad 
si en 2010 se dice «vamos a tener helicópteros» y estamos 
en 2016 pero todavía no tenemos los pilotos prontos? Lo 
repitieron en 2015 y en 2016. ¡No! 


No entendí mucho la respuesta sobre el encargado de 
esa unidad. Se dijo que no era pariente, ni siquiera político 
o expariente político de algunos de los jerarcas, pero bue- 
no, lo dejamos por ahí. 


Coincidimos con el ministro en cuanto a que hay que 
combatir toda la cadena de venta y distribución de la dro- 
ga. Fue contundente al respecto; incluso, trajo las cifras 
de cierre de bocas de venta. Pero ¡ojo!, recordemos que 
su bancada se negó hace poco a ir también contra toda la 
cadena, desde los grandes traficantes a los distribuidores y 
a los que tienen las bocas de venta, porque parece que ahí 
no tenemos que ser tan duros. 


Por su parte, el comandante del Ejército dice que no 
y cuando dice que no es no— en cuanto al cuidado de las 
embajadas. 


Y llegamos al tema de las viviendas. Se dijo que 600 
integrantes del personal de la Policía vive en asentamien- 
tos. Esos 600 policías son de Montevideo. Esa cifra no la 
aclararon, pese a que piden tanta precisión cuando se trata 
de Montevideo. Según la información que tenemos, en el 
país son 1100. Y sí, ¿qué están haciendo al respecto? Es- 
tamos tratando de hacer un convenio con el ministerio de 
vivienda para ver si encontramos una solución al tema, 
ahora se creó un fondo y se verá si se hace. Mientras tanto, 
algunos funcionarios entran al sistema de protección de 
testigos y reciben dinero para comprarse fincas; si el día de 
mañana fallecen, quedan canceladas las deudas. Se trata 
de una norma que, aclaro, no encontré del todo la legalidad 
y en la que seguiremos insistiendo. 


Llegando a la segunda parte, que es la más corta, de las 
cárceles y la rehabilitación, creo que el ministerio debería 
leer los informes del comisionado parlamentario para el 
sistema penitenciario porque no coincide con la informa- 
ción que nos han dado hoy acá. 


En cuanto a la creación de un instituto penitenciario 
como servicio descentralizado, el ministro se puso como 
meta y objetivo tener un proyecto de ley para enviar al 
Poder Ejecutivo. ¡No trabaje más ministro, ya está el pro- 
yecto de ley en la Comisión de Constitución y Legislación! 
¡Agárrela, corríjala y votémosla! No sé por qué no se trata. 
Parece que si la presenta la oposición no hay que tratarla. 
Creo que puede ser una buena base para lo que estamos 
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de acuerdo. Leí una declaración que decía que se aspiraba 
que estuviera para 2021; ¡2021! En 2010, se habló de los 
helicópteros y llegamos al 2016 y no están. Ahora estamos 
con la situación de las cárceles y ¿va a estar para el 2021? 
¡No llegamos! 


Sobre que todos los centros de reclusión del país se 
encuentran funcionando en buenas condiciones y sin vio- 
lar los derechos humanos, el ministro dijo que sí pero que 
no, porque enseguida dijo que el Compén tiene problemas. 
Está el último informe del comisionado —que nos envía 
cada vez que los hace— en el que dice que en los módulos 
8, 10 y 11 del Compén hay tres policías para 700 personas 
en horas de la noche. ¿Quién manda? ¿Las 700 personas o 
los tres policías? Ahora, mandaron a la Guardia Republi- 
cana que, para evitar que se pasen de módulo, parece que 
alambró y pasa su vehículo de noche, pero ahora habrían 
tirado unas piolas por arriba y cruzan por allí. Entonces, 
si no queremos ver que está pasando eso en el Uruguay y 
decimos que no tenemos problemas, me parece que real- 
mente estamos en problemas. Reconozcámoslo: estamos 
mal y el problema más grande en materia de seguridad son 
las cárceles y la reincidencia. Estamos de acuerdo en eso, 
hemos votado infinidad de recursos para eso y seguiremos 
haciéndolo, porque si no bajamos la tasa de reincidencia 
no hay salida para la situación de inseguridad. 


Se hablaba de 500 funcionarios y la Guardia Republi- 
cana en el Compén. No sé si allí se cuentan los funcio- 
narios policiales o algún otro tipo de funcionario, porque 
estamos con la comparación internacional. 


El informe del comisionado —persona de confianza 
de todos los senadores que estamos acá— es contundente 
en ese sentido y dice claramente que no es suficiente el 
personal policial. Les pido que lo lean. Tampoco coincide 
exactamente la cantidad de reclusos que estudian y que 
trabajan. No es exactamente igual el número que nos da el 
comisionado y sería bueno que lo chequearan. 


Me llama un poco la atención escucharlos decir que 
los privados de libertad no pueden ser obligados a trabajar 
porque hay una ley vigente que establece que los penados, 
los que tienen condenas, tienen la obligación de hacerlo. 
Según entiendo, esa norma no ha sido declarada inconsti- 
tucional pero, de repente, no hice el seguimiento y sí lo es. 
Sí decimos que el ocio es el que provoca todos los proble- 
mas y trabajar o estudiar debería ser no ya una obligación, 
pero sí un incentivo. 


Con respecto a los bloqueadores de celulares recuerdo 
que en 2012 el ministro Bonomi vino a una comisión y 
dijo que para octubre de ese año estarían funcionando —y 
esto habla de la gestión— para que los presos no pudieran 
hablar desde los penales. Sin embargo, en este expediente 
figura que se hacen escuchas a algunos que están dentro 
del penal. Además, se nos dice: «La culpa no es del que 
puso el bloqueador, sino de las empresas telefónicas que 
suben la potencia». ¡Mire que hay que ser ingenioso para 
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dar excusas, señor presidente! Si suben la potencia las em- 
presas telefónicas, subamos la potencia de los bloqueado- 
res —¡yo qué sé!— o pidámosle que la bajen. 


Tomo nota de los homicidios; yo había obtenido esos 
datos del informe del comisionado donde se dice que son 
15. Y después aparecen otra cantidad de causas de muerte. 
Evidentemente, el dato que teníamos no era el correcto y 
le agradecemos al señor ministro la aclaración. Me parece 
que cuando a uno le aclaran un dato que tenía, lo debe 
agradecer y darse cuenta de que no era correcto. Hay un 
artículo del ex comisionado parlamentario sobre las cár- 
celes uruguayas que creo que repite ese número y lo voy 
a chequear. 


Las palabras del propio director de la Policía nacional 
refieren a ese proceso de feudalización que se da en el de- 
porte, en algunas zonas y también en las cárceles. Diga- 
mos la verdad: en algunas cárceles mandan ciertas bandas. 
Es así y eso hay que terminarlo. ¡No miremos para otro 
lado y menos vayamos a negarlo! 


El comisionado dice que el 60 % reincide, pero ahí hay 
algún numerito que no coincide. 


Me alegraba que estuviera funcionando el sistema 
de tobilleras, pero al parecer no lo estaba. Cuando leí la 
memoria anual del ministerio del año 2015, justamente vi 
que una de las metas era que estuvieran funcionando la 
tobilleras para quienes tenían salidas transitorias. Ahora 
parece que el tema es con el Poder Judicial, con quien se 
está coordinando y esperemos que se haga rápidamente. 


Hice una pregunta que puede que sea capciosa —espero 
que no se enoje el señor senador Paternain—, aunque nun- 
ca la habría denominado así, yo la llamaría confirmatoria. 
Pregunté si estaban saneadas las cárceles uruguayas. 


Al respecto, el señor ministro dio un largo discurso, 
dijo que se estaba en un proceso de transformación de las 
cárceles, de que en algunas sí y en otras no, se refirió a los 
módulos, etcétera. 


Estamos en el año 2016, sin embargo en el año 2012 
el señor ministro Bonomi nos prometió que para 2015 en- 
tregaría todas las cárceles de Uruguay saneadas, y ahora 
estamos en un proceso de transformación para lograr el 
saneamiento. 


También reconocieron que el Instituto Nacional de 
Cárceles fue sancionado por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad. Esto habla bien del Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social, pero mal del Ministerio del Interior. 


Ahora llegamos al último capítulo que es el de segu- 
ridad en el deporte. Debo decir que dudé mucho de cómo 
plantear el tema porque, obviamente, a uno no le gusta 
plantear estos aspectos que involucran a familiares, pero 
pensé que no se trataba de cualquier familiar, sino de una 
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legisladora del Parlamento nacional —quien hasta hace un 
rato estaba acá— que tiene notoriamente una posición acti- 
va dentro de su partido. 


En primer lugar, busqué el convenio del año 2009 que 
es claro: está prohibido dar entradas. ¡Prohibido! Y ese 
convenio está firmado por la Asociación Uruguaya de Fút- 
bol, por la Intendencia de Montevideo, el Ministerio del 
Interior y el Ministerio de Turismo. Después encontré una 
declaración del entonces director nacional del Deporte, 
profesor Irureta, enojado porque el Ministerio del Interior 
estaba repartiendo entradas. Y hoy acá se dijo que el Mi- 
nisterio del Interior no había entregado entradas, sino que 
la Asociación Uruguaya de Fútbol se las había pedido al 
ministerio y como la AUF no quería violar el convenio, el 
ministerio dijo que las había entregado. 


Tengo aquí las declaraciones del señor Sebastián Bau- 
zá, de Washington Vega y de una cantidad de personas. 
Incluso figuran las de algunos hinchas que tienen nombres 
un tanto complicados. 


El propio ministro en la Comisión Especial de Segu- 
ridad Pública y Convivencia declaró: «Eso es algo que se 
hizo, pero no funcionó». 


(Ocupa la presidencia el señor Guillermo Besozzi). 


—Después figuran las declaraciones de todos los invo- 
lucrados que claramente dicen que el propio Ministerio del 
Interior fue quien recomendó contratar referentes. Es más, 
cuando estuvo en el Parlamento el ministro nos dijo que 
Peñarol contrató a uno que duró dos semanas, después a 
otro que también duró dos semanas y luego contrató a un 
tercero que apareció muerto, con unos treinta balazos, en 
el barrio Cuarenta Semanas. Creo recordar que estas fue- 
ron las palabras del señor ministro. 


Me parece que está claro que eso está mal. Lo primero 
que se debería haber hecho era dejar sin efecto el convenio 
y después haber dado las entradas y manifestar que esa era 
la nueva estrategia. Ahora, después de haber fogoneado 
esa nueva estrategia, resulta que dicen: «No les den más 
entradas, no contraten más referentes, ocúpense ustedes 
de la seguridad y contraten una empresa», renunciando a 
la obligación que tienen. Además, como causantes del lío 
que hay en el fútbol, porque no hay que sacarse la respon- 
sabilidad de arriba de esa forma. 


Que la esposa del señor ministro, la legisladora Pereyra, 
mantiene vínculos con barras, lo declaró el propio ministro 
a la prensa y también lo hizo ella, pero ahora se enojan 
conmigo. Por eso también traje el tema. Si se lo dicen a 
la prensa públicamente, ¿por qué no lo vamos a traer acá? 
Estoy buscando declaraciones de la legisladora Pereyra. 
Parece que hubo un lío entre la Policía y la hinchada de 
Peñarol y, según la señora Pereyra, la culpa no la tuvo 
la parcialidad carbonera. En las declaraciones la señora 
diputada dijo que ese día hubo gas pimienta, solamente 
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porque había gente que quería pasar de una tribuna a la 
otra. También dijo que los días difíciles iba ala Ámsterdam 
porque así cambiaban los ánimos de los dos lados: de 
los hinchas y de la Policía. Así que resulta que la señora 
diputada Pereyra va a la Ámsterdam a calmar los ánimos 
de los hinchas y de la Policía. ¡De la Policía! En el Uruguay 
de hoy, ¿cómo queremos solucionar este problema si una 
diputada del Frente Amplio, que es la señora del ministro 
del Interior, va a calmar los ánimos de la Policía al estadio 
junto con la barra? ¡Esto es una barbaridad! Empecemos a 
arreglar las cosas, señor ministro. 


La diputada Pereyra dice que la hinchada de Peñarol 
cambió, que ha perdido o empatado con Nacional y no ha 
pasado nada. También expresó que desde hace un tiempo 
existe autocontrol en la Ámsterdam y que lo ejercen los 
propios referentes positivos. El autocontrol es meter dos 
balazos a una persona el fin de semana pasado. ¿Ese es el 
autocontrol? La diputada dijo que su esposo no le cuestio- 
naba su presencia en la Ámsterdam. Cuando le pregun- 
taron si había llevado a integrantes de las barras a votar, 
contestó: ¿y a quién quieren que lleve a votar? Llevo a los 
que conozco. Lo reconoció. El señor ministro declaró que 
no existía ningún conflicto de intereses en cuanto a que su 
esposa se vinculara con la hinchada de Peñarol, mientras 
el ministerio que él dirige intenta combatir la actividad de 
los barrabravas. ¡A la pucha! 


La legisladora en sus declaraciones decía: «El año pa- 
sado todos me miraban porque me sé todos los cantos». 
Ella decía que los cantaba con ellos; con la camiseta de 
Peñarol puesta, cantaba algunos cantos que aludían a la 
Policía, como el que dice «aunque nos corra la Policía» o 
«aunque no quiera la Policía». Expresó que la miraban y 
se reían. 


El ministro del Interior pretende controlar a los barra- 
bravas, pero enfrente de ellos está su señora gritando con- 
tra la Policía que él dirige. Si esto no fuera tan grave, lo 
tomaríamos para la risa. Es una barbaridad. ¿Cómo quiere 
controlarlos? ¿Cómo quiere que no haya desmanes? Rei- 
tero que la legisladora dijo: «Me sé todos los cantos y los 
cantaba con ellos» 


También está el caso de Jorgito Rivero Pereyra que 
resulta que es del Partido Nacional, del Partido Colora- 
do, de los dos o del Frente Amplio. Resulta que la señora 
del ministro iba con veinte amigos del Frente Amplio y 
a la entrada del partido se encontraba con Jorgito que le 
decía: «Susana, vení, pasá»; «Pero estoy con veinte ami- 
gos»; «Pasá igual». Y la dirección de investigación que lo 
encontró en las listas nuestras, ¿no investigó? Yo lo en- 
contré en Google; con poner solo el nombre Jorgito Rive- 
ro Pereyra, aparece la noticia del incidente. De eso, nada. 
Además, hay que ver lo que son los amigos. Acá tengo 
el expediente y es complicado. ¡No saben los apodos que 
tienen! ¿Saben cómo le dicen a uno? ¡El Bin Laden! No 
voy a decir los nombres porque no se puede; solo mencio- 
né a Rivero porque lo citó el ministro. Esa es la barra, los 


27 de octubre de 2016 


muchachos que van a votar, que corean y cantan contra la 
Policía. Esto solo amerita que el ministro se vaya. ¡Solo 
esto! Y pensemos en todo lo demás. 


Además de eso, está probado que los barrabravas lla- 
man por teléfono a la señora del ministro para pedirle que 
haga gestiones cuando detienen un ómnibus que está por 
viajar al exterior. Entre ellos se dice que ella —nunca la 
escucharon— les advierte de algunas acciones. Según reco- 
nocen varios dirigentes de fútbol, la señora hace gestiones 
cuando la Policía va a hacer detenciones. ¡Nepotismo! ¡Lo 
de Anzalone con la psicóloga Anzalone queda chiquito 
frente a esto! Podemos hablar de la mala gestión, de los 
homicidios, etcétera. ¿Qué respeto le va a tener un policía 
a un ministro cuya señora canta contra la Policía? Según 
dicen, las barras se autocontrolan. ¿Se autocontrolaron el 
domingo en la Ámsterdam? ¿Se autocontrolaron en Santa 
Lucía hace unos días? Y todavía hay un muchacho que se 
está debatiendo entre la vida y la muerte. 


Por suerte, el ministro reconoce que la Policía tiene que 
entrar a los estadios. Ahora se dice que tiene que entrar, 
pero que no tiene que ocuparse de la seguridad, sino de 
apoyar a la seguridad y prevenir el delito. En el Uruguay, 
donde hay o puede ocurrir un delito, la Policía está. Si en 
los baños de la Ámsterdam se vende droga, la Policía debe 
estar para prevenirlo; si en los baños del Parque Central o 
del Campeón del Siglo se cobra peaje para entrar, la Poli- 
cía tiene que estar para que no suceda. Si se cobra peaje 
para ingresar a los estadios, la Policía tiene que estar, para 
que no se cobre. Aclaro que contestó el subsecretario y no 
el ministro. 


En un reportaje que hace poco le hizo el periodista 
deportivo Julio Ríos al ministro, este reconoció que está 
llegando el modelo argentino, en el que los barrabravas se 
adueñan de los estacionamientos, de los baños y cobran 
peaje para ingresar. No sé si estamos a tiempo, pero ter- 
minemos con esto. Ese es el proceso de feudalización del 
que habla el director de la Policía nacional. Los señores 
feudales eran dueños, amos y señores del territorio y de la 
vida de sus vasallos y hoy en día, en algunos lugares, nos 
estamos convirtiendo en vasallos de esos nuevos señores 
feudales de la inseguridad. 


Durante muchos años se invirtieron USD 12:000.000 
alrededor del estadio Centenario y ahora se dice que sirve, 
pero en un reportaje el señor ministro le dijo al periodis- 
ta Julio Ríos que la inversión no había caminado mucho, 
pero dejemos de citar a Julio Ríos en el Senado, porque se 
va a agrandar. 


Para terminar, señor presidente, nos han sacado todo. 
Podemos seguir por mucho más tiempo porque hay de 
todo, pero creo que hemos avanzado demasiado y corres- 
ponde que los demás señores senadores se pronuncien. 


La cosa está clara: es mala la gestión, son malos los 
resultados, se manipulan los indicadores, se echa la culpa 
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a las víctimas, se duerme con el enemigo, se amparan a los 
delincuentes del poder institucional. El resultado son más 
homicidios, más rapiñas y más hurtos. Se ha tenido mucho 
más dinero, mucho más tiempo, se han gastado miles de 
millones de dólares y ya van siete años. Hay que cambiar y 
el cambio comienza con el responsable político de la ges- 
tión desastrosa; gestión que se nos lleva la vida de cientos 
de uruguayos por año. El derecho a la vida es el primer 
derecho que tiene todo ser humano; sin él no se puede dis- 
frutar de los otros derechos. Repito: si no tenemos la vida, 
los otros derechos no se pueden disfrutar. Además, esta 
gestión nos ha llevado la libertad; nos ha llevado la liber- 
tad de poder circular por algunos lugares y de ir a algunas 
tribunas en los estadios, como también la libertad de dejar 
nuestras casas y nuestras familias solas. Esa libertad que 
se está perdiendo es —como dice la prosa cervantina— el 
más preciado don que Dios ha dado al hombre en la Tierra. 


Por todo lo expuesto, entendemos que las explicaciones 
del señor ministro no son suficientes. Esperamos las opi- 
niones de los señores senadores y del propio señor minis- 
tro para después presentar las mociones correspondientes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a hacer uso de la palabra 
porque se comparó lo que dijimos con Macondo. Esto 
es Macondo relatado por Vargas Llosa, Céline y por va- 
rios más. 


No sé por dónde empezar. Voy a comenzar por las prio- 
ridades del Uruguay en el 2005. No se trata de populismo; 
no es que uno elija las prioridades porque la gente lo pide. 
Ni la fuerza política ni el Gobierno salió a preguntar a la 
gente qué pedía. Lo que dejó el Gobierno que integraba el 
senador interpelante fue un profundo desempleo, salarios 
y jubilaciones totalmente caídas y problemas en la salud y 
en la educación. Teníamos la necesidad absoluta de recu- 
perar el aparato productivo, la inversión —porque ni capa- 
cidad de inversión tenía el Estado en ese momento— y los 
países a los que les colocábamos la producción. Esas eran 
las prioridades. Y no es populismo decir que esas eran las 
prioridades; era la única forma de poder sacar el país ade- 
lante. El Gobierno comenzó con un producto interno de 
aproximadamente USD 12.500:000.000 y una deuda ex- 
terna de alrededor de USD 12.500:000.000. Eso cuestio- 
naba hasta la viabilidad del país. 


Entonces, esas eran las prioridades y eso era lo que 
tenía que resolver el Gobierno. Había que enderezar al país 
en cuanto a la recuperación del aparato productivo y los 
destinos comerciales que teníamos y que habíamos per- 
dido, quedando reducidos en los últimos años solo a dos. 
En 1999 uno de ellos cayó y el otro lo hizo en el 2001. Esa 
era la prioridad. Manifestar que es populismo, decir esto, 
es hacer otro tipo de populismo: es cobrar al grito y no 
analizar procesos. Nosotros siempre vamos a analizar el 
proceso y la seguridad en ese momento no era prioridad. 
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El presupuesto se elaboró para poder sacar al país adelan- 
te; esa fue la prioridad. Y tanto es así que a principios del 
2008 el desempleo había caído por debajo del 9 %. Y cuan- 
do a la gente le preguntaban cuál era el principal problema 
del país decía: el desempleo, y cuando le preguntaban cuál 
era el principal problema del barrio, respondía que era la 
seguridad. Recién a fines del 2008 la gente empezó a ha- 
blar de la seguridad como prioridad. Entonces, no confun- 
damos los tantos de ninguna manera. 


Las cifras que se han manejado, otra vez, vuelven a ser 
equivocadas. No es que no crean en las cifras que damos. 
Las cifras que brindamos considero que son las correctas, 
pero las que se manejan ahora son objetivamente incorrec- 
tas. Se hace un repartido en el que se detalla el presupues- 
to nacional en seguridad en determinados años. En 1990, 
se habla de USD 7:000.000. En realidad, en ese año el pre- 
supuesto era de USD 112:000.000; hay una diferencia. En 
1995, aparecen USD 44:000.000 pero lo cierto es que el 
presupuesto era superior a USD 189:000.,000; hay una di- 
ferencia. En el año 2000, se mencionan USD 181:000.000 
pero en realidad eran USD 293:000.000; hay una diferen- 
cia. En el año 2005, se dice que eran USD 241:000.000 
pero fueron USD 193:000.000. En el año 2010, se expresa 
que eran USD 557:000.000 pero fueron USD 544:000.000; 
en este caso los números están más o menos aproximados. 
En el año 2012, se señala que fueron USD 766:000.000, 
pero en realidad fueron USD 792:000.000; es una diferen- 
cia importante. 


Esto tiene que ver con lo que decíamos. Hablemos en 
serio, presentemos cifras serias. Si no lo hacemos, va- 
mos mal, 


Seguimos desacreditando el índice de paz global. Sin 
embargo, es absolutamente relevante porque a partir de 
esos indicadores, las empresas y los Gobiernos orientan 
sus inversiones; es una referencia para ellos. Estar bien 
ubicado en ese ranking es relevante. Parecería que el se- 
nador interpelante está ocupado en demostrar que estamos 
cada vez peor. El senador interpelante sigue manejando 
las cifras a su antojo y se pelea con la realidad; cree que la 
construye con palabras. Si esas palabras no responden a la 
realidad no construyen nada; solo construyen galimatías. 


Ha quedado claro que desde el punto de vista metodoló- 
gico el manejo que el señor interpelante hace de las cifras, 
por lo menos, es poco prudente. Dijo que en Montevideo 
había una tasa de homicidios que no era tal y que somos el 
país con mayor cantidad de policías del mundo. Confunde 
indicadores con índices; una cosa son los indicadores y 
otra son los índices. Estos últimos se construyen a partir 
de un conjunto de dimensiones para poder comparar. Por 
ejemplo, el índice de desarrollo humano se compone de 
tres dimensiones que a su vez se descomponen en otras. El 
senador se preocupa y quiere cuestionar lo que la revista 
The Economist respalda. Del conjunto de dimensiones que 
contiene este índice, el senador critica algunos. Por ejem- 
plo, como en el caso uruguayo no existe conflicto armado, 
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no vale, pero Argentina, Brasil y los países del Mercosur, 
tampoco lo tienen. Según el índice global, a igual valor en 
ausencia de conflictos de ese tipo, establece diferencias en 
otros aspectos. Eso es lo que nosotros destacamos; no des- 
tacamos lo que no tenemos porque eso no lo tiene ninguno 
de los países con los que nos comparamos. 


Entonces, la disquisición que se hizo es absolutamente 
equivocada y eso es lo que el senador interpelante tiene 
que entender. 


Desde el punto de vista metodológico ha quedado cla- 
ro que el señor senador maneja las cifras a su antojo y no 
solo se pelea con los datos del ministerio, sino que lo hace 
también con The Economist. 


Los hurtos, en 2015, alcanzaron la cifra de 108.429. 
Frente a esto, el señor senador dice: «Es un disparate». 
Pero, insisto, nosotros nos manejamos con los procesos 
porque las cifras valen en el marco de un proceso. 


En 1998, la cifra de hurtos se ubicó en 49.102 y, en 
2004 —es decir, hace once años si tomamos en cuenta la 
fecha de comparación—, en 98.409. Entonces, cuando uno 
habla de 108.000 en 2015, con once años de proceso, tiene 
otra dimensión. Sin embargo, el señor senador no hace eso 
y lo compara con una situación que no se sabe cuál es. Ahí 
no sé quién entra; quizá lo haga Céline y no Vargas Llosa 
ni García Márquez. Ese es el tema central en materia de 
cifras. 


Quiero referir a algunas cosas puntuales. Cuando se 
dice que el nivel de aclaración de homicidios es de 60 %, 
se hace una comparación que normalmente realizan los 
que escriben literatura: no toman la globalidad sino un 
caso al que le pintan todo el dramatismo que pueda exis- 
tir para rebatir la cifra. Así, podrían manejar un montón 
de ejemplos. Pero, señor presidente: ¿sabe que puedo ha- 
cer exactamente lo mismo con las cifras del FBI, que no 
aclaró el 36 % de los homicidios? Nosotros no aclaramos 
el 40 %. Ahora bien, dentro de este porcentaje se pueden 
elegir casos dramáticos, como se lo puede hacer con res- 
pecto al 36 % que maneja el FBI y decir: «¡Qué desastre! 
¡Solamente aclara el 64 %! ¿Y el resto?». Y a partir de allí 
comenzar a enumerar quiénes, cómo y en qué situaciones 
se dieron esos homicidios para expresar: «¡Qué desastre 
el FBI». 


Por otra parte, el señor senador nos comparó a nivel in- 
ternacional y dijo que el nivel de aclaración es bajo. ¿Qué 
vamos a hacer? ¿Acaso nos tenemos que comparar con 
los países de la región a quienes duplicamos en el nivel 
de aclaración? ¿Y si nos comparamos con los países de la 
región a los que duplicamos en el nivel de aclaración? Sé 
cómo sigue la película, porque van a decir: «¡Se comparan 
con los peores! ¿Por qué no se comparan con los mejo- 
res?». Nos comparamos con los mejores: Estados Unidos e 
Inglaterra. Estados Unidos está detrás de Inglaterra. 
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Concretamente, en la página oficial del FBI se dice que 
aclara el 64,5 % de los homicidios, mientras que nosotros 
aclaramos el 60 %. Un país de América Latina aclara el 
60 %. ¡Comparen —cosa que podemos hacer— con los 
vecinos y verán que los duplicamos en el mejor e incluso 
en el peor de los casos! 


Entonces, si se va a hacer el relato del miedo, tengamos 
presente que el mismo no refiere al miedo a un homicidio 
sino al miedo que surge del relato de una situación a la 
que se la compara con los vecinos y se dice que somos los 
peores. Ese es el relato del miedo y no es cierto. 


¡Quiere que nos enfrentemos! Saca excusas o argumen- 
tos de dentro de la fuerza política Frente Amplio para que 
tengamos una discusión. Pero ¿sabe una cosa señor presi- 
dente? Algo de razón tiene en cuanto a que tuvimos una 
diferencia pero no a este nivel; era una diferencia sobre si 
crecían o no los delitos de menores. Esa era la diferencia. 
Insisto: esa fue la diferencia que hubo, pero su alcance fue 
perfectamente aclarado por el señor senador Paternain, 
porque en la fundamentación no se la relacionó con ese 
tema sino con otro. Lo mismo podemos decir en cuanto a 
la expresión de que «el ministro está mal asesorado», cosa 
que ya me había planteado el señor senador interpelante 
en comisión. En esa ocasión le manifesté que el único que 
me asesora en los números es el director del observatorio. 
Si él dice que estoy mal asesorado, supongo que se estará 
haciendo la autocrítica, porque es el único que me ase- 
sora. Entonces, no le den más vueltas a este tema. Creo 
que está trabajando bien. Es cierto que nosotros hicimos 
un convenio con la Universidad de Cambridge para que 
se prepare y llegue a ser doctor en Criminología. Es más, 
hemos calculado cuántos años más tendría que seguir tra- 
bajando en el Ministerio del Interior —aunque cambien 
las autoridades de esta cartera o incluso el partido de go- 
bierno— para que pueda seguir aportando lo que aprendió 
en Cambridge. En tal sentido es que hemos celebrado un 
convenio con el director del observatorio. ¿Acaso eso está 
mal? No; está bien. 


A continuación, me quiero referir a los helicópteros. 
Sobre este tema hablamos en 2010 en ocasión del discur- 
so de asunción como ministro en la Escuela Nacional de 
Policía y dijimos que era un objetivo; sin embargo, nunca 
incluyó este tema en la ley de presupuesto. Luego, se re- 
tomó el asunto en este período y los helicópteros llegaron 
en mayo de 2016. Esto tenía que ver con otro tipo de dis- 
cusiones porque estábamos convencidos de que debíamos 
contar con ellos. 


En 2010 teníamos dos aviones y se los dimos a la Fuer- 
za Aérea porque, para quedarnos con ellos, debíamos crear 
una unidad y lograr acuerdo, no solo dentro del ministerio, 
sino también dentro del Consejo de Ministros. Entonces, 
hasta que no se creara una unidad aérea no podíamos in- 
gresar aviones o helicópteros en esa unidad. Por lo tanto, 
consideramos que la crítica que se hace no es seria. 
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Se ha dicho también que el ministro echa la culpa de 
los homicidios a las víctimas. También es una apreciación 
equivocada; nunca dije eso. Lo que sí muchas veces he di- 
cho —no solo ahora— es que no es conveniente enfrentarse 
con personas armadas. Lo he dicho de todas las maneras. 
Ante el enfrentamiento armado de la víctima armada y el 
delincuente, siempre he dicho que quien tiene desprecio 
por la vida no es la víctima, sino el delincuente. Es más, si 
ambos se apuntan, tira primero el delincuente porque per- 
dió el respeto por la vida. Más de una vez conté la anécdo- 
ta de un compañero, un amigo que tenía un supermercado 
y fueron a robarle. Él estaba afuera, entró, vio el robo, fue 
a su caja donde tenía un arma, la sacó y se arrimó a la caja 
de la señora. La señora le dice: «Dejá; es plata. Es plata, 
nomás. Dejalo». Él no lo dejó y le apuntó. Cuando fue a ti- 
rar le avisó y le tiró a las piernas. El delincuente se cayó, se 
dio vuelta, le pegó un tiro en la cabeza y lo mató. Después 
mató a un guardia de seguridad. Y la señora me decía: «Le 
dije: “Esto es plata. Dejalo”». Luego me dijo: «Pero si vas 
a tirar, tirá bien». Entonces, cuando me preguntan si yo me 
animo a decirle a la gente que no se arme, respondo que 
no; yo no me animo. Si alguien tiene esa necesidad, sabe 
usar un arma —y saber usarla no es tirar al blanco— y la 
tiene que usar, no voy a decirle que no la use. Tampoco me 
animo a decirle a quien nunca vio un arma que, debido a 
que existe temor, se arme para enfrentar a un delincuente, 
porque el que va a terminar mal es él. Yo nunca les eché 
la culpa a las víctimas. ¡Lean bien las declaraciones! ¡No 
lean la síntesis que hace la prensa! 


Sobre la delincuencia en las tribunas, estoy en la mis- 
ma: para enfrentar hay que enfrentar bien. 


El otro día el director de la Policía nacional —acá pre- 
sente—, conversando sobre el tema del baño de la Ámster- 
dam, comentaba qué pasaba con la Policía que estaba al 
lado, si la persona está armada, porque la policía se retira 
o empieza a los tiros. Si empieza a los tiros, se arma un 
tiroteo. ¡¿Es razonable y responsable, desde el punto de 
vista de la seguridad, que la policía desencadene un tiro- 
teo en la Ámsterdam?! ¡Es una irresponsabilidad, y pedir 
que la policía lo haga es otra irresponsabilidad! 


Ayer nos reunimos con la intergremial del deporte, 
con la presencia del presidente de la AUF, y alguien nos 
contaba lo que habían visto de la experiencia europea. En 
Europa hay policías dentro del estadio, pero en la cancha 
mirando a la tribuna. ¡No hay un solo policía en la tribuna! 
Y nos mandaron estudiar a Europa. Nos decían: «¡Vayan 
a Europa! A los hooligans los sacaron en tres patadas». 
Nosotros hemos hablado con los europeos —con ingleses y 
españoles— y nuevamente recuerdo lo de Nueva York: no 
los sacaron en tres patadas. 


En primer lugar, en Europa la seguridad es responsa- 
bilidad de quien organiza el espectáculo. Yo sé que dicen 
que eso es después que la policía sacó a todos. Eso es 
mentira. Sacó a todos a partir de que se estableció que la 
responsabilidad es de quien organiza. Entonces, nosotros 
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no estamos para tolerarlos. Estamos para combatirlos bien 
y para combatirlos bien hay que tener los instrumentos 
correctos, y el único instrumento correcto es la cámara. 
Aplicar a rajatabla lo que nosotros decimos en cuanto a 
que la responsabilidad es del que organiza —y que por lo 
tanto tiene el derecho de admisión-, si lo llevamos al ex- 
tremo, también es irresponsable. El dirigente no puede pa- 
rarse en la puerta a decir quién entra y quién no, porque, 
como ellos dicen, tienen familia; no podemos pedirles eso. 
Lo que se les puede pedir es un instrumento que les per- 
mita manejar la cosa con objetividad, sin que haya alguien 
que resuelva. Debe haber un sistema que resuelva, y son 
las cámaras. Entonces, no sé cómo calificar esto de que 
se diga que el ministro tolera a los delincuentes, ya que 
después el senador interpelante se enoja porque hablo del 
relato del miedo. Él pone intenciones detrás de mis pala- 
bras —no las pone en mi boca; se ve que está dentro de mi 
cerebro y sabe mi intención— y dice que mi intención es 
tolerar a los delincuentes, lo cual es una irresponsabilidad 
mayúscula. Esto no es asi; hay que combatirlos bien. Y no 
hay que estar haciendo declaraciones rimbombantes que 
no conducen a nada. 


Voy a hacer una digresión. He pedido al subsecreta- 
rio que responda lo relacionado al deporte —aunque des- 
pués digan que el ministro no respondió—, porque es el 
encargado de este tema, por lo que corresponda que sea 
así. Dentro del capítulo del deporte, el señor senador pone 
palabras en mi boca o intenciones y dice que yo defiendo 
que mi señora se vincule con barrabravas. Él lee mis de- 
claraciones y les da la interpretación que quiere. Yo no 
dije «barrabravas», dije «hinchas de Peñarol». Él asumió 
que todos los hinchas de Peñarol son barrabravas. Hizo 
esa traducción. Yo lo que dije fue que no me parecía nada 
mal el vínculo con hinchas de Peñarol. Yo soy hincha de 
Wanderers y bolso positivo no vinculado a Peñarol; entre 
los dos prefiero a Nacional y no a Peñarol. Entonces, si 
alguien es hincha de Peñarol, que vaya a verlo, pero eso no 
significa defender a los barrabravas. 


Discúlpeme subsecretario que estoy metiéndome en 
su tema, pero debo decir que hemos hablado con los dos 
clubes grandes y con otros clubes sobre la relación entre el 
narcotráfico, el crimen organizado y el fútbol, y les hemos 
planteado claramente que si toleraban la presencia de los 
hinchas iban a meterse en un problema del que les iba a 
resultar muy difícil salir. No lo dijimos ahora, lo dijimos 
en el 2010; y, bueno, ahí tienen el problema. Hemos tenido 
respuestas dispares de los dos clubes, pero aun el que nos 
dio la mejor respuesta tiene un problema, porque una cosa 
es lo que pueda intentar el club y otra es lo que puedan 
intentar delincuentes que tratan de organizarse dentro de 
las hinchadas para generar un sentido de pertenencia fut- 
bolístico y utilizarlo hacia el delito organizado, y ese es 
el problema que tiene el fútbol. Y lo asumimos así o no 
lo solucionamos. El que quiera solucionarlo solo como un 
problema del fútbol, no lo soluciona. Entonces, lo que de- 
cimos es que, con las cámaras, estamos dispuestos a meter 
en la base de datos a los que nosotros tenemos identifica- 
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dos como que están utilizando el fútbol para otra cosa. A 
esos la policía les impediría el acceso al estadio, pero hay 
que darles condiciones para que lo pueda hacer, porque sin 
condiciones no se puede hacer. 


Otra vez el arte de birlibirloque y el abracadabra, ¡es 
bárbaro! Yo no dije «Jorgito es malo», sino que dije que 
me llamaba la atención que se lo considerara malo cuando 
integra la lista de los dos partidos. Yo no dije que era del 
Partido Nacional o del Partido Colorado; yo dije que inte- 
gra una lista del Partido Nacional y una lista del Partido 
Colorado, lo que es distinto. Ahora no sé si las integra, 
pero las integró. Yo no dije que fuera malo; lo que dije fue 
que si pasa eso supongo que estará habilitado para hablar 
con una diputada. Después me hicieron decir que cuando 
estaba en la lista del Partido Nacional y del Partido Colo- 
rado era malo, pero cuando habla de fútbol es bueno. Yo 
no dije nada de eso; lo que dije fue que si estaba en la lista 
podía estar habilitado para hablar con hinchas de fútbol. 
No me hagan decir cosas que no dije. 


Con respecto a la corrupción y a la frase del señor se- 
nador Paternain, nosotros decimos —sobre todo lo decía a 
cada rato el inspector Guarteche— que el narcotráfico se 
abre camino en toda sociedad deslizándose sobre la co- 
rrupción; cuanto más corrupción, más se asienta el narco- 
tráfico. Entonces, coincido absolutamente con lo que dijo 
el señor senador Paternain. 


También citaron la entrevista con Julio Ríos en la que 
dije: «En Uruguay el nivel de corrupción es mucho más 
bajo que en los otros países y la corrupción política toda- 
vía es más baja que en los otros países. Por lo tanto, es di- 
fícil que el narcotráfico se deslice sobre la corrupción po- 
lítica». Además lo dije en cuanto lado pude: la corrupción 
es muchísimo más baja y la corrupción política también 
es muchísimo más baja. En consecuencia, el narcotráfico 
tiene dificultades para seguir metiéndose en nuestro país 
y no se pudo insertar. En Uruguay no pudieron insertarse 
los grandes carteles del narcotráfico; sí ha habido presen- 
cia, pero no hubo permanencia. 


Por otra parte, al director de la Policía nacional, el se- 
ñor Mario Layera, se le atribuye la siguiente frase: «Lo 
que existe es un proceso de feudalización». Pero, en tér- 
minos relativos, hace poco tiempo que está en el cargo. 
El término «feudalización» lo estamos usando desde el 
año 2010 y el que lo utilizaba de manera repetida era el 
exdirector de la Policía nacional, señor Julio Guarteche. 
Yo mismo empiezo a usarlo en el 2010, cuando asumí el 
ministerio y los periodistas me decían que el Marconi era 
una favela. Yo decía: «El Marconi no es una favela; hay 
un proceso de feudalización en marcha». Nosotros lo te- 
nemos asumido y así lo manejamos todos en el ministerio. 
Repito: el término no es nuevo y el que lo acuñó dentro del 
ministerio fue Julio Guarteche. 


En cuanto a que se pretende tener al INR como servicio 
descentralizado en el 2021, hoy tuve un intercambio con 
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un senador del Partido Nacional. Me decía que no hubo 
acuerdo y yo le decía que sí, y voy a decir por qué entien- 
do que lo hubo. En primera instancia el Partido Nacional 
no acordaba esto, pero cuando se estableció como plazo 
para que el INR pasara a ser un servicio descentralizado 
separado del Ministerio del Interior el año 2021, el senador 
Heber fue el que dijo: «Ah, por ese camino vamos. Eso sí 
lo admitimos». Y así se acordó. Por eso, el año 2021 no es 
mi fecha sino de la comisión multipartidaria. Lo que noso- 
tros dijimos fue que para llegar a esa fecha teníamos que 
tratar de ir descentralizándolo desde ahora. Acá hay otros 
senadores que estaban en esa comisión y saben que esto se 
acordó así, pero la fecha 2021 sale de la comisión. Si fuera 
por mí lo haríamos mucho antes. 


SEÑOR GARCÍA (Javier).- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR GARCÍA (Javier).- Gracias, señor presidente. 


El ministro está confundido por segunda vez. Lo que 
se acordó en la Mesa por seguridad fue la creación de un 
instituto descentralizado. No se acordó la dependencia del 
Ministerio de Educación y Cultura, y no se acordó porque 
no estuvo de acuerdo el Partido Nacional, en boca del pre- 
sidente del directorio, de quien habla, del senador Besozzi 
—que está ejerciendo la presidencia— y de otro integrante 
de esa Mesa. Sí se acordó la creación de un instituto des- 
centralizado. Eso fue por unanimidad desde el minuto en 
que se empezó a analizar el tema. Así que no insista, señor 
ministro, porque está equivocado. Ya se equivocó muchas 
veces en la mañana de hoy como para que insista en este 
asunto que, por otra parte, tiene más o menos quince tes- 
tigos. Repito: se acordó la creación del instituto descen- 
tralizado, no su dependencia del Ministerio de Educación 
y Cultura. Es más; el Partido Nacional propuso que la de- 
pendencia fuera del Ministerio del Interior. 


Muchas gracias. 


SENOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Puede 
continuar con el uso de la palabra el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Antes de seguir voy a recordar 
que el senador se retiraba a veces de las reuniones. 


SEÑOR GARCÍA (Javier).- ¿Cómo? 


SENOR MINISTRO.- Usted se retiraba de las reunio- 
nes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Por fa- 
vor, no dialoguen. 


CÁMARA DE SENADORES 


557-C.S. 


SEÑOR MINISTRO.- Es cierto que el Partido Nacio- 
nal llevó esa posición, pero también es cierto que final- 
mente se acordó lo que acabo de informar. Hay otros se- 
nadores presentes que estaban y saben que eso fue así. Se 
acordó con ese marco de referencia en la medida en que 
iba a ser para el 2021; si hubiera sido para antes de esa 
fecha no hubiera acordado así. No voy a insistir porque el 
senador me va a refutar. 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Puede 
interrumpir la señora senadora Payssé. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Gracias, señor presidente. 


Quiero corroborar lo que está diciendo el señor minis- 
tro, porque la iniciativa puesta sobre la mesa y compartida 
por el Frente Amplio fue introducida por el Partido Co- 
lorado en la persona de su secretario general, el señor re- 
presentante Germán Cardoso, quien planteó la propuesta 
de descentralización del INR y lo compartimos. Cuando 
empezamos a ahondar en cómo podía llevarse a cabo, el 
Partido Colorado presentó un proyecto y había diferencias 
en cuanto a qué ministerio debería referirse. Todos los que 
estábamos allí estábamos de acuerdo con que debía ser 
el Ministerio de Educación y Cultura, pero me acuerdo 
que el Partido Nacional pidió una semana y luego siguió 
insistiendo con sus dudas sobre eso. En ese intercambio 
recordamos que previamente el sistema carcelario había 
dependido del Ministerio de Instrucción Pública —no del 
Ministerio de Educación y Cultura, porque así se llamaba 
en su momento— hasta que en la Dictadura se modificó esa 
situación. 


Lo que acordamos en el intercambio fue que teníamos 
la voluntad expresa de generar la descentralización. Re- 
cordemos que hubo una primera unificación de la Direc- 
ción Nacional de Cárceles en lo que hoy es el INR, que no 
era una dirección nacional, sino casi metropolitana. La se- 
gunda etapa, que también fue planteada por nosotros, era 
la de generar esa institucionalidad. Allí también se planteó 
—y nadie dijo que no era el camino a seguir— que, según los 
plazos previstos por el ministerio, a partir del año 2021 la 
descentralización se podría hacer efectiva, y no hubo nin- 
guna opinión en contra. El acuerdo, a mi entender —y creo 
que de los que estábamos ahí—, era que íbamos a trabajar 
a nivel parlamentario con esa lógica. Estuve en ese lugar 
y esta es mi interpretación; hay actas —habría que buscar- 
las— que corroboran lo que dijo el señor ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Puede 
continuar el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Gracias, señor presidente. 


558-C.S. 


Ahí informamos —y lo hemos hecho por todos lados— 
que en el año 2015 las cárceles tenían que estar en el Mi- 
nisterio del Interior. La última cárcel que pasó al Ministe- 
rio del Interior, estando en la jefatura departamental, fue 
la de Florida. A partir de ahí las cárceles están en el Mi- 
nisterio del Interior. Eso fue lo que dije muchas veces. El 
señor interpelante pone en mi boca la palabra «saneadas», 
pero yo dije que las cárceles van a estar en el Ministerio 
del Interior. En cuanto al término «saneadas», es cierto 
que hay unas cuantas cárceles que están muy saneadas 
y otras no porque hay diferencias dentro de los módulos. 
Puedo ir más lejos; hace poco participé en una reunión 
convocada por la Organización de las Naciones Unidas, 
y en esa reunión me dijeron que ellos apostaron —desde 
el 2010 e incluso desde antes— a dos países para hacer un 
proceso de evolución y de transformación de las cárceles, 
y uno de ellos era Uruguay. Hoy pueden decir que el úni- 
co país que respondió fue Uruguay, porque el otro país 
al que apostaron no pudo hacer la transformación que se 
le pedía. 


Así que tenemos problemas en las cárceles —como los 
hay, en varios aspectos, en el Ministerio del Interior—, 
pero estamos satisfechos con el avance que se ha logrado 
mediante el proceso. Vuelvo a decir lo que siempre señalo: 
un proceso es algo que no terminó. Si uno mira determi- 
nados aspectos de ese proceso, puede decir que estamos 
bárbaro; si mira otros aspectos, puede decir que estamos 
cambiando; y si mira otros, puede decir que estamos igual 
que antes. Cualquiera de estas instancias, tomada aisla- 
damente, no representa el proceso. El proceso tiene todo 
eso. Hoy lo más destacable son los avances, pero segui- 
mos teniendo problemas. Tenemos problemas y hay una 
diferencia de enfoque con el comisionado parlamentario 
—no me refiero al actual ni al anterior—, que nos llama la 
atención sobre las cosas que tenemos en el debe. Nosotros 
le agradecemos que nos llame la atención, pero a veces, 
cuando lo expresa, a nosotros nos dice que avanzamos en 
esto, esto y esto, pero que esto otro está en el debe. Sin 
embargo, cuando lo expresa en otro ámbito, pone el acento 
en el debe. No tenemos problemas porque lo vimos, solo 
intercambiamos ideas con el comisionado parlamentario y 
nos ha hecho sugerencias; algunas las tomamos, otras no 
porque entendemos que no corresponden o que no son via- 
bles. Pero —eitero— lo escuchamos, intercambiamos ideas 
y no estamos cerrados a los aportes que nos pueda hacer. 


Con respecto a lo que el señor miembro interpelante 
manifestó en su segunda intervención, nos parece poco 
seria la fundamentación y destacamos las afirmaciones 
que hemos hecho, que están estudiadas y confirmadas. 
Tenemos un enfoque diferente en todas las cosas —por su- 
puesto—, pero particularmente en cuanto a que el senador 
interpelante quiso demostrar que en el 2015 aumentó el 
número de delitos. Nosotros ya habíamos dado esa infor- 
mación en marzo o abril de este año, cuando menciona- 
mos las cifras del año pasado, o sea que no necesitamos 
una interpelación para decir que en 2015 se incrementó el 
número de delitos. 
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Con relación a nuestro enfoque de interpelación, cuan- 
do decimos «al momento actual», estamos hablando de la 
evolución de los delitos en 2016, aunque no haya termina- 
do el año. En lo que respecta a la evolución, las cifras que 
presentamos ahí son del 12, pero a esta altura, al 19 de 
octubre, son mejores. 


Entonces, se podrá decir que nuestra visión es aven- 
turada, pero de acá a fin de año no hay lugar para que las 
rapiñas crezcan tanto como para revertir una situación de 
baja. Lo mismo pensamos con respecto a los homicidios, 
pero como estos son muchísimos menos, ciertos números 
pueden modificar la tendencia. En cuanto a las rapiñas, 
nos parece que no y reafirmamos que el proceso de baja va 
a ser consistente. Podemos equivocarnos, pero se nos lla- 
mó para que demos nuestra opinión y demos a conocer los 
datos objetivos, aunque no los consideren así; «estamos en 
el horno» si se considera que los datos proporcionados no 
son objetivos, porque sobre la base de esos datos damos 
nuestra opinión. Esta puede ser discutible, pero no tene- 
mos más que esperar dos meses y cuatro días para ver si 
esos datos son o no correctos. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SENOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Puede 
interrumpir el señor senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor presidente: han trans- 
currido ocho horas de interpelación y hemos escuchado al 
miembro interpelante y al señor ministro. Como tenemos 
entendido que se va pedir un cuarto intermedio, quere- 
mos alertar al Cuerpo y a todos los senadores que los in- 
tegrantes de algunos partidos todavía no hemos hablado 
sobre este tema y también tenemos el legítimo derecho de 
fijar nuestra posición en un tema de estas características 
y de esta dimensión. Lo decimos en el marco del relacio- 
namiento político interinstitucional, que es —obviamente— 
donde tienen que canalizarse las distintas expresiones de 
los partidos. En tanto contamos con la presencia del señor 
ministro, confiamos en poder expresarle nuestra posición 
con relación a toda esta temática. 


(Ocupa la presidencia el señor Raúl Sendic). 


—Simplemente quería hacer ese agregado, señor pre- 
sidente. 


Agradecemos la interrupción que nos otorgó el señor 
ministro y esperamos que la sesión prosiga de acuerdo con 
lo que se paute. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede continuar el señor 
ministro. 
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SEÑOR MINISTRO.- Pediría que se diera la palabra al 
señor subsecretario. 


SEÑOR PRESIDENTE. Tiene la palabra el señor sub- 
secretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Señor presidente: quie- 
ro aclarar que prácticamente desde el 2010 y hasta el año 
pasado presidí la Comisión Honoraria de Prevención, Con- 
trol y Erradicación de la Violencia en el Deporte, que a 
partir de 2015 pasó a la órbita de la Secretaría Nacional del 
Deporte. Esta comisión tiene una integración amplia y ha 
trabajado en forma muy importante y muy intensa durante 
todos estos años. En mi opinión, ha logrado muy buenos 
resultados y nos hemos preocupado por documentar todo 
lo que ha hecho. En ese sentido, debemos decir que ha 
llegado a varios acuerdos con la Asociación Uruguaya de 
Fútbol y con la Federación Uruguaya de Basketball, que 
quedaron plasmados en una serie de documentos, pero a 
pesar de ello hoy día todavía se siguen diciendo cosas que 
no son ciertas. 


No es cierto que el Ministerio del Interior haya entre- 
gado entradas para las barras. Como ya expliqué en más 
de una oportunidad —porque hemos asistido varias veces 
a distintas comisiones parlamentarias para tratar estos te- 
mas—, dentro de las negociaciones que se hacían con la 
AUF y con los distintos cuadros —según los partidos—, en 
una oportunidad se llegó al acuerdo de permitir ingresar 
una bandera uruguaya gigante para desplegar en el parti- 
do Uruguay-Chile; esa fue la única oportunidad. Además, 
no se infringió ningún acuerdo porque la AUF no dio en- 
tradas, sino que nos pusimos de acuerdo para autorizar el 
despliegue de la bandera. 


En esa oportunidad también acordamos que los cua- 
dros de fútbol deberían tener un referente de seguridad 
que hiciera de nexo con el oficial encargado del operativo 
del partido y, además, que los días martes deberían coor- 
dinar los aspectos de seguridad para que los partidos de 
los fines de semana pudieran desarrollarse en condiciones 
adecuadas. Ese referente de seguridad podría tener gente 
que lo apoyara, y al cabo del tiempo llegamos a la con- 
clusión de que deberían tener una empresa de seguridad 
que respaldara esta acción. En el caso concreto del Club 
Nacional de Football, este tiene una empresa registrada en 
las oficinas del Ministerio del Interior que funciona con 
total normalidad. 


También debo decir —dentro de la larga lista de incum- 
plimientos que tiene el fútbol- que ocho años después, 
muchos cuadros aún no tienen referentes de seguridad. 


En ningún momento dijimos ni aceptamos que los ba- 
rrabravas fueran referentes de seguridad ni que integraran 
los equipos de seguridad. Lo que sí aclaramos a los cua- 
dros fue que cada uno debería elegir, para integrar esos 
equipos de seguridad, a personas que tuvieran respaldo 
del club, gente de bien, responsable. Recordamos en cada 
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oportunidad aquello de que cuando éramos jóvenes y se 
armaba algún lío en un partido, siempre había un veterano 
que decía: «Vamos a parar esto antes de que se arme lío», 
y en algunos casos eso ha funcionado bien. Se ha logrado 
sacar banderas ofensivas y evitar algunos cantos también 
ofensivos. El éxito no ha sido de un cien por ciento, pero 
no es cierto que hayamos dicho a los cuadros que contra- 
ten barrabravas para respaldar su seguridad. 


Tampoco es cierto que hayamos propiciado la entrega 
de entradas gratuitas a los barrabravas, lo que sí han hecho 
algunos dirigentes de los cuadros, incumpliendo lo acor- 
dado en los años 2009 y 2010. 


Llamamos a que este tema se trate en un clima de res- 
ponsabilidad porque le va mucho al fútbol la manera en 
que se solucione este problema. 


Gracias, señor presidente. 


SEÑOR MICHELINI.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SENOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor se- 
nador. 


SENOR MICHELINI.- Solicitamos un cuarto inter- 
medio de veinte minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar. 
(Se vota). 
—23 en 26. Afirmativa. 


El Senado pasa a cuarto intermedio por veinte mi- 
nutos. 


(Así se hace. Son las 18:03). 

(Vueltos a sala). 

—Habiendo número, continúa la sesión. 
(Son las 18:41). 


—Ya han intervenido tanto el miembro interpelante 
como el señor ministro, por lo que corresponde abrir la 
lista de oradores. 


Tiene la palabra el señor senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señor presidente: el tema de 
la seguridad es extremadamente complejo y en él inciden 
muchísimos aspectos, pero quiero comenzar con una apre- 
ciación que forma parte del pensamiento de nuestra colec- 
tividad política y es nuestro derecho trasladarla al plenario 
en el día de hoy. 
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Nosotros no creemos en el señor ministro del Interior. 
¡Esa es la verdad! No estamos hablando de Bonomi perso- 
na ni de Bonomi político; estamos hablando del ministro 
Bonomi en su función. Estamos convencidos de que el mi- 
nistro Bonomi es más parte del problema que de la solu- 
ción. Además —lo digo con toda franqueza-—, venir al Parla- 
mento, al Senado de la república cuando se es interpelado 
y jugar un papel de ofendido me parece que no está bien. 


El ministro comenzó su primera intervención en un 
estado de sensibilidad e hizo referencia a dos expresiones 
construidas de antemano, que trasladó al pleno: el relato 
del miedo y el hablar en serio. Me parece que es una equi- 
vocación hablar del relato del miedo cuando habría que 
hablar, simplemente, del miedo que tiene la gente, la so- 
ciedad, por la situación de inseguridad. ¿Acaso no hay que 
ponerse también del lado de las familias impactadas por 
la inseguridad? Tal como nos pasa a nosotros, ¿qué harían 
ustedes, como partido de la oposición, frente al tema de 
la inseguridad? ¿Qué acciones van a tomar? ¿Qué camino 
van a recorrer? 


Creo que cuando hay miedo se pierde la libertad; un 
ser humano que tiene miedo es alguien condicionado que 
pierde la libertad. Por lo tanto, me parece que fue una 
enorme equivocación del ministro hablar del relato del 
miedo e inmediatamente decir que habría que ponerse en 
el papel de las propias víctimas. Ahí sí, hay una suerte 
de utilización de ese relato del miedo, atribuyéndolo a la 
oposición, para intentar trasladarlo a la opinión pública y, 
con toda franqueza, eso no me parece bien. 


El ministro llegó a este Senado en ejercicio de una 
suerte de acting, una puesta en escena teatral, donde ter- 
minó diciendo: «Hay que hablar en serio»; lo titulaban así 
sus diapositivas a lo largo de su exposición y lo repitió 
en varias oportunidades. Y nosotros tenemos el legítimo 
derecho de decir: «No, ministro, no solamente hay que ha- 
blar en serio; hay que actuar en serio». Después de doce 
años de estar conduciendo al país su fuerza política, des- 
pués de seis años largos de ser Bonomi ministro del Inte- 
rior, me parece que no puede llegar acá a repetir lo que ha 
venido diciendo desde hace tiempo porque lo que relató al 
Parlamento no es más que lo que ha venido afirmando a lo 
largo de todos estos años. 


No estamos hablando —como se dijo acá— de la inefi- 
ciencia policial, creo que estamos hablando de la notoria 
imperfección de una política de seguridad y tenemos que 
mencionar la ineficiencia del ministro y de su equipo en la 
conducción de la seguridad pública. 


¿Qué se pretende con ese relato del miedo? ¿Negar el 
miedo que —legítimamente— nadie elige experimentar? 
¿En qué país está? ¡La gente no es víctima del relato del 
miedo; es víctima de la delincuencia que el ministerio no 
frena! Esta es la realidad. Ya hemos escuchado hablar de 
los indicadores y de las comparaciones que se pueden ha- 
cer con otros países, y creo que es dable y lógico estar 
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conteste con las afirmaciones del miembro interpelante. 
Sin embargo, hay algo que me parece innegable y es que 
estamos mal en materia de seguridad, no porque nos com- 
paremos con San Pablo, Fortaleza, Natal, Nicaragua o con 
el país que elijan; estamos mal porque Uruguay se tiene 
que comparar con Uruguay. El Uruguay de hoy se debe 
comparar con el de hace unos años; el Montevideo de hoy, 
con el de hace unos lustros o décadas. ¡Esa es la compa- 
ración real y contundente! Lo que emerge de manera in- 
equívoca es que la inseguridad ha crecido. Realmente, me 
generó sorpresa escuchar al señor ministro Bonomi hablar 
del FBI y ver que no se sonrojaba al hacer comparaciones 
y referencias a instituciones que tantas veces fueron criti- 
cadas por él y por su partido político. Percibo —se lo digo a 
usted, señor presidente— que la gente no tiene confianza en 
el ministro, El ministro no asegura la tranquilidad pública. 
Es de los ministros que más tiempo lleva en la cartera y, 
sin embargo, su accionar no arroja los resultados espera- 
dos y eso ha quedado demostrado. Recursos no le faltan, 
efectivos policiales tampoco. Se han desplegado muchísi- 
mas iniciativas y nombres de iniciativas, y por eso nuestro 
Partido Nacional sostiene —con franqueza— que el proble- 
ma es más grande que el señor ministro y que el señor mi- 
nistro no aporta a la solución del problema de la inseguri- 
dad pública en el país. Es claro que un cambio de ministro 
sin cambio de política puede no ser una solución completa, 
pero su permanencia es un obstáculo para los cambios. El 
ministro es una parte importante del problema. 


Estamos ante una emergencia en materia de segurl- 
dad pública y no se la reconoce. Verdaderamente, hay una 
suerte de negación reiterada, una visión indulgente con el 
delito. El presidente Vázquez solía repetir en campaña una 
frase que Tony Blair acuñara en 1993, cuando dijo que ha- 
bía que ser duros con el delito, pero más duros con la causa 
del delito; implacables con la causa del delito. Aquí no se 
ha sido duro con el delito ni con las causas del delito. Ten- 
go que expresarlo con toda franqueza: en muchos de los 
temas que componen el conjunto de medidas para buscar 
soluciones en materia de inseguridad pública predomina 
la ideología. Se pulsan conceptos claves, como la libertad, 
los derechos, la noción misma de límite y de autoridad; 
sin embargo, faltan límites y falta autoridad. Se confunde 
autoridad con autoritarismo, represión con opresión y creo 
que aquí hay un enorme problema porque no podemos caer 
en la trampa de pensar que o se reprime, o se rehabilita, 
cuando hay que hacer las dos cosas. No pueden faltar esos 
elementos. Hoy en el Uruguay hay una situación general 
que, de alguna manera, se refleja en una situación de im- 
punidad para sectores que están al margen de la ley y eso 
determina angustia, impotencia, desesperación y bronca 
en muchísima gente. Hay que entender y comprender eso, 
porque más allá de todos los nombres que se les ha puesto 
alos planes y más allá de las cuatro horas y veinte minutos 
que hemos escuchado al señor ministro del interior, hay 
una suerte de estado abandónico en muchas áreas de la 
seguridad pública. Se ha dejado que la ideología permeara 
la gestión. Como todos, he hablado con muchos agentes 
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policiales y hay una suerte de debilitamiento del instituto 
policial, lo que no se puede desconocer. 


Como se ha dicho aquí, cuando llegaron al Gobierno li- 
beraron presos y derogaron el Decreto n.* 690 de 1980 —el 
de detención en averiguaciones— porque se decía que era 
inconstitucional, y la Policía no podía ni pedir la cédula. 
Con la modificación de la Ley Orgánica Policial de 2008 
se podía pedir solo si se pensaba que la persona estaba 
requerida. Recién en el año 2015 con la ley de presupuesto 
=si no estoy mal informado-— se establece la obligación de 
exhibir la cédula cuando la autoridad pública lo requie- 
ra. Entonces, increíblemente, tenemos una Intendencia de 
Montevideo que anda cazando Uber, que realiza interro- 
gatorios. Preguntan adónde va, si se conoce al chofer o si 
existe alguna vinculación, pero resulta que muchas veces 
no se permitía que la policía pidiera la cédula. Esos son los 
mensajes errados que da el Estado, señor presidente. Yo 
rechazo terminantemente, porque me parece que ofende 
el sentido común, la idea de que quienes estamos en otra 
posición poco menos que queremos medrar con el dolor 
de los uruguayos, poco menos que queremos sacar ventaja 
con el tema de la inseguridad. 


Anoté algunas expresiones del señor ministro y —con 
toda franqueza— las califico de infelices. El ministro no 
puede decir, suelto de cuerpo, poco menos que algunos 
andan con la calculadora electoral y que son portadores de 
un pesimismo militante. No, no hay un bando que quiere 
agudizar el problema de la inseguridad pública para ob- 
tener rédito político. No va por ese lado la solución de un 
tema que nos impacta a todos por encima de colores po- 
lítico-partidarios. Además, eso no se condice con los an- 
tecedentes. Hemos generado proyectos, hemos generado 
iniciativas. En su momento, propusimos transformar los 
cuarteles en cárceles y se nos calificó severamente. Des- 
pués el predio de Punta de Rieles de cuarenta y dos hectá- 
reas se transformó —que en principio no se quería destinar 
a ese objetivo— en la cárcel de Punta de Rieles. Ahora se 
están desarrollando obras para ampliar su capacidad loca- 
tiva. Incluso, se dice que la cárcel de Punta de Rieles es 
un modelo que está muy bien. En su momento propusimos 
la utilización de militares en la función de policía para 
procurar crear una guardia nacional. En ese momento se 
nos dijo poco menos que éramos golpistas y por eso hablé 
de prejuicios ideológicos. Después, a raíz de eso se logró 
transformar la Guardia Republicana y que tuviera juris- 
dicción nacional y recientemente se aceptó que fuerzas 
militares cumplan funciones de policía en la frontera para 
el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Incluso, 
el propio ministro se mostró proclive a utilizar militares 
para custodia de sedes diplomáticas; lo acaba de aceptar 
como iniciativa. Pero no se pudo. Con estas propuestas, 
además, lográbamos liberar más efectivos policiales para 
que pudieran engrosar las filas de funcionarios en el com- 
bate contra la delincuencia. Sin embargo, eso tampoco 
servía. 


Por lo tanto, nosotros hemos presentado propuestas. 
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(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—En marzo de este año anunciamos la presentación de 
un conjunto de iniciativas legislativas para el combate de 
la delincuencia y rápidamente el señor presidente terminó 
aceptando y formalizando la iniciativa de diálogo formu- 
lada por el señor senador Mieres. A esa instancia concu- 
rrimos y todos los partidos políticos procuramos colabo- 
rar. Defendimos el instrumento del diálogo más allá de las 
posiciones de cuánto servía o cuánto se obtenía. Pero lo 
cierto es que, lamentablemente, los resultados no fueron 
en directa proporción con las expectativas que teníamos 
y no se alcanzaron todas aquellas cosas que habrían sido 
importantes para enfrentar el tema de la inseguridad. 


Somos conscientes de que el instrumento del diálogo 
podría haber dado más resultados que los exiguos que se 
alcanzaron. Nuevamente se desperdició una oportunidad 
en esa línea. A mi juicio —y tengo que expresarlo—, en al- 
gunos temas el Gobierno terminó eligiendo la paz interna, 
la tranquilidad dentro de la fuerza política y el manteni- 
miento de las mayorías, en lugar de tratar de obtener un 
blindaje político para el tema de la seguridad. 


Por supuesto, tenemos que reconocer que este es un 
problema multidimensional; no podemos tener una visión 
dicotómica al respecto. No somos de los que piensan que 
el tema de la seguridad se arregla a los palos, como dijo 
alguien; no estamos alineados en una posición de esas ca- 
racterísticas, porque seguramente en este tema convergen 
muchos factores vinculados a políticas sociales, educati- 
vas y de familia, para poder neutralizar los impactos de 
una sociedad cuyas manifestaciones son cada vez más 
violentas y difíciles de controlar. Esto es real, pero no han 
solucionado el problema en doce años. Han tenido tiempo 
y recursos para procurar que las políticas sociales, edu- 
cativas y de seguridad pública se alineen en el combate 
a este problema, con el fin de obtener mejores resultados, 
resguardando preceptos constitucionales que entendemos 
son fundamentales a la hora de la defensa de valores esen- 
ciales de la sociedad uruguaya. 


Está claro que necesitamos una mejor respuesta po- 
licial, una mejor legislación, una mejor respuesta en el 
ámbito del Poder Judicial, un mejor sistema penitenciario, 
contención social. Aquí se habló de las cárceles, pero ¡por 
favor! Hoy el sistema carcelario, con más de 10.500 pre- 
sos, es una vergiienza. Y no estamos hablando solamente 
del módulo 8 del Compén. Hay una situación de extrema 
gravedad, de inusitada violación de los derechos humanos, 
que tiene como consecuencia la violación de los derechos 
humanos del resto de la población, porque muchas veces 
la gente que está presa está más libre que la que está libre, 
que paradojalmente está presa, enrejada. Y casualmente 
es la gente de menos recursos económicos. 


SEÑOR CARBALLO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


562-C.S. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Tengo poco tiempo, pero 
con mucho gusto se la concedo. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Carballo. 


SEÑOR CARBALLO.- Señora presidenta: hemos es- 
cuchado hablar sobre la propuesta que desde hace algún 
tiempo viene planteando el señor senador Larrañaga —que 
ha vuelto a mencionar ahora en su intervención—, que 
apunta a conformar una guardia nacional y destinar perso- 
nal militar para que cumpla funciones dentro de la Policía. 
En este sentido quiero recordar las expresiones del propio 
comandante en jefe del Ejército, Manini Ríos, quien en 
aquella reunión que se hizo en la Torre Ejecutiva planteó 
con mucha claridad que entendía que una función no era 
compatible con la otra. Todos sabemos de la idoneidad y 
del conocimiento que tiene el general Manini Ríos en re- 
lación con los temas de las Fuerzas Armadas y me parece 
importante mencionar que afirmó que no son compatibles. 
Y, obviamente, el tema de la Guardia Republicana se plan- 
teó en el año 2013, con ese carácter nacional que, en gran 
medida, apunta a lo que ha venido planteando el Partido 
Nacional en materia de patrullajes y trabajo antimotines. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA. Señora presidenta: el co- 
mandante en jefe de las Fuerzas Armadas es el presidente 
de la república. Que no se venga a hablar aquí de las Fuer- 
zas Armadas, porque las han puesto a barrer las calles y 
a atender situaciones de emergencia como tornados. En 
su momento, luego del tornado en Dolores, las Fuerzas 
Armadas fueron las encargadas de la custodia de la segu- 
ridad pública por varias horas. Las Fuerzas Armadas cum- 
plen funciones de policía en la franja costera, en la Policía 
aeroportuaria. Por lo tanto, uno puede respetar la posición 
del comandante en jefe del Ejército, pero el comandante 
en jefe de las Fuerzas Armadas es el presidente de la repú- 
blica. El sistema político debe hacer lo que corresponde en 
el marco de una democracia: se lo consulta, pero después 
se decide. 


Muchas veces el Gobierno ha asociado la delincuencia 
con la pobreza —aparentemente ahora no—, culpando siem- 
pre a la exclusión de los años noventa, al capitalismo y al 
modelo consumista. En su momento, el mismo ministro 
explicaba que había una ola delictiva por la compulsión 
consumista. Incluso, el ministerio publicó una guía en la 
que recomendaba a los liceales no usar ropa de marca ni 
exhibir los celulares. 


SEÑOR BESOZZI.- Señora presidenta: formulo mo- 
ción para que se prorrogue el tiempo de que dispone el 
señor senador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Se va a 
votar la moción formulada. 
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(Se vota). 
—27 en 28. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Muchas gracias por la ex- 
tensión del tiempo. 


Es la misma lógica del «No te resistas» del ministro, 
o de «En algo raro andará» del propio subsecretario Váz- 
quez. Siempre hay un culpable: el sistema capitalista, los 
noventa o las propias víctimas; cualquiera menos el Go- 
bierno. No hemos escuchado acá asumir una cuota parte 
de responsabilidad por parte del Gobierno. El señor mi- 
nistro no ha aceptado la situación que golpea al país hoy. 
¡Resulta que todo lo que ha dicho el miembro interpelante 
está mal! ¡Lo que sostiene la oposición está mal! Me pare- 
ce que ese no es el camino. 


Sé perfectamente que se necesitan políticas sociales 
integrales para atacar las causas sociales del delito. No me 
siento ajeno a ello, y estoy de acuerdo con esas políticas. 
También, de arranque, en 2005, se dijo que iba a haber ru- 
tas de salida y que a los dos años la gente que recibía apo- 
yo iba a tenerlas. Sin embargo, no se han construido; más 
bien es una noria interminable. Hay una agenda del deli- 
to, un comportamiento imitativo; en algunos barrios da 
cierto estatus la pertenencia a determinados grupos. ¡Esto 
es real! Pero, reitero, no hay rutas de salida. No las hay 
porque, además, las políticas sociales están mal gestiona- 
das. Y lo peor de todo, señora presidenta, es la exclusión 
cultural, la exclusión de las oportunidades, la exclusión de 
la educación. 


Las pruebas PISA 2012 indicaron que los alumnos de 
entorno sociocultural muy desfavorable tuvieron un des- 
empeño en Matemáticas que ubica al 87,1 % de ellos en el 
nivel 1 y bajo 1. O sea que los muchachos que están por 
debajo del umbral de competencia son el 87 %. De diez, 
nueve no están aptos para el mundo del trabajo. ¡¿Qué nos 
espera?! ¡¿Qué sociedad vamos a tener?! ¿Qué nos pasa 
que no somos capaces de reaccionar? El Estado debe dar 
respuestas; el Estado tiene que ir al rescate y a la ocupa- 
ción de espacios para recuperar su función, para recupe- 
rar las escuelas, las plazas públicas. Y cuando hablo de 
Estado hablo de Estado nacional, hablo de Estado depar- 
tamental, hablo de organizaciones no gubernamentales, 
hablo del Estado y los particulares trabajando, hablo de 
las religiones, hablo del país entero, porque el problema 
es demasiado grave como para poder sacarlo adelante a 
través de un solo partido, de un solo sector de la sociedad. 
Eso es clave. 


Hemos visto que la policía dice que entra a todos la- 
dos; pero entra a los tiros y se va, mientras la gente queda. 
Lo hemos visto en el Cuarenta Semanas, en el Marconi. 
No existe la posibilidad de asegurar territorio, de asegurar 
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servicios. Hay bolsones de gente que queda rehén de la 
delincuencia, y eso es absolutamente inadmisible. 


Entonces, dudamos de las capacidades de gestión. Esto 
es real. No somos necios, pero tampoco puede aceptarse 
que el Gobierno incurra en caminos de necedad, porque 
seguramente eso no nos conduzca a buen puerto. 


Hay que reconocer que la política de lucha contra el 
narcotráfico, por ejemplo, tampoco viene dando los resul- 
tados esperados. Se han enviado mensajes equivocados: 
se han negado a combatir las bocas de pasta base porque 
dicen que lo que hay que atacar es el macrotráfico y no el 
narcomenudeo, o, como han señalado, que es un ingreso 
familiar. Y no, señores, ¡no pueden darle ese mensaje a la 
sociedad! Pero se ha dado. 


Me pareció bien que el ministro dijera hoy que no se 
puede vender droga: ni poco ni mucho; ¡nada! Pero la pa- 
labra no condice con el accionar. Ese tipo de mensajes son 
de cierta indulgencia, de tolerancia frente al delito, frente 
a un delito que afecta particularmente a los sectores de 
población más vulnerables. Y esto es tremendamente pre- 
ocupante. 


Creo que, desde el punto de vista político, el minis- 
tro tiene con su fuerza política las mismas ataduras que el 
propio presidente, quien queda preso de los propios secto- 
res del Gobierno. 


Cuando el señor senador Bordaberry promovió esta 
interpelación la acompañamos, porque creemos que ha 
llegado un punto límite: el ministro no tiene la confianza. 
Se nos dijo, poco menos, que estábamos recorriendo ca- 
minos de atajos institucionales. Ese es, realmente, el relato 
del miedo. Perdóneme, ministro, pero el relato del miedo 
es decir que la oposición está transitando por atajos insti- 
tucionales por pedir la interpelación, por anunciar que se 
va a plantear un pedido de censura. Lo que ha dicho hoy 
el ministro aquí es lo que ha venido diciendo. ¡No tiene 
nada, absolutamente nada nuevo en materia de seguridad! 
Y permitaseme reivindicar la función política, el instru- 
mento de la interpelación y el instrumento de la censura, 
luego de haber visto ese intento de tergiversar las cosas. 


Hace unos días leí en un artículo de El País de Madrid 
algo que me dejó pensando acerca de cómo los populismos 
e Internet terminaban matando la verdad. Ponían de ejem- 
plo las expresiones de Trump negando el nacimiento del 
presidente Obama en los Estados Unidos, o las expresio- 
nes del presidente Maduro afirmando que había una suerte 
de conspiración mundial en su contra. 


SEÑOR MICHELINL.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Tengo poco tiempo, señor 
senador. Se la doy en un segundo. 
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Esa suerte de verdad reproducida y aceptada en el de- 
bate público, con la que todo vale lo mismo, me parece 
también una cultura descalificante y falaz. Cualquier re- 
curso vale: vale hacer una conferencia hablando de los ata- 
jos institucionales; vale hablar del mecanismo de censura 
parlamentaria establecido en los artículos 147 y 148 de la 
Constitución, donde todos sabemos que el botón lo tiene 
el presidente de la república. Entonces, ¿qué dramatismo 
hay? Acá se acusó a la oposición de desestabilizar. ¡Eso es 
una engañifa, es terminar contribuyendo al relato del mie- 
do! Se nos cuestiona por querer censurar al señor ministro; 
poco menos que somos parte de un esquema internacional 
de rancia derecha, que pretende saltar sobre los Gobiernos 
electos popularmente. ¡No! Me parece que no se puede in- 
currir por un camino de agravio a fuerzas políticas demo- 
cráticas. Vamos a ser claros. Hay ejemplos contundentes. 


El exsenador Korzeniak, en 1994, en una interpelación 
al exministro Gianola, pedía la moción de censura y decía: 
«La moción de censura no supone expresar que el minis- 
tro, al hacer política como entendemos que hizo, haya vio- 
lado algún artículo de la Constitución. Lo que se pone en 
juego cuando se censura a un ministro es, como se sabe, la 
responsabilidad política». Y hay ejemplos claros. 


El mecanismo de censura viene desde la Constitución 
de 1934 y quedó finalmente plasmado en la reforma de 
1967, en los artículos 147 y 148. ¿Dónde estamos? ¿Siguen 
comiendo los panfletos del año 60? ¿Siguen con el retrovi- 
sor? ¿Creen que tienen el monopolio de la representación 
exclusiva de la sociedad uruguaya? ¿El resto de la oposi- 
ción no tiene derecho a hacer este planteo bajo la pena de 
ser tildados y etiquetados de procurar desestabilizar, de 
intentar poco menos que un atajo institucional por recurrir 
al instrumento más poderoso —diría el único instrumento 
que tenemos-— para reclamar la renuncia del señor ministro 
del Interior? Eso es lo que vamos a hacer. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Dónde compraron la exclu- 
sividad de la representación popular? Nosotros no cues- 
tionamos la representatividad ni la legitimidad del Frente 
Amplio, del Gobierno, ni de la bancada parlamentaria. 
Son mayoría, pero son tan representantes de la soberanía 
popular como nosotros. No se nos va a decir que no hemos 
salido a buscar el voto popular. En nuestro caso, por lo 
menos, desde 1999 hemos salido con el mono al hombro, 
levantando una lista y juntando voto a voto para obtener 
representación popular. ¿O se creen que las elecciones son 
una suerte de botín de guerra donde el que gana se lleva 
todo y el que pierde carece de razón? Ustedes tienen que 
gobernar y nosotros somos la oposición, pero no acepta- 
mos que se ingrese en un relativismo donde se cuestionen 
los asuntos por su origen, es decir, que las ideas son bue- 
nas o malas según quien las plantea. Creo que ese camino 
—y lo tengo que criticar fuertemente a raíz de los últimos 
acontecimientos— no es republicano ni democrático, por- 
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que termina cuestionando a la oposición por los instru- 
mentos que utiliza a los efectos de desempeñar su función, 
su papel y su trabajo en un sistema de democracia repre- 
sentativa. 


Señora presidenta: hemos sido una oposición respon- 
sable. Nuestro partido ha dado tiempo, ha brindado pro- 
puestas, ha contribuido al diálogo, pero el Gobierno no ha 
dado ni da respuestas. 


Los caminos de una oposición sin mayoría suelen ser 
acotados, pero no por ello vamos a dejar de transitarlos, 
porque nos vota la gente y tenemos nuestras responsabili- 
dades. Y esto lo decimos claramente, porque es tiempo de 
responsabilidades. 


Con esta Constitución de la república, con este librito, 
señor ministro, usted debería haber defendido de mejor 
manera y con mayor eficacia los derechos de los urugua- 
yOs. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Diríja- 
se a la Mesa, señor senador. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Yo me dirijo a la Mesa, pero 
miro adónde quiero. Me dirijo a la Mesa, señora presiden- 
ta, pero puedo mirar... 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Hago 
esta observación porque usted dijo «señor ministro». 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora presidenta: con esta 
Constitución el señor ministro debería haber defendido 
los derechos de los uruguayos. Allí están consagrados 
especialmente el derecho a la libertad, a la vida y a la 
protección de la gente. El señor ministro, señora presi- 
denta, no da tranquilidad a la república. El país precisa 
un cambio y creemos que no hay mensaje mayor que un 
Parlamento pueda dar a un Poder Ejecutivo, que decirle 
que su ministro no tiene respaldo o, por lo menos, no 
tiene el respaldo de la mayoría de la oposición —por no 
decir de toda la oposición—, que por supuesto es minoría 
en el Parlamento, pero tiene el legítimo derecho a hacer 
este planteo. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Por eso, en nombre del 
Partido Nacional vamos a presentar una moción de censura 
que, además, va a ser apoyada por el Partido Colorado 
—aquí lucen sus firmas—, y esperamos que también pueda 
recibir más apoyo para llevar adelante lo que se pide, lo 
que se reclama, porque hay motivos más que suficientes. 
Incluso, nos parece que el Gobierno tiene que sacarse de 
encima la espada de Damocles que pende sobre su cabeza, 
que es el propio ministro Bonomi, quien desde hace siete 
años ejerce esa cartera. 
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Comprendemos que si el señor presidente de la repú- 
blica lo remueve, puede perder la mayoría que tiene, pero 
quizás el propio senador Mujica pueda liberar al señor pre- 
sidente y habilitar la remoción, para que el país no tenga 
un ministro del Interior que, a nuestro juicio —lo decimos 
frontalmente, señora presidenta—, tiene la censura de la 
gente, la censura de miles de compatriotas en todo el país, 
porque teniendo todas las posibilidades para ejecutar de 
mejor manera las políticas, no lo ha hecho; así dejará de 
ser un factor importante de inseguridad pública. 


Rechazamos esa introducción del ministro haciendo 
referencia al relato del miedo, atribuido a los que no pien- 
san como él. Rechazamos esa suerte de intimación a ha- 
blar en serio, porque nosotros siempre hablamos en serio 
cuando se trata de los problemas de la gente, pues es nues- 
tra función, y creo que merecemos el respeto de la fuer- 
za oficialista al esgrimir y utilizar instrumentos que son 
constitucionales, que no configuran atajos institucionales 
y que, por el contrario, nos parece que son herramientas 
legítimas para expresar y trasladar al Poder Ejecutivo el 
pensamiento de los uruguayos. 


Me había pedido una interrupción el señor senador Mi- 
chelini, que con mucho gusto le concedo. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Agradezco la interrupción, se- 
ñora presidenta. 


Por un segundo dejemos a la izquierda de lado. Pen- 
semos que la izquierda es troglodita, que se quedó en los 
años sesenta, que en este caso está equivocada y, además, 
derrapó. Dejemos a la izquierda a un costado y tratemos 
de seguir el razonamiento que hace el senador Larrañaga, 
que es legítimo. 


A principios de año el senador planteó una serie de 
propuestas, luego el senador Mieres propuso el diálogo 
y el presidente de la república accedió. Si no me equivo- 
co —de lo contrario pido que me corrijan—, en la primera 
reunión se planteó que el ministro Bonomi debía irse 
y el presidente dijo que eso no estaba en la discusión. 
Entonces, había dos posibilidades: la oposición se levan- 
taba o la oposición se quedaba. Y la oposición, con gran 
generosidad, aun con la convicción de que el ministro 
no debía continuar —a pesar de que tenía el respaldo de 
la mayoría—, continuó dialogando. Que me disculpe el 
señor senador Mieres, pero lo cierto es que si no estaba 
el Partido Nacional o el Gobierno ese diálogo no se po- 
día llevar adelante, y con esto no quiero desprestigiar ni 
generar algún tipo de circunstancia con respecto a los 
otros componentes. Ya sabemos que el senador Borda- 
berry estaba en contra del diálogo y no participó perso- 
nalmente, y que el senador Larrañaga tuvo dificultades 
en su propio partido, pero ese diálogo tuvo dos compo- 
nentes: el presidente de la república y el senador Larra- 
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ñaga. Hay que ser observadores y ver la realidad: hubo 
dos componentes que obligaron al resto —incluso dentro 
de la izquierda, y también a los más críticos y a los más 
orejanos— a estar. Fue por ese diálogo que aprobamos 
algunas leyes aunque no queríamos votarlas, porque la 
sociedad uruguaya premia el diálogo y porque, como 
dijo acá el senador Larrañaga, de este tema tenemos que 
salir todos juntos. 


Cuando concluye el diálogo, el Partido Nacional, es- 
pecialmente el senador Larrañaga, dice que no está con- 
forme. Fue a un diálogo a través del cual quería sacar 
al ministro; el presidente dijo que no e igual se quedó y 
siguió —fue generoso con la patria—, pero lo conseguido 
allí no lo conformó. Ahora bien, en esa generosidad el ra- 
zonamiento lógico era esperar seis u ocho meses y pedir 
cuentas en mayo o junio del año que viene. Ahí, si la delin- 
cuencia bajó, el diálogo ganó, y si la delincuencia no bajó, 
tenía toda la autoridad moral para decir que dio todos los 
plazos, incluso contra la opinión de los compañeros de su 
propio partido y de la gente aliada circunstancialmente, 
como es el Partido Colorado en algunas oportunidades. El 
senador Larrañaga, que habilitó ese diálogo, tendría en- 
tonces toda la autoridad moral para decir que al ministro 
se le acabó el tiempo. 


Cabe recordar que la última ley se votó hace muy po- 
quito y ahora el ministro tiene uno de los instrumentos 
que solicitó. Se plantearon y votaron muchas leyes, pero 
la herramienta que pidió el ministro se la acaba de dar el 
Parlamento, incluso con críticas, discusiones y dificulta- 
des dentro de la izquierda. Una vez que el ministro tiene 
esa herramienta para bajar el delito, le dicen que se termi- 
nó su plazo. 


Entiendo que esa sea la estrategia del senador 
Bordaberry o de algún integrante del Partido Nacional, 
pero no la del senador Larrañaga. Y si la izquierda 
se desmelenó es porque le sorprendió la actitud del 
senador Larrañaga, que había permitido y concedido 
ese diálogo. ¡Fue así que lo razonamos! No les gustará 
y alguna risa producirá, pero lo razonamos así. ¡Que se 
pidan elecciones anticipadas cuando recién se le están 
dando las herramientas al ministro es un razonamiento 
inadecuado! Se le puede decir de todo a la izquierda, pero 
acá hay algo que no es congruente, hay algo que no cierra. 
Lamentablemente, al señor senador Larrañaga le torcieron 
el brazo aquellos que desde siempre apostaron en contra 
del diálogo, a diferencia de él que apostó siempre a favor. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador Larrañaga, al que le quedan 
seis minutos de tiempo. 


SEÑOR CARDOSO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 
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SEÑOR LARRAÑAGA.- Con mucho gusto, pero le 
pido a mi querido compañero que sea breve para que yo 
pueda culminar mi exposición. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Cardoso. 


SEÑOR CARDOSO.-- Señora presidenta: la jornada ha 
sido larga y muy interesante. 


Quiero plantear un tema viejo y recurrente para el mi- 
nistro, que seguramente le rebota en la memoria: el de los 
muertos en la cárcel de Rocha. Esta cárcel vivió un epi- 
sodio tenebroso en el Gobierno pasado, con el ministro 
Bonomi y el subsecretario Vázquez al frente de la cartera. 
Ellos eran los responsables de las cárceles y todos recorda- 
mos lo que pasó: hubo una masacre protagonizada por la 
Policía, que fue la responsable directa de la muerte de los 
presos; pero no le quito responsabilidad al ministro por el 
funcionamiento de una cárcel pésimamente administrada, 
mal estructurada y con un nivel de ineficacia que no tiene 
comparación. La cárcel fue cerrada a partir de la muerte 
de esos presos. ¿Por qué? Porque era una cárcel inadmi- 
nistrable, insoportable en su funcionamiento, que cargaba 
sobre los presos y sus familias el peso de esa ineficiencia. 


Algunos dirán: «¡Pobrecitos!». ¡No!, no eran pobreci- 
tos; eran todos pillos y estaban presos por algo y con ra- 
zón. Habían cometido delitos y habían sido procesados en 
forma adecuada, pero el ministerio no podía maltratar y 
torturar a la gente. Aquello fue una tortura. Se trataba de 
un grupo de ciudadanos que estaban retenidos contra su 
voluntad, que fueron torturados en forma recurrente has- 
ta que murió un grupo de jóvenes, algunos de ellos, chi- 
quilines; los maltrataron primero y los mataron después. 
¿Quién los mató? La policía. No se puede ser renuente a 
creer que fue la policía, y pensar que fueron otros. No fue 
así; la policía, el jefe de Policía y el ministro del Interior 
fueron los responsables de aquel episodio tristísimo en 
la vida de nuestro departamento. Cargamos con ese re- 
cuerdo y el Ministerio del Interior sabe muy bien lo que 
pasó. Insisto: recordamos esa situación con mucho dolor, 
no solamente por los jóvenes, sino por sus familias, que 
reconocen que estaba bien que estuvieran presos, pero no 
por eso había derecho a torturarlos y matarlos, a hacer que 
fueran hijos de una condena que no tenía fin y que terminó 
con su muerte. 


Esto debe ser tristemente recordado por todos nosotros 
como un episodio tenebroso en la vida del Uruguay, y los 
integrantes del ministerio son responsables de lo que allí 
aconteció. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- 
Puede continuar el señor senador Larrañaga, al que le res- 
tan dos minutos de su tiempo. 
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SEÑOR LARRAÑAGA.- Creo que los que no fueron 
generosos con el país son los sectores radicales del Frente 
Amplio; nuestro Partido Nacional ha sido generoso en pro- 
puestas y en diálogo. Por supuesto, demasiados problemas 
tiene el senador Michelini para vencer sus contradicciones 
de catalogar como golpe el régimen de Brasil y como de- 
mocracia el de Maduro. 


Para finalizar, consideramos que el Gobierno tiene que 
poner primero a la gente. El ministro es un obstáculo para 
la resolución de la seguridad pública y por ello el Parti- 
do Nacional presenta la moción de censura, al amparo de 
los artículos 147 y 148 de la Constitución de la república, 
como expresión concreta y rotunda del reclamo de renun- 
cia a su cargo como ministro del Interior. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SENORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: el señor 
senador Michelini me aludió directamente al decir que 
yo era contrario al diálogo que convocó el presidente. 
¡No! Se convocó al Partido Colorado y este envió a sus 
máximas autoridades, en este caso al secretario general. 
Algún otro partido —como el del señor senador Michelini 
no envió a sus máximas autoridades, sino a una senadora 
y aun integrante de su comité ejecutivo. Nosotros entendi- 
mos que como habían invitado al partido tenían que ir las 
máximas autoridades. Así que coincidimos en el diálogo. 
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Lamento mucho que el señor senador Michelini me 
meta en este lío, más cuando notoriamente ha cometido 
algunos errores bastante grandes en este tema —supongo 
que al hacer estos comentarios, los sigue cometiendo-, 
como cuando manifestó que la tasa de esclarecimiento en 
el Uruguay es de 90 %, cuando en realidad es de 9 %. 
También se equivocó en conceptos jurídicos básicos, al 
acusar a la Justicia de algo que no era cierto y tuvo que 
pedir disculpas. 


Ahora nos acusa a nosotros. Yo no necesito disculpas; 
simplemente hago la aclaración. 


11) PROYECTO PRESENTADO 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Dese 
cuenta de un proyecto presentado. 


(Se da del siguiente). 


SEÑORA PROSECRETARIA (Silvana Charlone).- 
«Los señores senadores Verónica Alonso, Carmen Asiaín, 
Guillermo Besozzi, José Carlos Cardoso, Javier García, 
Luis Alberto Heber, Luis Lacalle Pou, Jorge Larrañaga, 
Ana Lía Piñeyrúa y Jorge Saravia presentan, con exposi- 
ción de motivos, un proyecto de ley por el que se modifican 
normas de legítima defensa, extendiendo la presunción de 
la misma a favor de los funcionarios policiales que hagan 
un uso legal de los medios de fuerza. 

-A LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN Y LEGIS- 
LACIÓN». 
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(Texto del proyecto de ley presentado). 


Se modifican las normas de legítima defensa, extendiendo la presunción de la 
misma en favor de los funcionarios policiales que hagan un legal uso de los 
medios de fuerza 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. Modifícase el artículo 26 del Código Penal, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 


“Art. 26. (Legítima defensa). 
Se hallan exentos de responsabilidad: 


1, El que obra en defensa de su persona o derechos, o de la persona o derechos de otro, siempre que 
concurran las circunstancias siguientes: 


A) Agresión legítima. 
B) Necesidad racional del medio empleado para repelerla o impedir el daño, 
C) Falta de provocación suficiente por parte del que se defiende. 


Se entenderá que concurren estas tres circunstancias respecto de aquel que defiende la entrada de una 
casa habitada o de sus dependencias, o emplea violencia contra el individuo extraño a ella que es 
sorprendido dentro de la casa o de las dependencias. 


Asimismo, se entenderá que concurren estas tres circunstancias respecto del funcionario policial que, en 
el ejercicio de sus tareas, empleando la fuerza cause un resultado letal o provoque lesiones personales, 
graves o gravísimas. Esta presunción admitirá prueba en cortrario, toda vez que el funcionario se aparte 
de Jos principios legales que rigen la actuación policial, en particular, de las pautas establecidas en el 
Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (loy 18.315, art. 4 numeral 
3). 


2. El tercer requisito no es necesario tratándose de la defensa de los pañentes consanguineos en toda la 
línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, del cónyuge, de los padres o hijos naturales 
reconocidos o adoptivos, siempre que el defensor no haya tomado parte en la provocación. 


3. El que obra en defensa de la persona o derechos de un extraño, siempre que concurran las 
circunstancias expresadas en el numeral 1 y la que el defensor no sea impulsado por venganza, 
resentimiento u otro motivo ¡legitimo 
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Verónica Alonso, Carmen Asiaín, Guillermo Besozzi, José Carlos Cardoso, 
Javier García, Luis Alberto Heber, Luis Lacalle Pou, Jorge Larrañaga, Ana Lía 
Piñeyrúa y Jorge Saravia. Senadores. 
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La referida causal de justificación requiere el concurso simultáneo de tres requisitos: a) 
agresión ilegítima; b) necesidad racional del medio empleado para repeleria o impedir el daño; 
c) falta de provocación suficiente por parte del que se defiende. 


Para poder hacer un uso efectivo de la fuerza -y de tal modo poder desarrollar la acción que la 
ciudadanía ampliamente reclama- los policias deben tener la certeza que las tres 
circunstancias legalmente requeridas serán computadas a su favor, si ello fuere necesario en 
instancias judiciales supervinientes al procedimiento. 


Para tales casos, el texto proyectado introduce una presunción simple en favor de los 
funcionarios policiales. Se remarca expresamente que en modo alguno se trata de una 
presunción absoluta, y que, por ende, admite prueba en contrario Si se demuestra un 
exceso respecto de las pautas de ponderación, necesidad, progresividad, racionalidad y 
proporcionalidad legalmente establecidas para el uso de la fuerza, cesará el cómputo de los 
tres requisitos antes enunciados, y, en su mérito, quien se desvie de la ley deberá responder 
por ello. 


Montevideo, 19 octubre de 2016. 


27 de octubre de 2016 


CÁMARA DE SENADORES 


Se modifican las normas de legítima defensa, extendiendo la presunción de la 
misma en favor de los funcionarios policialos que hagan un legal uso de los 
medios de fuerza 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. Modifícase el artículo 26 del Código Penal, el que quedará redactado de la siguiente 
forma: 


“Art, 26. (Legítima defensa). 
Se hallan exentos de responsabilidad: 


1. El que obra er defensa de su persona o derechos, o de la persona o derechos de otro, siempre que 
concurran las circunstancias siguientes: 

A) Agresión legítima. 

B) Necesidad racional del medio empleado para repelerla o impedir el daño. 

C) Falta de provocación suficiente por parte del que se defiende 


Se entenderá que concurren estas tres circunstancias respecto de aquel que defiende la entrada de una 
casa habitada o de sus dependencias, o emplea violencia contra el individuo extraño a ella que es 
sorprendido dentro de la casa o de las dependencas. 


Asimismo, se entenderá que concurren estas tros circunstancias respecto del funcionario policial! que, en 
el ejercicio de sus tareas, empleando la fuerza cause un resultado letal o provoque lesiones personales, 


Código de Conducta para Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley (lay 18,315, art. 4 numeral 
3). 


2, El tercer requisito no es necesario tratándose de la defensa de los parientes consanguineos en toda la 
línea recta y en la colateral hasta el segundo grado inclusive, del cónyuge, de los padres o hijos naturales 
reconocidos o adoptivos, siempre que el defensor no haya tomado parte en la provocación, 


3, El que obra en defensa de la persona o derechos de un extraño, siempre que concurran las 
circunstancias expresadas en el numeral 1 y la que el defensor no sea impulsado por venganza, 
resentimiento u otro motivo legitimo. 


Montevideo, 19 octubre de 2016. 


Verónica Alonso, Carmen Asiaín, Guillermo Besozzi, José Carlos Cardoso, 
Javier García, Luis Alberto Heber, Luis Lacalle Pou, Jorge Larrañaga, Ana Lía 
Piñeyrúa y Jorge Saravia. Senadores. 
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12) LLAMADO A SALA AL MINISTRO DEL 
INTERIOR, SEÑOR EDUARDO BONOMI 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Conti- 
núa la consideración del tema objeto de la convocatoria. 


Siguiendo con la lista de oradores, tiene la palabra el 
señor senador Paternain. 


SEÑOR PATERNAIN.- Señora presidenta: a la luz de 
lo que hemos escuchado reafirmo que se debe entrar al 
debate a través de cuatro grandes vías: la preocupación, el 
diagnóstico, las expectativas y la responsabilidad. 


En primer lugar ubico a la preocupación porque acá 
se ha gritado mucho, se han hecho comparaciones espu- 
rias y atribuciones de fracaso, pero eso no necesariamente 
es sinónimo de más preocupación. En ese sentido estoy 
tranquilo y confiado porque la gente lo sabe. La gente en 
el Uruguay todavía en este tema no confunde las voces 
con los ecos. En ese sentido quiero reivindicar la preocu- 
pación central del proyecto político de nuestro Gobierno 
y de nuestra fuerza política en los temas de violencia y 
criminalidad. No vamos a ceder esa preocupación. Quizás 
algunos griten más, pero nosotros no cederemos en la pre- 
ocupación estratégica por estos temas. 


Estamos preocupados por la magnitud de la violencia 
y el delito. Nadie lo ha ocultado. Si hubo Gobiernos trans- 
parentes en materia informativa sobre este tema —ejemplo 
en América Latina—, ellos han sido los del Frente Amplio. 
Reconocemos y nos preocupamos por la magnitud. Nos 
preocupamos porque el delito sigue anclado en desigual- 
dades persistentes. Se habla de pobreza y de inequidad, y 
quiero llevar el tema al terreno sustantivo: la violencia y 
la criminalidad arraigan en desigualdades persistentes, y 
nosotros no esquivamos ese bulto. 


Estamos preocupados por la violencia del delito por- 
que este es regresivo y castiga siempre más, en todas sus 
manifestaciones, a los más vulnerables. Esa es una preo- 
cupación cardinal para la fuerza política, para el Gobierno 
y me consta que también para el Ministerio del Interior. 
Es la primera vez en la historia democrática del país —creo 
yo— que las políticas de seguridad están bajo esa línea es- 
tratégica de saber que el delito golpea más en los sectores 
más vulnerables. Allí es más lesivo, allí genera mayores 
consecuencias. Aclaro que hablo de todos los delitos en 
su conjunto. 


Por lo tanto, quiero reafirmar en esta preocupación 
central que nadie está desconociendo la magnitud ni el im- 
pacto de estos fenómenos, ni mucho menos los indicadores 
más recientes. Nadie nos puede acusar de ello. Cuando se 
refieren a nosotros a veces me pregunto: ¿a quién se están 
refiriendo en esas reseñas un poco caricaturescas sobre el 
manejo de la información y sobre el proceso de constitu- 
ción de políticas públicas desde el 2005 hasta ahora? ¿A 
quién se refieren? 
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En segundo lugar, aquí hay varias posibilidades de 
hacer un diagnóstico sobre el fenómeno a nivel delictivo, 
institucional e interpretativo. Me voy a detener en algunas 
cuestiones vinculadas al delito. Es verdad que la tasa de 
delitos tuvo un quiebre de 2011 a 2012. ¡Nadie lo ocultó! 
Con sus vaivenes se llegó a una cifra de 8,3 homicidios 
cada 100.000 habitantes. Esto ha sido motivo de reconoci- 
miento y de preocupación. Quiero recordarles que a fina- 
les de la década de los noventa este país llegó a tener tasas 
promedio similares, con un valor máximo de 7,6 homici- 
dios cada 100.000 habitantes. Esto sucedía hace 20 o 25 
años. No es nuevo. Sirve esta referencia por lo menos para 
situar algunas perspectivas catastrofistas. 


Se habló de la evolución de las rapiñas, del crecimiento 
de las denuncias por este delito. La rapiña tiene su mayor 
crecimiento entre 1994 y 1999, a pesar de que en 1995 se 
vota la ley de seguridad ciudadana que agrava las penas. 
¡Un rotundo fracaso, por lo menos para contener los deli- 
tos de rapiña! 


Lo que más me sorprende es que manejamos tasas e 
indicadores, y nos afiliamos a ello cuando aquellos dan 
mal —como bien decía el señor ministro—, pero nunca re- 
gistramos, en realidad, que su evolución está sujeta a polí- 
ticas deliberadas de mejora de la calidad de los registros. 
Ese proceso empezó en el año 2002, primero tímidamente 
en Montevideo, y luego se consolida a partir del año 2005. 
No podemos hacer lecturas lineales. La rapiña aumentó 
¿porque hay más rapiñas o porque mejoró el registro? Se- 
guramente por las dos cosas; la tendencia al alza como 
proceso acumulado a lo largo del tiempo es una realidad. 
El señor ministro lo dijo y señaló con bastante precisión. 


Los hurtos nunca crecieron tanto en el país como en los 
diez años que gobernó el Partido Colorado. Entre 1994 y 
2004 la tasa de hurtos creció un 100 %. Jamás en la histo- 
ria del país hubo semejante crecimiento. Cuando el Frente 
Amplio asume el primer Gobierno desciende un 4 % y en 
estos últimos años tuvo un crecimiento cercano al 7 %. 
Podemos asegurar que la tendencia alarmante del creci- 
miento de los hurtos se detuvo, se frenó, en los últimos 
diez u once años. Hay un efecto de contención que segura- 
mente no es el ideal ni el satisfactorio, pero existe en com- 
paración con la tendencia anterior y no se reconoce. Al- 
guien podría decir: «Es porque el delito no se denuncia». 
Más adelante me referiré al porcentaje de no denuncias. 


Ahora bien, dadas la gravedad y la magnitud del fenó- 
meno, insólitamente no se ha mencionado la evolución de 
los copamientos. Se trata de un delito —que se crea en la 
Ley de Seguridad Ciudadana de 1995- de altísimo impac- 
to. A este respecto los datos oficiales son contundentes, a 
pesar de tener poco peso numérico; entre 2005 y 2015 la 
tasa de copamientos descendió a la mitad: de 4,3 copa- 
mientos cada 100.000 habitantes, se pasó a 2,3. 


¿Cómo no es posible reconocer esto, por lo menos para 
matizar y encuadrar un estado de situación sobre la vio- 
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lencia y la criminalidad? Llevamos horas manifestando 
nuestra preocupación, alzando la voz y haciendo énfasis, 
y salvo la alusión del ministro del Interior en cuanto a la 
línea programática de gestión del ministerio —hay que re- 
cordar que aquí estamos hablando de libertad, de seguri- 
dad, del derecho a la vida y a la integridad física—, a nadie 
se le ocurrió poner sobre la mesa uno de los principales 
indicadores que hacen a la seguridad del país, como es la 
violencia de género y la cantidad de feminicidios. ¿Cómo 
podemos estar encuadrando un debate, recorriendo todos 
los temas, contando anécdotas infinitas, con raccontos de 
prensa acumulados para generar un efecto, y nos saltea- 
mos esta dimensión? Yo pregunto: cuando el Partido Co- 
lorado fue Gobierno, ¿midió a través de sus sistemas de 
estadísticas la violencia doméstica? ¿Se hizo cargo de la 
dimensión del problema? ¿Hay algún registro que permita 
demostrar una preocupación sustantiva por esto? Lo seña- 
lo porque las denuncias por violencia doméstica superaron 
mucho a las denuncias de rapiña y allí sí que hay proble- 
mas de registro. Si se registrara bien, la cifra se multiplica- 
ría. La violencia de género genera lesividad, homicidios, 
suicidios y una combinación de fenómenos criminológi- 
cos muy decisivos. Entonces, si nos vamos a preocupar, 
preocupémonos realmente por todas las dimensiones, por 
todas las aristas del problema. 


Se ha dicho varias veces que los delitos se contienen, 
que descienden o que no crecen más porque efectivamente 
hay un porcentaje importante que no se denuncia, que ha 
crecido. En ninguna de las intervenciones he escuchado 
datos diferentes que contradigan esto. El problema del 
delito debe medirse, además del registro de las rapiñas, 
por encuestas de victimización, es decir, cuando se le 
pregunta a una persona, por un mecanismo alternativo, 
si a lo largo de determinado período fue —el que declara 
u otro integrante del hogar— víctima de algún delito. Es 
una aproximación más, pero nos da un registro real para 
contrastar las dificultades que tiene estudiar esto mediante 
las denuncias policiales. 


Si analizamos los datos del Latinobarómetro del año 
1995 al año 2011, vamos a ver que en Uruguay hay una 
enorme estabilidad —que ha sido medida mediante encues- 
tas— de la tasa de victimización. Hay subas y bajas, pero 
nadie podría concluir verdaderamente que en los últimos 
diez años el porcentaje global de victimización fue muy 
diferente al de la década de los noventa. Pido a los señores 
senadores que repasen las encuestas del Latinobarómetro 
sobre los porcentajes de victimización —sobre todo la vic- 
timización del hogar, que es aquella en que el entrevistado 
o algún miembro del hogar en algún momento pudo haber 
sido víctima de algún delito— para llegar a esta conclusión. 


De 2011 a 2015 el Latinobarómetro muestra un 
crecimiento enorme de la victimización en toda América 
Latina y en el Uruguay hay una variación de la tasa del 
30 % al 40 %. En mi opinión, creo que se debe al proceso 
de reconocimiento en las lógicas de encuestas de la 
dimensión de la violencia interpersonal, de la violencia 
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doméstica o de la violencia de género, que prácticamente 
quedaba subregistrada en los sondeos de opinión. En los 
últimos cuatro o cinco años ha sido tema de agenda en 
los países de América Latina. Seguramente haya un efecto 
que explique un cambio tan radical y un crecimiento de la 
tasa en el Uruguay. 


Recomiendo a los señores senadores que consulten 
las fuentes del Barómetro de las Américas —que es otra 
manera de medir la victimización, en este caso por victi- 
mización individual o registro de opinión del entrevista- 
do—, que muestra que entre 2007 y 2014 la victimización 
individual en Uruguay osciló entre el 23 % y el 25 % —es 
decir que prácticamente no hubo variaciones—, y que en la 
medición del año 2014 el porcentaje global de no denuncia 
del delito rondaba el 40 %. Esto coincide con otros porcen- 
tajes de victimización que hemos estudiado a fines de los 
noventa y a principios de la década del 2000. Que tenemos 
que profundizar estos indicadores y continuar mejorando 
la calidad del seguimiento del debate de la política públi- 
ca, no tengo ninguna duda. Tampoco tengo ninguna duda 
de que seguramente nos faltan registros y datos. 


Si alguna cualidad tiene el señor senador Bordaberry 
es que es previsible. Yo imaginaba y sospechaba que de 
alguna manera mis observaciones del año 2010 iban a 
ser traídas a este recinto. Quiero decir que puedo tener 
muchas opiniones y observaciones técnicas sobre cómo 
medir el delito; dentro del Frente Amplio podemos tener 
variadas opiniones sobre la lógica de la política pública 
—en todo caso, son discusiones de la izquierda y del Frente 
Amplio—, pero lo que no se puede decir es que en algún 
momento critiqué u observé la calidad de los datos o la 
transparencia de la información que hace a la confianza 
de los sistemas de información. Nunca lo dije y por las 
dudas lo reafirmo aquí. Más bien fue todo lo contrario, 
porque desde el 2005 a la fecha se han ido fortaleciendo 
los sistemas de registro. De hecho, ha habido una política 
interna de estímulo al ciudadano para que efectúe la 
denuncia y para cambiar la cultura institucional de la 
Policía, que dejaba una cantidad de denuncias por fuera 
de la contabilidad de las estadísticas. Esa es una pulseada 
que hay que seguir dando, que se ha desarrollado bajo 
los Gobiernos del Frente Amplio y que yo no voy a poner 
en cuestión en cuanto a sus criterios de transparencia y 
de confiabilidad. Podemos establecer otras discusiones: 
si la violencia o el delito deben ser medidos solamente 
por denuncias de rapiñas o tenemos que combinar varias 
fuentes, o quizá tener criterios de comparabilidad. Sí he 
hecho observaciones muy duras y muy críticas sobre la 
lógica de la contabilidad de registro de homicidios que 
hace la fundación del Partido Colorado. Esa lógica de 
registro es insostenible. También me he expedido en torno 
a los criterios de confiabilidad y de validez. 


En cuanto al diagnóstico institucional, hay cuestiones 
de fondo y vemos el argumento en el plano de la segu- 
ridad, pero también en otras discusiones sectoriales. Se 
ha dicho que se ha aumentado el presupuesto de manera 


572-C.S. 


inédita en el país y que los resultados han sido nulos. Ese 
es un argumento que se repite: hay más recursos y, sin 
embargo, los resultados son insuficientes. El problema es 
que esta afirmación se debe dar en un contexto de desa- 
rrollo institucional, de lo que era el sistema de seguridad 
ciudadana en el país; debe estar en el contexto de la ambi- 
ción de las reformas y de las transformaciones que se han 
iniciado en estos once años; y debe estar en el contexto de 
los impactos —a mi juicio, muy negativos— de la política 
criminal global que se ha dado en el país desde el retorno 
a la democracia hasta ahora. Eso también influye, dificulta 
y obstaculiza la profundización de modelos alternativos. 


Ahora me voy a referir a la cuestión del diagnóstico 
interpretativo como último elemento en este segundo 
componente. El robo con violencia ha crecido en todos los 
países de la región. La brecha entre el crecimiento eco- 
nómico, la reducción de la desigualdad, el aumento de la 
preocupación por el delito y el aumento del delito, no es un 
fenómeno que se dé solo en Uruguay, sino que es un fenó- 
meno regular y consistente que se ha dado prácticamente 
en todos los países de América Latina. Entonces, reducir 
este comportamiento solo a la figura de un titular de una 
cartera no resiste el menor análisis. 


Hay un problema que identificamos en nuestro país y 
en el contexto de América Latina, que tiene que ver segu- 
ramente con muchas y múltiples vulnerabilidades de los 
modelos de desarrollo. Es allí donde hay que dirigir la mi- 
rada para hacer un análisis político. Que la oposición pon- 
ga la mirada donde quiera y que establezca sus priorida- 
des —yo no voy a marcar agenda en ese sentido—, pero hay 
que reconocer que lo que estamos viendo en el Uruguay se 
puede identificar sistemáticamente en la región. Además, 
en la región se ha comprobado que los miedos, las percep- 
ciones y las inseguridades no están correlacionados con la 
victimización. Hay sociedades que han mantenido sus ta- 
sas de victimización y de delito y, sin embargo, han incre- 
mentado sus percepciones de temor. Es más, me arriesgo a 
decir que si el día de mañana las rapiñas y los homicidios 
siguen bajando, la percepción seguramente no mejore por- 
que hay otros factores que también inciden. Esto está muy 
estudiado y es ahí donde nosotros colocamos el énfasis 
pernicioso de esto que se ha dado en llamar el relato del 
miedo. No hay una relación directa entre la percepción y 
la victimización, aunque reconocemos que la victimiza- 
ción influye sin lugar a dudas en las percepciones sociales. 
Nadie niega eso porque es absolutamente obvio; si el Uru- 
guay crece, sus tasas de homicidio y de rapiña van a tener 
efecto en la percepción. 


El problema del delito arraiga, seguramente, en tres 
factores: el primero que mencioné, en las desigualdades 
persistentes —que no tiene que ver solo con una lectura 
de desigualdades socioeconómicas, sino territoriales, de 
género y generacionales inocultables—; el segundo, en los 
efectos de los factores criminógenos y en muchas de las 
modalidades de la violencia institucional, por ejemplo la 
cárcel, ese recurso al cual apelamos o ha apelado la polí- 
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tica criminal como recurso excluyente y exclusivo en los 
últimos 20 o 25 años, que también es un reproductor de 
delito y esto ha sido muy estudiado; y, el tercero, en la 
expansión de redes de criminalidad organizada o de redes 
de ilegalidad de distinto tipo, que a veces se sostienen y se 
soportan también en procesos de crecimiento económico. 
Estos tres componentes, que no son lo mismo, se combi- 
nan además con una expansión del delito aspiracional y 
del delito expresivo. 


La complejidad de esto hace que justamente la ges- 
tión política de la dimensión de estos problemas no sea 
algo trivial. Acá se ha acusado al Ministerio del Interior 
de voluntarismo. ¡Bueno!, si reconozco la dimensión de 
los problemas, en realidad el voluntarismo interpretativo 
sobre cómo se aborda y se resuelve está del lado de los 
argumentos que he escuchado. ¡Puro voluntarismo! 


En tercer lugar —mencionaba las cuatro rutas del abor- 
daje del debate—, quiero colocarme también en el plano de 
las expectativas porque, de alguna manera, tenemos que 
decir algo sobre qué vamos hacer, qué queremos hacer, 
cómo seguimos, más allá de poner énfasis en la situación 
espantosa en la que vivimos, o en comparaciones regio- 
nales insostenibles. Tenemos que debatir sobre un siste- 
ma más o menos razonable de expectativas y comunicarlo 
porque la gente también está esperando mensajes claros, 
respuestas y argumentos. No hay que subestimar a la gen- 
te porque también necesita argumentos para entender y 
encuadrar los procesos políticos. 


¿Cuál es el sistema de expectativa en el que estamos? 
¿El delito cero? ¿Erradicarlo, como se dice habitualmente? 
¿Llevarlo a qué nivel? ¿Cuáles son las prioridades de abor- 
daje en términos de expectativas? Las expectativas pasan 
por decir: yo me tengo fe para hacer tal cosa y tal otra, y si 
estuviera al frente, en realidad, esto sería muy distinto. ¡Si 
eso no es voluntarismo, si eso no es casi un juego loco de 
voluntarismo! ¿Esas son las expectativas? 


Aquí el ministro ha dado algunas líneas de expecta- 
tivas de construcción de la política que me parece que en 
la situación actual del país son absolutamente comparti- 
bles. Tenemos que tener un objetivo inmediato, incluso, 
de reducir el delito violento, o los delitos de más violen- 
cia, incidiendo sobre los factores de riesgo porque no es 
cuestión de postular que lo vamos a hacer si no tenemos 
una política que se focalice en dichos factores, y las armas 
de fuego lo son. Las políticas de regulación y de desarme 
tienen que estar en el centro del debate y no lo han estado; 
ni siquiera han sido mencionadas como un elemento sus- 
tantivo en una sociedad que ha ido acumulando, a partir 
de las lógicas de seguridad, los volúmenes de armas de 
fuego en manos de la población civil en forma alarmante. 
Ya en la década de los noventa las encuestas de opinión 
revelaban una tendencia a armarse por parte de los ciuda- 
danos para enfrentar los problemas de la seguridad. Y se- 
guramente hoy estamos pagando también muchas de esas 
consecuencias. 
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Hay que potenciar e incidir sobre los factores de riesgo 
y también sobre los de protección. Esta es una estrategia 
básica para el Gobierno del Frente Amplio sobre la cual 
habrá que seguir insistiendo. Creo que hay un primer sis- 
tema de expectativas que ha sido esbozado en los objetivos 
estratégicos del ministerio y me parece que en la situación 
en la que estamos, ese debe ser un componente central: 
incidir, por lo menos en el corto plazo, en aquellos delitos 
más violentos y tener algunos sistemas consensuados de 
cómo vamos a evaluar y hacer el seguimiento para que el 
debate no adquiera las características que ha alcanzado en 
el día de hoy en la consideración general. 


Pero quiero añadir, también desde nuestra perspectiva, 
algunas cuestiones de expectativas de desarrollo progra- 
mático, de un objetivo que no concibo si no lo puede llevar 
a cabo un Gobierno de izquierda, y esa sigue siendo mi 
convicción: es poder, efectivamente, disminuir el delito 
reduciendo los niveles de castigo. Hay una frase que se 
sostiene en el debate público de forma expresa y, en algu- 
nos casos, en forma tácita, que dice que la fuerza bruta, 
cuando no soluciona el problema del delito, es porque no 
se ha aplicado suficientemente. Esa es una expectativa que 
se ha instalado en el debate social, en el debate político, y 
que me parece nefasta. 


Se habla de intensificar los mecanismos de castigo, 
que son cuatro fundamentalmente: la incapacitación —la 
cárcel-, la disuasión, la rehabilitación, y luego el reforza- 
miento de normas mediante lógicas de castigos informales 
o de castigos sociales. Solo me voy a referir a la lógica de 
la incapacitación o del encarcelamiento masivo, que creo 
que ha dado sobrados argumentos del fracaso en el Uru- 
guay desde la ley de seguridad ciudadana hasta ahora y 
que es un auténtico factor criminógeno. Muchas veces se 
dice que aumentar el tiempo de encarcelamiento es total- 
mente contraproducente porque retrasa el tiempo de salida 
de la curva de edad del delito. Hay estudios que demues- 
tran que sobre todo algunos delitos contra la propiedad 
empiezan a caer conforme a la edad. Más tiempo en re- 
clusión, muchas veces lo que hace es postergar esa edad y 
seguir reproduciendo efectos no deseados. 


Sobre la idea de la disuasión, que también es otro con- 
cepto importante que está en el debate público, hay estu- 
dios muy concluyentes que dicen que debe estar anclada 
en la respuesta, en la celeridad y en la certeza mucho más 
que en la severidad. El país debe transitar, efectivamente, 
hacia dispositivos institucionales que nos garanticen re- 
ducir la lógica de la incapacitación como un mecanismo 
de control del delito y cambiar las reglas esenciales de la 
lógica de la disuasión como mecanismos de control del 
delito, abandonando la lógica de la severidad. Se puede ir 
muy en sintonía con las demandas de la opinión pública, 
pero eso puede ser nefasto para los resultados objetivos, y 
a las pruebas me remito para el caso uruguayo. 


Aquí se ha hablado mucho de la Ley de Humanización 
y Modernización del Sistema Carcelario. Este tema daría 
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para un debate largo. La libertad anticipada de esos casi 
800 presos —o un poco más-— no tuvo el objetivo de redu- 
cir las tasas de reincidencia, sino básicamente de descom- 
primir una situación catastrófica desde el punto de vista 
del sistema penitenciario. Lo cierto es que, a pesar de las 
dudas que pueden generar los indicadores de la tasa de 
reincidencia, esta es mucho más baja, sobre todo en el con- 
texto en el que se dio, que la tasa de reincidencia general. 
Y si dijéramos que este camino, sobre todo el de las penas 
alternativas con otras formas y formatos de implementa- 
ción, podría dar mejores resultados, me parece que hay 
que transitar hacia ese lado. Pero también hay que tener 
espacio político para poder hacerlo, y en el contexto en el 
cual estamos encuadrando la discusión, cada vez parece 
que tenemos menos espacio político para ello. 


La ley de humanización no tuvo efectos sobre el delito 
en el corto ni en el mediano plazo. Puedo dar las cifras de 
la evolución de los hurtos y rapiñas durante los años 2006, 
2007 y seguramente 2008. A pesar de que los estudios de- 
muestran que la rapiña en realidad comenzó a incremen- 
tarse, no toman en cuenta la incidencia de los cambios y 
las mejoras en los registros. No es una evaluación sólida 
y confiable. En el peor de los casos pudo haber tenido un 
efecto neutro porque, efectivamente —y no era el propósito 
de la ley—, no frenó el crecimiento de esas rapiñas. Se ha 
instalado una opinión bastante desfavorable frente a eso; 
está bien, es la discusión, pero sería bueno que esta se die- 
ra sobre otros fundamentos. 


Por último, señora presidenta —hablé de la preocupa- 
ción, del diagnóstico y de discutir algo que tenga que ver 
con el sistema de expectativas—, necesitamos hablar de la 
cuestión de la responsabilidad, tema sobre el que se ex- 
presó el señor senador Larrañaga, y está bien. El Frente 
Amplio y el Gobierno asumen las responsabilidades y na- 
die está para evitarlas. Ahora bien, aceptar las responsabi- 
lidades no quiere decir aceptar los argumentos que se han 
vertido aquí. No compartimos los argumentos que se han 
vertido aquí. No compartimos la evaluación que se hace 
sobre un problema que nos ocupa y tampoco compartimos 
la gran mayoría de las medidas que se sostienen en el de- 
bate público. 


Entonces, como cuestión de responsabilidad, creo que 
hay una urgencia por abandonar los enfoques más catas- 
trofistas y las ilusiones punitivas. Si alguna modalidad de 
populismo hay en el Uruguay, es el populismo punitivo. 
El populismo es un fenómeno extrañísimo para la cultura 
política del país. Si alguno hay —y lo debemos reconocer— 
es el populismo punitivo, y es el que no practica el Frente 
Amplio. 


Por otra parte, existen responsabilidades también por 
sostener cambios institucionales. Tenemos transformacio- 
nes importantes en la Policía nacional y transformaciones 
importantes en el sistema penitenciario. Asimismo, he- 
mos impulsado transformaciones importantes en el pro- 
ceso penal que significarán un cambio sustantivo. Debe- 
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ríamos tener más transformaciones en la institucionalidad 
vinculadas a la prevención. Podríamos discutir sobre la 
velocidad y la dirección de esos cambios, pero tenemos 
que sostener —y esto también tiene que ver con criterios 
de responsabilidad— muchas de las transformaciones que 
se han hecho. Esto no se gobierna solo porque me tenga fe 
para comandar una cartera, sino con instituciones distin- 
tas que en el Uruguay no han cambiado durante décadas 
y que fueron construidas sobre la base de formatos clien- 
telares. 


Aquí se ha discutido sobre la tasa de policías por ha- 
bitantes. ¿Cómo se llegó a esa tasa de policías por habi- 
tantes? ¿Por generación espontánea? Comparto y suscribo 
absolutamente la evaluación que hizo el señor ministro 
desde el punto de vista de la descomposición para la com- 
parabilidad. 


Por último, y en términos de responsabilidad política 
mayor —este es un llamado a todos los partidos—, quiero 
decir que está claro que cualquier declaración altisonante, 
desacertada o desenfocada por algún parlamentario de la 
oposición, no compromete ni pone en juego la estabilidad 
institucional democrática del Uruguay por este tema. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SEÑOR MICHELINI.- Formulo moción para que se 
prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Paternain. 


SEÑOR PATERNAIN.- Muchas gracias, señora pre- 
sidenta. 


No nos mueven un pelo las observaciones equivoca- 
das o antojadizas, porque no es eso lo que está en juego. 
Nadie duda de que no es eso lo que está en juego. Tene- 
mos muy claro cómo son los mecanismos y dónde están 
los resortes; no estamos preocupados por ello, sino por 
algo mucho más profundo. Además de provocar un clima 
de ansiedad social y de pánico moral, estos tipos de en- 
sayos de gestión sobre los problemas de la seguridad lo 
único que hacen es generar en la sociedad una reacción 
antipolítica, una profunda reacción antipolítica basada 
fundamentalmente en la demanda de autoritarismo y en 
la necesidad de delegar estos problemas a tecnocracias 
corporativas. Nosotros queremos seguir reivindicando, 
con los problemas y con la preocupación, la centralidad 
de la política para sostener una estrategia de seguridad, 
porque esa es una función eminentemente política. Y 
como resultado de lo que estamos construyendo —hay 
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muchos indicadores en ese sentido—, el país está entran- 
do en un proceso preocupante que erosiona, no la institu- 
cionalidad, sino la legitimidad. Como dije, eso erosiona 
y nos puede llevar puestos a todos. 


Quiero hacer esta advertencia y este señalamiento en 
términos de responsabilidad: nosotros asumimos la nues- 
tra, pero que otros también asuman la suya. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BORDA BERRY.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Tiene 
la palabra el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: el se- 
ñor senador Paternain me aludió creo que en dos opor- 
tunidades. 


La primera aclaración que queremos hacer es que es 
cierto que uno tiene que elegir los indicadores y los te- 
mas, pero decir que ahora se empezó a hablar de la vio- 
lencia doméstica o de la violencia contra la mujer, me 
parece un exceso. Recuerdo que durante el primer Go- 
bierno del doctor Sanguinetti se creó el Instituto Nacio- 
nal de la Mujer y la Familia y en su segundo mandato 
se incorporó la violencia doméstica en el Código Penal. 
Además, creo recordar —no estoy seguro— que fue duran- 
te la presidencia del doctor Batlle que se aprobó la Ley de 
Violencia Doméstica. 


Es cierto que no dije que por parte del señor senador 
Paternain se haya criticado al propio observatorio; lo que 
dije —y lo ratifico— es que el señor senador Paternain cri- 
ticó al ministro Bonomi y eso no ha sido refutado porque 
las palabras son claras. Además, su carta de renuncia, que 
trascendió, al observatorio es muy clara. Es más, en ese 
momento él hasta acusó al ministro Bonomi de elegir el 
año contra el cual compararse. Esas son palabras del señor 
senador que no voy a tener el mal gusto de recordar nue- 
vamente, porque las conoce como las conocemos todos. 
Él sí criticó al ministro que hoy defiende con tanto calor, 
diciéndole que se comparaba contra algunas cifras y las 
elegía. Por suerte las cosas hoy en día en Internet quedan 
y todavía en nuestro país no hay derecho al olvido que 
las borre. 


Muchas gracias. 
13) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Léase 
una solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 
Raúl Sendic 

Presente 


De mi mayor consideración: 


Con motivo de participar en actividades inherentes a 
nuestra función, solicito licencia por el día de la fecha. 


Saludo a usted atentamente. 
José Carlos Cardoso. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Se comunica que la señora Fanny Trylesinski ha pre- 
sentado nota de desistimiento, informando que por esta 
vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo 
que queda convocado el señor Armando Castaingdebat, a 
quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


14) LLAMADO A SALA AL MINISTRO DEL 
INTERIOR, SEÑOR EDUARDO BONOMI 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Conti- 
núa la consideración del tema objeto de la convocatoria. 


Siguiendo con la lista de oradores, tiene la palabra el 
señor senador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- Señora presidenta: acá no hay nin- 
guna discusión preocupante; estamos haciendo un ejerci- 
cio pleno de lo que es la vida democrática y discutiendo 
sobre uno de los temas que más preocupa a los urugua- 
yos, diría, uno de los problemas más graves que tiene el 
país, que es la inseguridad. Nadie puede pensar que se 
trata meramente de una percepción o de un relato cons- 
truido artificialmente. Estamos viviendo el agravamiento 
permanente, creciente y de larga duración de la situación 
de inseguridad que se traslada a la percepción de la ciu- 
dadanía, que no es boba, que no vive de magias ni se cree 
situaciones que se inventa; son realidades que, además, las 
cifras y las estadísticas comprueban de manera rotunda, 
radical y frontal. 


La situación de inseguridad es una responsabilidad 
general del Gobierno. El Gobierno es responsable mucho 
más ampliamente que el Ministerio del Interior. 
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Creo que hoy aquí deberían estar sentados la ministra 
de Educación y Cultura —hace un rato estaba en la barra, 
como me acota el señor senador Baráibar; ¡ya la vamos a 
llamar!—, los integrantes del Codicén, la ministra de De- 
sarrollo Social y la ministra de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, porque estos problemas son 
mucho más globales y complejos; son problemas estructu- 
rales de larga duración. Creo que en términos globales es 
el resultado de un largo proceso de deterioro de la fami- 
lia, de la escuela y de la Policía por lo menos hasta 2010, 
porque a partir de ese año hay un cambio en la situación 
institucional de la Policía del que hablaré en su momen- 
to. Se da una declinación, desde hace mucho, del rol de 
las instituciones de socialización y transmisión de pautas 
y valores como son la escuela y la familia. Tenemos una 
catástrofe educativa —y digo esto, con total convicción, 
con aumento en la deserción, fracasos y reproducción de 
la desigualdad. 


Hace un rato el señor ministro decía que el problema 
de la delincuencia tenía más que ver con los problemas de 
equidad que con los de pobreza. Nuestra educación está 
produciendo inequidad, está multiplicando la inequidad y 
está multiplicando la desigualdad desde hace años. Estos 
Gobiernos, en vez de hacer la reforma educativa, siguen 
pateando la pelota para adelante. Estos Gobiernos, en vez 
de llevar adelante políticas sociales de inclusión promo- 
cional, realizan asistencialismo. ¿Cuál es el mensaje de 
una ministra de Desarrollo Social que cada tanto dice 
que entiende que no debería condicionarse la asignación 
familiar a que se manden a los chiquilines a la escuela? 
¡Caramba! ¿Cuál es el mensaje? El mensaje es asistencia- 
lista, se va a dar algo sin exigir nada a cambio. Ahí vemos 
algunas de las causas de lo que hoy estamos viviendo en 
materia de crisis de inseguridad, de crisis de aumento de 
la delincuencia. 


¿Qué ha pasado con las políticas de vivienda? Los 
asentamientos irregulares siguen creciendo. Tuvimos 
una década fantástica de crecimiento económico y no ha 
cambiado la educación, no se lograron políticas sociales 
inclusivas de integración y no se generó una política de 
vivienda que ayude a la integración. ¡Esa es la gran res- 
ponsabilidad global del Gobierno! La infantilización de 
la pobreza, el desempleo juvenil, la desafiliación institu- 
cional de los jóvenes con respecto al sistema educativo 
y al mercado laboral, el deterioro del espacio urbano, la 
segregación residencial, la prevalencia de las drogas y el 
alcohol y la expansión del mercado de las armas de fuego 
son algunos de los rubros que marcharon de la mano con 
la violencia, la criminalidad y la inseguridad, decía el se- 
nador Rafael Paternain, hace dos o tres años. 


Este es el problema global que tenemos. Al mismo 
tiempo se ha producido una transformación de la delin- 
cuencia, con el avance del delito organizado. Ya no nos en- 
frentamos a los delincuentes aislados, existen verdaderas 
organizaciones criminales, proliferan bandas mafiosas, ha 
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surgido el sicariato en el Uruguay desde hace varios años 
y los ajustes de cuenta. 


Además, surge algo más de fondo, señora presidenta, 
un cambio profundo en el sistema de normas y valores 
de ciertos sectores de la sociedad. Hasta hace algunas 
décadas tener un delincuente en la familia era motivo de 
vergilenza, de drama. Hoy en algunos sectores de nuestra 
sociedad es un valor, es un componente de la familia que 
muchas veces es el que se encarga de sustentar al resto del 
grupo familiar. Ahora tener muertos en el haber es parte 
del prestigio entre pares. Tenemos un problema cultural 
profundo, vinculado con la delincuencia. 


Acá se ha hablado mucho de los indicadores compa- 
rados y creo que conviene tomar algunas referencias de 
comparabilidad porque es lo que nos permite saber dónde 
estamos. Nosotros hemos desmejorado significativamente 
en términos comparados en los últimos años. 


Fíjense en estos datos del Banco Mundial. En 2014 el 
Uruguay tenía una tasa de homicidios cada 100.000 habi- 
tantes —hoy se habló mucho de la tasa de homicidios—se- 
gún el Banco Mundial de 7,8; hoy se habló de 8 y pico. 
Paraguay ese mismo año tenía 8,8, más que nosotros. Pero 
¿qué pasa? En 2004, Paraguay tenía 18,6 y nosotros tenía- 
mos 5,7. En 2005, Chile tenía 3,6 y en 2014, la misma cifra. 
En 2005, Perú tenía 11,1 y en 2014 tenía 6,7; mientras tanto 
nosotros pasamos de tener 5,7 a 8,1, desmejoramos, y eso 
es lo que nos tiene que doler. 


Lo mismo pasa con los indicadores educativos. ¡Cla- 
ro que podemos decir que en términos comparados con 
América Latina no estamos tan mal, pero venimos en ba- 
jada! Mientras que otros países de la región mejoran estos 
mismos indicadores, nosotros vamos hacia atrás. Por eso 
cada vez hay más miedo y cada vez más los espacios abier- 
tos son tomados por la delincuencia. 


El señor senador Bordaberry citaba al fiscal de Corte, 
Jorge Díaz, que hace muy poco decía que solo el 18 % 
de las denuncias presentadas llegan a la Justicia y solo el 
4,5 % dan lugar a imputación penal. Esto significa que 
el sistema ha fracasado completa y absolutamente, y no 
lo digo yo, sino el fiscal de Corte elegido por el sistema 
político por unanimidad. Dice Díaz que el problema no es 
que las penas sean benévolas, el problema es que hay un 
95 % de casos que no se resuelven. Ahí está el drama. Las 
cárceles siguen siendo escuelas de delito o refugio de jefes 
mafiosos desde donde controlan y dirigen su organización. 
El sistema carcelario uruguayo no cumple con su principal 
fin que es la rehabilitación, al contrario, desocializa y, a 
la vez, es un lugar donde se producen y reproducen una 
infinidad de violaciones a los derechos humanos de las que 
todos somos corresponsables. Las cárceles superpobladas, 
el hacinamiento, las precarias condiciones edilicias y de 
infraestructura, las penosas condiciones de los presos y 
del personal policial, la indignidad de las condiciones y 
la permanente violación de los derechos humanos hace 
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rato que introducen a las cárceles en el circuito de la 
inseguridad y no en el de la seguridad. 


Somos los primeros en reconocer los esfuerzos rea- 
lizados con respecto al sistema carcelario, pero notoria- 
mente han sido insuficientes. Luego de dos períodos de la 
actual Administración, alrededor del 20 % de la población 
carcelaria se ubica en los módulos 8, 10 y 11 de la unidad 4 
del Compén y permanecen en condiciones absolutamente 
inhumanas; todos lo sabemos. Por si fuera poco, una vez 
que son liberados el estigma de ser un ex preso acompaña 
a la persona etiquetándola como un verdadero marginado 
y restringiendo sus posibilidades de acceso al mercado de 
empleo. En la mayoría de los casos, los liberados regresan 
a un territorio de alta marginalidad; probablemente hayan 
perdido vínculos sociales, familiares, etcétera, salen con 
$ 100 o $ 200 en la mano y que se arreglen. Así, tenemos 
tasas de reincidencia que golpean a poco menos del 60 %, 
cuando los países que más o menos manejan estas cosas 
tienen una tasa de reincidencia de alrededor del 30 %. Si las 
cárceles siguen siendo escuelas de delincuencia, en defi- 
nitiva, estamos en presencia de un rotundo fracaso global 
que no se explica solo por la política del Ministerio del 
Interior. Ahora bien, ¿alguien tiene la varita mágica? ¿Al- 
guien tiene la solución definitiva al problema? ¿Cuál es la 
alternativa? Uno escucha por ahí —es una tendencia cre- 
ciente en la opinión pública y también en algunos sectores 
de la dirigencia política de este país— que el problema, o 
mejor dicho, la solución al problema de la inseguridad es 
el agravamiento de las penas o el seguir configurando nue- 
vas figuras delictivas. ¿Nos hemos olvidado de que el Uru- 
guay ya ha transitado este camino? Desde la década de los 
noventa estamos hablando del agravamiento de las penas. 
No advertimos que la política penal de sobrecriminaliza- 
ción, de aumento de penas, ha traído aparejado el creciente 
hacinamiento de los establecimientos carcelarios que a su 
vez está en la base de muchos de los problemas. Es una 
suerte de círculo vicioso y no se lleva adelante una estra- 
tegia que en los países más avanzados se ha desarrollado 
fuertemente y que es la de las penas alternativas. Acá ape- 
nas se ha esbozado alguna cosa, pero estamos en pañales 
respecto de lo que deberían ser esas estrategias alternati- 
vas O las mediaciones que ha impulsado el Poder Judicial. 


¿Cómo creemos que se consigue disminuir el índice de 
delincuencia? No hay un solo fundamento racional y equi- 
librado que justifique el camino del aumento de las penas 
como una solución. Es más; estamos en un círculo vicio- 
so que solo genera un peligroso y desmesurado aumento 
permanente de la cantidad de detenidos, lo que en pocos 
años ha llevado a nuestra población carcelaria a cerca de 
11.000 presos. Las cárceles deben dejar de ser una solu- 
ción provisoria de invisibilidad y un archivo momentáneo 
de delincuentes, porque en algún momento el recluso sal- 
drá y lo que hará tendrá algo que ver con lo que se hizo con 
él mientras estaba preso. Ese es un drama que tenemos, 
pero no creo que haya propuestas claras de solución, por- 
que no se arregla militarizando la seguridad o aumentan- 
do las penas. Hay diferencias claras entre los cometidos 
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militares y policiales. Se puede intentar, como ya se hizo, 
el traslado de personal —previa capacitación— a la Policía, 
pero no la incorporación de las Fuerzas Armadas en tareas 
de control de orden público, más allá de algunas que se 
han hecho. Pero también hay que decir las cosas como son: 
todos los Gobiernos democráticos han fracasado, sonora- 
mente, en la búsqueda de respuesta a la situación de inse- 
guridad. Acá se han usado datos, pero creo que el dato que 
conviene es el promedio de la cantidad de delitos de rapiña 
durante el período de cada gobierno. El primer Gobierno 
de Sanguinetti promedialmente tuvo, en sus cinco años, 
1522 rapiñas, lo que significó un incremento del 39 % con 
respecto al período anterior. El siguiente Gobierno, el de 
Lacalle, durante el quinquenio, tuvo 2731 rapiñas. Aclaro 
que estoy tomando los datos del Ministerio del Interior. 
Uno ingresa a la sección de estadísticas del ministerio y 
hay datos desde 1980 hasta el 2015, y esos son los datos 
que tomé. Después hay un cambio en los últimos años 
donde se separan las rapiñas que fueron perseguidas de 
las que fueron denunciadas pero, en definitiva, se toman 
los datos globales. Como decía, en el Gobierno de Lacalle 
hubo un incremento de un 79 % del promedio de rapiñas 
con respecto al primer Gobierno de Sanguinetti. El segun- 
do Gobierno de Sanguinetti tuvo 4996 rapiñas durante 
el quinquenio, lo que implicó un 83 % de incremento. El 
Gobierno de Batlle tuvo 7063 rapiñas, un 41 %; el primer 
Gobierno de Vázquez, 10.580, un 50 % de incremento y el 
Gobierno de Mujica, 16.994, un 60 % de incremento. El 
resultado fue fracaso tras fracaso. 


Los acuerdos multipartidarios de 2010 —los quiero 
reivindicar, así como voy a reivindicar los acuerdos de 
este año también— fueron firmados entre todos los par- 
tidos. La situación de la policía era catastrófica. Cómo 
se pueden mejorar las condiciones de seguridad cuando 
el trabajo de policía era el último orejón del tarro, cuan- 
do cualquier joven lo último que quería era ser policía, 
cuando teníamos un sistema perverso que en lugar de 
aumentar el sueldo, daba el servicio 222, es decir, doble 
horario para cada policía. La mitad, era como guardia 
de seguridad privado, y preferían mantener su salario 
privado que podían perder, que el de empleado público 
que es inamovible. ¡Un desastre! Me acuerdo que en la 
crisis de 2002 no había balas, para que los policías en- 
trenaran el tiro al blanco, ni chalecos antibalas. Tienen 
que acordarse. ¿Cómo no va a empeorar la seguridad con 
una situación de ese tipo? Ese es un cambio que hay que 
reconocer; digo las cosas como son, por lo menos, desde 
nuestro punto de vista. A partir de los acuerdos multi- 
partidarios de 2010, hubo un esfuerzo por cambiar la Po- 
licía. Eso es parte de lo que se hizo. Uno debe reconocer 
que se hizo un esfuerzo y se realizó una inversión; hubo 
mejora sustancial de remuneraciones, de armamento, de 
tecnología; se dio la eliminación o reducción al mínimo 
del servicio 222; se contó con elementos de inteligencia 
aplicados al combate del delito, modernización de la in- 
formación y prioridad en el combate del narcotráfico. A 
pesar de esto, uno se encuentra con ciertas cosas. Este 
año me enteré —seguramente la gente del Ministerio del 
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Interior lo sabía desde hacía mucho tiempo-— de que no se 
podía aplicar la norma que establecía la inexcarcelabili- 
dad del tráfico de pasta base porque el único laboratorio 
autorizado no tenía tecnología para identificar si se tra- 
taba de pasta base o no. ¡Insólito! Hace dos o tres años 
que aprobamos una ley que no se aplicaba, pero ahora en 
el marco de los acuerdos de este año acabamos de votar 
otra ley que permite que ese análisis se haga en otro la- 
boratorio. Eso estaba en la tapa del libro. Pasamos dos o 
tres años sin aplicar la normativa referida al tráfico de 
pasta base porque el Instituto Técnico Forense tiene un 
laboratorio que no podía discriminar la sustancia. ¡Es de 
replay! Solo en este país pasan estas cosas; sin embargo 
ahora —lo espero— se resolvió el problema. 


Estrategias de saturación en zonas especiales. Ha ha- 
bido un trabajo y un esfuerzo de saneamiento de la insti- 
tución policial —tenemos cifras del año pasado o del otro 
que indican que ha habido más de 200 destituciones poli- 
ciales— y avances contra el hacinamiento carcelario, pero 
seguimos corriendo de atrás, muy de atrás. 


En ese contexto fue que tuvimos este diálogo sobre se- 
guridad a comienzos de este año; diálogo que impulsamos 
y promovimos nosotros y que el presidente de la república 
recogió y convocó. Creo que fue muy positivo. La verdad 
es que se aprobaron instrumentos positivos y normativos 
que van a ayudar: se adelanta la vigencia del Código del 
Proceso Penal, se establece un régimen diferente en cuan- 
to a las libertades anticipadas y un nuevo rol de los fisca- 
les, se convierten en inexcarcelables los delitos de narco- 
tráfico, se limitan las libertades anticipadas y se acuerda la 
descentralización del instituto penitenciario. En este senti- 
do quiero decir que comparto totalmente lo que explicó la 
senadora Payssé acerca de los alcances del acuerdo sobre 
este tema en el diálogo sobre seguridad. Lo que ella ma- 
nifestó es exactamente lo que se acordó, pero hay muchas 
cosas que no se han hecho y ahí está la parte del debe y lo 
que uno debe señalar como un cuestionamiento. 


En primer lugar, creo que este Gobierno tiene un dé- 
ficit con relación al esfuerzo por valorizar la importancia 
del cumplimiento de las normas. El mensaje cultural de 
que las reglas de juego están por encima de cualquier cosa, 
no se ha dado; el mensaje de que da lo mismo una cosa que 
la otra, se ha instalado en la cultura uruguaya, y ese es el 
peor mensaje para enfrentar la delincuencia. 


Estas referencias que hizo el senador Bordaberry res- 
pecto a las actitudes de la diputada Pereyra con los ba- 
rrabravas son parte de esas señales ambivalentes, contra- 
dictorias. No hay una señal de firmeza; no hay una señal 
de decir: «Señores: se paró la farra». Hay contradicciones, 
hay ambigiledades, y eso lo leen, lo entienden, lo escu- 
chan y lo sienten los ciudadanos que están dentro de la 
delincuencia. 


(Ocupa la presidencia el senador Besozzi). 
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—Ha habido mensajes contradictorios desde el poder; 
se ha justificado el delito como producto social sin tomar 
en consideración que si ello fuera así, toda la gente que tie- 
ne problemas económicos sería delincuente y, obviamente, 
no lo es sino todo lo contrario. Entonces, ¡vamos! Por eso 
soy muy partidario de haber impulsado una nueva norma- 
tiva vinculada al código de faltas, porque ahí empieza el 
mensaje a la delincuencia, cuando se quiebran las normas 
más concretas de la vida cotidiana. Si ahí hay permisivi- 
dad, si uno ve que, en definitiva, el quebrantamiento de las 
normas opera en lo más pequeño, eso se va trasladando y 
transformando en este fenómeno. Este es un gran debe de 
este Gobierno. 


En segundo término, creo que al trabajo policial le fal- 
ta una pata fundamental, y lo hemos planteado en opor- 
tunidades de diálogo con el Ministerio del Interior: no se 
prioriza el trabajo territorial a escala local. Las secciona- 
les policiales siguen teniendo el mismo diseño geográfi- 
co de hace sesenta años. Hace unas semanas estuve en el 
Chuy y su gente me decía: «Acá tenemos la comisaría en 
una punta del pueblo». ¿Por qué? Porque cuando se puso 
la comisaría estaba en el centro del pueblo, pero el pueblo 
crece, se mueve, las sociedades cambian. Entonces, ahora 
quedó en una punta, bien lejos de donde vive la mayoría 
de la gente. Lo mismo en Montevideo. Siempre pongo mi 
ejemplo. Yo vivo en Malvín Norte, al norte de Avenida 
Italia, cerca de Avenida Italia y Gallinal. No sé a cuánto 
estoy de la Seccional 15, que es la que me corresponde, 
que está ubicada en 8 de Octubre y Larravide. Lo que 
sucede es que cuando se diseñó la comisaría era para La 
Unión, porque Malvín Norte era un baldío, no había nada 
más que una cancha de fútbol, pero ahora tenemos muchos 
complejos de viviendas, cooperativas, etcétera. ¿Y a nadie 
se le ocurrió que hay que cambiar los límites geográficos? 
No, ¡vamos a las grandes zonas! Entonces, ahora Monte- 
video tiene cuatro zonas y desde allí atacamos a todo el 
territorio. Pero la problemática de la seguridad se discute 
en el tejido social, con el comisario conversando con los 
vecinos, con el comisario hablando con la directora de la 
escuela y con la comisión de fomento. Eso está absolu- 
tamente en el debe. Es más, la semana pasada o la otra 
escuché decir al director de la Policía nacional que iban a 
reducir las seccionales. La verdad, creo que es un gravísi- 
mo error de estrategia. Así como digo que está muy bien 
lo de PADO, lo de la tecnificación, lo de medir las zonas 
calientes, también digo que la Policía tiene que estar pre- 
sente en los barrios, en el mano a mano. Claro que hay más 
riesgos de corrupción, pero hay que perseguirla, y también 
está en las zonas grandes. Hace poco procesaron a uno de 
los capos de la zona II. 


El tema es que hay que tener comisarías a escala ba- 
rrial, a escala local; de otra forma, no vamos a recuperar 
la seguridad. En esto, lo único que veo, es una estrategia 
contraria. Creo que las zonas calientes sobre las que ope- 
ra el PADO se enfrían, pero se calientan otras. Si no hay 
una cobertura con mesas de convivencia y con la Policía 
comunitaria, creo que esto no camina. Los resultados van 
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a ser puntuales y vamos a tener una especie de ida y vuelta 
y capaz que este año al ministro se le da, después de tantas 
veces que lo ha anunciado, que bajen las rapiñas, pero el 
año que viene no lo sé. Esto no se va a consolidar si al mis- 
mo tiempo no hay una estrategia territorial y local. 


También tenemos que reestructurar la carrera policial. 
Un policía debe tener, como tenía en el pasado, perspecti- 
vas de llegar al máximo, incentivos de ascenso, y no esas 
carreras cortadas —como sucede desde hace unos años— 
que yo creo que frenan sus expectativas. Además, ha ha- 
bido una afectación y un cuestionamiento a la autoridad 
en la Policía; ha habido una afectación de la verticalidad 
del mando. En nombre del Partido Independiente digo 
—esto lo pensamos todos— que no dudamos en afirmar que 
aquellos a quienes la sociedad les da las armas para su 
defensa no deberían estar habilitados a desarrollar activi- 
dades sindicales. Esto le ha hecho mucho daño a la Policía 
de este país. 


SEÑOR CASTAINGDEBAT.- Formulo moción para 
que se prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Mieres. 


SEÑOR MIERES.- Tampoco es correcto que una ley 
orgánica policial se apruebe con el voto exclusivo de una 
sola fuerza política y no sea el resultado de un acuerdo, de 
un consenso, de una búsqueda de entendimientos. 


Yo he preguntado muchas veces a las autoridades del 
ministerio, y nunca me contestaron: ¿por qué no hay una 
estrategia decidida de confrontación con la figura clave 
del circuito delictivo que es el reducidor? ¿Qué pasa con 
eso? ¿Cuál es el drama con eso? El rapiñero, que es el que 
genera el mayor efecto de inseguridad sobre la sociedad, 
cuando consigue las cosas que roba las coloca inmedia- 
tamente en un mayorista del delito, que está en todos los 
barrios y en todos los pueblos de este país, que es el que 
compra muchas veces a precio vil para después reintro- 
ducir lo robado en el mercado a través de los puestos de 
feria o de lo que sea. ¿No nos vamos a meter nunca con 
eso? ¿Nunca va a estar arriba de la mesa este asunto en 
la estrategia del combate a la delincuencia? ¿Seguiremos 
mirando con total desparpajo cómo se venden las cosas 
robadas ante la vista de todos los ciudadanos y de toda 
la Policía de este país? ¿Qué lugar ocupa este fenómeno 
en la estrategia delictiva de combate a la delincuencia? 
Todos saben, los policías primero que nadie, cualquier 
vecino también, quién es el reducidor del barrio. ¿Y? ¿O 
es un costo político encarar y enfrentar todo ese circui- 
to que termina dando laburo, aunque ilegal e ilícito, a 
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un montón de gente? ¿Qué pasa? ¿Le tenemos miedo a 
perder apoyos, a tocar fibras que por otro lado tienen 
vínculos a la hora de los votos? La verdad es que hace 
un par de años he visto una campaña del Ministerio del 
Interior para que la gente no compre cosas robadas, pero 
no he visto una estrategia de combate al que se encarga 
de la distribución, al mayorista del delito. Estas son las 
cosas que nos duelen porque, en definitiva, no veo una 
estrategia correcta, completa, si bien reconocemos lo que 
acabamos de decir. 


El abandono de los espectáculos deportivos —aquí ha- 
blo a título personal— es un disparate, señor presidente. 
Me parece que es una forma de sacarse la responsabili- 
dad de encima decir que los espectáculos deportivos son 
espectáculos privados. ¡Son espectáculos públicos! ¡Hay 
miles de personas ahí adentro! Lo podré entender el día 
que lo resuelvan, pero si todavía no lo han resuelto, la po- 
licía no se puede ir de las canchas. La policía no se puede 
ir de lugares donde se están cometiendo delitos a vista y 
paciencia de todo el mundo. La policía tiene un cometido, 
que es mantener el orden público, combatir el delito don- 
de exista. ¡Y las canchas de fútbol son lugares donde hoy, 
lamentablemente, se cometen delitos! ¡Pero la policía se 
borra! y pretende que unos ciudadanos, guardias privados, 
encaren a una mafia que está cada vez más consolidada. 
La verdad es que a mí me dio mucha pena ver el domingo 
pasado en los noticieros, primero, a la gente yéndose del 
estadio, y después, cuando el estadio estaba vacío, ver que 
ahí sí la policía estaba revisando para ver qué encontraba. 
Daba pena, daba vergúenza. ¿Qué estaban buscando? Ya 
no había nadie, se había ido todo el mundo. Tendrían que 
haber estado ahí adentro antes. 


¿Qué quieren que les diga? A mí me parece que son 
demasiadas asignaturas pendientes para tantos años y 
tantos recursos. El programa del partido de gobierno, en- 
tre tantas otras cosas, hablaba de un trabajo articulado 
de los ministerios integrantes del gabinete de seguridad 
y social, en conjunto con los Gobiernos departamentales 
y locales. Creo que de eso se hizo poco. ¿Qué es lo que 
hay que hacer? Uno también tiene que asumir responsa- 
bilidades. Yo creo que es clave el telón de fondo, es decir, 
la recuperación del tejido social con políticas educativas, 
sociales, territoriales, de vivienda. En eso yo les debo 
marcar una crítica muy fuerte por la ausencia de esas 
transformaciones que son vitales para recuperar el tejido 
social. 


Hay que redefinir los límites territoriales de las sec- 
cionales, ir a mesas de convivencia, apoyar a la Policía 
comunitaria, tener una fuerte ofensiva al circuito de los 
reducidores, atender la rehabilitación en las cárceles —sé 
que se está haciendo un esfuerzo— y brindar apoyo a la 
reinserción social de los presos. ¿El Inefop no puede tener 
algún programa de capacitación laboral para los presos, 
para los que salen, para los liberados? Mientras no tenga- 
mos una política real de apoyo a la rehabilitación de los 
adictos a las drogas, que es una situación absolutamente 
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deficitaria, vamos a seguir teniendo el círculo vicioso del 
adicto que vuelve a ser el mercado necesario para las bo- 
cas de pasta base. 


Señor presidente: nosotros le reclamamos al Gobierno 
un cambio; un cambio en la política educativa —lo venimos 
gritando hace tanto tiempo, aunque sin éxito—; un cambio 
en las políticas sociales; un cambio en las políticas de vi- 
vienda, porque el fracaso es multidimensional y no se ex- 
plica solo por la gestión del Ministerio del Interior. Nuestra 
inseguridad actual es el resultado de haber desperdiciado 
la oportunidad de transformar la educación y desarrollar 
políticas sociales promocionales. El fracaso, el gran fra- 
caso de estos años es la incapacidad de reconstituir la in- 
tegración social. Para nosotros, que nos definimos como 
humanistas de izquierda, es inadmisible el despilfarro de 
recursos públicos, muchas veces con fines electorales, y 
haber postergado las reformas que habrían impactado en 
el sistema de normas y valores de nuestra sociedad. El pro- 
blema de la inseguridad no es solo una cuestión vinculada 
al poder represivo ni a un tema policíaco. 


Ahora bien: ya han pasado seis años y medio y el mis- 
mo equipo —al que hay que reconocerle un esfuerzo— no 
ha obtenido resultados sólidos, tangibles. Yo creo, señor 
presidente, que es hora de renovación, de alternativas. El 
Gobierno debe reconocer el desgaste y que es necesario 
crear nuevo crédito. 


Pedimos al Gobierno un cambio; pedimos al Gobierno 
que reflexione sobre la necesidad de una renovación, pero 
no vamos a acompañar la censura, porque no nos pare- 
ce que se deba ir a un nivel de confrontación mayor. El 
tema es suficientemente complejo y las alternativas son 
suficientemente difíciles de implementar como para ir a 
una convocatoria de este tipo. Nosotros le planteamos al 
Poder Ejecutivo la necesidad de una sustitución, pero no 
votamos la censura para activar los artículos 147 y 148 de 
la Constitución de la república. No estamos de acuerdo en 
convertir el debate sobre la inseguridad en una polariza- 
ción en blanco y negro, en todo o nada. No vamos a formar 
parte de ese juego. 


Gracias, señor presidente. 
SEÑOR AGAZZI.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR AGAZZI.- Señor presidente: en primer lugar, 
nosotros no estuvimos de acuerdo con hacer esta interpe- 
lación, capaz que por las razones que invocaba el senador 
Mieres recién. Ver en el ministro del Interior un cabeza de 
turco cuando lo que hay que hacer es recuperar las redes 
en una sociedad, me parece que es algo que no tiene nada 
que ver, como alpargatas y dulce de leche. Pero así se re- 
solvió y así se hace. 
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Nosotros fuimos convocados, señor presidente. La 
nota que presentó el senador Bordaberry, que la apoya- 
ron los demás partidos de la oposición, fue para recibir 
información sobre las políticas de seguridad ciudadana 
y la situación en todos los ámbitos. A mí no me asusta 
para nada que se utilicen los mecanismos que establece la 
Constitución de la república —que la apoyamos todos y en 
todos los aspectos— y que se apliquen. Me parece que está 
bien que así se haga. No me asusté cuando esto se exage- 
ró y se «tremendizó» al decir que iba a haber elecciones 
parlamentarias. Yo sé que el senador Bordaberry es una 
persona inteligente y él sabe que eso no va a pasar. Me 
parece que fue un tremendismo innecesario, más por las 
reacciones que tuvo que por lo que dijo Bordaberry. Pero 
está bien. 


Creo que para mí no es un mecanismo extremo, tal 
como fue planteado; es un mecanismo constitucional y el 
sistema político nacional tiene todo el derecho a utilizar 
las herramientas de las que dispone. Está bien que se haga 
esto, que se hagan las preguntas, que se conteste y que se 
respete lo que establece la Constitución de la república. 


Ahora bien, la seguridad no es una cuestión de la Poli- 
cía. Es un concepto amplio. ¿Cómo se mide la seguridad? 
¿Cuál es el «insegurómetro»? Más bien es un aspecto sub- 
jetivo de lo que cada uno siente. Se puede sentir uno mucho 
más seguro teniendo muchos menos recursos económicos 
o se puede sentir muy inseguro estando lleno de plata. El 
problema de la seguridad o de la inseguridad es un tema 
complejo. Aquí de lo que se habló fue de la violencia y 
del tratamiento de la violencia en la sociedad, pero no de 
la inseguridad. Además, la inseguridad la puede generar 
uno mismo y se puede generar sin que cambie la situación 
económica que uno tiene. 


Creo que nos fue dada abundante información sobre la 
política de seguridad ciudadana. Yo voy a separar el con- 
cepto de política de seguridad ciudadana de las preguntas 
y discusiones sobre hechos puntuales. Me interesa jerar- 
quizar el concepto de la política de seguridad ciudadana, 
cuáles son las líneas, cuáles los nervios que se están lle- 
vando adelante en este tema o que se deberían llevar ade- 
lante. Algunos aquí fueron apoyados, otros fueron critica- 
dos. Está bien, hubo señores senadores que dijeron: «Yo no 
le creo al ministro». Y tienen todo su derecho a no creerle. 


Creo que la información que se nos dio fue global, só- 
lida y se expresó de una manera que deja entrever con- 
vencimiento en lo que se está haciendo, y eso es muy im- 
portante. Uno puede describir todo el capítulo y el libro, 
pero no sentirlo. A mí me parece que la manera en cómo 
se informó acá, los ejemplos que se tomaron, los datos que 
se dieron y las explicaciones que se brindaron fueron, en 
realidad, muy criteriosos, muy técnicos. Y se habló de la 
reforma de la Policía, que en realidad se está convirtiendo 
para tener una gestión moderna. Lo del milico barrigón 
con el cinto por debajo del ombligo se terminó. Ahora es 
gente joven, preparada y que estudia. Me parece que eso 
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es importante porque apunta a la racionalización y a la efi- 
ciencia de una fuerza que los funcionarios del ministerio 
le llaman la nueva Policía. Es una concepción distinta. 


He oído al señor director de la Policía nacional decir 
que esta no tiene que ser represiva y correr detrás de los 
delitos, sino que debe ser preventiva. La utilización de la 
técnica y de la formación científica hace que sea una cosa 
distinta. Hemos recibido información de esto y todo el 
mundo estuvo de acuerdo en que es bueno. Creo que si en 
el Estado estuvieran algunos de los últimos señores ex- 
ministros del Interior se hubieran sentido satisfechos por 
todo esto. Muchos quisieron hacer estas cosas, pero eso 
significó vencer resistencias muy fuertes de la burocracia 
que estaba encriptada en el Estado y que no quería que se 
modificara nada, porque así se les movían los muebles de 
su conveniencia; a algunos, incluso, tuvieron que echarlos. 


Es una tarea difícil transformar el Estado. La reforma 
del Estado es algo muy fácil de decir, pero muy difícil de 
hacer: en cuanto tenemos que correr un escritorio ya em- 
piezan los líos. 


Se habló de la formación y la carrera policial. En lo 
personal, algo que me ha gustado es leer los discursos de 
la señora directora de la Escuela Nacional de Policía, por 
el enfoque, por la manera en que plantea las cosas. Eso no 
tiene color político, señor presidente; tiene una doctrina 
y apuesta a la formación permanente, a la profesionaliza- 
ción. Todos vamos a estar de acuerdo con eso, como lo 
estuvimos cuando se hizo en la DGI. Está bien que eso se 
dé dentro de la Policía. 


Recibimos información sobre las políticas de convi- 
vencia y el fortalecimiento de los espacios públicos. Ahora 
bien; ¿cómo deconstruir el miedo? Este es un tema deli- 
cado. El miedo, en realidad, es lo que nos conduce a la 
inseguridad. ¿Qué es el miedo? ¿Cómo se lo sustituye por 
las ganas de vivir y de hacer cosas? Esa es una tarea que 
no tiene nada que ver con el Ministerio del Interior, que 
puede aportar o no a esto. 


¿Cómo se previene y se erradica la violencia intrafami- 
liar? ¿Cómo se atiende a las víctimas? Esto ha sido parte de 
los lineamientos que se nos dieron y nos explicaron aquí. 


¿Cómo se puede tener un concepto distinto del preso? 
Con una nueva gestión penitenciaria. Está bien lo que de- 
cía el señor senador José Carlos Cardoso acerca de lo que 
pasó en aquella cárcel que tenía más de un siglo y en la 
que todavía los cables eléctricos estaban aislados con car- 
tón alquitranado. Ahora bien, no se pasa de aquello a las 
cárceles nuevas que están habiendo ahora por un acto de 
voluntad, la cigieña no trae esas cárceles, sino que hay 
que trabajar para sustituir aquello por otra cosa. Hay que 
conseguir los recursos y trabajar todos los días para armo- 
nizar esas cosas, armarlas y para que empiecen a andar. 
¿Cuánto tiempo lleva esto? Algunos pueden pensar que 
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esto llevó demasiado tiempo, pero nosotros estamos con- 
formes porque está avanzando. 


También se habló del respeto a los asuntos que se acor- 
daron en el diálogo interpartidario que convocó el señor 
presidente de la república. Esto ha sido valorado positi- 
vamente, aunque hubo mucha discusión debido a que al- 
gunos no querían ir y otros sí. Eso pasa siempre en de- 
mocracia y lo mejor es que las cosas se digan y que nos 
enteremos todos. 


¿Es suficiente la cantidad de policías? ¿Son pocos? 
Aquí estamos agregando más tareas a la Policía. El señor 
ministro ha dicho que no se precisan más policías sino una 
mejor calidad en la organización de lo que la Policía hace. 
Creo que recibimos demostraciones de cosas que se están 
haciendo de manera distinta con la Policía. 


Otra cosa que me llamó la atención es que muchas de 
las críticas que se le hicieron a la Policía fueron utilizando 
los datos y la información que la propia Policía produce, 
y eso está muy bien. La información tiene que ser perma- 
nente y cristalina; si pudiéramos tenerla día por día sería 
mejor. Ahí hay un problema de métodos y de recursos, 
pero ahora hay mucha información sobre las cosas que pa- 
san en cuanto a la violencia en la sociedad y a la lucha por 
mejorar ese asunto. 


Creo que el anecdotario de estas cosas puede ser infi- 
nito, pero rescaté algunos capítulos que me parece que han 
sido explicados como parte de una política de seguridad. 
Estoy totalmente de acuerdo en que se transite por esos 
caminos y me alegro de los logros que se han tenido. 


Me parece que, en cuanto a estos objetivos tras los que 
vamos, no tenemos discusión. Ahora bien, estamos preo- 
cupados por las expresiones de violencia que hay en nues- 
tro país; no me gusta vivir con estos niveles de violencia. 
Hay determinado número de rapiñas, pero ¿por qué hay 
tantas? ¿Por qué hay un número de personas que van a 
rapiñar? La persona que decide rapiñar toma esa decisión. 
Vive con una familia en determinado barrio; ¿por qué de- 
cide vivir de eso? Tengo que pensar en la persona para 
tratar de entender qué es lo que conduce a esa cabeza a ha- 
cer estas cosas que son tan perjudiciales para la sociedad 
y para ella misma. En lo personal, trataría de convencerla 
de que no le conviene ese camino; me parece que esto es 
importante. 


¿Por qué hay tantos hurtos? Hemos reflexionado poco 
sobre esto. Discutimos mucho sobre lo que hay que hacer 
con quienes cometen hurtos, pero no respecto a qué hacer 
con ellos para que no terminen hurtando. 


Esto es difícil. Estos problemas no son del Uruguay 
ni de la región, sino del mundo. Cualquier película que 
uno mira tiene aviones para acá y para allá, portaaviones, 
guerras, balazos para todos lados y bazucas. Parece que en 
este mundo de guerras y de agresiones eso es preferible a 
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vivir de otra manera. ¡Parece que eso fuera más importan- 
te que la inteligencia! 


Creo que no vamos hacia un mundo mejor que podría- 
mos tener. No tendríamos limitaciones si nos sacáramos 
estas cosas de arriba. Esto lo sufrimos igual que todos los 
que padecen las consecuencias de las decisiones que to- 
man los grandes centros de poder. Quisiéramos estar me- 
jor, pero una cosa es querer y otra es poder. 


El señor senador Larrañaga recién mencionaba al ba- 
rrio Cuarenta Semanas. Vivo a pocas cuadras y lo conoz- 
co. Hay que ir por Propios, tomar por Instrucciones, me- 
terse por Camino Santos —que tiene unas callecitas que lo 
atraviesan—, tomar por calle Gambetta, etcétera. Ahora en 
ese barrio hay seis grupos habitacionales que se han hecho 
en los últimos diez años. Hay uno más viejo que está en 
Instrucciones y Propios, que son las viviendas de INVE de 
antes, también hay tres cooperativas y están las viviendas 
que hizo el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Terri- 
torial y Medio Ambiente, que tienen tres o cuatro años. A 
su vez, hay muchos realojos que se hicieron en la zona. En- 
tonces, ¡cuidado a quien habla del Cuarenta Semanas, que 
no se esté refiriendo al barrio que había antes! Tengo co- 
nocidos en ese barrio y converso con ellos. Sé que hay una 
escuela industrial bien importante donde estaba la cancha 
de La Luz —ahí, sobre Propios—, a la que inauguraron hace 
poco y, además, se hizo un caminito con senderos y ban- 
cos para sentarse en la costa sur del Miguelete. Ahí se dio 
un trabajo importante de mucha gente: la Intendencia de 
Montevideo, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y organizaciones sociales 
como Fucvam. Este tipo de cosas van sustituyendo un cen- 
tro de excluidos —que es un foco de violencia en la socie- 
dad-— apuntando a la construcción de ciudadanía. 


Ahora bien, esto no se hace por un decreto del señor 
presidente de la república ni porque vaya un ómnibus del 
Ministerio del Interior y dé la orden. Construir ciudadanía 
es bastante más complicado que eso. Deconstruirla es fá- 
cil, construirla es un poco más complicado. 


Quiero decir, señor presidente, que estos problemas no 
son del Frente Amplio. Aquí se dijo que en 1985 hubo 1578 
rapiñas y, por lo menos el año pasado, pasamos las 21.000, 
y no sé cuántas van a haber este año. No obstante, todos 
los Gobiernos tuvieron dificultades en ese sentido. Me he 
tomado el trabajo de sacar algunos datitos, señor presiden- 
te, porque me parece que vale la pena tenerlos presente. En 
realidad, todos los Gobiernos tuvieron problemas. Escu- 
chen: en la última etapa del Gobierno militar hubo cuatro 
ministros del Interior: el teniente general Manuel Núñez, 
el general Yamandú Trinidad, el general Hugo Linares 
Brum y el general Julio Rapela. En el primer Gobierno 
de Sanguinetti, hubo cuatro ministros del Interior: Carlos 
Manini Ríos, Antonio Marchesano, Francisco Forteza y 
Flavio Buscasso. Por su parte, en el Gobierno del Partido 
Nacional hubo tres: Juan Andrés Ramírez, Raúl Iturria y 
Ángel María Gianola. En el segundo Gobierno de Sangui- 
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netti, lo fueron Didier Opertti y Luis Hierro López. En 
realidad, en veinte años hubo trece ministros del Interior, 
lo que indica que lidiar con estas cuestiones no es un pro- 
blema de ahora. 


Es más, recuerdo —y tengo en mi poder— un reporta- 
je que le hicieron al doctor Julio María Sanguinetti en 
octubre de 1994. Tiene la foto de quien enseguida sería 
presidente de la república y dice: «El país tocó fondo en 
materia de seguridad pública». Estas son cosas que vienen 
de mucho tiempo atrás. No justifico lo que pasa hoy en 
base a lo que sucedía antes; no es mi intención intelectual 
dar una justificación. Mi intención es entender que se trata 
de un tema complejo que viene de tiempo atrás y que las 
soluciones no son fáciles. 


Algo quiere decir esto, hay que enfrentarlo y además 
incluye muchas otras cosas de las que no hemos hablado, 
aunque creo que el señor senador Mieres hacía alguna re- 
ferencia al respecto. ¿Qué pasa con los riesgos económico- 
sociales que hemos padecido? ¿Qué pasa con la corrup- 
ción? ¿Qué pasa con la evasión de las obligaciones que se 
tienen para con el Estado? ¿Qué pasa con los fraudes? Hay 
muchos aspectos que tienen que ver con la inseguridad de 
un país, inclusive los desastres naturales como los que he- 
mos tenido este año. Esto incluye a toda la comunidad na- 
cional y, en realidad, no es changa eliminar las amenazas 
que ponen en peligro la seguridad colectiva. Ahora bien, 
¿cuáles son las acciones concretas que se deben tomar 
para eliminar esas amenazas y proteger a la población? 


Estoy pensando hacia el futuro y me pregunto cómo 
podemos vivir más seguros. ¿Qué es lo que tenemos que 
hacer hoy para vivir más seguros mañana? ¿Cómo nos 
podemos sacar de encima esa amenaza de violencia y de 
delitos? Nadie desconoce que la inseguridad social es un 
componente importantísimo en todo esto y creo que no 
fue jerarquizada con la importancia que tiene. La exclu- 
sión, la marginación, la fragmentación social y territorial, 
los barrios de pobres, los barrios de clase media y los de 
ricos, las escuelas donde van los pobres y las escuelas a 
las que van los que tienen más recursos, ¿son los nuevos 
códigos de la vida social? Alguna referencia se hizo hoy 
a esto. La vida social va construyendo códigos y hoy son 
distintos que antes, no solo con respecto al delito, sino con 
todas las cosas como, por ejemplo, la desconfianza, el in- 
dividualismo, etcétera. 


Aquí se ha hablado de la importancia de la escuela y de 
la familia, pero ¿y el barrio? ¿Y esa red que se forma entre 
los vecinos y nos permite intercambiar cosas, ser amigos, 
tener afectos y construir la personalidad de la gente? Yo 
tengo una gran debilidad por eso, tal vez porque lo viví y 
fue muy importante en la formación de mi personalidad. 
Esta es la fortaleza que tienen muchas ciudades del inte- 
rior, donde toda la gente se conoce y hay una red social. 
Sin embargo, en las ciudades más grandes esa red social 
no existe o está quebrada, no puede en la lucha contra el 
individualismo, y esto lleva a la intolerancia, a la violen- 
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cia, a la autodefensa, al miedo como algo que va más allá 
de la realidad. Estos son factores estructurales que no se 
cambian de un día para el otro. ¿Alguien piensa que si po- 
nemos a otro estas cosas van a cambiar? No lo sé, pero está 
bien, cada uno piensa lo que quiere. 


Lo cierto es que esto opera desde hace mucho tiempo 
en nuestro país. En 1994, una encuesta de Cifra decía que 
el 80 % de los uruguayos pensaba que éramos más vio- 
lentos que diez años antes. Por otro lado, una encuesta de 
Datos del año 1997 —tres años más tarde— afirmaba que el 
93 % de los uruguayos pensaba que éramos más violen- 
tos que diez años antes. ¡No es algo de ahora! Me parece 
que hicimos muchas cosas. Generar puestos de trabajo 
es importante para recuperar la red social; también lo es 
luchar contra la pobreza con todos los mecanismos de 
que se disponga, hasta con los que se critican, y por su- 
puesto que nos podemos equivocar. Hay que eliminar la 
indigencia y preocuparse por la situación económica del 
país; esto hace al mejoramiento de toda esta inseguridad 
social. 


Hay una teoría por ahí —que solo he leído— que dice 
que hay una primera etapa de mejoramiento de todos estos 
factores que puede llevar a un empeoramiento en lo que 
respecta a la violencia y a la convivencia, pero en esto no 
me quiero meter. 


La sociedad tiene un pulso social y la gente es sensl- 
ble a esto. He hablado de estos temas con pobladores del 
Cuarenta Semanas —porque los conozco— para saber cómo 
los ven y además hay que convencerlos de que no sigan 
haciendo eso que aprendieron a hacer, porque muchos lo 
aprendieron de sus padres. Les he dicho: «¡No se lo expli- 
ques a tus gurises, dejate de embromar, y hacé que vivan 
dignamente! ¿O querés que vivan igual que vos?». 


Quizás hay valores sociales, valores de desigualdad 
y no es fácil superar eso; además esto evidencia los 
problemas de integración. No olvidemos que también hay 
otros problemas que hoy fueron mencionados al pasar. Es 
cierto que el año pasado tuvimos 289 homicidios, pero los 
fallecidos en accidentes de tránsito fueron 506 y hubo 609 
suicidios. El Ministerio del Interior no tiene nada que ver 
con los suicidios, pero son cosas que pasan en la sociedad, 
que son muy importantes y que también hay que atender. 


Lo que voy a decir ya lo he mencionado otras veces y 
no quiero repetirlo; no quiero personalizar mis argumen- 
tos, decir de dónde vengo, de qué barrio soy o cómo he 
vivido; yo no importo. Entiendo que las crisis que nos lle- 
varon a nuestra desarticulación de las redes de la sociedad 
fueron muy grandes y mejorar esos factores es complejo. 
¿Hay que atender uno primero y otro después? ¿Hay que 
hacerlo al mismo tiempo? También tenemos dificultades, 
porque hay que hacer un importante trabajo de fortaleci- 
miento. Para ello tienen que trabajar el Ministerio de Edu- 
cación y Cultura, el Mides, el Ministerio de Desarrollo 
Social, la intendencia departamental, etcétera. El hecho de 
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articular y trabajar juntos es de las cosas más difíciles que 
hay en este país; es muy difícil y acepto que en ese aspecto 
tal vez tendríamos que haber mejorado mucho más. Soy 
exigente con esto, porque me parece que es importante; 
el Gobierno nacional y los Gobiernos departamentales 
tienen que estar junto con la gente construyendo cosas. 
Ahora bien, para ello hay que salirse de la canaleta del 
ministerio o de la oficina y mirar a la realidad, porque es 
en torno a ella que hay que trabajar. Lo acepto como una 
autocrítica de mi Gobierno. 


La oposición dijo que todo esto no es suficiente, pero 
uno mira los datos de 2015 y otro los de 2016, y así no va- 
mos a llegar a ningún lado. Para nosotros este es un tema 
complejo con el que estamos comprometidos y hay que se- 
guir trabajando, porque no se va a arreglar ya. Capaz que, 
por compasión, el Ministerio del Interior tendría que ser el 
que rote más, aunque creo que ha rotado más el Ministerio 
de Turismo, lo que significa un contrasentido dada la natu- 
raleza intrínseca de la responsabilidad que tiene cada uno. 
Lo importante ahí no es la persona, sino el equipo. 


Hay que tener cuidado con el miedo que paraliza, por- 
que va más allá de las cosas objetivas; es un sentimiento. 
Asimismo, creo que la mano dura no arregla ninguna de 
estas cosas. Á veces creemos que arreglamos algo rápido 
porque aplicamos mano dura, pero eso es una simplifica- 
ción que no tiene fundamento en ningún orden de la vida; 
hay que entender las causas para poder corregirlas. Mien- 
tras tanto hay que intentar encarrilar las cosas para que la 
gente que trabaja y vive decentemente no sufra las con- 
secuencias de los inadaptados o de los delincuentes. No 
me gustaría que se buscaran culpables mirando a alguien 
como si fuera un sujeto peligroso porque es joven, porque 
es distinto o porque vive en el Cuarenta Semanas. ¡No me 
gustaría que eso sucediera! Me parece que hay que mirar 
el conjunto de la sociedad, también desde dentro de estos 
lugares en donde hay problemas y no solo desde afuera 
como un fenómeno que analizamos como si estuviéramos 
escribiendo un libro; ¡es nuestra gente, son los uruguayos! 
En realidad, los problemas de aumento de la violencia son 
una trampa en la que estamos todos inmersos. Creo que el 
miedo no nos permite pensar hacia adelante, porque nos 
atrapa en los problemas que tenemos hoy. Puede ser fácil 
dedicar mucho tiempo a pensar en eso, pero creo que hay 
otros desafíos que son mucho más importantes. Creo que 
no tenemos que sumar frustraciones, sino que hay que su- 
perarlas y triunfar. 


¿Cómo seguimos? Seguimos trabajando, así como se 
ha trabajado hasta ahora. 


Es cuanto quería expresar. 
SEÑOR HEBER.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Guillermo Besozzi).- Tiene la 
palabra el señor senador. 
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SEÑOR HEBER.- Señor presidente: a pesar de lo 
avanzado de la hora —hace casi doce horas que estamos 
discutiendo—, creo que vale la pena seguir debatiendo so- 
bre un tema que está generando la mayor preocupación 
de la población. En todas las encuestas actuales el tema 
número uno, por lejos, es el de la inseguridad. Esa debería 
ser la mayor de las preocupaciones del sistema político y a 
la cual tendría que buscar una solución. 


Hace pocos días, cuando consideramos la rendición de 
cuentas, el señor senador Camy habló de la preocupación 
que tenía como senador debido a cómo había caído el jui- 
cio de los uruguayos en cuanto a la efectividad de la de- 
mocracia, lo que generó una cantidad de intervenciones de 
varios señores senadores que dijeron que era preocupante. 
Sí, nos preocupamos, es verdad, pero no resolvemos. 


El cuestionamiento que los uruguayos le hacían a la 
democracia era su falta de eficiencia para darles seguri- 
dad. El principal tema que hay es que el pueblo urugua- 
yo cuestiona el régimen democrático. Todos hablamos 
de que queremos fortalecer la democracia y de que tiene 
que haber plena libertad, pero uno de los puntos por los 
que más deberíamos preocuparnos es por dar respuesta al 
principal tema que la población hoy nos está exigiendo: 
la seguridad. El ciudadano dice: «Denme seguridad por- 
que si no, no tengo libertad». Creo que eso lo dijeron muy 
claramente los señores senadores Larrañaga y Bordaberry 
—al inicio de su intervención—: «Si no tenemos seguridad, 
no tenemos libertad». Parece que el Frente Amplio aho- 
ra levanta como postulado fundamental de la izquierda la 
discusión que se dio durante todo este año sobre algo tan 
obvio y tan claro, como lo es que aquel que reincide en los 
delitos no pueda gozar de libertad anticipada; era increíble 
que existiera ese beneficio en esos casos, pero ahora esa 
discusión —por suerte— se transformó en ley, aunque tuvo 
muchas dificultades para ser sancionada porque desde la 
izquierda se levantaban voces diciendo que les preocupaba 
recortar las libertades. Pero ese senador o esa senadora 
de izquierda no se preguntaban si en el país no estaban 
recortadas las libertades de la gente trabajadora. O sea, se 
preocupaban y tenían amplia sensibilidad social por quie- 
nes reincidían en el delito, pero no tenían la misma preo- 
cupación ni la misma sensibilidad por la enorme cantidad 
de gente que hoy siente miedo y que no sale de su casa por 
temor, que no visita a sus parientes por temor, que siente 
un miedo extremo y que, por lo tanto, ve cercenadas sus 
libertades. 


Al principio el señor ministro se ubicó en una situa- 
ción de victimización, como que era víctima de algo con- 
cluido. Creo que en algún momento expresó que venía a 
cumplir un trámite para defender y hablar de su gestión, 
pero que ya había una opinión formada. Supuse, por el 
contrario, que el señor ministro iba a venir al Senado de 
la república a compartir preocupaciones sobre su gestión; 
pensé que iba a venir con humildad a decir cuáles eran 
sus dificultades y en dónde se había equivocado. Hubiera 
sido muy bueno para esta discusión que el señor ministro 
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dijera que se había equivocado y que por eso había cam- 
biado el método. 


En lo que respecta al tema del deporte, cuando consi- 
deremos cada una de las preguntas, vamos a ver los erro- 
res que se cometieron, pero hubiera sido mucho mejor que 
el señor ministro viniera con una actitud distinta y no a 
acusarnos de que no estamos hablando en serio sobre el 
tema de la seguridad; hubiera sido bueno que dijera en qué 
áreas necesitaba más apoyo, que dijera que la política de 
seguridad ha fracasado o que ha tenido tales éxitos y tales 
fracasos. La actitud que tuvo cuando fue citado a las reu- 
niones en la Torre Ejecutiva fue muy distinta. 


(Ocupa la presidencia la señora senadora Topolansky). 


—En la tarde de hoy se ha hablado mucho sobre esas re- 
uniones en la Torre Ejecutiva, pero lo cierto es que el señor 
ministro allí hizo algunas afirmaciones, y no pidió reserva 
a quienes estábamos —lo que fue comentado muchas ve- 
ces—, sobre que había una situación social y cultural alar- 
mante y que había gente que, lamentablemente, después 
de cruzar el puente de la violencia no tenía retorno. Estas 
son frases y conceptos que se manejaron, pero a mí me 
pareció que la actitud del señor ministro fue muy distinta 
en ese ámbito de diálogo a la que ha tenido hoy, que ha se- 
ñalado que todos estos números están mal. Hace horas que 
estamos discutiendo estadísticas para ver si realmente la 
gestión es buena o mala, y la gestión ha fracasado; es más, 
hace tiempo que los actores que, directa o indirectamen- 
te, están vinculados con el tema de la seguridad vienen 
dando opiniones y todos coinciden en que no hay buenos 
resultados. 


De a poco quiero referirme a las respuestas que ha 
dado el señor ministro —reitero— con una actitud diferente. 
Ya hemos dicho, señora presidenta, desde el 2 de marzo, 
que el tiempo se había agotado, desde antes de los sucesos 
que generaron alarma pública en Semana Santa —o Sema- 
na de Turismo, como se le quiera decir— que llamaron la 
atención de toda la población por el nivel de inseguridad 
que estábamos viviendo. Eso llevó al presidente a aceptar 
la propuesta del señor senador Mieres de convocar a un 
diálogo político sobre el tema de la seguridad. Antes de 
eso nuestro compañero, el señor senador Lacalle Pou, ha- 
bía concluido que se había agotado el tiempo; no lo cues- 
tionábamos por nada en especial, solo decíamos que se 
había agotado un tiempo en el que no hubo resultados. Y 
lo decíamos sin dramatismo, sin generar pánico por pedir 
la renuncia del señor ministro. Sí, creemos que se agotó; 
hace tiempo que creemos que se agotó. ¿Y pensamos que 
el día de mañana con otro ministro el tema de la seguridad 
vaya a cambiar? Hemos dicho varias veces que no, pero 
de lo que estamos absolutamente seguros es de que si este 
ministro sigue en su cargo, no va a cambiar la seguridad. 
No sabemos qué podría pasar si otra persona estuviera al 
frente de esa cartera, pero sí estamos seguros de que con 
este ministro las cosas van a seguir igual porque hace seis 
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años y ocho meses que está en ese cargo y las cifras no 
muestran resultados. 


La primera pregunta que hizo el señor senador Bor- 
daberry fue: «¿Cuál es la tasa de esclarecimiento de los 
delitos en el Uruguay?». El señor ministro dijo que, con 
relación a los homicidios, un 60 % son aclarados y, por 
lo tanto, el 40 % restante queda sin resolverse. Al respec- 
to, el señor ministro plantea una tesis del FBI, de Estados 
Unidos, y señala que ese sistema es diferente porque una 
vez concluida la acción policial, el hecho está esclareci- 
do. La gráfica es bien clara: en el 2011 se esclareció el 
72 % de los casos y en el 2015 esa cifra bajó al 60 %. 
Quiere decir que venimos aclarando menos, aunque hay 
más recursos. Los señores senadores del oficialismo deben 
entender y compartir el reclamo que hacemos quienes he- 
mos votado —o sea, todos— el presupuesto más importante 
de la historia del Ministerio del Interior. Según los datos 
del observatorio, en 1990 el presupuesto de esta cartera 
era de USD 7:000.000, y desde el 2012 hasta ahora es de 
USD 766:000.000. Entonces, es lógico que nosotros, como 
sector opositor, pidamos resultados. Hemos escuchado a 
algunos señores senadores decir en sus intervenciones que 
lo que sucede es que hay más tecnología, que el patrullaje 
cambió, que mejoraron los sueldos y que la infraestructura 
es más profesional. Todo eso lo podemos discutir, pero no 
podemos dejar de ver que los resultados del Ministerio del 
Interior son peores; ¡estamos peor! También se habla de 
porcentajes, y a ellos me voy a referir más adelante. 


La segunda pregunta del señor senador Bordaberry 
decía: «¿Cuál es el estimado de no denuncias de delitos 
en el Uruguay?». La verdad que lo que dijo el señor minis- 
tro no me quedó claro, porque explicó que los datos eran 
viejos, que no estaban actualizados y que iba a hacer una 
encuesta de victimización. De todos modos, me pareció 
escuchar un 20 %, pero luego el señor senador Bordaberry 
dijo que ese porcentaje llegaba al 46 %. Esto quiere decir 
que si bien probablemente se trate de delitos menores, el 
46 % de ellos no se denuncian. El señor ministro dice que 
seguramente van a lograr que ese porcentaje baje, pero no 
vemos los resultados; ¡es una barbaridad que la gente no 
crea en la Policía y que el 46 % de los delitos ni siquiera 
se denuncien! Seguramente sean delitos de menor entidad, 
que no son tan graves, pero este porcentaje del 46 % es una 
barbaridad, porque quiere decir que la gente ya ni cree, ya 
ni va a denunciar los robos. 


El señor senador Bordaberry preguntó al señor minis- 
tro si estimaba que la cantidad de policías era suficiente, 
a lo que contestó rotundamente que sí. A su vez, el se- 
ñor ministro cuestiona los datos del PNUD —ya no los del 
señor senador Bordaberry o los de quien habla, que son 
los mismos que he manejado en distintos medios de pren- 
sa— y dice que tenemos que ser serios. ¿Quién no es serio? 
¿La Organización de las Naciones Unidas, que fue la que 
hizo estos estudios? Nosotros nos basamos en esos datos 
porque si el señor ministro hubiera aportado antes los su- 
yos, podríamos haberlos discutido, pero en las comisiones 
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no los dio como para poder hacer una discusión seria, tal 
como reclama. 


Lo cierto es que el señor ministro, en su larga exposl- 
ción de casi cuatro horas, habló de una cantidad de efec- 
tivos que se desempeñan como bomberos, en las cárceles, 
como personal de apoyo, en migraciones, en asuntos so- 
ciales, en identificación civil y en educación. La cifra total 
va bajando y termina con un total de 421 efectivos. Muy 
bien; acepto ese número. Tendríamos que revisarlo pero 
vamos a suponer que el señor ministro tiene razón y que 
tenemos 421 policías cada 100.000 habitantes. Esto signi- 
fica que tenemos más que Guatemala, que Colombia, que 
Chile, que Brasil, que Bolivia, que Argentina —que tiene 
222-—, que Estados Unidos, que Canadá, que Finlandia, que 
el Reino Unido, que Alemania, que Suecia, que Noruega, 
que Dinamarca, que Suiza, que Polonia, que Austria o que 
Bélgica. Tenemos más policías que todos estos países, 
pero ellos tienen mejores resultados. Entonces, ¿quién está 
fallando? El ministerio no tiene los 800 efectivos que no- 
sotros decíamos, pero sí tiene 421, Entonces, si hablamos 
de la región, ¿por qué Chile tiene una tasa de asesinatos 
de 3,6 cada 100.000 habitantes y nosotros una de 8,9 cada 
100.000 habitantes? ¿Cuál es la explicación? Vamos a su- 
poner que la Organización de las Naciones Unidas se equi- 
vocó en su cálculo y que no hay 800 efectivos, sino los 421 
que menciona el señor ministro. De todos modos, tenemos 
más dotación policial que Chile. ¿Qué hay en ese país que 
obtiene mejores resultados que nosotros en el tema de se- 
guridad? ¿Cuál es el secreto? ¿Cuál es la diferencia? 


A lo largo de esta interpelación he escuchado varias 
veces al señor ministro hablar de Argentina, una y otra 
vez. ¿Y Chile? Me parece que los datos de ese país son se- 
rios. ¿Por qué tiene mejores resultados cuando el número 
de policías por habitante es menor? Eso no fue explicado. 


Luego el señor ministro habló sobre la seguridad pú- 
blica, en respuesta a dos preguntas de carácter político 
que le hizo el señor senador Bordaberry. Concretamente, 
le preguntó si entiende que en los Gobiernos anteriores al 
de él, es decir, durante el período 2005-2010, la seguridad 
pública fue atendida adecuadamente. Por la exposición del 
señor ministro, parecería que todo comenzó con él, y que 
antes de él era terreno baldío. Y se va hasta el año 1985 
pareciendo que antes no se hizo nada, involucrando así 
también al primer Gobierno del Frente Amplio. Según se 
ha dicho —los invito a que lean la versión taquigráfica de la 
sesión—, el señor ministro encontró una Policía diezmada, 
sin sueldos acordes y demás. 


El señor senador Bordaberry también le preguntó si 
consideraba que fue una medida acertada la liberación de 
presos, como consecuencia de la ley de descongestiona- 
miento de las cárceles durante el período 2005-2010. A su 
vez, le preguntó qué efectos había tenido esta ley sobre el 
delito y si consideraba posible que hubiera impactado en 
la inseguridad, agravándola. El señor ministro mencionó 
una cifra de reincidencia del 30 %, pero luego fue corregi- 
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do por el señor senador Bordaberry, quien dijo que había 
sido mayor, con la aclaración de que se puede compro- 
bar la reincidencia cuando hay captura de quien reincide. 
Cuando no se captura a los responsables de los delitos, es 
muy difícil establecer si hubo o no reincidencia. 


Pero lo cierto es que se abrieron las cárceles por un 
criterio de humanidad. Y lo que sucedió en el país a partir 
de eso fue que las rapiñas empezaron a crecer de forma 
exponencial. ¡Y no es válido que hablen de porcentajes! ¡Y 
no es válido que se hable de que siempre aumentaron año 
a año! Digo esto porque desde que empezó el gobierno de- 
mocrático hasta el Gobierno del Frente Amplio, cada cin- 
co años aumentaban dos mil rapiñas en cinco años. Esas 
son cifras promedio. Algunas aumentaban 2400, 2200 y 
en el primer gobierno, 1000, pero estábamos en un total 
de 4000, 6000, 7000. Cuando se hace cargo del Gobierno 
el Frente Amplio, con la ley de humanización carcelaria y 
sueltan a los presos, en el quinquenio de 2005 a 2010 las 
rapiñas crecieron tres veces más. En ese período las rapi- 
ñas pasaron de 2000, 2500 a 6000. ¡6000! Y dijimos, bue- 
no, esto fue culpa de Díaz, de la senadora Daisy Tourné, 
del primer Gobierno del Frente Amplio, que se preocupó 
mucho más de la salida de la crisis que de la seguridad, 
como si esto fuera un atenuante para no poner este tema 
como un asunto de prioridad absoluta. 


Cuando llega el Gobierno del actual senador Mujica y 
asume Bonomi, pensé que iba a ocuparse del tema de la 
seguridad. Muy bien. Desde 2010 hasta 2015 el número de 
rapiñas aumentó 6100, es decir, 100 rapiñas más de lo que 
subió en el primer periodo del doctor Vázquez. 


¿Y esto no es un fracaso? ¿Qué nos quieren decir? Que 
hoy tenemos 21.000 rapiñas por año y el señor ministro 
dice que quizás, que vamos a ir viendo. Pero vamos a 
suponer que, concluido el año, podamos detener y bajar un 
5 % las rapiñas en el Uruguay. 


Vamos a suponer que eso se logra y, obviamente, no- 
sotros lo vamos a reconocer. ¡Ojalá que sea así! Pero es- 
tamos muy lejos de resolver el tema, porque bajar un 5 % 
las rapiñas este año significa bajar 1000, es decir, que va 
a haber 20.000 rapiñas por año. ¡Ojalá que se pueda! Le 
hemos dado los recursos como para poder tener un mejor 
resultado. 


Hay una serie de preguntas que el señor senador Bor- 
daberry le hace al señor ministro. Ellas son reiterativas 
por lo que el señor ministro dijo varias veces que no sabía 
para qué se lo preguntaba, porque en su exposición inicial 
también había hablado del aumento. Entonces, le pregun- 
ta: «¿Aumentó en 2015 la participación de menores en ho- 
micidios respecto de 2014?». Sí, aumentó. Luego pregun- 
ta: «¿Aumentó la cantidad de homicidios en el año 2015 
respecto del año 2014?». Sí. Y dio las cifras. Después le 
pregunta el señor senador Bordaberry: «¿Aumentó la can- 
tidad de rapiñas en el año 2015 respecto del año 20147». Sí, 
aumentó. A continuación el señor senador Bordaberry le 
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pregunta: «¿Aumentó la cantidad de hurtos en el año 2015 
respecto del año 2014?». Sí, aumentó. Estas preguntas fue- 
ron respondidas por el señor ministro. «¿Aumentaron las 
rapiñas y homicidios en Montevideo en 2015 respecto de 
2014?». Sí, aumentaron. 


Entonces, no sé qué más prueba podemos tener del fra- 
caso. Le dimos más plata, le dimos tecnología, hemos pa- 
gado mejor a los policías, y hoy de tarde el señor ministro, 
en las cinco o seis preguntas que le hace el señor senador 
Bordaberry sobre el aumento de los delitos, en todas dice 
que sí, que aumentaron. ¡Aumentó, aumentó, aumentó, au- 
mentó, aumentó y aumentó! 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR HEBER - Ya le permito, señor senador. 


¡Es la confesión más importante que hemos escucha- 
do en todo este año del fracaso que ha tenido el ministro! 
¡Hoy de tarde, aquí en el Senado de la república, el mi- 
nistro ha confesado que fracasó! Porque a pesar de todos 
los anuncios y de todo el dinero que se le dio por parte del 
Parlamento no ha tenido resultados. ¡Y a mí no me sirve 
que vengan a decir que la Policía está más profesionaliza- 
da, más tecnificada, que hay más patrulleros! Si todo eso 
es cierto, ¡¿por qué no se consigue tener mejores niveles de 
seguridad y bajar estos índices?! ¡¿Quién fracasa ahí?! Si 
tienen más plata, están mejor pagos, están mejor estructu- 
rados y con mayor tecnificación, ¿quién es el que fracasa? 
¡El ministro, que dijo acá que había fracasado! ¡Y lo hizo 
confesamente! 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR HEBER.- Sí, señor senador. Ahora se la con- 
cedo con mucho gusto. Déjeme tratar de armar lo que para 
mí es importante señalar. 


En el Uruguay hay diez formas de evitar procesalmen- 
te la prisión u obtener beneficios para acortar las penas o, 
incluso, no cumplirlas. 


El señor senador Bordaberry le preguntó al señor mi- 
nistro si entendía que esto estaba bien y si estimaba que 
debían aprobarse más beneficios de este tipo a quienes de- 
linquían. Fue una pregunta muy concreta. El ministro dijo 
que hay que revisar. Pero hace siete años que está. ¡Siete 
años! ¿Y viene al Senado de la república a decir que hay 
que revisar? Eso es lo que yo anoté. Eso es lo que escuché. 
¡Y el ministro no puede decir que no fue así porque yo 
lo escuché acá! ¡Yo lo anoté! Dijo, repito, que habría que 
revisar si hay algo que cambiar. ¡¿Después de siete años 
sigue revisando el ministro?! Pero ¡¿qué ha hecho en todo 
este tiempo?! ¿Hay o no hay? 
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SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Dis- 
culpe, señor senador, cuando falte un minuto para termi- 
nar su intervención, votamos. La que dirijo soy yo. 


SEÑOR HEBER.- Continúo, señora presidenta, y ya le 
doy la interrupción al señor senador Michelini. 


El señor senador Bordaberry preguntó si el ministro o 
el ministerio habían tenido la posibilidad de derogar la ley 
del año 2012 que establecía una pena mínima de un año 
para el menor que comete delitos graves como homicidios 
y rapiñas, y si estaría de acuerdo con esta iniciativa en 
caso de que se le planteara. El ministro dijo que en el mi- 
nisterio no había recibido nada. Bueno, señora presidenta, 
nosotros vimos un planteo público y hay una respuesta 
pública sobre eso por parte del ministro. El Ministerio de 
Educación y Cultura y la ministra de Desarrollo Social 
dijeron que querían derogar esa ley. Y el ministro —no sé 
si directa o indirectamente— contestó que él no tenía pla- 
nes de contención para los menores que cometen delitos 
graves o gravísimos, como homicidios y rapiñas, que no 
tengan la pena mínima de un año. 


Señora presidenta: yo recuerdo que en la Torre Ejecu- 
tiva... 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Dis- 
culpe, señor senador, ha llegado a la Mesa una solicitud de 
prórroga del señor senador Lacalle Pou. 


Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota). 

—25 en 26. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador. 
SEÑOR HEBER.- Muchas gracias. 


Cuando en la Torre Ejecutiva discutíamos el tema de 
los menores y el compañero Larrañaga había presentado 
un proyecto para llevar la pena máxima de cinco a diez 
años, recuerdo que el señor ministro defendía el proyecto 
que había presentado en la legislatura anterior. Manifesta- 
ba, sobre todo a su gente, que no era partidario de aumen- 
tar las penas y que no lo estaba proponiendo. Entonces, 
nos quedamos escuchando su argumento —creo que desa- 
rrolló un buen argumento— y las siguientes explicaciones: 
lo que yo quiero es que la pena de cinco años se cumpla, 
porque la pena máxima de cinco años no se cumple. Le 
preguntamos por qué no se cumplía, y nos respondió que 
por distintos artículos, formas, interpretaciones, acciones, 
benevolencia del sistema procesal uruguayo, por los jue- 
ces, etcétera, nadie cumple más de tres años. O sea que no 
hay una pena máxima de cinco años y por eso el señor mi- 
nistro decía que había que llevar a diez años los resultados 
tratando de sacar el tercio que de alguna manera está es- 
tablecido en el Código de la Niñez y Adolescencia. ¿Para 
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qué? Para que cumplan los cinco años. Ese era el argumen- 
to que el señor ministro desarrolló en la Torre Ejecutiva. 


Asimismo, cuando llega la propuesta de las señoras 
ministras de Desarrollo Social y de Educación y Cultura 
en el sentido de derogar la ley que establece la pena mi- 
nima de un año para los delitos graves como homicidios 
y rapiñas, es coherente que el señor ministro se oponga, 
pero no puede venir al Senado y decir que no ha llegado 
nada. No, es una discusión pública y está planteada. El 
Gobierno del Frente Amplio en sus dos ministerios está 
planteando por parte de sus ministros la derogación de una 
ley que procura contener a los menores, pero se ha negado 
la posibilidad de recuperación para aquellos delitos que 
son gravísimos, porque el argumento que daba el ministro 
era que en dos o tres años no podía reeducar a los menores 
y que, por lo tanto, necesitaba más plazo para generar la 
reeducación necesaria. Ese era el argumento esgrimido en 
la Torre Ejecutiva. 


Después, tenemos todo el tema del observatorio del cri- 
men y de cómo funcionará. El señor ministro es recurrente 
con el tema del observatorio. A la Comisión Especial de 
Seguridad Pública y Convivencia, el 18 de agosto del año 
pasado, concurrió el director de la División Estadística 
y Análisis Estratégico del Observatorio Nacional sobre 
Violencia y Criminalidad del Ministerio del Interior, li- 
cenciado Javier Donnángelo. Fue allí que el señor senador 
García le preguntó qué opinaba sobre las manifestaciones 
del señor ministro en cuanto a que había problemas meto- 
dológicos. Inclusive, creo que el señor senador Bordaberry 
mencionó algo al respecto. ¿Qué contestó el señor Don- 
nángelo cuando el señor ministro cuestionó la metodolo- 
gía del observatorio e hizo referencia a los supuestos pro- 
blemas metodológicos y demás del observatorio? «Creo 
que con la mejor de las intenciones el señor ministro, mal 
asesorado, realizó una serie de declaraciones que no son 
las más afortunadas». El director del observatorio dice que 
el señor ministro está mal asesorado. La idea de que el 
observatorio pueda estar incurriendo en errores metodo- 
lógicos de cualquier naturaleza simplemente las atribuyó 
a que fue mal asesorado sobre el punto. Entonces, el señor 
ministro cuestiona al observatorio y no cree en él, pero 
ahora lo defiende y cuestiona su metodología. Y agrega el 
señor Donnángelo muy claramente, aludiendo al llamado 
de un asesor del señor ministro: «[...] y me preguntó cuál 
era el criterio de contabilización de las tentativas de rapiña 
y si estas se sumaban a las rapiñas consumadas, a lo cual 
contesté que sí. El asesor en cuestión es una persona que 
carece de formación técnica en cualquier disciplina rela- 
cionada con la investigación cuantitativa». «Creo que sus 
declaraciones no fueron del todo felices». Y agregó: «Si 
me preocupa un poco el hecho de que cualquier jerarca po- 
lítico haga apreciaciones sobre el grado de corrección o no 
de las conclusiones de una unidad técnica. Eso me preocu- 
pa porque entiendo que la esfera política y la técnica deben 
mantenerse rigurosamente separadas, porque cuando esta 
separación no se cumple entramos en un terreno resbala- 
dizo». Por eso, la obsesión del señor ministro en tratar de 
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manejar las cifras a su entender, cuestionando a veces la 
metodología. Vamos a estar atentos para ver qué es lo que 
va a introducir, porque lo peor que podemos hacer en esta 
instancia es no reconocer el problema —tratando de dibujar 
cifras— y esconderlo, porque así nunca se va a resolver. 


En este sentido, han sido más que suficientes muchos 
de los comentarios que hemos escuchado esta tarde como 
para que el señor ministro no tenga el respaldo de nuestra 
bancada. 


Otra pregunta que no entendí cuando leí —y me dije qué 
es lo que está preguntando el señor interpelante— fue la re- 
lativa a quién designó a la señora Laura Anzalone para el 
cargo de psicóloga en la Dirección de Asuntos Sociales del 
ministerio y cuáles fueron los motivos por los que renun- 
ció. Hoy nos hemos enterado del nepotismo más absoluto 
que generó el señor director de la unidad, que también es 
Anzalone, quien sabiendo que no era psicóloga la contrató 
como tal y cuando eso se descubrió se fue. ¡Esto es horri- 
ble! ¿El señor ministro no está enterado de esto? Siete años 
y no lo sabía. 


Otra pregunta fue la siguiente: «¿Considera el minis- 
tro que existen fuertes complicidades institucionales y 
en los espacios de poder en el crecimiento del delito que 
hoy existe en el Uruguay?». Al respecto me preguntaba 
adónde apuntaba el señor interpelante. Se trataba de un 
comentario del señor senador Paternain. El comentario es 
horrible. Entiendo la reacción del señor ministro, la vimos 
hoy cuando dijo: «Si el senador sabe esto, su deber es de- 
nunciarlo a la Justicia». Me pareció impecable la respuesta 
del señor ministro. Lo cierto es que no era el señor se- 
nador Bordaberry, sino el señor senador Paternain quien 
expresó: «Existen fuertes complicidades institucionales» 
—el senador estaba en el observatorio del ministerio— «y 
en los espacios de poder en el crecimiento del delito que 
hoy existe en el Uruguay». ¡Qué cabecita! ¿No? Con razón 
se fue del observatorio o lo sacaron. 


Luego, hay otra pregunta que no entiendo respecto al 
tema de los operativos de los helicópteros, tema sobre el 
que venimos insistiendo desde hace mucho tiempo. En la 
rendición de cuentas preguntamos muchas veces por qué 
el ministerio no buscaba a alguien que ya supiera manejar 
helicópteros, como los instruidos en la Fuerza Aérea. Se 
nos dijo que no, porque el manejo militar del helicópte- 
ro es distinto al policial. Personalmente me parecía que 
era mucho más barato darle una instrucción policial —si 
es que había que cambiar algo— a quien ya sabía manejar 
un helicóptero de la Fuerza Aérea y pasarlo a la Policía. 
Pero no fue así y estamos demorando mucho tiempo para 
tener pilotos adiestrados. Nunca entendí muy bien la idea 
del avión, pero estoy de acuerdo con que debemos tener 
helicópteros. Lo que nunca entendí es por qué debían tener 
sus propios pilotos. 


Ahora bien, a renglón seguido el señor senador Bor- 
daberry pregunta: «¿Qué funciones cumple el señor Leo- 
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nardo Giaretto Rovira en el proyecto aéreo del ministe- 
rio?». Me pareció rara esta pregunta del señor senador 
Bordaberry. Y pregunta también: «¿El mismo tiene algún 
vínculo de parentesco de cualquier tipo con el ministro 
o el subsecretario?». Creí escuchar que no lo tenía. Esta 
tarde estuve preguntando y averiguando, y la verdad es 
que no entiendo por qué no se dicen las cosas; lo digo mi- 
rando directamente a quien corresponde. Resulta que el 
señor Leonardo Giaretto Rovira es hijo de la señora del 
subsecretario. ¿Por qué no lo dijo? Me dice que no lo es, 
pero la información que tenemos es que es el hijastro. ¿Por 
qué no dice que es su hijastro, que antes era su chofer, des- 
pués estudió para piloto y ahora tiene la instrucción para 
manejar helicópteros? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- ¿Me permite una inte- 
rrupción, señor senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El tema de los helicóp- 
teros lo vamos a contestar después, pero como hubo una 
alusión directa a Leonardo Giaretto, debo decir que no es 
hijo de mi esposa. No es hijo mío. Su madre fue compañe- 
ra mía hace treinta años. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - No me quiero meter en la intimidad, 
pero si hay un vínculo, ¿por qué no se dice? Las sospechas 
surgen porque lo ocultaron y eso genera suspicacias. ¿Por 
qué se oculta? ¿Por qué no se dijo que no era el hijo? Esto 
nos obliga a hacer una pregunta incómoda al señor subse- 
cretario sobre si hay o no un parentesco. 


Ahora bien, ¿era necesario tener un piloto que antes 
era su chofer, cuando en la Fuerza Aérea tenemos gente 
que sabe manejar helicópteros? Nadie me puede decir que 
es distinto manejar un helicóptero con un sentido militar 
que con un sentido policial. Nos hemos demorado muchos 
meses y ahora estamos esperando, para tener los helicóp- 
teros operativos, a que termine su instrucción el señor 
Leonardo Giaretto Rovira, que tiene una vinculación con 
el señor subsecretario que no hay que ocultar. Hay que 
decirla para que no haya sospechas y para que se pueda 
hablar claramente y en forma transparente de los distintos 
temas. Me parece importante señalar esto. 


Otra de las preguntas del senador Bordaberry refiere a 
si frente al procesamiento de dos funcionarios policiales 
entiende necesario legislar sobre la legítima defensa poli- 
cial. Creemos que hay que trabajar en eso y que tenemos 
que posibilitar que pueda defenderse él y a la sociedad, 
porque consideramos que está indefenso. 


Para terminar, me voy a referir al tema del deporte. 
Mucho se ha hablado de la seguridad en el deporte, pero 
lo cierto es que esperaba que el ministro dijera acá que se 
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equivocó, porque acercaría la búsqueda de una solución. 
Podría haber dicho: «Empoderé a las barras bravas y me 
equivoqué» o «Hice que los clubes contraten para la se- 
guridad a las barras bravas». No hablo de que contrataran 
seguridad, sino que contrataran a las barras bravas, que 
fue un gran error, difícil de solucionar. 


El ministerio entregó entradas y acá se negó. Por lo 
tanto, a mi juicio, se le mintió al Senado. Hay versiones 
que indican que el Ministerio del Interior en un partido 
de la selección dio entradas en forma gratuita a hinchas y 
barras de fútbol. 


Ahora me voy a referir a lo que fue la vergúenza de la 
tarde. No me gustó que las preguntas sobre la esposa del 
señor ministro y legisladora, Susana Pereyra, las contes- 
tara el señor subsecretario. El señor ministro algo dijo o 
aclaró en una segunda instancia, pero me parece que el 
país estaba pidiendo que él contestara fuerte, contundente 
y claramente sobre el tema. Las preguntas de por sí son 
horribles. 


SEÑOR MINISTRO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR HEBER.- Antes de conceder la interrupción, 
voy a recordar algunas preguntas. Una de ellas dice: «¿Le 
consta que su esposa y legisladora, Susana Pereyra, man- 
tiene vínculos con barras de fútbol?». El señor ministro 
dijo que era hincha de Peñarol, pero todos sabemos que 
tiene contactos con el señor Jorgito Rivero y ella lo ha con- 
fesado. A continuación, el senador Bordaberry pregunta si 
le consta que les ha pedido que concurran a votar por ella. 
Hoy se leyó un reportaje donde lo confesó. ¿El ministro no 
responde a esto? ¿No dice que fue un error, que se equivo- 
có, que no va a volver a suceder? 


Luego el señor senador Bordaberry pregunta si le 
consta que corea consignas contra la Policía, que fue men- 
cionada en escuchas a barras y que ha recibido llamadas 
pidiendo que realice gestiones ante autoridades para solu- 
cionar problemas de los buses de las barras bravas cuando 
viajaban fuera del país. ¿No se contesta? Se le pregunta si 
le consta que ha hecho gestiones para que no se detenga 
a hinchas. Señora presidenta: es muy duro escuchar esto 
acá. Y no puede responder el señor subsecretario. Tiene 
que responder el señor ministro. 


SEÑORA PRESIDENTA.- El señor ministro le está 
pidiendo una interrupción. 


SEÑOR HEBER.- Ya se la doy, señora presidenta; es- 
toy terminando. No se ponga ansiosa. Yo soy el dueño de 
la palabra, y me estoy dirigiendo a la Mesa, no al señor 
ministro. 


Estoy diciendo que esto es grave como para que no 
conteste personalmente. Tendría que haber contestado 
el señor ministro y tendría que haber dicho que esto no 
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es así. Sin embargo, solamente dijo que es hincha. Hasta 
hizo una broma en el sentido de que él tenía simpatías por 
otro cuadro. No es un tema de bromas, señora presidenta 
y señor ministro. Es grave lo que se acaba de preguntar. 
Se tiene que desmentir contundentemente. ¿Cómo puede 
ser que una legisladora y señora del ministro esté en estas 
acciones? ¿O no dicen que las barras bravas tienen con- 
tacto con el narcotráfico? ¿No se está diciendo que venden 
drogas, matan por drogas y pegan tiros por drogas? Sin 
embargo, lo toman como un tema baladí, como un ataque 
menor, Si creen que es un ataque menor, diganlo, pero el 
país merece tener una respuesta del señor ministro clara y 
contundente en el sentido de que esto no es cierto, porque 
si esto es cierto, es muy grave. 


Le concedo la interrupción al señor ministro. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Gracias, señora presidenta. 


En su momento he dado respuesta a las preguntas y he 
corregido algunas cosas que se habían mencionado, pero 
el señor senador las ha ignorado totalmente. Y ahora se 1g- 
nora totalmente que la respuesta sobre el tema del depor- 
te la dio el señor subsecretario, pero yo intervine luego y 
dije que no aceptaba que se hablara de relación con barras 
bravas, cuando lo que había era relación con la hinchada 
de Peñarol, salvo que el señor senador interpelante consi- 
derara que todos los hinchas de Peñarol son barrabravas. 
Dije, además, que si Jorgito había integrado las listas del 
Partido Nacional y del Partido Colorado, no me parecía 
que hubiera algún inconveniente en que hablara con otra 
hincha de Peñarol. Pero desmentí rotundamente la rela- 
ción con los barrabravas. 


Siempre que el señor senador Heber quiere acentuar 
las cosas, no lo hace diciendo algo que es cierto, sino arri- 
mando la boca al micrófono y haciendo vibrar su voz. Pero 
por más que vibre su voz, no es cierto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Señora presidenta: yo escuché la 
parte del señor ministro, pero también escuché al señor 
senador Bordaberry hacer referencia a reportajes. Habló 
de confesiones de la señora diputada, en las que menciona 
que tenía relación con la barra brava y con el señor Jorgito. 
Incluso, mencionó la anécdota de que el señor Jorge Rive- 
ro hizo pasar gratis a la diputada y a 20 frenteamplistas 
más. ¿Todo esto no se escuchó? Yo escuché al señor sena- 
dor Bordaberry manifestar que esta persona había llevado 
a votar en las elecciones internas del Frente Amplio a gen- 
te de la barra brava y que esto lo dijo la señora diputada. 


¿Y las escuchas telefónicas de las barras que están en 
el juzgado, señora presidenta? ¿Están en secreto de presu- 
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mario ahora? No sé. La señora diputada fue mencionada 
en escuchas telefónicas como advirtiendo, como si dijera: 
«¡Ojo que los están escuchando!». Esto no se respondió, 
aunque el señor senador Bordaberry lo mencionó. 


Se dice que concurre al estadio a calmar los ánimos de 
los barrabravas y de la Policía —no de los hinchas, de los 
barrabravas— y tampoco se responde a esto. 


Señora presidenta: hoy esperábamos otra cosa del se- 
ñor ministro. Nos gustaría que tuviera otra actitud y que 
nos planteara algo así como: «La sociedad uruguaya tiene 
un problema cultural, de educación. Tenemos que trabajar 
en muchos ámbitos y esto excede, incluso, a mi propia car- 
tera. Necesito más ayuda acá. Hemos embocado en esto. 
Creo que por acá hay un camino y acá hay otro». Pero la 
actitud fue decir: «No es serio lo que ustedes están dicien- 
do». 


SENOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR HEBER.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Bordaberry. 


SEÑOR BORDABERRY.- Señora presidenta: es muy 
difícil definir qué es un barrabrava o un barra, porque lo 
busqué en la Real Academia Española y no lo encontré. 
Pero el propio ministro, cuando compareció a la Comisión 
Especial de Seguridad Pública y Convivencia, habló de los 
distintos tipos de barras: las barras positivas, los barras 
que eran hinchada y los barras que delinquían. Para mí 
son todos barras. 


La señora diputada Pereyra dice que un día se arma un 
incidente y ella sale a defender a la barra brava de Peña- 
rol. Dice que la barra brava de Peñarol no participó de los 
desmanes, más allá de algún inadaptado. Ella utiliza ese 
concepto. 


En cuanto al concepto de barrabrava, el señor ministro 
dice: «Hay dos conceptos de barrabrava. Uno que es el 
vínculo con lo delictivo y el otro es el vínculo con la hin- 
chada». Pero él les llama a los dos «barrabravas». Y agre- 
ga que él cree que lo que tiene Susana Pereyra es vínculo 
con la hinchada, es decir, los barrabravas que están con la 
hinchada y no con el delito. Además aclara que su pareja 
mantiene también contacto con referentes de la barra de 
Nacional. Entonces, cuando uno va viendo esto, empieza a 
entender que cuando la señora diputada hablaba de «barra- 
brava», en realidad era la misma forma en que la llamaba 
el propio ministro. Me cuesta mucho definirlo. 


Después está el tema del señor Jorgito. Aquí tengo una 
entrevista realizada a la señora diputada y sus respuestas. 
El periodista le pregunta: «¿Usted es la esposa del minis- 
tro del Interior... 
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—Claro (risas), pero lo canté y de repente me encuentro 
que todo el mundo estaba mirándome de reojo. Fue muy 
cómico». 


Y más adelante dice la señora diputada: «En Brasil fue 
buenísimo. Mirá mi vínculo [...]: Al llegar había como un 
cordón hecho por la gente de Peñarol, que antes de pasar 
controlaban el ingreso de botellas y todo eso. ¿Y qué pasó? 
Yo me arrimo porque veo a Jorgito —supongo que será 
Jorgito Rivero— y me dice: “¡Qué hacés, Susana, pasá!”, 
y yo le respondo: “No, estoy con 20 personas”, todos del 
Gobierno. Y dice “Jorgito”: “Todos los que vienen con Su- 
sana pasen”, y sale uno de los nuestros desde atrás y grita: 
“¡Ah, bueno!”». 


Estas son declaraciones públicas sobre los conceptos 
de barrabrava. 


Gracias, señor senador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER - Después de estas confesiones públi- 
cas, me parece que afirmar lo contrario es negar la reali- 
dad. Y yo hubiera preferido que el señor ministro viniera 
y nos dijera que se equivocó, que fue un error y que lo 
corrigió, porque no puede tener contacto con la barra bra- 
va. No puede. 


El señor senador Michelini me había pedido una inte- 
rrupción y con mucho gusto se la concedo. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿De cuántos minutos dispone 
el señor senador Heber? 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Le 
quedan tres minutos, señor senador. 


SEÑOR MICHELINLI.- Que finalice su intervención, 
señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador Heber. 


SEÑOR HEBER.- Igualmente quería darle aunque sea 
dos minutos, pero he escuchado muy atentamente toda 
esta interpelación y la conclusión es, señora presidenta, 
que el señor ministro tiene un desgaste muy grande. Está 
cansado, no tiene entusiasmo, viene a decir que todo está 
bien, que acá no hay problemas, que estamos mejor en el 
vecindario. Se dice que los datos de los organismos inter- 
nacionales no son serios, que no nos podemos manejar con 
los datos de las oficinas internacionales porque no tienen 
veracidad. No sé quién les da los datos a los organismos 
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internacionales. Debería preocuparse de tener los datos 
propios como para que podamos discutir con propiedad. 


Señor ministro y señor subsecretario, siempre es mejor 
venir al Senado de la república no a ocultar, sino a hablar 
francamente de las cosas. Cuando hay errores es mejor 
admitirlos que tratar de ocultarlos o negarlos, porque esto 
último es contraproducente para la democracia y para la 
credibilidad que debe tener la institución policial que él 
comanda. A nuestro juicio, al señor ministro le ha llegado 
la hora de cambiar de trabajo y de dejar a otro que, con otra 
frescura, con otro entusiasmo y quizás con alguna idea 
de cambio de la política de seguridad pública, ocupe su 
cargo. Hay que decir que la política de seguridad públi- 
ca ha fracasado y sigue generando indignación ciudada- 
na. Estamos viendo en la calle movilizaciones de gente 
indignada como nunca habíamos visto, en donde muchas 
veces la consigna es contra todo el sistema. Al cuestionar 
al señor ministro lo que estamos haciendo es defender la 
democracia y el sistema. Si no le damos una respuesta, esa 
gente no va a creer en nadie y nosotros consideramos que 
debe creer en este sistema. El rol de la oposición aquí es 
cuestionar cuando no se obtienen resultados. No alcanza 
con que el señor ministro venga aquí a decir que va a cam- 
biar y a mejorar la situación. ¡Tiene que cambiar ahora! 
¡Tiene que mostrar resultados ahora! ¡La gente está harta, 
está indignada, no cree más en el sistema! 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Son muchas las personas que no creen en el sistema y 
cada vez son más. Esa tiene que ser nuestra preocupación. 
Y desde esta banca, al cuestionar al señor ministro, de- 
jando en claro su fracaso y cuestionando su gestión, estoy 
defendiendo la democracia. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Conti- 
nuando con la lista de oradores, tiene la palabra el señor 
senador Bianchi. 


SEÑOR BIANCHI. Señora presidenta: estamos con- 
vencidos de que el tiempo de Bonomi como ministro del 
Interior se ha agotado. Lo queremos decir con claridad y 
con firmeza para que no haya malentendidos ni interpreta- 
ciones erróneas de hechos u opiniones. 


Entendemos que le haría muy bien al Uruguay que Bo- 
nomi no siguiera siendo más el ministro del Interior. Con 
la misma convicción que sostenemos el inexorable cambio 
de Bonomi, decimos que detrás y respaldando al señor mi- 
nistro hay un discurso equivocado e injusto que asocia a la 
delincuencia con la pobreza. En la crisis más terrible que 
le tocó vivir al país, en el año 2002, había menos rapiñas 
que las que se cometen actualmente. 


El Gobierno dice que desde 2005 el Uruguay está vi- 
viendo momentos de auge económico, y el mismo auge 
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se ve en los hurtos, en las rapiñas y en los homicidios. 
Venimos presenciando un gran incremento de homicidios, 
de robos, de rapiñas y un crecimiento de la violencia en 
las calles, en los barrios, en los centros deportivos y en los 
centros educativos que deja de rehenes a todos los ciuda- 
danos honestos y trabajadores de nuestro país. 


El comportamiento de los delincuentes es mucho más 
agresivo y violento, y la vida de cada uno de nosotros cada 
vez vale menos. Ante esta situación de violencia sistemáti- 
ca y poco reprimida no recibimos respuesta del encargado 
principal de garantizar nuestra seguridad, el ministro del 
Interior. A través de sus declaraciones públicas —carentes 
de toda sensibilidad frente a los familiares y las víctimas 
del delito—, con dichos totalmente desafortunados que solo 
dejan en evidencia su incapacidad para prevenir y repri- 
mir el delito adecuadamente, el señor ministro trasmite un 
mensaje de sometimiento y resignación para cada ciuda- 
dano que sufre y padece hechos violentos a diario. 


Consideramos que el mensaje que debería trasmitir el 
señor ministro es que se van a aumentar los patrullajes, 
que se va a mejorar la gestión y, además, tiene que ad- 
vertir a los delincuentes que no hay zonas liberadas del 
accionar del Ministerio del Interior. ¿No le parece, señor 
ministro, que anunciar que no se van a cumplir tareas en 
determinadas zonas es un incentivo para que se cometan 
delitos graves con menor contralor y sin mayores preocu- 
paciones? Cuando se dice que la Policía no va a ingresar a 
determinadas tribunas durante los partidos de fútbol, ¿no 
le parece que está haciendo un campo más fértil para que 
se violen las normas penales? Este no es solo un proble- 
ma del señor ministro; también es un gran problema del 
Frente Amplio, que carece de toda responsabilidad polí- 
tica porque cree que está todo bien. El Frente Amplio in- 
tenta justificar lo injustificable y disfraza las estadísticas 
para seguir engañando a los ciudadanos. Para el partido 
de gobierno el problema se debe a la evolución de la socie- 
dad a nivel mundial; dice que es un problema de la región, 
pero actualmente Montevideo supera las estadísticas de 
San Pablo. 


En las reuniones de seguridad convocadas por el pre- 
sidente Tabaré Vázquez —en las que se dio participación a 
todos los sectores políticos, aunque algunos de los prin- 
cipales líderes partidarios no participaron— se manifestó 
la misma preocupación. Se intentó aportar soluciones a 
corto y a largo plazo. De allí resultaron algunos proyectos 
para su posterior votación parlamentaria. Y a días de la 
interpelación, ¿cuáles fueron los resultados? Solo se logró 
aprobar un proyecto de ley y, además, con grandes discre- 
pancias dentro del Frente Amplio. Nuevamente, carentes 
de toda responsabilidad política, no respetaron los acuer- 
dos a los que se llegó en la Torre Ejecutiva. 


El proyecto sobre libertades anticipadas, condiciona- 
les y provisionales para los reincidentes y reiterantes es 
solo una parte del entramado de beneficios liberatorios 
que tiene el actual sistema procesal penal. Lo aprobado 
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es una excepción al régimen general, ya que quienes no 
son reincidentes o reiterantes seguirán teniendo los be- 
neficios actuales que permiten el no cumplimiento de la 
totalidad de la condena. Todavía nos quedan en pie la li- 
bertad condicional —que se seguirá otorgando a quienes 
están en libertad al momento de recibir la sentencia, quie- 
nes si fueron procesados sin prisión, no cumplirán un solo 
día de cárcel; la suspensión condicional de la condena 
que, por delitos leves, borra los antecedentes; las múltiples 
gracias de la Suprema Corte de Justicia; las salidas tran- 
sitorias; la redención de pena por trabajo; la redención de 
pena por estudio y la excarcelación para no reincidentes y 
no reiterantes que, en los hechos, representa pocos meses 
de procesamiento con prisión. Considero que a este paso 
estamos a años luz de llegar a soluciones efectivas, ya que 
el tema se trata a niveles muy superficiales y con gran len- 
titud. En definitiva, falta un tratamiento integral para todo 
el sistema procesal. 


Por otra parte tenemos la gran y entrañable disputa en- 
tre el Ministerio del Interior y el Poder Judicial. La Policía, 
encargada de la prevención del delito, intenta como puede 
controlar la seguridad de las personas. Es obligación del 
ministerio proporcionar las herramientas para que ello su- 
ceda. El Policía persigue la detención y la sanción, pero 
¿qué sucedería si este actuar fuera más eficiente? ¿Adónde 
irían a parar más presos? Como se ha dicho aquí, más del 
40 % de los procesamientos son sin prisión. De los delitos 
denunciados, 4,5 %, solo el 3 % de los delincuentes que 
los cometen van a prisión. De los delitos denunciados, solo 
el 4 % se esclarece y el 3 % de los delincuentes que los 
cometen van a prisión. Y aquí tocamos otro de los grandes 
logros del ministro Bonomi: las cárceles, que bajo ningún 
concepto deben permanecer bajo la órbita del Ministerio 
del Interior. Son noticia frecuente la cantidad de muertes 
en los centros penitenciarios, los hacinamientos y la viola- 
ción de los derechos humanos. Esta situación no es recien- 
te, pero vemos que va empeorando día a día. 


SEÑORA PAYSSÉ.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR BIANCHI.- Cuando termine con mi exposi- 
ción se la concedo, señora senadora. 


Se me viene a la memoria lo sucedido en el año 2010 
en la cárcel de Rocha, hecho que ya fue mencionado por 
el señor senador Cardoso. ¡Cuántos muertos, señora presi- 
denta! Hasta el día de hoy no hay respuesta, mucho menos 
soluciones. Lo único claro es el costo millonario que tuvo 
que pagar el ministerio. Es por esto que me surge una gran 
pregunta: ¿es un problema de recursos? Por supuesto que 
para combatir el delito y para construir nuevas cárceles no 
se trata de falta de recursos ya que el Ministerio del In- 
terior nunca antes contó con tantos recursos económicos. 
Por lo tanto, queda en evidencia que es un tema de incapa- 
cidad y de pésima gestión de recursos del señor Bonomi. 
Repetiremos hasta el cansancio que el problema del Mi- 
nisterio del Interior hoy no es de recursos; es un problema 
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de gestión. Gestionar implica ser eficiente y no se puede 
decir que se lo es cuando solo la mitad de los homicidios se 
aclaran en este país. Las cifras que estamos considerando 
no son las del senador Bianchi o del grupo político lidera- 
do por Edgardo Novick, sino las que difunde el propio mi- 
nisterio: uno de cada dos casos de homicidios en nuestro 
país queda impune, cifra alarmante en una nación de tres 
millones de habitantes. 


Hace pocas semanas escuchamos al subsecretario Váz- 
quez decir a todos los uruguayos que si no estábamos en 
ninguna cosa rara o vinculada al narcotráfico no corre- 
ríamos peligro de vida. Es hora de que se pida perdón a 
las víctimas que han sido asesinadas en estas últimas se- 
manas, que fueron honestos y trabajadores uruguayos que 
en lo único raro que estaban era en buscar dignamente el 
alimento para sus familias a través del trabajo. 


Señora presidenta: el ministro Bonomi no debe seguir 
más en sus funciones. Ha fallado en su gestión; ha fallado 
en su don de mando; ha fallado en su credibilidad frente a 
la población; le ha fallado al Uruguay. 


Hace horas que en este recinto resuenan cifras y cua- 
dros comparativos como si estuviéramos discutiendo el 
presupuesto o la rendición de cuentas. Se justifica porque 
repasar cifras permite salir de los adjetivos, de las descali- 
ficaciones políticas y apunta a precisar los resultados. Por 
eso no es de extrañar que en el largo tramo de interpela- 
ción que ya llevamos se haya repicado una y otra vez con 
las cifras. Justamente, recién acabo de citar algunos núme- 
ros. Pero permítanme, señora presidenta, señor ministro 
y señores senadores, decir que el drama constante de la 
inseguridad no puede evaluarse entero si nos limitamos a 
comparar estadísticas. La gestión del ministro del Interior 
no puede caber en un montón de cifras porque con cada 
ciudadano asesinado muere el cien por ciento de una per- 
sonalidad irreemplazable, que no cabe dentro de ninguna 
escala numérica. 


El artículo 72 de la Constitución de la república esta- 
blece que la enumeración de derechos, deberes y garantías 
hecha por ella no excluye los otros que son inherentes a la 
personalidad humana o se derivan de la forma republicana 
de gobierno. Esto significa que el Uruguay, como asocia- 
ción política de todos los habitantes comprendidos dentro 
de su territorio, según la feliz definición del artículo 1.* de 
la Constitución, reconoce que en la personalidad humana 
hay valores y derechos que, aun si no se los nombra expre- 
samente, son anteriores al propio texto de nuestra carta. Y 
son esos valores y derechos los que resultan atropellados, 
conculcados, cada vez que un ciudadano cae abatido en 
una rapiña o en un asesinato a mansalva. La Constitución 
no manda que el Gobierno se resigne a explicar por qué no 
puede dominar a las bandas armadas que ahora llegan a 
tirotear hasta dentro de los mingitorios de la tribuna Ám- 
sterdam, llevando las miserias del narcotráfico al costado 
del estadio que homenajea a una de las mayores glorias del 
futbol patrio. 
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La Constitución, en su artículo 7., establece que los 
habitantes de la república tienen derecho a ser protegidos 
en el goce de su vida, honor, libertad, seguridad, trabajo y 
propiedad. El tema de esta interpelación no es, entonces, el 
ajuste de cuentas internas que el ministerio puede efectuar 
con los resultados de sus cambios estratégicos, sino que el 
Estado viene violando sistemáticamente el derecho de los 
habitantes de la república a que se les proteja en su vida. 
La violación no se arregla con la recomendación trivial de 
que con un arma a la vista no es conveniente resistirse, lo 
que parece echar culpa sobre los ciudadanos valientes que 
obedecen al instinto de conservación propia, o al impulso 
natural de defender al prójimo a quien están asaltando. La 
violación exige una actitud levantada en donde todos nos 
coloquemos muy por encima del cálculo de satisfacción 
política, y en vez de discutir quién tiene razón, afirmemos 
juntos los valores que debemos defender. 


No está en juego el sillón del ministro y sus custodios, 
sino la vida de personas desconocidas que, sin custodia, 
viven con miedo. Y eso no lo quiere la Constitución de la 
república. 


Señora presidenta: usted sabe que la oposición no tiene 
votos para la censura, por lo que le pedimos al ministro 
un gesto de sensibilidad hacia la población y que renuncie 
en forma indeclinable a su cargo de ministro del Interior. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Conti- 
nuando con la lista de oradores, tiene la palabra el señor 
senador Michelini. 


SENOR MINISTRO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SENOR MICHELINI.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a intervenir más adelante, 
pero hay una afirmación que como me parece no responde 
a nada parecido a la realidad, debo contestar ahora. 


Se hizo una apreciación sobre una situación en un es- 
tadio de Brasil. No sé si entendí bien, pero aquí se dijo que 
la barra brava de Peñarol determinaba quién entraba o no 
a un estadio de Brasil. Eso es absolutamente equivocado; 
ello no es así. El que puede determinar si entra o no es el 
organizador o, como pasa muchas veces, se da la potestad 
de entrar a una cantidad determinada de hinchas del club 
visitante. Pero eso no lo hace la barra brava, sino el club. 
Entonces, lo que describía el senador interpelante no tiene 
nada que ver con la barra brava, sino con el club. Como 
hasta ahora se ha venido confundiendo la hinchada con la 
barra brava y el club con la barra brava, en ese equívoco 
se mete cualquier cosa. Por tanto, eso no fue así, sino que 
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el Club Atlético Peñarol —y no la barra brava— permitió la 
entrada en su cupo. Decir eso es entender poco lo que pasa 
en los estadios de otro país. Si me dicen que en nuestros 
estadios pasa eso, quizás hasta lo puedo considerar, pero 
afirmar que en un estadio brasileño la barra brava de Pe- 
ñarol determina quién entra y quién no es absolutamente 
equivocado. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Quiero 
aclarar que el señor ministro puede pedir la palabra cada 
vez que lo desee, por lo que no computaremos su interven- 
ción como una interrupción concedida por el señor sena- 
dor Michelini. 


Tiene la palabra el señor senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Antes de que vaya a concluir 
con mi intervención —lo digo para que luego me lo recuer- 
de la Mesa— voy a conceder dos interrupciones, a la sena- 
dora García y al senador Alcorta, que por voluntad propia 
y generosamente, de manera de no prolongar el debate, 
van a usar esa metodología para que se escuche su opinión. 


La verdad es que la intervención del señor senador 
Bianchi superó la realizada por el señor senador Heber. En 
su momento le había pedido una interrupción al senador 
Heber. Cada uno tiene sus propios microclimas. En la ban- 
cada me dicen que soy el único que le presto mucha aten- 
ción. Además, trato de seguir el razonamiento de algu- 
nos integrantes del Senado, sobre todo del senador Heber, 
hombre inteligente y capaz. Y le pedí una interrupción 
porque en ese momento quería razonar con él para ver si 
el que estaba equivocado era yo, era él o éramos ambos. Él 
dice que durante los seis años que ha estado el ministro ha 
fracasado y ese razonamiento parece impecable —¿quién 
lo podría discutir?—, salvo que exista un diálogo, que no es 
menor, que es un detalle muy importante. Porque en el diá- 
logo, cuando se sientan los partidos y con legítima opinión 
alguno —incluido el Partido Nacional-— plantea el tema del 
ministro —ya lo dije en mi intervención anterior—, el pre- 
sidente de la república dice que eso no está en discusión. 
Ahí hubo una situación de hierro: se continuaba el diálogo 
o se concluía. Si se continuaba, como el producido de ese 
diálogo lo iba a llevar adelante la Administración —en este 
caso, el ministro, el subsecretario y el equipo que estaba 
hasta ese momento-—, y la oposición no es tonta —porque no 
voy a hacerles esa ofensa—, ni tampoco lo es ninguno de 
los que estamos acá, era obvio que esas eran las reglas de 
juego. Nadie podía pensar que, terminado el diálogo, las 
leyes que habíamos acordado iban a ser aplicadas por un 
ministro o por una Administración distinta. Entonces, el 
razonamiento del señor senador Heber, que dice que fra- 
casó, tiene un detalle que no es menor y que en puntas de 
pie se pasa por alto porque si hace hincapié en él queda al 
descubierto que se aceptó que ese diálogo y lo que de él 
surgiera iban a encararse con esta Administración. 


Agrego, señora presidenta, que venimos a la interpela- 
ción y el ministro dice —acá no estoy haciendo referencia a 
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la primera intervención del señor senador Bordaberry, que 
fue antes que la del ministro— que los delitos bajaron des- 
de abril en adelante un 7 %, entre ellos la rapiña —que es 
de los que más nos preocupan—, y que si lo extrapolamos 
a 12 meses el porcentaje es mayor. Yo conocía los datos 
porque hacía unos días el ministro había estado trabajando 
con nosotros, pero pensé que alguien iba a decir al minis- 
tro: «¡Espere, pare las rotativas! —como señalaba un viejo 
amigo de la imprenta— ¿Qué está pasando que usted dice 
que está bajando el delito, ya no que se frenó, sino que 
está bajando?». Desde la salida de la Dictadura —todas las 
dictaduras tienen bajo nivel de delitos, ni que hablar la de 
Corea del Norte, y por supuesto que la dictadura uruguaya 
también lo tenía—, en el período democrático, siempre au- 
mentó el delito: en el primer Gobierno de Sanguinetti, en 
el de Lacalle, en el segundo Gobierno de Sanguinetti, en el 
de Jorge Batlle, en el de Tabaré Vázquez, en el de nuestro 
compañero Pepe Mujica y en el primer año del segundo 
Gobierno de Tabaré Vázquez. Nadie puede decirme que 
alguno de esos presidentes no estaba preocupado por el 
delito. Los conocemos a todos; podemos tener discrepan- 
cias, pero todos sabemos que estaban preocupados por el 
tema del delito. Y en abril de 2016, el ministro dice que 
el delito empieza a bajar. Yo pensé que iban a preguntar- 
le qué hizo, a pedirle que explicara las llamadas políticas 
de acción del sistema operativo o algo así. Vamos a ver 
cómo en un tema en que los uruguayos, administración 
tras administración, no podían dar en la tecla, en este mo- 
mento algo ocurrió. Y cuando algo ocurrió, no se escucha. 
Hay que pasar rápido lo que dijo el ministro porque «¡mirá 
si eso es cierto y justo estamos haciendo la interpelación 
porque lo consideramos un fracaso!». A eso agrego que me 
da una tristeza enorme por aquellos que jugaron todo su 
prestigio por el diálogo, tanto en el Partido Nacional y en 
el Partido Colorado como en el Frente Amplio. Aquellos 
que habían apostado por el diálogo —nombré expresamen- 
te, señora presidenta, al señor senador Larrañaga—, que iba 
a dar resultados, dicen que esta Administración tiene que 
irse y piden la censura a través de los artículos 147 y 148. 
No quiere decir que no puedan hacerlo, pero eso tiene que 
hacerse por un tema grave. ¡¿Y cuándo lo hacen?! Cuan- 
do el delito empieza a bajar. Entonces, algo en el razona- 
miento está mal; y está mal porque estamos perdiendo el 
diálogo que se construyó y porque todos deberíamos estar 
preocupados para ver cómo ayudamos para que eso que 
el señor senador Mieres dice que todavía no está firmado, 
que puede significar la baja del delito, se confirme y dé 
resultados en años futuros. A todos nos interesa que haya 
seguridad. Entonces, yo no sé cómo se razonan algunas 
cosas, señora presidenta. 


Yo tuve una discusión la otra semana, porque en vez 
de hablar de las libertades provisionales o condicionales, 
hablé de las libertades anticipadas. Y como las libertades 
anticipadas las da la Suprema Corte de Justicia, se sintie- 
ron ofendidos. ¡Por favor! Si la Suprema Corte de Justicia 
tuviera que salir por cada una de las intervenciones que 
hacemos cada uno de los señores senadores o señoras se- 
nadoras, no sé cómo haría. Pero, bueno, ¡ligué! Agrego, 
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señora presidenta, que estoy convencido de que el nivel 
de esclarecimiento de los delitos por parte de la Policía es 
muy alto; después si puede probarse, si los jueces llegan 
hasta el final y si hay procesamientos, es otra historia. 


Lo único que comparto —porque con todo respeto digo 
que me pareció un disparate lo que afirmó el señor senador 
Bianchi- es que hay impunidad. Que yo diga que se acla- 
ran los delitos no quiere decir que se tenga las pruebas de 
quién los cometió y pase los años responsabilizándose de 
su accionar en la cárcel. Pero yo estoy seguro, señor pre- 
sidenta; a mí me pegaron un tiro y tanto los jueces como 
la Policía estaban convencidos de que era la persona que 
identifiqué en segundo lugar, no con la convicción que se 
necesita para que sea una prueba absoluta. Sobre la per- 
sona que con mucha convicción identifiqué primero —es 
sabia la ley que hace que la identificación sola no sea una 
prueba, sino que se necesitan más cosas—, tanto la Policía 
como los jueces tenían enormes dudas. A su entender, el 
juez encontró al culpable pero no tenía las pruebas —entre 
ellas estaba mi testimonio—, la persona ya estaba presa y 
esa situación quedó impune, pero estaba clara, tanto para 
la Justicia como para la Policía. 


Si vamos a ver cifras, señora presidenta, vayamos a 
ver algunas que en este mar de cifras tienen un poquito 
de sentido común, porque se habla que se esclarece un 
4 % y tenemos 10.000 presos, ¿ese es el 4 %? No condice 
la cantidad de presos que pagan con su libertad el daño 
que le hicieron a la sociedad. No condice ese 4 %, ¡no lo 
digamos más! Somos uno de los países de América Latina 
con más presos por habitante. ¿Tenemos más delitos que 
Brasil y Argentina? Sin embargo, tenemos más presos 
por habitantes que Brasil y Argentina. ¿Qué significa eso? 
Que la Policía y la Justicia están haciendo su trabajo en 
un sistema legal obsoleto que ya tiene fecha de caducidad 
porque el año que viene se cambia. En este momento hay 
10.338 presos, una cantidad muy alta, más que en Chile, 
que hoy se nombró acá. Hay un problema: varios de estos 
delincuentes no solo no cumplen la pena —como decía el 
senador Heber— sino que, en reiteradas oportunidades se 
los descubre, se los procesa y los abogados defensores 
piden la libertad y se la conceden. Por eso votamos la ley, 
que es el instrumento que en el diálogo el ministro pidió 
con más insistencia y que en la comisión el señor senador 
Bordaberry dijo que él la había planteado primero. No 
dudo de que haya sido así; dijo con insistencia que esa ley 
la había planteado primero y que era uno de los resortes 
fundamentales. 


Entonces, se presenta un proyecto de ley que es funda- 
mental, que surgió en el diálogo y se elevó al Parlamento 
por parte del Poder Ejecutivo, no sin dificultades, sobre 
todo en nuestra bancada. Ese proyecto de ley, que se veía 
como un elemento adicional para reducir la cantidad de 
delitos, es aprobado en el momento en que la cantidad de 
delitos está bajando —y no es porque esta ley se esté apli- 
cando—, y es precisamente entonces cuando se pide la re- 
moción del ministro. No tiene sentido, señora presidenta. 


CÁMARA DE SENADORES 


27 de octubre de 2016 


Póngame en la oposición o en el Gobierno, pero no tiene 
sentido que después de treinta años sin logros, ahora que 
empezamos a tenerlos, cuando además le concedemos al 
ministro el instrumento que pidió, antes de que pase un 
día de aplicación, volemos al ministro. Era mucho más ra- 
zonable y tenía mucho más sentido común que en marzo 
dijeran: «No vamos a tener el diálogo hasta que el minis- 
tro se vaya». Hoy no tiene razón de ser sacar al ministro 
cuando empieza a tener logros, cuando los instrumentos 
que pidió empiezan a tener marco legal. No parece lógico 
producto del diálogo, que cuesta muchísimo en el Uru- 
guay, pero que nos diferencia. Como expresé, algunos se 
jugaron su ropa por ese diálogo y ahora que empieza a dar 
resultados, lo rompemos. 


El señor senador Mieres hablaba de la educación. Por 
supuesto que podría haber un diálogo parecido sobre la 
educación. Obviamente el ministro dice: «No me hablen 
de educación; si quieren juzgar al Gobierno del Frente 
Amplio por la educación pueden hacerlo, pero a mí júz- 
guenme por el tema de la seguridad». El tema de la educa- 
ción, que tendrá mucho que ver con el de la seguridad, está 
en manos de otra figura. 


Si este diálogo era fructífero podíamos incursionar en 
otro. Creo que fue fructífero hasta que, de la noche a la 
mañana —y nadie sabe bien por qué—, cuando las políticas 
empiezan a dar resultado y cuando algunos instrumentos 
se van a empezar a aplicar, vamos por la censura previs- 
ta en los artículos 147 y 148 de la Constitución. ¡No es 
una interpelación cualquiera! Vamos por la censura y por 
elecciones anticipadas. ¿Qué pasó? ¿Qué me perdí? ¿Qué 
se perdió la ciudadanía? Como algunos logros —la baja de 
algunos delitos— empiezan a ser incontrastables, surgen 
algunos temas, señora presidenta, que en todo caso me- 
recían una interpelación —como el caso del fútbol- mu- 
cho antes, no ahora. Fíjese una curiosidad: el fútbol no fue 
un tema de debate importante en el diálogo social, hubo 
algunos esbozos —tendría que confirmarlo con la señora 
senadora Payssé—, pero creo que nadie presentó en ese 
ámbito un proyecto de ley; si alguien lo hizo pido discul- 
pas porque como no participé en el diálogo, no me llegó 
esa información. La senadora Payssé y el señor Marsiglia 
participaron permanentemente y nos informaban, a veces 
con demasiada rigurosidad, y el tema del deporte no es- 
tuvo arriba de la mesa. Y si el tema del deporte es de tal 
magnitud e importancia como para convertirlo en el ele- 
mento central, ¿qué me perdí? ¿Qué ocurrió que eso no 
estuvo ocho, siete o seis meses atrás? Es un tema comple- 
jJísimo, porque es muy fácil decir algunas cosas que tiene 
que hacer el ministro; parece que todos somos idóneos. 
Ahora, ¡hay que estar ahí! Yo me voy a mi casa tranquilo. 
Además ahora vivo cerca de la Seccional 10. ¡Qué mejor 
que eso! Ahora, hay que estar en el lugar del ministro que 
a la noche no sabe con qué se puede encontrar y por qué 
lo llaman. Además, le pueden amenazar a un familiar y 
¿vamos nosotros y le decimos todo lo que tiene que hacer? 
Respecto a algunos temas le dicen: «Usted tiene que ha- 
cer esto y esto», pero en el diálogo social no aparecieron, 
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o lo hicieron muy superficialmente. No creo que alguien 
haya dado por terminado el diálogo si considera que hay 
algunos asuntos que hay que seguir, si es que realmente 
importa esto para el conjunto de la ciudadanía. 


El señor senador Heber dio una razón; por lo menos 
empieza a tener algo de racionalidad. Dijo que la gente 
reclamaba y protestaba, y nos metió a todos en la misma 
bolsa. Sostuvo que como se podía estar deteriorando el 
sistema democrático, él iba a levantar la voz. ¡Está bien! 
Quizás en su racionalidad está el ponerse delante de la 
gente aunque esta no tenga razón; yo sería más cauto y 
ponderado. 


La intervención del miembro informante es algo raro. 
Reitero que en la bancada me critican y me dicen: «Le 
estás buscando la racionalidad al adversario», pero a ve- 
ces no tienen la racionalidad o está en otra cancha, que es 
la opinión pública. Quizás estoy equivocado. Entiéndase 
bien: era raro que el señor senador Bordaberry no estu- 
viera en ese diálogo porque si no me equivoco fue el que 
presentó más proyectos sobre seguridad en esta legisla- 
tura. Hasta podríamos decir: era su cancha. Pero dudo de 
que realmente quisiera el diálogo. Él afirma que su partido 
estuvo y por lo tanto no puede haber dudas. Démosle la 
razón, pero no me va a discutir que presentó una cantidad 
importante de proyectos —supongo que debe estar conven- 
cido de ello— y en el diálogo con el presidente de la repú- 
blica era extraño que una de las figuras, si no la principal, 
de las principales del Partido Colorado, no estuviera ahí. 
El señor senador realiza una intervención totalizadora: ha- 
bla de todos los temas, pero muy poquito del diálogo, casi 
nada, en mi opinión, señora presidenta, porque hablar del 
diálogo, insistir en esa relación entre los partidos, en esa 
buena experiencia que tuvimos, implica la génesis cuan- 
do el presidente de la república dijo que la situación del 
ministro no estaba arriba de la mesa. Esa es la génesis 
y lo aceptaron, creo que con mucho patriotismo, porque 
algunos estaban convencidos de que el ministro ya había 
dado todo lo que tenía para dar. Entonces, hablar del diá- 
logo es aceptar ese tema central, o sea, todos los partidos 
juntos tienen una condición, y es que todo lo que produzca 
el diálogo lo va a llevar adelante la Administración con el 
ministro Bonomi a la cabeza. 


Tampoco el señor senador habló mucho de los meno- 
res, señora presidenta; muy poco. Es cierto, los menores 
fueron el tema central de la seguridad algunos años atrás, 
y producto también del diálogo, con el señor senador La- 
rrañaga a la cabeza, se generó una institucionalidad que 
separó a los peligrosos de los otros mediante la creación 
del Inisa. Entonces, producto de ese diálogo y de esa in- 
sistencia del señor senador Larrañaga, así como de esos 
acuerdos, antes y después de las elecciones —casi era el 
único tema-, los recursos salieron y empezó a ponerse en 
marcha. Como las fugas se cortaron —lo que no quiere de- 
cir que no haya problemas-, el tema de los menores —que 
no quiere decir que algunos no estén dentro de la delin- 
cuencia— dejó de ser central en la opinión pública. Pero si 
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alguien va para atrás, incluso hasta la primera ley que se 
votó en el primer Gobierno del doctor Tabaré Vázquez, 
obviamente que el de los menores tenía que estar como 
tema central. 


También está el tema del narcotráfico. De esto pecamos 
todos, porque el ministro, en más de una oportunidad, a la 
bancada del Frente Amplio, al Frente Amplio, y también 
a la oposición, les habló de la situación del narcotráfico 
pero quizás no se le quiso creer. En algún planteo del señor 
senador Bordaberry hablando del tema, o quizás por aquel 
automóvil que balearon y que, además, mató a una mu- 
chacha en la Ciudad de la Costa, nos desayunamos todos 
de que esa situación era realmente delicada. También creo 
que esa situación ayudó al diálogo. Todos dijimos: «Si esto 
es así, ¿adónde vamos? Nos tenemos que juntar todos para 
ver cuáles son las políticas que llevamos adelante para sa- 
car al país de esta situación que nos tiene preocupados». 


Creo, señora presidenta, que la izquierda muchas veces 
pecó de apelar a aspectos vinculados a la situación social 
diluyendo la responsabilidad personal que un delincuente 
tiene. Quizás nos costó mucho aprender. Una mujer me 
dijo la otra vez: «Por más pobreza que se tenga, cuando 
un hombre viola a una mujer sabe muy bien el daño que 
está haciendo, y no hay pobreza que lo justifique. Y cuan- 
do una persona balea a otra sabe muy bien el daño que 
está haciendo, y no hay pobreza que lo justifique». De esto 
muchos hemos pecado, seguramente yo más que nadie, se- 
ñora presidenta. Estoy seguro, porque lo he escuchado en 
más de una oportunidad, de que el propio ministro tenía 
claro que su responsabilidad —no la del Gobierno, que po- 
día tener múltiples tareas y múltiples programas— era tener 
a raya a los delincuentes. Y este año las cifras le empeza- 
ron a dar mejor; después de practicar múltiples acciones 
—en el acierto o en el error— y pelear a brazo partido el 
presupuesto, que nunca es fácil, encontró algunos lugares 
en donde apoyarse y el delito empezó a bajar. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Dis- 
culpe, señor senador, pero ha llegado a la Mesa una mo- 
ción para que se prorrogue el tiempo de que dispone. 


Se va a votar. 

(Se vota). 

—25 en 26. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador. 


SEÑOR MICHELINI.- Aprovecho, señora presiden- 
ta, para dar las interrupciones que había anunciado iba a 
conceder a la señora senadora García y al señor senador 
Alcorta, no sea cosa que yo mismo incumpla lo que com- 
prometí. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir la señora senadora García. 
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SEÑORA GARCÍA (Graciela).- Señora presidenta: 
quiero complementar el planteo que estaba haciendo el se- 
ñor senador Michelini, teniendo en cuenta también todos 
los datos estadísticos que hoy se manejaron aquí. 


Me parece que falta una mirada desde afuera y latinoa- 
mericana en este tema, porque nos estamos ahogando en 
un vaso de agua cuando el continente latinoamericano es 
el más violento del mundo. No lo son Asia, Europa ni Áfri- 
ca —aunque en este continente hay zonas violentas—, sino 
que América Latina es la zona más violenta del mundo. 


Por otro lado, hoy se han mencionado análisis y es- 
tudios de muchos organismos —como el BID y el PNUD, 
entre otros— y todos llegan a la conclusión de que en la 
gran mayoría de los países de Latinoamérica el problema 
principal es la seguridad ciudadana. A pesar de que han 
disminuido los problemas del desempleo, de que ha dis- 
minuido la pobreza, de que se tienen mejores índices so- 
ciales y de que en varios países se ha duplicado el ingreso 
per cápita, es el continente más violento. En esos análisis 
se menciona que hay cosas comunes en distintos países. 
Muchas de las cosas que acá se dijeron, se repiten en el 
resto de los países latinoamericanos: el crecimiento desor- 
denado, abrupto, muy rápido de las ciudades, en las que se 
forman asentamientos, favelas, cantegriles, villas miseria; 
el enorme crecimiento de la población joven. En nuestro 
país hablamos de los nini, así como también en toda La- 
tinoamérica. Se calcula que uno de cada cinco jóvenes en 
Latinoamérica no estudia ni trabaja y que sumarían un to- 
tal de 32:000.000. Entonces, tenemos que comparar estos 
datos con los que estamos manejando acá en Uruguay. 


A todo esto se suma el tráfico de drogas, el crimen 
organizado, el hacinamiento en las cárceles, la profesio- 
nalización de los presos en las cárceles. Todos esos son 
problemas comunes. 


Se dice que América Latina representa el 9 % de la po- 
blación mundial, pero tiene el 33 % de los homicidios. El 
Salvador, Guatemala y Honduras son los países más vio- 
lentos de toda América Latina. La cifra más alta es la de El 
Salvador, con 108 homicidios por cada 100.000 habitan- 
tes; le siguen en orden descendente Jamaica y Venezuela. 
Brasil tiene 26 homicidios por cada 100.000 habitantes; 
Colombia, 25, con zonas en las que —como lo hemos leído 
muchos de los que estamos acá— ha habido experiencias 
muy exitosas contra la inseguridad, aunque también otras, 
como la ciudad Cali, en la que la cifra es de 56 homicidios 
por cada 100.000 habitantes. En México ocurre algo si- 
milar, pues Guerrero es una cosa, y Ciudad de México es 
otra. En Costa Rica también ha aumentado la cantidad de 
homicidios a causa de las pandillas. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 
—Como aquí ya se mencionó, países como Uruguay, 


Chile y Costa Rica, a los que ahora se suman Bolivia y 
Ecuador, son los que tienen menos violencia de Latinoa- 
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mérica. Y hay una cosa a tener en cuenta sobre el dato que 
hoy se manejaba con respecto a Bolivia: si bien se habla 
de que bajó el índice de homicidios -5 por cada 100.000 
habitantes—, se ha separado y se ha sacado de esa cifra el 
feminicidio. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Por fa- 
vor, señora senadora, redondee su exposición. 


SEÑORA GARCÍA (Graciela).- Correcto. 


En todo el análisis que se hizo en el día de hoy no he 
visto que preocupe mucho el aumento de mujeres asesi- 
nadas que, como dijo el senador Paternain, en lo que va 
del año llegamos a 19. Eso no preocupa. Son los distintos 
movimientos sociales —las organizaciones feministas— los 
que están impulsando movilizaciones; pero no veo que 
haya caceroleos ni que exista preocupación por la violen- 
cia de género, que está creciendo en nuestro país, y ya es- 
tamos igualados con Argentina. En ese país han muerto la 
misma cantidad de mujeres, pese a la diferencia de pobla- 
ción que tenemos. 


Gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Como anuncié anteriormente, 
concedo la interrupción que me había solicitado el senador 
Alcorta. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador. 


SEÑOR ALCORTA.- Gracias, señora presidenta; gra- 
cias, señor senador. 


La verdad es que tenía pensado no hacer uso de la pa- 
labra, pero luego de todos los planteos escuchados en esta 
sesión que ya lleva más de trece horas, no puedo dejar de 
expresar mi sentir. Hay momentos en la vida en donde ca- 
llar se convierte en una culpa, y hablar en una obligación 
y un deber cívico. 


Los que me conocen saben que soy un hombre de nú- 
meros y, por tal motivo, quería agregar algunos números 
a lo que se habló al principio de la interpelación, como la 
ingenuidad en la función de gobierno del Frente Amplio 
en el 2005 por no atacar directamente —como primera y 
gran preocupación— la seguridad en el inicio de la gestión. 


Nosotros entendemos por seguridad —que hoy es la 
principal preocupación— la seguridad personal y la se- 
guridad de vida, el derecho a vivir. Analizando las cifras 
del 2005, cuando comenzó el Gobierno, vemos números 
que sí motivaron un accionar directo, que en ese momento 
fueron la prioridad del Gobierno: la pobreza y la pobreza 
derivada de la concentración de la riqueza. 
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En el año 2005, el 40 % de la población de nuestro país 
estaba viviendo por debajo del nivel de pobreza; estamos 
hablando de 1:200.000 personas. Comparado con años an- 
teriores, en 1999 eran 400.000, y en el 2015 —el año pasa- 
do— la pobreza llegaba al 9,8 %, o sea, a 300.000 urugua- 
yos. El pasaje de 1:200.000 a 300.000 da la pauta de que 
esta ingenuidad del Gobierno permitió reducir la pobreza 
a la cuarta parte de lo que era cuando empezó en el 2005. 


En cuanto a la indigencia, en el 2005 había 108.000 
personas con ingresos insuficientes para cubrir las necesi- 
dades alimenticias; hoy hablamos de 18.000, es decir, una 
sexta parte de lo que había en el 2005 con respecto al 2015. 


Y agrego otro dato muy importante para la vida diaria 
y para el futuro del país: la situación de los gurises, de los 
menores de 12 años. En el 2005 había 25.800 menores de 
doce años que no llegaban a cubrir las necesidades básicas 
alimenticias, lo cual iba en contra de su desarrollo como 
personas y como integrantes de la sociedad. Y eso hoy no 
es medible: prácticamente no hay. Estamos hablando de 
que disminuyó diez veces la indigencia en los menores de 
doce años en la República Oriental del Uruguay. 


Entonces, esa ingenuidad con la que comenzamos el 
Gobierno en el año 2005 creo —yo, por lo menos— que 
corresponde aplaudirla, como la aplaudió y la aprobó el 
propio soberano, aquel que no se equivoca cuando vota, 
que fue el pueblo, renovándole el Gobierno nacional. Y el 
señor Bonomi era parte de ese inicio en un lugar prepon- 
derante para nuestra definición de seguridad, haciendo a 
la condición de vida como ministro de trabajo de la repú- 
blica. 


Entendemos la seguridad como derecho a la vida. 
¿Cómo aseguramos ese derecho? Generando puestos de 
trabajo decentes. Esa es la mejor política social que se 
puede llevar adelante en un Gobierno. Los generamos con 
crecimiento económico y justicia social, con menos po- 
breza y con menos indigencia. En eso ha trabajado y está 
trabajando nuestro Gobierno, y también el Ministerio del 
Interior. Entendemos que aún hay mucho por hacer. Uru- 
guay siempre se caracterizó por ser muy lento en la toma 
de decisiones; hoy hemos hablado de decisiones que se to- 
maron hace seis años y todavía están en ejecución. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Acá se discuten, se prorrogan y, muchas veces, se de- 
moran las decisiones. Hoy, sin embargo, vemos un cambio 
en el clima del sentir de la gente y, aun cuando este Go- 
bierno tiene un año y medio, estamos exigiendo los resul- 
tados de su gestión como si estuviese al final del período. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Por fa- 
vor, redondee su exposición, señor senador. 


SEÑOR ALCORTA.- Voy a reducir mi exposición mu- 
cho más de lo que pensaba. 


CÁMARA DE SENADORES 


597-C.S. 


Creo que es importante hablar en criollo, y como yo 
soy del interior, quiero decir que los uruguayos tendemos 
a buscar cinco patas al gato y siempre estamos tentados a 
comentar de más, donde se instala la sospecha hacia lo he- 
cho por los demás, eso es muy negativo; sería bueno tratar 
de mirar un poco hacia dentro. 


Como conclusión, digo que no debemos echar a otros 
la culpa de los éxitos o fracasos, sino ser partícipes. De- 
bemos lograr —y tenemos la convicción de que podemos 
alcanzarla— una sociedad en la que quepan todos y, sobre 
todo, se tenga el derecho de vivir aplicando con firmeza 
que el derecho de cada uno llega hasta donde empieza el 
de los demás. 


Quiero terminar mi intervención diciendo que entien- 
do que la actividad política, la que desarrollamos aquí, 
en el Senado de la república y la que desarrollan todos y 
cada uno de los que tienen responsabilidad de gobierno, 
implica hacer posible —progresivamente y en la medida en 
que se pueda— lo imposible. Sin pretender ser los dueños 
de la verdad, queremos decir que debemos llegar a una 
sociedad en la que estemos todos, sin exclusiones. En lo 
personal, pretendo inducir a quienes no lo quieren hacer, a 
pensar que tenemos que hacerlo entre todos y a que pode- 
mos lograrlo para beneficio del pueblo, que es el que nos 
puso en este lugar. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador Michelini. 


SEÑOR MICHELINI.- Muy brevemente, señora presi- 
denta, quiero decir que cuando el señor ministro planteó a 
la bancada de senadores del Frente Amplio formar una co- 
misión sobre el tema de seguridad —no para legislar, sino 
para que estuviéramos informados—, varios de nosotros 
teníamos muchas dudas. Hablando con él o con gente de 
su equipo —no lo recuerdo bien— a principios del otro año, 
se nos dijo: «Queremos transparencia y tener informado a 
todo el sistema político en forma permanente. Este es un 
tema de todos, no solo nuestro». En ese entonces se con- 
formó la comisión del Senado, pero algunos de los temas 
que se han abordado aquí con una virulencia absoluta, ni 
siquiera se plantearon en la comisión que el propio minis- 
tro formó para tener mayor relacionamiento con el conjun- 
to de las fuerzas políticas en el tratamiento de lo que tiene 
que ver con el tema de la seguridad. 


También sé que fue él quien aconsejó al presidente en 
el tema del diálogo y apostó a que algunas de las leyes 
que precisaba tuvieran la viabilidad necesaria para contar 
con un gran respaldo a nivel del Parlamento. Por eso me 
duele, señora presidenta, cuando aquí, más de una vez, se 
le dijo que estaba confundido; después resultó que no era 
así, pero el legislador que lo dijo no se retracta, no dice: 
«Perdón, ministro, tenía razón usted. Las cosas eran como 
las había descrito». 
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Me pongo en el lugar del ministro, no porque este mi- 
nistro sea mejor que otros —los hubo muy buenos y de to- 
dos los partidos—, sino porque ahora las cosas empiezan a 
dar resultados para toda la sociedad uruguaya. Sabemos 
que el valor de la vida es sustancial, y podemos afirmar 
que este año va a haber menos homicidios —esto no lo dice 
solo el ministro sino que, si se hace el cálculo, también 
se deduce del planteo del señor senador Bordaberry-, así 
como también menos rapiñas, menos violaciones, menos 
copamientos. Y una vez que empieza a haber resultados, 
señora presidenta, se rompe ese nivel de diálogo y de con- 
cordia que tuvimos durante muchos meses, para no dar el 
respaldo, el apoyo y el apalancamiento —como le gustaba 
decir al expresidente Batlle— necesarios para que muchas 
de estas cosas se puedan llevar adelante. 


Imagino las dificultades que deben haber tenido algu- 
nos integrantes de la oposición para expresar: «La Policía 
cumple y es efectiva, pero el ministro no», como si fueran 
cosas aparte y él no hubiera peleado a brazo partido por 
el presupuesto, los chalecos, el armamento, las motos y 
demás vehículos, el profesionalismo, el mejoramiento de 
la capacidad, las municiones, etcétera. ¡Se ha roto el alma! 
Y su tiempo no está agotado, señora presidenta; ahora em- 
pieza a haber resultados, no para el Frente Amplio, sino 
para toda la sociedad uruguaya. 


Cuando muere una persona surge la indignación enten- 
dible, justificable, de mucha gente que sale a protestar. Es 
entendible que ello ocurra, repito. Pero sería muy cobarde 
de parte de esta bancada retirarle el apoyo a una persona 
—un ministro o un subsecretario— y a su equipo, cuando 
estamos convencidos de que están haciendo bien las cosas. 


Señor ministro —lo digo aludiendo, señora presidenta, y 
podrá corregirme por estar fuera del Reglamento, pero me 
dirijo al ministro— usted tiene una bancada, la del Frente 
Amplio, la oficialista, que lo respalda. Siga trabajando que 
ahora se empiezan a ver los frutos. 


Nada más, señora presidenta. 


SEÑOR HEBER.- Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Tiene 
la palabra el señor senador. 

SEÑOR HEBER.- En primera instancia, quiero pedir 
disculpas al señor senador Michelini por no haber tenido 
tiempo para concederle la interrupción que me solicitó. 
Pensé que con tres minutos le daría para expresarse, pero 
parece que no fue así. No quise interrumpirlo ahora, pre- 
cisamente porque no había tenido la oportunidad de darle 
la interrupción solicitada por él; por tanto, por la vía de 
contestar una alusión voy a referirme a algunas reflexiones 
que ha hecho y que pretendía plantear durante mi inter- 
vención. 
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El señor senador Michelini insiste en el tema del diálo- 
go, y nosotros queremos enmarcarlo correctamente. 


Se dice que retiramos nuestra confianza al ministro, 
pero en realidad no la tuvimos nunca; simplemente le dá- 
bamos la oportunidad de que generara una gestión. El 2 de 
marzo, antes de los sucesos de Semana Santa —o Semana 
de Turismo-— y antes del diálogo, dijimos que ya había ago- 
tado su oportunidad. Cuando fuimos al diálogo, invitados 
por el presidente de la república en función de una idea del 
señor senador Pablo Mieres, no insistimos con la renuncia 
del señor ministro; quien la planteó fue el Partido Colora- 
do. El ministro ya no tenía nuestra confianza; no creíamos 
que fuera el hombre indicado para conducir el Ministerio 
del Interior. Sin embargo, después del planteo del Partido 
Colorado, el Partido Nacional, en la voz del senador Ja- 
vier García, le preguntó al presidente de la república, muy 
concretamente, si el diálogo que iniciábamos implicaba un 
cambio de rumbo de la política de seguridad del minis- 
terio. Esas fueron las palabras que, en nombre del Parti- 
do Nacional, expresó el señor senador García —que está 
aquí y lo puede corroborar al presidente de la república. 
El presidente de la república dijo muy claramente que el 
diálogo era para cambiar la política de seguridad, que era 
un cambio de rumbo en ese sentido. Y nosotros seguimos 
hablando, no porque tuviéramos la actitud patriótica de 
continuar por el diálogo mismo —porque el diálogo no es 
un fin en sí mismo, sino que debe tener una conclusión-, 
sino porque para nosotros era muy importante, sabiendo 
que no se iba a cambiar al ministro, que hubiera voluntad 
de cambiar el rumbo de la política de seguridad. Por eso 
nos quedamos y apostamos al diálogo. Tomamos distancia 
para poder acordar, pero no salimos satisfechos de ese diá- 
logo, señora presidenta y señor senador. No salimos satis- 
fechos porque solo se trataron dos proyectos de los 29 que 
presentó el Partido Nacional. El señor senador Michelini 
hoy se preguntaba si habíamos presentado iniciativas que 
tuvieran que ver con la violencia en el deporte y debo decir 
que sí. Había por lo menos tres proyectos relativos a este 
tema, pero notamos que se agotaba el diálogo porque el 
anuncio del señor presidente de la república, acerca de que 
iba a haber un cambio de rumbo en la política de seguri- 
dad, no se estaba dando. Para nosotros es muy importan- 
te preservar la instancia de diálogo, pero con resultados, 
porque dialogar genera una expectativa en la opinión pú- 
blica como que vamos a abordar los temas y si después 
no se abordan con la contundencia que se está esperando, 
se produce un fracaso, ya no del Gobierno sino de todo el 
sistema político, que es lo que está pasando ahora. El señor 
senador Michelini dice: «El señor senador Heber está atrás 
de la opinión pública»; pero ¡cómo no voy a estar detrás 
de la opinión pública! ¡Cómo no voy a escuchar la opinión 
de la ciudadanía! ¡Lo hago permanentemente porque para 
nosotros es muy importante! Y cuando hay una reacción 
ciudadana como la que ha habido por la inseguridad que 
estamos viviendo, no podemos decir «la gente no tiene ra- 
zón», ¿o acá hay iluminados que saben más que la mayoría 
de la gente? 
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(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Por eso, para poner los puntos sobre las íes en lo que 
tiene que ver con el diálogo, fuimos porque se nos dijo que 
iba a cambiar el rumbo, pero cuando salimos notamos que 
eso no era así. Había algunos proyectos que eran positi- 
vos y valía la pena apoyarlos, pero no era lo que teníamos 
como expectativa cuando nos sentamos a la mesa de diálo- 
go. Sobre esto tenemos varias experiencias, no solamente 
ahora sino en el período anterior cuando, muchas veces, 
fuimos convocados a diálogos que después se vieron frus- 
trados. 


Esto era lo que queríamos mencionar al señor senador 
Michelini, que nos aludió acerca del diálogo político como 
si fuera esta la panacea de las soluciones. Para nosotros, el 
diálogo no es, por sí mismo, una solución. Sí lo es cuando 
arroja resultados, pero en la Torre Ejecutiva no los hubo. 

SEÑOR BORDABERRY-- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 

SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Tiene 
la palabra el señor senador Bordaberry. 

SEÑOR BORDABERRY.- No deja de admirarme la 
capacidad que tiene el señor senador Michelini para salir 
a defender siempre la posición de su partido. Me permi- 
to sugerir a sus compañeros de bancada que algún día le 
hagan un homenaje, porque es impresionante cómo pone 
la cara. Me gustaría tener siempre a mi lado a alguien 
como él porque lo he visto defender el tema de Pluna, de 
Ancap, el déficit y ahora esto con una convicción y una 
fuerza que realmente me impresionan. Siempre encuentra 
argumentos por todos lados y tiene esa capacidad que es 
admirable; creo que con el tiempo su partido se lo tendrá 
que agradecer. 


Con respecto a la crítica de la oposición, en primer lu- 
gar, quiero dejar claro que en la primera reunión llevada a 
cabo en la Presidencia, el Partido Colorado planteó que ha- 
bía que remover al ministro, así que estamos siendo cohe- 
rentes. Evidentemente, luego de que lo planteamos quien 
lo puede remover dijo que no, pero tampoco nos íbamos a 
ir del diálogo porque, en definitiva, seríamos unos necios 
si nos fuéramos cuando planteamos algo y nos dicen que 
no. «¿Me llevo la pelota para mi casa porque no quieren 
jugar conmigo?». No. Lo planteamos y lo seguimos ha- 
ciendo desde hace tiempo. 


Estamos dispuestos a trabajar en un gran acuerdo a 
fin de solucionar el tema de la seguridad, pero si no esta- 
mos de acuerdo con quien la lleva adelante, obviamente, 
se complica. Si no estuviera como ministro el señor Bo- 
nomi, con gusto estaríamos dispuestos a trabajar y apor- 
tar mucho. 


Por otro lado, quiero señalar algo que parece que se 
repite. Se dice y se reitera que el delito bajó; el ministro 
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dijo tres veces que el delito había bajado: dijo que bajó 
en el año 2015 y no había bajado; dijo que bajó en 2013 
y no había bajado; y dijo que bajó en 2012 y tampoco ha- 
bía bajado, pero como viene acá y lo afirma parecería que 
todos nos tenemos que ir contentos para casa. Cuando le 
pedimos los datos y dijimos que la cosa venía mal, el pro- 
pio ministro nos dijo que había que dejar pasar todo el año 
para después analizar el tema, y ahora hay que creerle. 


También es cierto que de los 28 proyectos que lleva- 
mos al diálogo, aportamos dos en materia de seguridad 
en el deporte, pero de todos los que llevamos se aprobó el 
0,3 % porque de uno que tenía tres partes, eligieron una de 
ellas. Parece poco para el diálogo, pero por lo menos nos 
quedamos tranquilos porque habíamos hecho ese aporte. 


Con respecto a que los barrabravas o hinchas de un 
club no dan autorización para ingresar a los partidos en 
Brasil, creo que ni siquiera habría que aclararlo. Si se hu- 
biera prestado atención cuando relaté el reportaje, se ha- 
bría notado que en ese momento se dijo que fue en Brasil 
y que al llegar había un cordón formado por la gente de Pe- 
ñarol que antes de pasar controlaban el ingreso de botellas 
y demás. ¿Qué pasó?: «Yo me arrimo porque veo a Jorgito 
y me dice: “¿Qué hacés, Susana? Pasá”». En realidad, esta- 
ban en el control previo que hacían los hinchas de Peñarol. 


No se enojen conmigo porque solamente leí lo que es- 
taba en el papel, así que si alguien mintió, no fui yo sino 
quien hizo esta declaración. 


Muchas gracias. 


15) SOLICITUDES DE LICENCIA E INTEGRACIÓN 
DEL CUERPO 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Léase 
una solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo de la Ley n.? 17827, de 14 de setiembre 
de 2004, el día 28 de octubre de 2016, por motivos perso- 
nales. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidenta muy 
atentamente. 
Marcos Otheguy. Senador». 
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SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—24 en 25. Afirmativa. 


Se comunica que las señoras Cristina Lustemberg y 
Beatriz Ramírez, y los señores Saúl Aristimuño y Julio 
Calzada han presentado nota de desistimiento informando 
que por esta vez no aceptan la convocatoria a integrar 
el Cuerpo, por lo que queda convocado el señor Felipe 
Carballo a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia al amparo del literal D del artículo 1.* de la Ley 
n.? 17827, por el día 28 del corriente mes. 


Motiva la solicitud la participación como delegada por 
Uruguay a la XIII Conferencia Regional sobre la Mujer, 
a realizarse en Montevideo. Se adjunta confirmación del 
registro. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidenta muy 
atentamente. 
Mónica Xavier. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—25 en 26. Afirmativa. 


Se comunica que los señores Daniel Olesker, Julio 
Bango y Viviana Piñeiro han presentado nota de desisti- 
miento informando que por esta vez no aceptan la convo- 
catoria a integrar el Cuerpo, por lo que queda convocado 
el señor Yerú Pardiñas a quien ya se ha tomado la promesa 
de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia. 


(Se lee). 
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SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 
De mi consideración: 

Por la presente, solicito a usted, de acuerdo con la Ley 
n? 17827, me conceda licencia por el día 28 de octubre, 
por motivos personales. 

Sin otro particular, saludo a usted atentamente. 


Carol Aviaga. Senadora». 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 

26 en 27. Afirmativa. 

Se comunica que el señor José Falero ha presentado 
nota de desistimiento informando que por esta vez no 
acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Carmen Asiaín a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 

Léase una solicitud de licencia. 


(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Señor presidente de la 
Cámara de Senadores 

Raúl Sendic 

De mi mayor consideración: 

Por la presente, solicito a usted y al Cuerpo que presi- 
de licencia por el día 28 de octubre de 2016, por motivos 
particulares. 

Sin otro particular, lo saludo muy atentamente. 


José Carlos Cardoso. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 


—26 en 27. Afirmativa. 
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Se comunica al cuerpo que la señora Fanny Trilesinsky 
ha presentado nota de desistimiento informando que por 
esta vez no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, 
por lo que queda convocado el señor Armando Castaing- 
debat, a quien ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia llegada a la Mesa. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 

De acuerdo con lo establecido en la Ley n.* 17827, de 
14 de setiembre de 2004, solicito al Cuerpo que tan digna- 
mente preside se sirva concederme el uso de licencia para 
el día viernes 28 de octubre de 2016, por motivos perso- 
nales. 

Sin más, la saludo muy atentamente. 


Luis Lacalle Pou. Senador». 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda convocada la señora Beatriz Argimón, a quien 
ya se ha tomado la promesa de estilo. 


Léase otra solicitud de licencia llegada a la Mesa. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Montevi- 
deo, 27 de octubre de 2016 


Señora presidenta de la 
Cámara de Senadores 
Lucía Topolansky 


De mi mayor consideración: 


A través de la presente, solicito al Cuerpo me conceda 
licencia, al amparo del artículo 1.” de la Ley n.* 17827, el 
28 de octubre de 2016, por motivos personales. 


Sin otro particular, saludo a la señora presidenta muy 
atentamente. 
Ivonne Passada. Senadora». 
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SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Se va a 
votar si se concede la licencia solicitada. 


(Se vota). 
—25 en 27. Afirmativa. 


Se comunica que el señor Gonzalo Mujica ha presen- 
tado nota de desistimiento informando que por esta vez 
no acepta la convocatoria a integrar el Cuerpo, por lo que 
queda convocada la señora Zulimar Ferreira, a quien ya se 
ha tomado la promesa de estilo. 


16) LLAMADO A SALA AL MINISTRO DEL 
INTERIOR, SEÑOR EDUARDO BONOMI 


SENORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Conti- 
núa la discusión del tema objeto de la convocatoria. 


SEÑOR AMORÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR AMORÍN.- Después de casi catorce horas de 
debate no sé si se ha dicho todo, pero se ha dicho casi todo. 
Por lo tanto, nosotros intentaremos ser breves al hacer al- 
gunas reflexiones sobre esta interpelación. 


El primer comentario es que esta es una interpelación 
absolutamente necesaria. Me parece que el país entero la 
estaba esperando. Entiendo que es bueno que estén pre- 
sentes el señor ministro del Interior y su equipo. Creo que 
el señor senador Bordaberry estuvo enormemente acerta- 
do en citarlos para hablar de una situación que preocupa 
muchísimo a todo el país. Además, quiero decir que com- 
parto las palabras que dijo el señor Bordaberry en nombre 
del Partido Colorado. Estoy absolutamente de acuerdo con 
todo lo que ha dicho y —como dije— quiero agregar algunas 
reflexiones. 


Estimo que el ministro tiene un desgaste importante. 
Hace casi siete años que está en el ministerio, pero los 
resultados no se ven. Algunas personas del propio minis- 
terio han ayudado a acentuar ese desgaste. El señor sena- 
dor Paternain, aquí presente, hizo un esfuerzo importante 
cuando renunció al observatorio y están sus palabras. Por 
lo menos —claramente—, en esa época hacía que las cifras 
que manejaba el ministro no fueran creíbles. Tomaba al- 
gunas de acá y otras de allá, comparaba con años que no 
venían bien y me parece que todo eso le hizo daño al mi- 
nistro. Eso es bastante evidente. 


También quiero hacer un comentario sobre la instancia 
de diálogo impulsada por el señor senador Mieres a la que 
asistió el señor presidente de la república. Creo que siem- 
pre es positivo tratar de hablar sobre los temas del país 
para intentar avanzar en algo. De muchísimos proyectos 


602-C.S. 


de ley que presentó el Partido Colorado, por lo menos una 
parte de alguno fue tomada en cuenta. De muchísimos no 
y es natural; si no había acuerdo entre todos, es lógico que 
así fuera. El problema no son las leyes. Las leyes pueden 
ayudar en algo, pero el problema central, repito, no son las 
leyes. Si de un cien por ciento de delitos que se cometen 
solo el 4,5 % terminan siendo castigados, es evidente que 
el problema no son las leyes; el tema es mucho más am- 
plio. Tampoco se trata solo de la gestión del Ministerio del 
Interior y quiero ser claro en esto. Por supuesto que este es 
un problema de enorme complejidad y que, básicamente, 
tiene que ver con la educación y, necesariamente, se rela- 
ciona con la gestión del Ministerio del Interior, dentro de 
la cual está el tema de las cárceles. Con total franqueza 
digo que lo que nos pintó el ministro y lo que nosotros 
sabemos de acuerdo con los informes del comisionado 
parlamentario difiere casi dramáticamente. Tenemos la 
impresión de que hay módulos en el Comcar que son un 
desastre absoluto y —por supuesto— que eso tiene que ver 
con los índices de reincidencia. 


Me parece que hay una cantidad de cosas que han 
funcionado mal y esa no es una visión de la oposición. 
No es la oposición la que ve todo mal porque tiene mala 
intención, porque tiene ganas de ver que el ministro hace 
todo mal o que el Ministerio del Interior no funciona bien. 
Es una visión de la enorme mayoría de la sociedad. No 
soy un fanático de las encuestas pero estaba viendo una 
encuesta de Cifra que terminó el 17 de octubre de este año, 
que no solo decía que una enorme mayoría de la población 
cree que el tema de la seguridad es el más importante hoy, 
sino que cuando preguntan sobre la gestión del ministro, 
el 61 % de los encuestados dice que es mala, que no está 
conforme con ella; hay un 21 % que no sabe o no opina y 
hay un 18 % que cree que está bien. Después preguntan 
por partidos y me interesa especialmente la opinión de 
los que dicen que en la última elección votaron al Frente 
Amplio —porque es una pauta interesante—, es decir que 
no son opositores y no tienen una mirada negativa hacia 
el Gobierno porque lo votaron. De estos, el 45 % está 
desconforme, el 25 % prefiere no decir nada y el 30 % 
está conforme. Nosotros no estamos inventando una 
disconformidad. No sé si este nuevo eslogan —por llamarlo 
de alguna manera— fue creado por el mismo que inventó 
aquello de la sensación térmica. Durante los primeros 
años del Gobierno del doctor Vázquez, cuando decíamos 
que la situación de la seguridad era muy compleja, los 
ministros y los parlamentarios nos decían que eso era 
una sensación térmica; en realidad, todo estaba bien pero 
había una sensación térmica de que las cosas no estaban 
bien. Pasado el tiempo eso se transformó en una situación 
ridícula; es una afirmación que si la hacemos hoy es 
ridícula. Sugiero —y se lo digo al señor ministro a través 
de la señora presidenta—que no insistan con el relato del 
miedo porque me parece que esto que están lanzando con 
fuerza y hablando de él insistentemente es algo parecido a 
la sensación térmica. La gente no les cree. Nadie les cree. 
No hay un relato del miedo. La gente está enormemente 
preocupada por este tema. La gente tiene temor. Vayan a 
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un cajero automático y vean cómo sale la gente cuando 
cobra; vean cómo miran para todos lados. Miren la 
desesperación y el temor que tiene la gente. No hay un 
relato del miedo; hay miedo y es terrible. El miedo y el 
temor son sentimientos terribles. Que un trabajador que 
toma ómnibus tenga que pedir que lo vayan a buscar a 
la parada si tiene que caminar diez cuadras, significa que 
tiene temor. Esas son las cosas que pasan en Uruguay. 


Creo que lo de la sensación térmica quedó en ridículo. 
Es ridícula hoy. En lo personal, creo que lo del relato del 
miedo también es ridículo. Yo no hablaría más de este 
tema; trataría de hablar sobre cómo mejorar las cosas, con 
seriedad, como lo ha hecho el ministro Bonomi, que ha 
realizado una exposición seria, más allá de que por su- 
puesto nosotros no compartimos. Quiero decir que no es 
la primera vez que hace una exposición seria; lo ha hecho 
muchas veces y la situación está cada vez peor. El señor 
ministro viene, nos explica algunos temas, pero la situa- 
ción, en lugar de mejorar, empeora. 


Por lo tanto, considero absolutamente correcto que se 
haya pedido una interpelación y me parece bien que para 
darle fuerza y para que se sepa que es un tema especial- 
mente grave para nosotros, por primera vez en este perío- 
do se haya hecho a través de los artículos 147 y 148 de la 
Constitución. Esta no es una sesión en régimen de comi- 
sión general y tampoco una interpelación como otras, sino 
que aquí pretendemos ir más a fondo. Seguramente ha sido 
la más larga que hemos tenido en el Senado, pero creo que 
la gravedad de la situación así lo amerita. 


Se ha hablado de varios temas y se han dicho muchas 
cosas. Hay algunos temas que me parecen gravísimos, ya 
no con respecto al aumento del delito sino a una conducta 
que estamos viendo no solo en el Ministerio del Interior 
sino también en otras áreas. Me refiero a la designación de 
una psicóloga que es hermana de quien la designó y que, 
por otra parte, no es psicóloga. No conozco al señor Anza- 
lone; no sé quién es. No conozco a su hermana y tampoco 
conozco al sobrino, a quien también designó. Entiendo que 
esto es grave porque son temas que hacen daño al sistema 
republicano, puesto que estamos hablando de gente que 
emplea a sus familiares, que dicen tener títulos que no tie- 
nen. Creo que estas cosas nos hacen un daño enorme, y 
más grave aún es que el señor ministro tenga como asesor 
importante, de confianza, al hijo del director de la Oficina 
Nacional del Servicio Civil, que es quien debería controlar 
estas designaciones. Reitero que estas cosas son graves. 
Posiblemente no hagan al aumento del delito pero hacen 
a una forma de conducta claramente antirrepublicana y 
a una forma de proceder que nos alarma porque, por los 
dichos históricos del Frente Amplio, creíamos que cosas 
como esta fenomenal explosión del nepotismo en el Mi- 
nisterio del Interior, ya no iban a ocurrir. Reitero que en 
esa cartera, el hijo del director de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil, que es quien controla lo que pasa ahí, fue 
designado para trabajar directamente con el ministro, y a 
su vez, un director designa a su hermana como psicóloga 
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y a su sobrino para que trabaje en el área. Creo que estas 
cosas son graves y hay que denunciarlas. Tenemos que ha- 
blar claramente de estos temas y terminar con ellos rápido 
y de entrada, porque en la medida en que se propaguen, 
vamos a generar situaciones que, en lo personal, estimo 
que son lamentables. 


Creo que ya se ha hablado sobre el resto de los temas 
y reitero que apoyo plenamente esta interpelación y las 
palabras de mi compañero de bancada, el señor senador 
Bordaberry. 


SEÑOR DE LEÓN.-- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR DE LEÓN.- Señora presidenta: han pasado ya 
catorce horas en las que hemos escuchado distintos plan- 
teos vinculados a la inseguridad, a las elecciones anticipa- 
das. También se han hecho sugerencias al señor ministro 
relacionadas con el pedido de renuncia y en varias oportu- 
nidades hasta hemos tenido planteos vinculados a la fami- 
lia del titular de la cartera. 


Con respecto a esta interpelación, debo decir que las 
cartas ya fueron echadas hace varias semanas porque va- 
rios legisladores, a través de distintos medios de comunica- 
ción, anunciaron sus posiciones, dijeron lo que iba a ocurrir 
y plantearon algunos sueños. Como decíamos, desde hace 
un mes se está hablando de esto e incluso se llegó a hablar 
de elecciones anticipadas, con hipótesis —como señalába- 
mos recién— que eran imposibles de concretar. Eso no im- 
portaba; el hecho era generar una situación, si se quiere, 
de inestabilidad desde el punto de vista institucional. En 
un primer momento se planteó la necesidad de hacer un 
llamado a sala para analizar con el equipo del Ministerio 
del Interior la situación de las políticas de seguridad y de 
los hechos de inseguridad en el país. Sin embargo, como 
ya dijimos, esto terminó en planteos de otro tipo. 


Creo que cuando estamos hablando de temas que son 
tan sensibles para la sociedad, no hace bien llegar a ese 
tipo de discusión, previo a esta instancia. Resulta muy 
difícil separar las políticas que viene llevando adelante 
este Gobierno, desde el punto de vista interdisciplinario, 
vinculado a todo lo que tiene que ver con la equidad, con 
el estado de bienestar y la búsqueda de los procesos per- 
manentes de cambio en el Uruguay, de lo que es la política 
de seguridad. Sin embargo, el señor ministro y su equipo 
lo han hecho y señalaron que mucho de lo que está rela- 
cionado con las políticas de seguridad tiene que ver con 
una visión interdisciplinaria en la que participan distintos 
actores del Estado. 


En lo personal, me quiero focalizar en un tema funda- 
mental, que tiene que ver con el papel que juegan —y que 
podrían jugar— los medios de comunicación en la construc- 
ción de la dimensión subjetiva de la inseguridad ciudadana 
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o también en la construcción de la convivencia entre los 
uruguayos. Por supuesto que quienes estamos aquí —lo he- 
mos dicho en el día de hoy y lo han señalado varios señores 
senadores— rechazamos con profundo dolor los aconteci- 
mientos de las últimas semanas, los homicidios, los hechos 
de violencia y las situaciones delictivas que fueron descri- 
tas por el señor senador interpelante y también por otros. 
Por nuestra parte, queremos señalar nuestro profundo res- 
peto por las víctimas y sus familiares; entendemos que este 
es un tema de mucha sensibilidad y por eso, hoy más que 
nunca, es necesario abordarlo con seriedad. 


La ciudadanía espera determinadas instancias —como 
la promovida por el señor senador Mieres y en la que tam- 
bién participó el señor presidente de la república—, que 
se instalen ámbitos de diálogo y de trabajo respecto a un 
tema tan importante. Todos hemos señalado la importan- 
cia que ha tenido el ámbito a que se ha aludido, y si bien 
todos esperábamos mejores resultados, diferencias inter- 
nas de algunos sectores que participaban en él no permi- 
tieron lograr los objetivos que todos queríamos. De todos 
modos, creo que eso es lo que quiere la ciudadanía: que 
busquemos ámbitos —como también tiene que haber en el 
día de hoy- para lograr acuerdos. Más allá de las mayorías 
parlamentarias, me parece que con respecto a estos temas 
es necesario contar con amplio respaldo de los sectores 
políticos aquí representados. Creo que eso es lo que espera 
la ciudadanía cuando se están tratando asuntos que tienen 
que ver con la seguridad y la convivencia. 


El repaso que han realizado el ministro y el subsecre- 
tario demuestra sin lugar a dudas la complejidad del tema. 
Demuestra los resultados que ha habido en los últimos 
años, con una evolución que va más allá del periodo de go- 
bierno del Frente Amplio; se han hecho análisis que tienen 
hasta treinta años. Sin duda que es un tema muy complejo 
y la responsabilidad con la que el ministerio lo ha tratado 
demuestra la necesidad de que esto no se trate con facilis- 
mos, con liviandades, sino que se haga buscando argumen- 
tos, contraponiendo posiciones porque, en definitiva, es un 
tema de mucha importancia para la sociedad. 


SEÑOR MUJICA.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor senador? 


SEÑOR DE LEÓN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Mujica. 


SEÑOR MUJICA.- Señora presidenta: no tiene sentido 
haber permanecido en la lista. Quería expresar mi soli- 
daridad política con todo el equipo del ministerio y, sim- 
plemente en dos o tres palabras, decir que no creo que el 
clima sistemático como gota de agua, diario a diario, de 
polarización, le haga bien al escenario político del país y a 
lo que va a venir. Ojalá que me equivoque. 


Gracias. 


604-C.S. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador De León. 


SEÑOR DE LEÓN.-- Gracias, señora presidenta. 


También se ha señalado que le faltamos el respeto a 
los pobres por algunos planteos que se han hecho con 
relación a lo que tiene que ver con el manejo de las polí- 
ticas de seguridad. Y yo creo que cuando señalamos las 
causales de muchos de los temas vinculados a la seguri- 
dad, a la pobreza, a la exclusión, a la inequidad, al con- 
sumismo, etcétera, para nada estamos planteando temas 
que tengan que ver con la estigmatización de los pobres. 
Considero que el Gobierno del Frente Amplio, el Frente 
Amplio como tal, no tiene que dar pruebas de eso. El 
ministro ya hizo algunas menciones con relación a estos 
temas que señalábamos. 


El ministro ha mostrado resultados y avances muy im- 
portantes, comparando a través de distintos indicadores, 
con información nacional e internacional proveniente de 
organismos e instituciones internacionales. Pero, como 
decíamos, queremos enfocarnos en el papel de los medios 
de comunicación en esa construcción de la dimensión sub- 
jetiva de la inseguridad ciudadana o de ayudar a construir 
la convivencia que, en definitiva, tiene que ser el gran ob- 
jetivo. Más allá de nuestras experiencias personales, fa- 
miliares, de nuestro entorno, otro factor imprescindible 
a considerar es el papel que pueden jugar los medios de 
comunicación en la construcción de una dimensión subje- 
tiva de la inseguridad ciudadana. Su rol es fundamental, 
y cuando hablamos de medios de comunicación estamos 
hablando de los tradicionales y también de los no tradicio- 
nales. Nosotros creemos que, sin duda, constituyen una de 
las fuentes de información más efectiva sobre lo público, 
sobre los acontecimientos públicos. 


La forma en que los medios cubren el tema de la delin- 
cuencia tiene diversos sesgos. Uno de ellos es el enfoque 
a través del cual enfatizan la visión criminal. Esto sucede, 
entre otros motivos, porque el crimen tiene la condición 
de lo excepcional, no es lo cotidiano. La noticia requiere 
la condición de excepcionalidad para llamar la atención de 
los lectores y de la audiencia. 


También quiero hacer mención a las condiciones de 
producción de la noticia. Reportar un hecho delictivo re- 
quiere de la mayor actualización de datos posible. La ve- 
locidad para comunicar, como un requisito de la informa- 
ción mediática, impide que se investigue un suceso, que se 
profundice en los hechos de lo sucedido realmente. 


SEÑOR CARBALLO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR DE LEÓN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Carballo. 
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SEÑOR CARBALLO.- Gracias, señora presidenta. 


Obviamente, estamos llegando al final de una larga 
interpelación. Como bien decía el ministro al comienzo, 
esta es una interpelación rara, diferente, distinta; yo diría 
que prácticamente fueron veinte días de interpelación si 
tomamos todo el proceso que se ha venido dando en los 
diferentes medios de comunicación. 


He escuchado con atención muchos de los comentarios 
que se han hecho. Una de las cosas que planteaba el miem- 
bro interpelante era el corrimiento del delito. Creo que tie- 
ne razón, coincido con él. Y también coincido en la idea 
de que, con las nuevas prácticas, la existencia de la droga 
y los narcotraficantes, el delito se viene corriendo. Como 
bien lo informara el ministro con relación a las situacio- 
nes que hemos tenido con el desarrollo del narcotráfico 
—más allá de que no esté instalado en el país—, este tipo 
de prácticas ocurridas desde Centroamérica hacia el sur, 
hacia estos lares, señalan las dificultades que hemos teni- 
do. Obviamente, esas nuevas prácticas, de alguna mane- 
ra, también han permitido que la delincuencia en nuestro 
país aprendiera esas formas de desarrollar la delincuencia 
—valga la redundancia— también aquí. 


Estoy convencido de que la inseguridad en nuestra so- 
ciedad y en todas las sociedades del mundo es una especie 
de pandemia que ataca a todos los individuos, a todas las 
localidades o a una región. Cuando se habla de las causas, 
creo que hay un conjunto de elementos a tener en cuenta. 
Podemos hablar de las causas en lo que refiere a la violen- 
cia, a la frustración, al feminicidio, a los cambios de va- 
lores, a la rotura del entretejido social, al individualismo. 
Y cuando manejamos estos conceptos, estos elementos, 
lo hacemos porque, por lo que hemos presenciado en el 
transcurso de estos últimos veinte días, parece que toda 
esa responsabilidad se le adjudica a la Policía, al Ministe- 
rio del Interior. Todos los que estamos acá sabemos que no 
es responsabilidad del Ministerio del Interior. 


Por eso considero que tenemos que hacer un esfuerzo 
para enfocarnos en las causas; este es otro de los elemen- 
tos coincidentes. Debemos debatir —y pienso que ese ha 
sido un poco el sentido, según lo que hemos escuchado 
decir a varios legisladores— sobre cuál es la sociedad que 
queremos y cuáles son los valores que debemos impulsar 
en nuestra sociedad. 


Aquí se ha hablado mucho de las diferentes estadísti- 
cas O los diferentes resultados, de la comparación de una 
década con otra, de un año con otro, de qué manera se 
manejan y se comparan números. Se compara la cantidad 
de delitos del año 1990 con la de 2015 o 2016. Obviamente 
que allí hay una gran diferencia entre lo que pasaba en el 
año 1990 y lo que ocurre ahora. Y que hay un aumento, 
sin duda que lo hay. Pero es importante hablar en relación 
con porcentajes. Al comienzo de esta interpelación se hizo 
mención al robo de los celulares, por ejemplo. Obviamente 
que hoy, en el año 2016, tenemos muchos más celulares 
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que en aquella época. No recuerdo si en ese entonces exis- 
tían los celulares. 


¿Qué queremos decir con esto? Que a nuestro enten- 
der... 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Señor 
senador: si desea continuar haciendo uso de la palabra, 
debe solicitar otra interrupción. 


SEÑOR CARBALLO.- ¿Me permite otra interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR DE LEÓN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador. 


SEÑOR CARBALLO.- Muchas gracias. 


Decíamos que todo esto también está muy vinculado 
con el avance de los delitos relacionados con el aumento 
del poder adquisitivo. 


En el transcurso de todos estos días hemos escucha- 
do hablar a exintegrantes de los Gobiernos anteriores, 
que tuvieron responsabilidades dentro del Ministerio del 
Interior, y hoy escuchamos un conjunto de propuestas y 
soluciones magníficas a los problemas que tenemos. En 
las intervenciones que ha hecho el señor ministro salta a 
la vista que estas personas —que tenían un grado de res- 
ponsabilidad—, cuando estuvieron en el ministerio, no 
pudieron avanzar y se encontraron con enormes dificul- 
tades. Creo que en el transcurso de estos años, durante el 
Gobierno del Frente Amplio, con este ministerio, se han 
hecho transformaciones muy importantes, y eso hay que 
reconocerlo. Han sido las transformaciones más profun- 
das, por lo menos, de los últimos cincuenta años, ya sea en 
materia salarial, en el mejoramiento de las condiciones de 
trabajo, en avances tecnológicos, en el conjunto de herra- 
mientas de trabajo en materia de comunicación, en la es- 
pecialización del personal. Obviamente, se viene haciendo 
un esfuerzo importante. 


Otro tema que no quiero dejar pasar —y en el que 
también se hizo mucho hincapié— es el relativo a si los 
espectáculos deportivos son responsabilidad de los priva- 
dos. Entendemos que es así; incluso, se han firmado pro- 
tocolos en ese sentido. En estos espectáculos se paga una 
entrada —de la misma manera que se paga la entrada para 
ir al cine o a un concierto— y hay un organizador privado. 
O sea que tiene carácter público mediante la compra de 
una entrada y se puede acceder o no, ya que existe el de- 
recho de admisión. Entonces, no es un acto en una plaza. 


Por ejemplo, si cualquiera de nosotros organiza un 
cumpleaños de 15 puede contratar seguridad, que se va a 
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encargar de salvaguardar y de dar garantías a quienes par- 
ticipen. Pero si nos roban la torta, no es responsabilidad 
de la Policía ni del Ministerio del Interior. En todo caso, 
después de que se haga la denuncia tendría que participar 
la Policía, y eso es lo que dice la ley. Entonces, la Policía 
y el Ministerio del Interior pueden intervenir —porque así 
quedó acordado con las autoridades del fútbol- una vez 
que se registren los incidentes, como en cualquier otro 
espectáculo. 


Creo que en los informes que hemos escuchado ha sido 
claro cuál es el rol de la Policía, qué es lo que se acordó 
a través de la ley del deporte en cuanto a dejarla fuera de 
los recintos deportivos para dar apoyo en el ingreso. En el 
caso de que sucedan determinadas situaciones de violen- 
cia, ahí sí, el Ministerio del Interior tiene la responsabili- 
dad de actuar. 


Con todo esto queremos decir que los encargados de la 
seguridad en este tipo de espectáculos son los clubes y la 
AUF. Esto nos preocupa porque, según los informes que 
tenemos, muchos de los responsables de la seguridad de 
los clubes no son expertos en esta materia, no tienen expe- 
riencia, y pensamos que deben ser profesionales. 


Le pido una nueva interrupción al señor senador 
De León. 

SEÑOR DE LEÓN.- Voy a continuar y luego le daré la 
interrupción. 

SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador De León. 

SEÑOR DE LEÓN.- Tal como veníamos diciendo, no 
hay duda de que los medios de comunicación y las redes 
sociales tienen mucho que ver con la manera en que los 
ciudadanos perciben el tema de la inseguridad. 


Aquí se ha intentado ridiculizar el planteo del relato 
del miedo, la sensación térmica. Llámese como quiera —no 
importa el nombre—, pero lo que está claro es que es una 
realidad no solo en el Uruguay, sino también en el resto del 
mundo. Este es un tema central y no estoy estigmatizando 
a los medios de comunicación; creo que deben jugar otro 
rol —y, por eso, cada vez más vemos la importancia que tie- 
ne la ley de medios en este país—, de apoyo a las políticas 
de convivencia y a la ciudadanía, para lograr una sociedad 
cada vez mejor. 


Quiero aclarar que cuando nos referimos a los medios 
de comunicación no estamos hablando de los periodistas; 
en general, estos trabajadores de la comunicación no son 
los responsables. Muchas veces quienes trabajan en estos 
temas vinculados a situaciones de inseguridad no tienen 
las mejores condiciones para cumplir su tarea; esto tiene 
que ver con la urgencia de la noticia, la primicia, el mul- 
tiempleo, etcétera. Pero sí nos referimos a los grandes me- 
dios de comunicación y, en el caso de Uruguay, hablamos 
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de los canales privados y de algunos matutinos, que están 
dedicados fundamentalmente a estos temas. 


La constante difusión de notas sobre crímenes, asaltos, 
secuestros y homicidios crea un clima particularmente in- 
quietante para los ciudadanos. Aunque sepan que los me- 
dios difunden sobre todo los crímenes más atroces, evitan- 
do ofrecer una visión equilibrada del problema, muchas 
veces los individuos creemos que la realidad social cerca- 
na es semejante a esas situaciones que vemos. 


Es decir que no es posible dejar de considerar las com- 
plejas consecuencias que la significativa influencia de los 
medios puede generar en las percepciones. No importa 
que se ridiculice eso; es una realidad y, si bien no es el eje 
central, es parte del problema que tenemos. En el futuro 
esto debería ejercerse de una manera más responsable, sin 
lugar a dudas, por el papel que deben jugar los medios de 
comunicación. 


El problema no radica en la abundancia de las noticias 
sobre criminalidad en los medios. En principio, no se re- 
quiere de la omisión o reducción de información vinculada 
al crimen. Sí tendría mayor importancia analizar el origen 
de los criterios para seleccionar dicha información como 
representativa de una realidad. Ese es el tema central y, de 
ser posible, se debería informar más y escandalizar me- 
nos a los receptores. Suelen ser noticia aquellas que, por 
su formato pobre o por falta de datos, se pueden entender 
fácilmente, como historias cortas, relatos populares o, en 
el peor de los casos, situaciones que cierto público asume 
que representa la realidad del Uruguay. Sin embargo, di- 
cha realidad resultaría comprensible para el análisis si se 
informara públicamente más sobre la historia y el estado 
actual de los problemas sociales que tenemos. 


¿Cuáles son las acciones que se deberían tomar con 
relación a estos temas? Los medios deberían tratar de dis- 
minuir la desconfianza que se tiene sobre las instituciones 
que tienen que ver con todo esto, como el Poder Judicial, la 
Policía y el Ministerio del Interior, tal como han dicho con 
mucha profundidad el señor ministro y el señor subsecre- 
tario. Esa desconfianza en el ministerio y en estas institu- 
ciones no les hace bien. Hay una estigmatización de esta 
institucionalidad y no le hace bien al objetivo que todos los 
que estamos acá buscamos, que es tener una sociedad cada 
vez mejor. La sensación de temor paraliza a la gente. Es un 
dato real. Eso ocurre y lo estamos viviendo permanente- 
mente. Se deben reconstruir las ciudades, abrirlas en lugar 
de cerrarlas; no se debe continuar con la idea de partir 
en zonas geográficas, algunas seguras y otras inseguras. 
Tenemos que apuntar a abrir las ciudades para que tengan 
una integralidad. La clave para eso es seguir avanzando 
en las políticas de convivencia, por más que se las quie- 
ra estigmatizar a la hora de mostrar resultados, avances y 
también dificultades. 


Las metas a futuro deberían ser por lo menos dos. 
La primera sería mejorar la calidad del tratamiento que 
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dan los medios de comunicación a las noticias sobre 
violencia y criminalidad, y la segunda sería que la di- 
fusión sistemática de información relativa a violencia y 
criminalidad estuviera dirigida directamente a educar a 
la ciudadanía. 


Los medios, en general, deberían reconocer su res- 
ponsabilidad social. Ese es un tema central que queda 
claramente establecido en la ley de medios. Tienen la res- 
ponsabilidad social de rescatar lo positivo que existe en 
la convivencia ciudadana. No solo se trata de abordar los 
problemas de inseguridad que existen y otros que surgen, 
sino que los medios de comunicación tienen también la res- 
ponsabilidad de rescatar los aspectos positivos vinculados 
con la convivencia ciudadana. Deben aprovechar sus he- 
rramientas para estimular un espacio de libertad, creando 
imágenes que tiendan a generar una mayor confianza por 
parte de la sociedad. 


Reitero: cuando se analizan estos temas y escuchamos 
las posiciones de los distintos legisladores, vemos —más 
que nunca— la necesidad que existe de tener esa ley en 
marcha. 


SEÑOR CARBALLO.- ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR DE LEÓN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Acla- 
ro al señor senador que está finalizando el tiempo de que 
dispone. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Formulo moción para que 
se prorrogue el tiempo de que dispone el orador. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Toplansky).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota). 
—25 en 27. Afirmativa. 
Puede interrumpir el señor senador Carballo. 


SEÑOR CARBALLO.- Hoy se dijo en esta sala que 
íbamos a responsabilizar a los clubes, a las empresas, a 
los blancos y a los colorados, y sí, lo vamos a hacer. Son 
responsables las empresas que manejan el fútbol y que se 
enriquecen con él; son responsables los clubes y la AUF 
—como dijimos hoy-; son responsables los blancos y los 
colorados, porque han sido artífices de la sociedad de 
consumo en la que vivimos — eso también es parte de la 
historia de nuestro país—; y también somos responsables 
nosotros, el Frente Amplio, porque aún no hemos logrado 
combatir de raíz las causas que originan la inequidad. 


Gracias, señor senador. 
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SEÑORA PRESIDENTA (Lucia Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador De León. 


SEÑOR CARÁMBULA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR DE LEÓN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucia Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Carámbula. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Nos habíamos anotado para 
hacer uso de la palabra, pero en función de la extensión de 
esta sesión —que a mi entender ha sido de una enorme im- 
portancia, por lo que hemos escuchado— vamos a expresar 
brevemente algunas consideraciones por la vía de la inte- 
rrupción, relacionadas con lo que venía diciendo el señor 
senador De León y algunos otros senadores. 


Sin duda, este es un tema de enorme importancia para 
la ciudadanía. Creo que deberíamos extendernos en lo que 
hoy planteó el senador Agazzi en cuanto a que esto está 
enmarcado en el tema civilizatorio actual, que tiene que 
ver con la violencia de la sociedad, con los valores y con la 
convivencia. Un ejemplo de esto es la multiplicación de los 
casos denunciados de violencia doméstica en diez años; 
en 2006 había entre 5000 y 5300 denuncias y actualmen- 
te son más de 20.000, a lo que se suma todo lo que aquí 
plantearon el señor senador Paternain y la señora senadora 
García sobre la violencia hacia la mujer. Esto habla de una 
profunda preocupación en cuanto a lo civilizatorio, a los 
valores, al respeto y a la agresividad que tiene el ser hu- 
mano, y a ello se agrega, por ejemplo, el tan manido tema 
de las barras bravas. Hemos podido apreciar, en esta y en 
otras circunstancias, que algunos de los procesados son 
personas con un nivel educativo alto, hasta universitario, 
y eso nos llama la atención por el tipo de acontecimien- 
tos en que participa, lo que muestra la complejidad de la 
situación que estamos viviendo en materia de violencia y 
de desmadre. 


Para no robar más el tiempo de que dispone el señor 
senador De León, simplemente voy a subrayar que el señor 
ministro planteó desde el principio la necesidad de hablar 
en serio sobre estos temas y, naturalmente, le queremos 
dar nuestro respaldo porque entendemos que ha sido una 
apreciación muy profunda y muy seria. 


Por otro lado, muchas veces se plantean las cosas des- 
de las encuestas, pero no se ven los hechos políticos. No sé 
cuántas veces ha sido interpelado el ministro Bonomi en 
este periodo de gobierno y en el anterior —quizás fueron 
siete u ocho veces; él lo sabrá mejor que yo—, pero en la 
campaña electoral de hace exactamente dos años, nues- 
tro actual presidente de la república dijo explícitamente 
que en materia de seguridad —que fue el tema dominante 
de la campaña con la discusión de la baja de la edad de 
imputabilidad— seguiría con la misma política y que iba 
a continuar el equipo del Ministerio del Interior. Esa pro- 
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puesta de nuestra fuerza política fue respaldada y nos dio 
la mayoría que hoy tenemos. 


También me quiero referir a las encuestas actuales. 
Cuando hablamos, lo hacemos a partir de la preocupación 
de la ciudadanía en general, pero también de los frenteam- 
plistas que viven la preocupación de la inseguridad, al 
igual que todos los habitantes del país. 


Hoy se brindaron respuestas en profundidad que sen- 
timos que no han sido analizadas. Acá hay un proceso 
acumulativo, hay una transformación de la Policía con un 
nuevo paradigma que, básicamente, significa ir tras el de- 
lito en una actitud proactiva, basada en la inteligencia, en 
la información, en la capacitación y en la disponibilidad 
de recursos humanos y de equipamiento. A mi entender, 
se han aportado elementos sumamente importantes que 
tienen que ver con el reconocimiento de lo anterior —el 
equipamiento, la preparación y la formación de la Policía— 
y de la situación actual de la sociedad. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Ha fi- 
nalizado su tiempo, señor senador. 


SEÑOR CARÁMBULA.- ¿Me permite otra interrup- 
ción, señor senador De León? 


SEÑOR DE LEÓN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir nuevamente el señor senador Carámbula. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Como informó el señor mi- 
nistro en su exposición, hay temas centrales que aquí se 
han señalado, como la infantilización de la pobreza. He- 
mos hablado sobre el rezago de esos niños y niñas que 
nacen en la marginalidad y en la pobreza, y sobre cómo 
cuesta su inclusión; también se ha hablado sobre la se- 
gregación de la población más vulnerable en los circuitos 
de la periferia pero, sobre todo, de lo que generó en su 
momento la vulnerabilidad en materia de empleo, más el 
efecto devastador de las drogas como la pasta base y del 
narcotráfico que, como bien se dijo acá, subyace a los te- 
mas de la corrupción. ¡Cuánto se ha combatido todo eso! 


Acá hemos escuchado, además, propuestas muy con- 
cretas acerca de un nuevo paradigma y de una gestión 
proactiva basada en la inteligencia; se ha mencionado la 
mejora de la capacidad de respuesta del servicio 911 que 
fue triplicada —servicio que tantas veces fuera cuestionado 
y al que todavía le falta mucho—, y también se ha hecho 
referencia a la respuesta lineal del patrullero con su equi- 
pamiento digital que le permite una rápida identificación. 


Todo eso, que está sobre la mesa y que no se ha dis- 
cutido, habla de un pronóstico que ha tenido resultados 
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concretos en estos diez meses de aplicación de algunos 
programas. 


Es decir, el objetivo es bajar las rapiñas en un 30 %,. 
Hay un plan con resultados que lo avalan y una Policía 
preparada, equipada, bien paga, bien asesorada y con cur- 
sos de formación muy significativos. Además, existe una 
profundización de la reforma orgánica policial, con una 
gestión con conocimiento e inteligencia aplicada. 


Finalmente —para concretar el tema en cinco pun- 
tos—, tenemos el Programa de Alta Dedicación Operativa 
(PADO). Al igual que todos los senadores que están aquí, 
nosotros vemos la importancia de la aplicación de un pa- 
trullaje sistemático y proactivo en distintos lugares. Como 
informara el señor ministro, esto sucede en 28 microcen- 
tros con riesgo de delito en Montevideo, en 12, 14 o 19 en 
Canelones y en otros tantos en la zona periférica de San 
José, área metropolitana donde se concentra más del 90 % 
de las rapiñas: 80 % en Montevideo, 13 % en Canelones 
y algo menos en San José. Son políticas proactivas, con 
recursos, con perfeccionamiento, con resultados y con pa- 
trullajes que cambian en función de la información, con la 
flexibilidad que da este sistema. 


Acá se señaló algo que pasó desapercibido como, por 
ejemplo, la revolución energética que el país está viviendo; 
se advierte pero, en realidad, se pasa por alto. Ya hay y se 
van a colocar 3200 nuevas cámaras. Fui parte de un Go- 
bierno departamental que con gran esfuerzo, en sintonía 
con el Ministerio del Interior, colocó cámaras en Las Pie- 
dras y en Pando con un resultado extraordinario. También 
están los resultados de la Ciudad Vieja, del Centro y del 
Cordón. Insisto: hay 3200 cámaras que se colocarán en 
forma inmediata. 


La reforma legislativa, producto del acuerdo y del 
diálogo, se concreta. Ahora bien, hay una cuestión que 
es fundamental —y con esto termino mi interrupción: 
la comunidad, la sociedad organizada, deben apropiarse 
de estos temas y multiplicar la mesa de convivencia y las 
experiencias exitosas. Ejemplo de ello es lo sucedido en 
nuestro departamento —particularmente en El Colorado—: 
la organización de la sociedad, la disposición del Minis- 
terio del Interior y el involucramiento de la Policía, pero 
sobre todo de la sociedad en su conjunto, abatieron los de- 
litos de hurto, rapiña y abigeato. 


Esta batalla la da el Ministerio del Interior, el señor 
ministro, su equipo —a quienes respaldamos plenamente-—, 
pero también la sociedad en su conjunto. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador De León. 


SEÑOR DE LEÓN.-- Señora presidenta: por supuesto 
que hacemos referencia al papel que juegan los medios de 
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comunicación, tradicionales y no tradicionales, con rela- 
ción a la percepción de la inseguridad porque es un tema 
que se repite en varios países, en distintos momentos, y 
Uruguay no es la excepción. 


Está claro y estamos convencidos de que nunca hay 
una estrategia de seguridad totalmente adecuada que logre 
conformar a todos. En el mundo esto es así, sin importar 
la frecuencia delictiva del país. Por ejemplo, este discurso 
es el mismo que en México, con 70.000 muertos en los 
últimos tres años —con decapitaciones, es decir con situa- 
ciones dramáticas—, pero es el mismo que se da en Centro- 
américa con las pandillas, más conocidas como las «ma- 
ras». También sucede en Brasil y en el Cono Sur donde, 
obviamente, los índices de homicidios son menores, son 
los más bajos de la región. Y el mismo discurso de insegu- 
ridad se da en Europa donde este índice también es bajo. 


Quiere decir que esta lógica, independientemente de 
lo cuantitativo, es permanente y muchas veces tiene que 
ver con esta búsqueda de la constante sensación de inse- 
guridad y no con la cantidad. Esto ha sido demostrado por 
muchos estudios. 


Es claro que hay algunas acciones posibles. La primera 
—como recién señalábamos— es disminuir la desconfianza 
en las instituciones, en la Policía, en la Justicia, en el siste- 
ma político, la desconfianza en general, que está presente. 
La segunda es atender la sensación de temor que paraliza 
a la gente —recién lo mencionábamos-, sin descuidar los 
problemas que tenemos. Esa sensación de temor que se 
agudiza permanentemente paraliza los cambios, así como 
las acciones que permiten mejorar en relación con estos 
temas. La tercera es buscar la mejora, por parte de los 
medios de comunicación, del tratamiento que le dan a las 
noticias de violencia. 

SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor senador? 


SEÑOR DE LEÓN.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Larrañaga. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- Señora presidenta: en el len- 
guaje del turf, cuando se gana la combinada es porque se 
acertó el primero y el segundo lugar, sin importar el orden 
de ubicación. Si se gana la trifecta, es porque se acierta el 
primero, el segundo y el tercer lugar, también sin importar 
el orden. 


Ahora bien, realmente, pese a lo avanzado de la hora 
y a que estoy cansado, no dejo de sorprenderme cuando 
escucho a un senador decir que los blancos y los colorados 
somos los enormes responsables de todo este tema y que 
nos tenemos que hacer cargo; y ahora el señor senador De 
León le está indicando a los medios de prensa cómo tienen 
que comunicar la información; y, por último, terminamos 
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la trifecta con la paranoia de que esta es una suerte de dis- 
curso internacional de la derecha, que desciende del norte, 
desde México, y viene avanzando desmelenadamente ha- 
cia el sur. ¡Es realmente increíble! ¡Creo que tienen que 
hacerse cargo de las cosas! No se puede entrar en el cami- 
no de la paranoia de «¿por qué no cierran los medios de 
prensa?», «¡cierren los canales de televisión!», «¡cierren el 
4, el 10 y el 12)». ¡Eso es lo que de alguna manera están 
proponiendo: indicar a los medios de prensa cómo hacer 
los informativos, cómo escribir las noticias! 


Con todo respeto, señora presidenta, me parece que te- 
nemos que parar un poco la mano porque si de los atajos 
institucionales pasamos a decir a los medios de comunica- 
ción cómo deben redactar las noticias y a no hacernos car- 
go de la responsabilidad —que siempre la tienen los otros 
y nunca el Gobierno—, realmente, estamos en el mundo 
del revés. 


Gracias, señor senador De León, por concederme la 
interrupción. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor senador De León. 


SEÑOR DE LEÓN.- Agradezco al señor senador La- 
rrañaga por habernos enseñado algo sobre turf, tema del 
cual no teníamos conocimiento. 


Lo que estamos planteando no es nuevo en el Uru- 
guay. Aquí tengo una referencia del doctor Juan Andrés 
Ramírez, quien en 1994 era ministro del Interior por el 
Partido Nacional. En ese entonces él decía: «Nosotros nos 
sentimos atemorizados. Vemos que hay una sensación de 
inseguridad cada vez mayor. Creo que es amplificada, que 
es un fenómeno sociológico, el efecto de la prensa sobre 
la población». 


A continuación haré unos comentarios finales con re- 
lación a este tema. Consideramos que en la actualidad los 
medios de comunicación son protagonistas —guste o no 
guste— de la construcción de un entorno de incertidumbre 
social. 


Quisimos aportar algunas reflexiones sobre el lugar 
que ocupan los medios, su papel y su responsabilidad en 
la construcción de la sensación de seguridad y de convi- 
vencia, porque entendemos que tienen un rol social. Los 
medios de comunicación deben informar, investigar, ana- 
lizar, trazar horizontes y desarrollar sus tareas con obje- 
tividad, equidad, ética y racionalidad, siendo conscientes 
de la función social que desempeñan. Los medios masivos 
de comunicación, tradicionales y no tradicionales, contri- 
buyen en gran parte a fijar la manera de pensar de la socie- 
dad y, en gran medida, determinan hábitos, costumbres e 
ideas. Muchas veces son considerados únicos portadores 
de la verdad e influyen en la educación de la sociedad y 
de los jóvenes, y en la formación de la opinión pública. 
Necesitamos que los medios de comunicación —aunque a 
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algunos no les guste—, porque en definitiva las ondas que 
están usufructuando son del Estado, apoyen acciones en la 
búsqueda de la convivencia y la profundización de la de- 
mocracia. Ese debe ser su papel fundamental en el futuro. 


Muchas gracias. 
SEÑORA ALONSO. Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Tiene 
la palabra la señora senadora. 


SEÑORA ALONSO. Señora presidenta: se imagina- 
rán que mi objetivo no es generar repercusión en la prensa 
porque, como me decía alguien hace un rato, a esta hora 
seguramente no nos toma ni una radio en Cerro Chato. 
Quizás habría estado bueno que estuviera la prensa a esta 
hora, sobre todo para que se tomara nota sobre las suge- 
rencias que hacía el señor senador De León en cuanto a 
cómo la prensa debería llevar adelante este tema. 


El señor senador Michelini decía hace un rato que esta 
no es una interpelación cualquiera. Es verdad, no es una 
interpelación cualquiera. Albergábamos la esperanza de 
que no fuera una interpelación más. Hemos estado de- 
batiendo durante quince horas mientras afuera de estos 
muros la gente la sigue pasando mal y no obtiene, como 
se merece, respuestas y soluciones claras, precisas y con- 
tundentes. Si nos guiamos por las cifras de los delitos, y 
especialmente de las rapiñas, mientras estuvimos aquí —la 
sesión empezó a las 10:00— hubo una rapiña cada media 
hora. Saquemos la cuenta de cuántas personas han sido 
rapiñadas en el día de hoy. 


A pesar de haber perdido parte de mi esperanza en 
estas quince horas, siento el compromiso y la responsa- 
bilidad de hablar, porque este es un tema demasiado im- 
portante como para dejar pasar la oportunidad de dejar 
claro mi sentir. Voy a intentar ser breve y no caer en la 
reiteración. 


En primer lugar, quiero decir que tengo absolutamente 
claro que no tenemos enemigos políticos, sino rivales polí- 
ticos, y que todos quienes estamos en esta casa buscamos 
lo mismo: la paz y la prosperidad del país, que no es otra 
cosa que la de su gente, la de sus afectos y la de su entorno. 
Con esa mirada, que intenta ir un poco más alto y trascen- 
der las banderas políticas, que muchas veces nos dividen 
y achican la cancha —y no estoy hablando de fútbol porque 
en el día de hoy ya se ha hecho referencia a ese tema en 
varias oportunidades—, pretendo hacer una reflexión en un 
tema que nos duele a todos. 


No tengo dudas de que durante estos casi siete años 
el señor ministro ha querido llevar adelante, de la mejor 
manera, su principal obligación, que es cuidarnos. Pero no 
alcanza con tener buenas intenciones. Como senadora de 
la oposición —desde una oposición constructiva—, no me 
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conformo con ver a mi país desplomarse en valores y en 
códigos. 


Le quiero decir al señor ministro que sí hablamos en 
serio, desde este lugar hablamos en serio. Quizás se haya 
querido remarcar con mucho énfasis que hay que hablar en 
serio. Eso me hace acordar al refrán que dice: «Dime de lo 
que te jactas y te diré de lo que careces». Y aquí hace falta 
que varios hablen en serio. 


Las gráficas que veíamos hoy —llenas de colores y ma- 
pas— describen una realidad, y debo decir que me gustaría 
que la realidad fuera tal cual lo muestran los papeles y 
los números, pero la verdad es que no es la que vivimos a 
diario, señor ministro. En verdad, me encantaría creerle, 
pero lo que viven y sienten cientos, miles de uruguayos 
es que la situación empeora. Hoy a la mañana vine a que 
me convencieran; vine creyendo que iba a escuchar a un 
ministro con un mínimo de autocrítica, por lo menos. Lo 
entiendo, ministro, no es fácil reconocer porque además 
de tener que explicar lo que durante todos estos años no ha 
podido hacer, se le agrega el hecho de tener que explicar 
lo que ha hecho su esposa, que no ha quedado muy claro. 


Quiero creerle, señor ministro, no por mí, sino por 
mi hija. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Diríja- 
se a la Mesa, señora senadora. 


SEÑORA ALONSO.-- Mi hija, con solo diez años —que 
no sabe lo que pasó hace quince o veinte años— luego de 
haber vivido cuatro robos en su casa y en la calle me dice 
que quiere irse del país. ¿Sabe lo que significa que su hija 
de diez años, con miedo, le pida para irse del país, que es 
el país al que quiero como a nada en el mundo? Es muy 
difícil, muy duro. 


El señor senador Bordaberry —que llevó adelante una 
interpelación seria, responsable y contundente— decía que 
la inseguridad es un fenómeno muy complejo. Y segura- 
mente esto no se arregla solamente aumentando las penas. 
Aquí se ha dicho que hay causas mucho más profundas, 
como, por ejemplo, las sociales, las culturales y las econó- 
micas. Nos habría gustado que nos dijeran dónde se ataca- 
ron esas causas durante todos estos años, cómo lo hicieron 
y cuáles son los resultados. Hoy seguimos viviendo y su- 
friendo una banalización del fenómeno de la pérdida coti- 
diana de vida. Cuando escuchaba al señor senador Borda- 
berry enumerar los diferentes casos —a cuál de ellos más 
horrible—, me di cuenta de que estamos perdiendo nuestra 
capacidad de asombro, vamos sintiendo que cada muer- 
te, cada daño que les generamos a esas familias, ya no 
nos asombra. Parece que empezamos a generar anticuer- 
pos y ya ni nos duele. Tenemos que recuperar ese valor 
tan importante para todos los uruguayos, que es el valor 
de la vida. No me quiero acostumbrar, no me voy a acos- 
tumbrar a que cada nueva víctima de la delincuencia sea 
simplemente un número más en ese mapa, en esa gráfica. 


CÁMARA DE SENADORES 


27 de octubre de 2016 


Tampoco quiero aceptar que se nos quiera dividir porque 
cada día vale lo mismo. Y yo no admito el inaceptable 
discurso que algunos representantes del oficialismo hacen 
por barrios, por nivel económico o educativo. Para quienes 
tenemos una concepción humanista no existen estas dife- 
rencias porque todos somos iguales ante el dolor y ante los 
hechos desafortunados a los que, lamentablemente, esta- 
mos expuestos en el día de hoy. Y este no es un reclamo de 
los ricos, de la burguesía, de la derecha; es un reclamo de 
los trabajadores, de los jubilados, de los desempleados, es 
decir, de la mayoría de los uruguayos. 


Quiero resaltar un argumento que me parece central 
en este debate, en este análisis, en esta reflexión. Estoy 
hablando de la respuesta reaccionaria e impulsiva que des- 
pierta la desesperación y el desamparo que hoy tienen los 
uruguayos ante la inacción del Estado para brindar condi- 
ciones básicas de tranquilidad. Eso sí es muy peligroso y 
hoy aquí se mencionó. Ante la incapacidad del Gobierno 
de responder dentro del marco del Estado de derecho, se 
ven y se escuchan, cada vez más, pedidos de mano dura, 
de reacciones violentas por parte de las víctimas y eso ter- 
mina, lamentablemente, en la propia degradación de nues- 
tra democracia. Quiero entender y hacer entender que es 
vital comprender esto porque no actuar como es debido, 
dentro de la ley, por no ejercer la autoridad para reprimir 
el delito, como se tiene que hacer, incentiva las respuestas 
desesperadas de la gente, que no para de soportar robos y 
sufrir todos los daños de los que se habló acá y que todos 
conocemos. 


En esto nos va buena parte de la suerte de conservar 
esas características positivas que tuvimos en nuestro país 
y que vamos perdiendo por la inacción de este ministerio. 
Es fácil para el ministro hablar sentado en este recinto. 
Y yo me pongo en los zapatos del ministro, tal como el 
senador Michelini nos solicitó. ¿Quién se pone en los za- 
patos de los que están afuera? Es fácil hablar sentado acá 
y salir a la calle rodeado de guardaespaldas. Es fácil. El 
ambulatorio —esto lo vimos todos— durante todo el día es- 
tuvo lleno de hombres que nunca había visto. Y pregunté 
quiénes eran y me dijeron que eran los guardaespaldas del 
ministro. Así cualquiera. Es fácil ponerse en los zapatos 
del ministro. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Me permite una interrupción, 
señora senadora? 


SEÑORA ALONSO.- No le permito, señor senador. 


SEÑOR MICHELINL.- ¿No quiere discutir? 


SENORA ALONSO.- Quiero intercambiar ideas, pero 
no ahora. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Les 
solicito a los señores senadores que no dialoguen. 


Puede continuar la senadora Alonso. 
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SEÑORA ALONSO.- Así es fácil: rodeado de guar- 
daespaldas. Démosle guardaespaldas a unos cuantos y asi 
todos podemos hablar de la misma manera. 


Uruguay no tiene guerrilla, no tiene bandas instaladas 
de narcos al grado de Colombia, Perú y México, no tiene 
problemas demográficos, no tiene problemas religiosos ni 
étnicos, ni montañas impenetrables, ni fronteras con paí- 
ses complicados y aun así, no logramos los resultados que 
deberíamos tener. 


Estoy convencida de que somos el mejor país del mun- 
do para nacer y vivir y eso es lo que le transmito a mi hija 
que se quiere ir del país. Pero eso está cambiando a pasos 
agigantados, lo cual duele. 


Con dolor siento que el ministro no ha podido con la 
delincuencia. Y el país está sumido en un miedo acalam- 
brante y de eso no tengan duda de que no caben dos opinio- 
nes. No hay que echar la culpa a la prensa, a la oposición 
y menos a los jueces —tal como se dijo en alguna opor- 
tunidad—, los cuales deben seguir siendo independientes. 
Por Dios: no entremos en el manoseo de la separación de 
poderes porque lo que hace el Poder Judicial no es otra 
cosa que aplicar e interpretar las leyes que hacemos acá. 
Seguramente no es solo responsabilidad del ministro. Hoy 
decía el señor senador Mieres que hay responsabilidades 
compartidas, sin duda. Por ejemplo, la ministra de Educa- 
ción y Cultura y la ministra de Desarrollo Social: una dice 
que no hay crisis en la educación y, la otra, que en el Uru- 
guay no existen niños que pasen hambre. Si seguimos con 
la estrategia del avestruz, de esconder la cabeza y negar la 
realidad, difícilmente vamos a encontrar las soluciones. 


Siento que hay responsabilidades compartidas, pero se 
debe admitir que gran parte la tiene el ministro del Inte- 
rior. Como se dijo durante todo el día, el señor ministro 
lleva siete años en el cargo. 


Desde este lugar, como demócrata e integrante de la 
Oposición, quiero que sepan que desearía de corazón que 
la gestión del Ministerio del Interior fuera exitosa, al igual 
que la de todo el Gobierno, pero lamentablemente no lo es. 


Aquí varios senadores hablaron del diálogo, querien- 
do dejar a la oposición con la postura de no colaborar. El 
Senado sabe que he sido una gran defensora del diálogo 
con el Gobierno, y lo seguiré siendo, en la medida en que 
entienda que es la forma para sacar adelante temas como 
este, que trascienden —como dije al principio— banderas 
partidarias. Pero el problema del diálogo no es con la 
oposición. Estuvimos dispuestos al diálogo y llevamos 28 
propuestas sobre seguridad. El problema del corte del diá- 
logo lo tiene la fuerza de gobierno, porque no se ponen de 
acuerdo y no aprueban los proyectos. El problema es con 
la bancada oficialista; no con la oposición. El problema del 
diálogo lo tiene el presidente de la república con su banca- 
da y esa es una realidad, aunque les cueste reconocerlo. Sé 
que es difícil reconocer estas cosas, pero esta es la verdad. 
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El diálogo con la oposición, sobre el tema que sea nece- 
sario, va a seguir estando. Creo que quien tiene que hacer 
autocrítica y analizar cuánto dialoga con el presidente de 
la república es la bancada oficialista. 


Tendríamos muchas cosas para decir sobre las causas, 
sobre el análisis, pero para no seguir extendiéndome, quie- 
ro decir que, a mi juicio, hemos llegado a una situación en 
la que necesitamos un cambio de rumbo. En esas reunio- 
nes se pedía: «Necesitamos un cambio de rumbo en el ma- 
nejo de la política de seguridad». Reclamamos un cambio 
en las políticas de seguridad. El ministro, cuando ocurre 
una desgracia personal, culpa a las víctimas en vez de po- 
nerse en su lugar, tal como lo ha hecho en reiteración real. 
Señor ministro: cuando se dan situaciones como las que 
vivimos quienes sufrimos un robo, un copamiento o una 
rapiña, solo queremos que entienda la bronca, el miedo y 
el dolor que se siente. Yo quiero un ministro del Interior 
que cuando sale a declarar frente a estos hechos, diga con 
firmeza que va a combatir a los delincuentes y que lo haga, 
y no que salga a declarar que la culpa fue nuestra. Y si no 
quiere decir que nos va a defender, es mejor en esos mo- 
mentos llamarse a silencio, por respeto al dolor del otro. 
Eso es lo que se llama empatía: entender el dolor del otro. 


Necesitamos recuperar la credibilidad del Ministerio 
del Interior. Necesitamos el ejercicio pleno de la autoridad 
dentro de la ley. Necesitamos que se gestionen mejor los 
recursos que maneja el ministerio y que nuestro partido 
ha votado en todas las oportunidades. Como decíamos 
al principio, está en juego la vida de los uruguayos y la 
verdad es que duele que no tengamos las respuestas que 
merecemos por parte del Gobierno. 


Como en todos los temas, desde nuestro lugar siem- 
pre vamos a estar dispuestos a poner el hombro; a ayu- 
dar con ideas, con proyectos, e incluso a brindar respaldo 
político, siempre que se hagan las cosas bien. Y en esto 
creo que llegamos a un límite. Me parece que todos o la 
gran mayoría de los uruguayos creemos que podemos y 
merecemos vivir en paz. Ese es un derecho básico que el 
Estado tiene la obligación de garantizar. Ya no podemos 
seguir esperando mucho más, viendo a una sociedad que 
se fragmenta, que se vuelve más violenta, y que la situa- 
ción va empeorando progresivamente. El país entero está 
reclamando soluciones. 


Por eso, señora presidenta, sin pretender sumarme a 
ningún agravio porque respeto al señor ministro desde la 
investidura que él representa, le pido como senadora, pero 
principalmente como ciudadana, como madre y también 
como hija que ve cómo les dan un golpe a los viejos para 
sacarle unos pocos pesos, que dé un paso al costado como 
ministro del Interior. Quizás en otra cartera pueda hacer 
un muy buen ministerio. Es más, ya lo hizo; fue un buen 
ministro de Trabajo y Seguridad Social. Pero no parece 
admisible —y también lo digo con respeto a toda la fuerza 
de gobierno— que mantener los equilibrios internos y las 
cuotas de poder esté por encima de la paz y la tranquilidad 
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de todos los uruguayos. Nada gana el señor ministro obte- 
niendo el apoyo de su partido —que seguramente en algu- 
nos casos es por disciplina partidaria— cuando hay todo un 
país afuera que espera que tenga otro gesto. 


¡Cuánto más digno sería que le explicara al pueblo 
uruguayo que desea lo mejor para nuestra gente y que no 
pudo con la coyuntura nacional! La otra opción es salir 
de este recinto con el único apoyo de su bancada y todo 
un país de espaldas. Esto no tiene banderas políticas. No 
escuchar el reclamo de la gente es de las peores cosas que 
un dirigente político puede hacer. Yo le pido que lo piense, 
porque por sobre todas las investiduras, usted es un uru- 
guayo más, que sabe, siente —porque creo que lo siente— y 
comprende que su gestión no dio resultados. 


Quienes peinan algunas canas —acá hay varios que pel- 
nan algunas canas más que quien habla— podrían tener la 
oportunidad de enseñarnos, pero sobre todo de enseñarles 
a muchos jóvenes que hoy estuvieron acá todo el día, des- 
de temprano, sentados allí, y que quizás se fueron con la 
esperanza de escuchar y de ver otra actitud. Seguramente 
querían escuchar y ver a un ministro que sabe retirarse 
con dignidad porque no vale seguir atornillado a cualquier 
costo. ¡Cuánto bien le haría a todo el sistema político que 
un ministro cuestionado en su gestión diera un paso al 
costado, deseándole éxito a quien lo sustituya! Sé que es 
difícil, señora presidenta, pero es lo que siento, y es el sen- 
tir de un país que es el mío y que sé que también es el suyo. 


Muchas gracias. 
SEÑORA ASIAÍN.- Pido la palabra. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Antes 
de dar la palabra a la señora senadora Asiaín, voy a pedir 
que se dirijan a la Mesa porque, si no, voy a verme en la 
violencia de estar interrumpiendo cada cinco minutos. No 
quise hacerlo con la señora senadora Alonso, que constan- 
temente se dirigió al señor ministro, pero es la obligación 
que tengo. 


Tiene la palabra la señora senadora. 
SEÑORA ASIAÍN.- Muchas gracias, señora presidenta. 


Voy a tratar de ser sumamente breve debido a la hora. 
Me voy a referir solamente a un aspecto porque tengo una 
interrogante que no creo que vaya a ser satisfecha, pero la 
voy a dejar planteada de todas maneras. 


Adhiero a la exhortación que hiciera el señor ministro 
en el sentido de que hablemos en serio. Sí, muy en serio. 


El señor ministro citó la Constitución, creo que en su 
primera respuesta, solo una vez y para fundar lo que esta 
prohíbe al referirse a los allanamientos nocturnos. Quie- 
ro detenerme en lo que manda la Constitución hacer al 
Poder Ejecutivo, y solamente en un aspecto. No analizaré 
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los fracasos o los incumplimientos de la gestión, sino lo 
que a priori, de forma anticipada, la cartera ha dicho que 
no va a hacer, y es ocuparse de la conservación del orden 
y la tranquilidad en el interior de las canchas, estadios y 
espectáculos deportivos que son de concurrencia pública 
masiva, escudándose en que son actividades privadas. 


El señor ministro ha dicho que la seguridad es respon- 
sabilidad de quien organiza el espectáculo. También se 
ha dicho que hay protocolos firmados. Nada de eso tiene 
que ver. 


Se habla de relatos de miedo. A mí me da miedo lo que 
dice la cartera respecto a que no se nos va a cuidar en las 
canchas deportivas, y no es que yo sea fan de acudir al 
fútbol, aunque alguna vez lo he hecho. Parece que no se 
quisiera asumir o no se conocieran las tareas que compe- 
ten a la cartera. Esto es muy grave. 


Reiteramos, no estamos denunciando que hubo un fra- 
caso o falencias en la gestión. Nos estamos refiriendo a 
que de antemano se rechaza el cumplimiento de una tarea, 
de un cometido esencial mandatado por la Constitución. 
Se rehúsa cumplir un cometido esencialísimo y, aún más, 
se fundamenta la negativa. Estamos hablando del artículo 
168, numeral 1.* de la Constitución, que atribuye al Poder 
Ejecutivo el cuidado y la conservación del orden y la tran- 
quilidad en lo interior. La Ley Orgánica Policial lo regla- 
menta extensamente. No surge de allí ninguna exclusión 
de espectáculos deportivos; todo lo contrario, la enuncia- 
ción es sumamente amplia, comprensiva. 


Hay un error bastante grave también: no es una activi- 
dad privada; no es un espectáculo privado, como se pre- 
tende. Es un espectáculo abierto al público, un espectáculo 
público por excelencia. Parecería que se confunde lo pú- 
blico con lo estatal, como si el Ministerio del Interior solo 
tuviera que ocuparse de lo estatal. No es así. Lo público es 
mucho más grande que lo estatal. Atañe a la nación. Es el 
cuidado de los seres humanos, los habitantes miembros de 
esta asociación política que es la República Oriental del 
Uruguay. 


Se aludió a la responsabilidad política, y la habrá y se 
hará recaer o no, pero no olvidemos que la Constitución 
también prevé una responsabilidad civil para el órgano del 
Estado que, habida cuenta de que la Constitución le asignó 
determinada tarea, por omisión o por mal desempeño no 
la cumple, incluso previendo que se repita contra el fun- 
cionario que con culpa grave o dolo ha provocado tal daño 
alos terceros, que somos todos nosotros. 


La seguridad interna —como jurista tengo este apoyo; 
no puedo desentenderme— en la categorización de la doc- 
trina uruguaya, y voy a citar a Cassinelli, es un servicio 
público esencial e irrenunciable. Si pensamos en la evo- 
lución —no quiero hacer historia larga; voy a hacer apenas 
unos esbozos— que ha tenido la razón de ser del Estado, 
primero estuvieron las funciones más mínimas, más bási- 
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cas: juez y gendarme. Era el Estado liberal del siglo x1x. Se 
trata de un modelo superado, porque se entendía que aque- 
llo no alcanzaba; no era suficiente con que solo fuera juez 
y gendarme. De manera que paulatinamente va cubriendo 
muchos más ámbitos de la actividad y del quehacer social. 
Parecería que aquí se está renunciado a una de las razones 
de ser del Estado, a uno de sus cometidos mínimos, bási- 
cos, esenciales. En todos los modelos que se han ideado 
después de aquel modelo superado, jamás estuvo en tela 
de juicio renunciar a este cometido esencial. 


Este Gobierno ha pretendido y sigue pretendiendo pri- 
vatizar este cometido esencial. Mucho se han criticado 
las privatizaciones, pero ahora se está tratando de desen- 
tender de la conservación del orden y tranquilidad en los 
espectáculos deportivos, esgrimiendo que son actividad 
privada, ex profeso y explícitamente a priori. Y pretende 
delegar este cometido estatal en particulares, lo que sería 
como pretender impartir justicia por mano propia o, yendo 
a ejemplos un poco más ridículos, vender el Obelisco. 


Cito nuevamente a Cassinelli Muñoz, que refiere a este 
cometido esencial de la conservación del orden y tranqui- 
lidad en lo interior y lo llama «mantenimiento de la paz 
pública». Dice que las atribuciones de los órganos se dan, 
se confieren, en vistas a la realización de determinados co- 
metidos. No se dan atribuciones porque sí. No se le dan po- 
deres a determinada cartera para que obre como le parezca 
a discreción. Se otorgan con una determinada finalidad, 
una teleología, un finalismo en la atribución de las com- 
petencias. Continúa diciendo Cassinelli que los cometidos 
esenciales son aquellos que no pueden ser ejercidos, en el 
estado actual de la evolución histórica, por particulares. Y 
refiriendo expresamente al orden interno, dice que los ser- 
vicios de policía no pueden ser encomendados a un con- 
cesionario en el estado actual de la evolución histórica; 
difieren de otros servicios que presta el Estado. 


Entonces, me queda la interrogante de con qué funda- 
mento jurídico ha pretendido delegar el Ministerio del In- 
terior el cometido esencial del artículo 168, numeral 1.% de 
la Constitución, en particulares en los espectáculos depor- 
tivos, habida cuenta de que también hoy se ha dicho aquí 
que habría que dar a la Policía los elementos, refiriendo a 
las cámaras de seguridad y demás. ¿Con qué fundamento 
jurídico exige requisitos, como la colocación de cámaras, 
a los particulares como condición de ejercicio de un come- 
tido que tiene el deber de cumplir sin poner condiciona- 
miento alguno? 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Conti- 
nuando con la lista de oradores, tiene la palabra el señor 
senador García. 


SEÑOR GARCÍA.- Señora presidenta: después de 15 
horas de interpelación, en este rato largo que estamos des- 
de la mañana, noto una particularidad. Estamos abordan- 


CÁMARA DE SENADORES 


613-C.S. 


do el tema más importante, el sufrimiento más grande que 
tenemos todos los uruguayos en nuestra vida cotidiana. 
Sin embargo, noto que en las respuestas del Gobierno en 
15 horas de presencia en sala estuvo presente la oposición. 
Así se encargó de atacar, contestar, ocultar y tergiversar. 
Estuvieron presentes, para el Gobierno, los medios de 
prensa —se les dio lecciones de cómo tenían que encarar 
estos temas— y las grandes conspiraciones internacionales. 
Pero en 15 horas no estuvieron presentes los uruguayos. 
Hubo muchas gráficas y números, pero no he notado una 
sola mención, un solo recuerdo para los uruguayos que to- 
dos los días —de mañana, de tarde y de noche-— se sienten 
indefensos y perciben que hay impunidad. Hoy en nuestro 
país la sensación es de impunidad y de indefensión. 


(Ocupa la presidencia el señor senador Guillermo 
Besozzi). 


—Han pasado 15 horas, y uno nota lo normal en la vida 
de cualquier ser humano, ya no digo de un gobernante: to- 
dos en un día común embocamos alguna y erramos varias. 
En la vida familiar, en el trato con las relaciones, con los 
amigos, con los compañeros de trabajo, uno dice: «Esta sa- 
lió bien, pero me equivoqué acá». ¿Cuántas veces se equi- 
voca uno por día? Decenas. ¿Cuántas veces lo reconoce? 
De repente no reconoce decenas, pero unas cuantas veces 
reconoce que se equivocó. ¿Cómo puede ser que en siete 
años de gestión de un ministro no haya, en quince horas, 
una sola mención a una equivocación? ¿Cómo puede ser 
que no diga que en siete años metió la pata una vez? Las 
embocaron todas. Pasamos quince horas y veinte minutos 
hasta ahora y no hubo una sola mención a una sola medida 
tomada por el elenco del Ministerio del Interior en la que 
se hayan equivocado. Es el imperio de la soberbia, señor 
presidente. No es humano, no es creíble, no se los cree 
nadie. Este no es un tema del Frente Amplio. El pueblo 
frenteamplista también está brutalmente enojado con el 
ministro del Interior. ¿O usted cree que lo salen a aplau- 
dir? Pero no hay ni una sola mención a que se equivocaron. 


Desde la oposición hoy reconocimos que nos parece 
muy bien la tecnificación de la Policía, la tecnología, el au- 
mento salarial. Ahora bien, el Gobierno las embocó todas. 
Claro, las embocó todas pero tenemos récord histórico en 
materia de delitos, de rapiñas y de homicidios, y el pro- 
blema es que los uruguayos inventaron el miedo. El nene 
de cinco años que estaba mirando la televisión la semana 
pasada y fue herido de gravedad por una bala que entró 
por la ventana inventó la bala. El vecino de Carrasco Norte 
al que mataron inventó la tragedia. El abuelo que estaba en 
el asentamiento, en su barrio, y fue apuñalado inventó las 
puñaladas. El muchacho que hace cuatro días recibió dos 
disparos por la espalda a quemarropa —y quien lo mató se 
fue caminando— inventó el asesinato. Todos estos hechos 
los inventaron ellos y los inventamos nosotros con el relato 
del miedo. Enerva tanto a los uruguayos, señor presidente, 
el no admitir los errores como el que no se hagan cargo. 
Hay que hacerse cargo, pero el problema es que no se ha- 
cen cargo, no han asumido el Gobierno. No es ni la oposi- 
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ción, ni la prensa ni los uruguayos: no se hicieron cargo. 
Yo puedo explicarlo porque, sinceramente, viven en una 
cápsula. Recién lo decía la señora senadora: cuando uno 
vive custodiado permanentemente no siente la gravedad 
del momento; se cree que todos viven rodeados de guar- 
daespaldas. Yo invito al señor ministro a que recorra una 
feria. ¡Hágalo, señor ministro, recorra una feria! ¡Invítelo, 
señor presidente, al señor ministro a recorrer una feria! 
En las ferias nunca pasó lo que pasa ahora: tienen hasta 
custodia privada las ferias. Cuento esto porque, segura- 
mente, el señor ministro hace mucho que no va. Que se 
suba a un ómnibus, que charle con sus pasajeros. Invite, 
señor presidente, al ministro a que vaya a una plaza, a un 
espacio público de noche para ver quién está en la plaza, 
si es la familia o si es un imperio del tráfico. Dígale, señor 
presidente, al ministro que haga lo que era tan uruguayo 
en otros tiempos: tomar mate en la vereda. Que tome con- 
tacto con la gente, que no se crea que su vida, rodeado de 
guardaespaldas en una burbuja, es la vida de los urugua- 
yos. Hay que conectarse con la realidad, señor presidente; 
ellos están desconectados. 


Están los recursos económicos que votamos todos, 
señor presidente, como quizás hacía 100 años que no se 
tenían, para apoyar a la seguridad pública. El país tuvo 
la posibilidad de brindar esos recursos a la seguridad y 
al Ministerio del Interior. Es un equipo del Ministerio 
del Interior absolutamente blindado políticamente. Aquí 
llevamos 15 horas y podemos estar 45 horas que el resul- 
tado es el mismo. Con todos los recursos económicos, 
con todo el respaldo político, y los peores resultados de 
la historia, señor presidente. No hay que mirarlo en gráfi- 
cas; las gráficas tienen que apoyar la gestión y la gestión 
tiene que partir de la vida real, de la comunidad, de la 
sociedad, de lo que está pasando abajo. Los que más su- 
fren la inseguridad, señor presidente, son los más pobres; 
los que han sido las mayores víctimas de la inseguridad 
que hay en el país son los más pobres, los que no tienen 
un peso para poner una reja ni para poner una alarma 
y mucho menos una garita con un guardia privado. Si 
el ministro, señor presidente, recorriera y estuviera en 
contacto con la gente, los vecinos en los barrios de Mon- 
tevideo y de todo el país le dirían que la última defensa 
que tienen son ellos mismos, porque cuando hay un cum- 
pleaños, un bautismo, un casamiento de algún familiar, 
de algún amigo, siempre alguien se tiene que quedar en 
la casa, porque si la dejan sola no les queda ni la pintura 
de la paredes. Para saber estas cosas hay que estar en 
contacto con la gente, hay que hablar, hay que salir de la 
cápsula, señor presidente. Este es el Uruguay real hoy. 
Puedo mostrar todo lo que quieran, hablar horas, hacer 
teorías, pero esto se lo van a decir los uruguayos que 
votan al Partido Nacional, los uruguayos que votan al 
Partido Colorado, los uruguayos que votan al Partido In- 
dependiente, los uruguayos que votan a Unidad Popular, 
los uruguayos que votan al Frente Amplio y los urugua- 
yos que cambian de voto en todas las elecciones. Esta es 
la realidad. 
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Fue el mundo de la improvisación, señor presidente. 
No hay política de seguridad pública; es el emporio de la 
improvisación. Pasamos por las políticas de saturación 
con helicópteros, perros, camionetas y tanques blindados 
en los barrios, televisión, informativos. Después pasamos 
por las famosas quince medidas —todas tienen un título 
espectacular— de la seguridad o convivencia —o algo por 
el estilo—, y hasta entró la legalización de la marihuana en 
las políticas de la seguridad. La legalización de la mari- 
huana iba a ser la herramienta, la sellada para combatir el 
narcotráfico en Uruguay. Esta fue una de las quince me- 
didas, una improvisación de libro. Y ahora estamos con 
el PADO, que ojalá funcione bien, porque en este barco 
navegamos todos: los que estamos en esta sala, nuestras 
familias, nuestros hijos y los de todos los uruguayos. Te- 
nemos una visión positiva: queremos que le vaya bien, 
pero desgraciadamente las pruebas dicen que la mano no 
viene bien. 


La razón de todo esto es estrictamente política partida- 
ria. Todos sabemos por qué el ministro del Interior sigue 
siendo ministro después del rotundo fracaso: porque el 
presidente no lo puede sacar ya que es un tema de reparto 
interno de cuotas del Frente Amplio, donde las cuotas de 
reparto de poder importan más que la seguridad de la gen- 
te. Donde se toque ahí, cae el ministro y el hermano del 
presidente. ¿Y ustedes saben lo que es eso? Un problemón 
para la interna del Frente Amplio. Lo que pasa es que más 
problemón es la gravedad de lo que se está viviendo en el 
Uruguay. 


Quiero ser bien claro. La responsabilidad primera no 
es del ministro Bonomi, sino del presidente de la repúbli- 
ca, doctor Tabaré Vázquez; él es el responsable de las polí- 
ticas de seguridad en el país y es el responsable del fracaso 
de las políticas de seguridad, por acción o por omisión, por 
nombrarlo y por no poder sacarlo por la debilidad política 
interna que tiene. No es el ministro, que es un secretario 
encargado de trabajarle al presidente las políticas de se- 
guridad. El presidente no lo puede sacar y, por lo tanto, es 
responsable. 


Yo soy futbolero, voy a la cancha todos los fines de 
semana y a mí no me la cuentan la del fútbol. Yo voy al 
Parque Central, a la tribuna Atilio García, y al estadio 
Centenario, a la tribuna Colombes. Voy al estadio desde 
los cinco años y tengo 52 años. El lunes fue un día tris- 
tísimo para todos aquellos que participamos, en mi caso, 
como espectador, porque apenas jugué al fútbol una vez y 
mal. Fue tristísimo porque yo aprendí a ir al estadio con 
mi padre y ahora voy con mi hijo y con mi hija menores, y 
todos sabemos lo que pasó. El lunes, cuando estábamos to- 
dos consternados por lo que pasó en el estadio Centenario, 
con un herido de bala adentro de una tribuna, el presiden- 
te de la república brindó un mensaje acerca del tema que 
más le importaba, que era el hecho de que iba a mandar 
un proyecto para prohibir fumar en la puerta del estadio. 
Sinceramente, señor presidente, debo decir que con todo 
lo que respeto al señor presidente y sus políticas antitaba- 
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co, me pareció una enorme tomadura de pelo. Yo quisiera 
un presidente que el lunes hubiera estado preocupado, no 
porque no se fume en la puerta del estadio, sino porque no 
se disparen armas de fuego adentro del estadio. 


Señor presidente: creo que en el Uruguay, en materia 
de seguridad pública, y en todas las materias, no solo ne- 
cesitamos hablar en serio; Uruguay está clamando para 
que haya un ministro en serio, pero desgraciadamente no 
tenemos un ministro en serio. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SENOR PRESIDENTE (Guillermo Besozz1).- Tiene la 
palabra el señor senador. 


SEÑOR PARDIÑAS.- Señor presidente: lamento que 
a esta hora tengamos que solicitar la palabra por una alu- 
sión política, pero me parece que lo que expresó el senador 
preopinante en cuanto a que nuestra fuerza política, con 
responsabilidad de gobernar en esta instancia por tercera 
vez en este país, no toma decisiones fruto de contemplar 
los acuerdos políticos internos, va contra la historia de 
conjunción de nuestra identidad. En primer lugar, las reso- 
luciones que toma nuestro Frente Amplio están pensadas, 
desde su fundación, en propender al bienestar de nuestro 
país, y cuando hablamos de bienestar de nuestro país, nos 
referimos al bienestar de su gente. Entonces, me parece 
desproporcionado adjudicar esa intencionalidad. 


Que no se coincida con las decisiones que toma nuestra 
fuerza política es atendible. Que tengamos interpelación 
a nuestra fuerza política por el tema de seguridad no es 
algo nuevo. En el año 2006 —el primer Gobierno del Frente 
Amplio, encabezado por el doctor Tabaré Vázquez, había 
empezado en 2005—, un ministro del Interior, también en 
el Parlamento nacional, dijo: «Fui interpelado en una se- 
sión tanto o más larga que esta sobre política de seguridad 
a nivel nacional y en esas comparecencias dialogamos, no 
nos cerramos; vinimos a escuchar, respondimos, como lo 
hacemos ahora, no escurrimos el bulto con discursos ge- 
neralistas, no rehuimos ningún tipo de debate político ni 
ideológico. Cuando se viene a una interpelación, se vie- 
ne a interrogar y a responder; y así hemos tratado de ha- 
cerlo». Fue la segunda interpelación en un año y poquito 
del primer Gobierno del Frente Amplio a un ministro del 
Interior. O sea que no vamos a vendernos espejitos entre 
nosotros. 


Es cierto que la ciudadanía está preocupada por los te- 
mas de seguridad. Entiendo que estamos muy lejos de ver 
las cuestiones si asumimos roles políticos descalificando 
y adjudicando intencionalidades, porque nuestro deber y 
nuestra primera responsabilidad es tratar de solucionar los 
problemas de la gente. 
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Acá se ha llegado a decir que desde la restauración de 
la democracia en este país ningún Gobierno ha tenido ca- 
pacidad para resolver el tema de los delitos. Hay una rea- 
lidad que se ha pautado ahora; me refiero a esa semblanza 
de que debemos tener nuevamente acciones autoritarias 
para resolver los delitos. Creo que ese no es el tema que 
está en juego hoy en día cuando hablamos de mejorar las 
condiciones de vida de nuestra gente y garantizar la segu- 
ridad. 


El orden como factor preponderante para tener segu- 
ridad muchas veces genera otro tipo de inseguridades, 
como la de tener la posibilidad y la certeza de si vamos a 
poder vivir pensando distinto. Creo que debemos seguir 
encontrando caminos en esta, nuestra sociedad, una socie- 
dad que está fuertemente influenciada —como no lo estuvo 
en otro tiempo—, como lo están también otras sociedades 
en el mundo, por los procesos de globalización. 


Hoy hablar de inequidad en nuestro país también im- 
plica hablar de superar problemas que hemos venido es- 
tructurando para salir de ello. 


(Ocupa la presidencia la señora Lucía Topolansky). 


—Cuando hablamos de seguridad nos referimos a una 
mejora salarial para que nuestras familias tengan mejores 
ingresos. Cuando hablamos de seguridad es cuando men- 
cionamos, también, hacer cosas para la recuperación de los 
espacios públicos, y hay suficientes ejemplos de acciones 
en ese sentido. ¿Todo da resultado? Creo que quizás no. 
Todavía hay, sin lugar a dudas, paradigmas que se cons- 
truyen desde otros sitios, desde otros países, inclusive, 
que vienen a influenciar en nuestra sociedad y nos gene- 
ran desestabilización. Son paradigmas culturales; no estoy 
hablando de ideologías. Que hoy muchachos o muchachas 
quieran aspirar a tener una prenda de marca, lo hacen des- 
de cualquier sitial, no solamente desde la pobreza. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Y romper esas barreras es parte de la construcción de 
la convivencia que seguimos preocupados en desarrollar, 
y nuestra política desde el Poder Ejecutivo y, principal- 
mente, desde el Ministerio del Interior, juega esos roles a 
favor de la gente. 


Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Finali- 
zando la lista de oradores, tiene la palabra la señora sena- 
dora Payssé. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Señora presidenta: no voy a reite- 
rar lo larga que ha sido esta interpelación; todavía tenemos 
un tiempo más. No voy a hacer una exposición preparada, 
sino más bien a comentar, a contradecir algunas de las co- 
sas que se dijeron, o a reforzar algunas otras; creo que esa 
va a ser mi intervención a estas horas de la noche. 
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Nosotros asistimos a una interpelación, señora presi- 
denta, que vino con una previa muy grande en los medios 
de comunicación. No la voy a describir —es tarde—, pero 
todos sabemos a qué me refiero. Hay cosas que se juegan 
en esta cancha y cosas que se juegan en otra. Es lícito, está 
todo bien. Pero el señor miembro interpelante hizo algu- 
nas aseveraciones que yo quisiera comentar, y también re- 
trucar, como él retruca las intervenciones de otros y otras. 


Lo primero que quiero señalar, señora presidenta, es 
que el señor miembro interpelante dijo que el ministro nos 
devolvió temor, inseguridad y pérdida de libertad, y des- 
pués se corrigió y dijo: «El ministro y su partido. Errores 
cometidos provocaron esta situación». Y comenzó a hacer 
una descripción de hechos que vienen desde el primer Go- 
bierno del Frente Amplio, con una frase que yo puse entre 
comillas: «Largar presos a la calle». 


Señora presidenta: en el primer Gobierno del doctor 
Tabaré Vázquez nosotros aprobamos la ley de humaniza- 
ción del sistema carcelario, de descongestionamiento o 
como se la quiera llamar. Todos sabemos a qué nos esta- 
mos refiriendo. Esa ley no largó presos a la calle, sino que 
otorgó a los jueces potestades para poder dejar en libertad 
a algunas personas privadas de libertad que cumplieran 
ciertos requisitos, e instaló, también, la posibilidad de re- 
dención de penas por trabajo o por estudio. Esa circuns- 
tancia, señora presidenta, tuvo la opinión favorable de los 
operadores, pero también tuvo la opinión favorable —por 
el mecanismo, y después por el bajo índice de reincidencia 
que tuvieron aquellas personas privadas de libertad que 
fueron liberadas por esta circunstancia, muy inferior a la 
reincidencia estructural- del señor comisionado parla- 
mentario de aquella época, hoy asesor del Partido Nacio- 
nal en materia de seguridad. 


Entre algunas otras cosas mencionó el señor miembro 
interpelante que algunos de los ministros pecaron de una 
gran ingenuidad, e hizo hincapié en un término que él uti- 
liza: «menores amotinados». A mí me gusta más hablar de 
adolescentes, pero él dice «menores», y yo voy a reiterar lo 
que él dijo. Y planteó la excesiva ingenuidad de este Go- 
bierno, que no estaba preparado porque no había asumido 
la responsabilidad de trabajar los temas de seguridad. 


Yo quiero decir, señora presidenta, que fue una situa- 
ción bastante compleja, pero que hubo un gran apego en 
la institucionalidad en ese momento por algunos integran- 
tes del Parlamento uruguayo. Quiero rescatar lo que fue 
la colaboración en aquella época de la entonces diputada 
Beatriz Argimón, quien asumió dentro de la bancada de 
diputados un rol muy importante de apego a la institucio- 
nalidad y de vocación por enfocar el tema y asumirlo tal 
cual lo consideraba ella, y yo también. 


El segundo hito que planteó el señor miembro inter- 
pelante, que yo rescato —hay otros—, fue la primera inter- 
pelación que se hizo a un ministro del Interior del Fren- 
te Amplio. Esa interpelación fue llevada adelante por el 


CÁMARA DE SENADORES 


27 de octubre de 2016 


diputado Germán Cardoso, habida cuenta de una situación 
conflictiva o de inseguridad en el departamento de Mal- 
donado. Recuerdo hasta el día de hoy, señora presidenta 
=y esto lo quiero decir—, que el común denominador y el 
punto focal de esa interpelación terminó siendo —y voy a 
abrir comillas— «el concubino de la jefa de Policía» —sic—, 
porque los temas que se iban a poner sobre la mesa desa- 
parecieron; no eran relevantes sino un pretexto. Esos tér- 
minos que utilicé y que fueron reiterados, constituyeron el 
hilo conductor de esa interpelación. 


Después el señor miembro interpelante hizo hincapié 
en lo que fue la Estrategia por la Vida y la Convivencia, 
de una manera —diría— irónica y hasta ridiculizándola. La- 
mento, señora presidenta, hacer perder un poquito de tiem- 
po, nada más, a los señores senadores, pero quiero reivin- 
dicar esa Estrategia por la Vida y la Convivencia y sostener 
que tiene plena vigencia. Se trata de un documento que 
tiene veinte páginas; la última de ellas, el anexo, contiene 
quince medidas, pero las diecinueve restantes contienen 
conceptos. Me animo a preguntar si alguno de los presen- 
tes conoce este documento y si está en contra de lo que 
dice. Si no lo conocen los invito a leerlo y a que después —si 
tienen ganas, por supuesto— digan si, de alguna forma, este 
no es un documento con total vigencia y que, además, inte- 
gra al concepto de seguridad, el concepto de convivencia y 
el de no a la violencia. Creo que esos conceptos van juntos, 
señora presidenta, que son bandejas o platillos de una mis- 
ma balanza, y me parece que es más que importante —por 
lo menos, en mi caso— hacer mención a la Estrategia por la 
Vida y la Convivencia, de la que me gustaría hablar mucho 
más pero voy a ser austera en el uso del tiempo. 


La convocatoria que se hizo a esta interpelación —ya la 
leyó el señor senador Agazzi y algún otro senador— tiene 
que ver con recibir al señor ministro del Interior «a los 
efectos de informar sobre las políticas de seguridad ciuda- 
dana, sus resultados y la situación actual, abarcando todos 
sus ámbitos». El señor ministro habló sobre lo que le indi- 
caba la convocatoria, pero parece que no tenía que haber 
hecho todo ese desarrollo porque hubo cuestionamientos, 
también, a lo que fue un pormenorizado detalle de lo que 
se solicitaba basado, además, en datos reales y no de la 
prensa, señora presidenta. 


Entonces, quiero decir, también de forma un poco iró- 
nica y con alguna que otra risa, que se le tomó un poco 
el pelo al ministro por la forma en que determinaba lo 
que es una meseta cuando hay gráficas que las indican. 
Lo gracioso de todo esto es que cuando el señor miembro 
interpelante hace toda esta descripción, después termina 
diciéndole: «Yo ya no le creo, ministro». Y pregunto para 
qué le hizo todas esas preguntas si no le cree, si después es 
posible hasta que no tome por buenas las respuestas. 


Él tiene una especie de vocación por la descripción 
de los hechos de la forma en que la realiza, agregándole 
componentes subjetivos. Le asiste todo el derecho a hacer- 
lo aunque, en lo personal, no comparto esto. Reitero que 
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tiene todo el derecho a hacerlo; lo ha hecho y lo seguirá 
haciendo ante todos nosotros aquí. 


Él habló de que hay problemas y de que estos vienen 
de un populismo que busca echar las culpas a otros. El 
señor miembro interpelante dice que hay que atacar la de- 
lincuencia y no las causas y aquí quiero rescatar, primero, 
el concepto que puso sobre la mesa en esta sesión el co- 
lega Rafael Paternain, cuando planteó que el peor de los 
populismos es el punitivo, al que está totalmente afiliado 
el miembro interpelante; para advertirlo basta repasar los 
proyectos de ley que presenta. 


Después, desconociendo que existen causas para la 
delincuencia, dice que hay que atacarla a ella y no a sus 
causas, a la vez que plantea cosas como las que voy a leer 
rápidamente: «Hay lugares donde el Gobierno ha resig- 
nado su autoridad», «hay cárceles donde mandan los de- 
lincuentes», «nos quitaron el fútbol» —sic—, «son delitos 
amparados desde el poder institucional» —esto lo aclaró 
bien el señor senador Rafael Paternain— y «la delincuencia 
se corre de zona, obvio, si avisan adónde van», dicho tam- 
bién en tono irónico. 


El senador interpelante —no solo aquí sino también en 
la comisión de seguridad— asistió varias veces —en seslo- 
nes secretas y en sesiones con versión taquigráfica— a la 
explicación de la puesta en práctica de todos los progra- 
mas vinculados a la atención de estos problemas. No voy 
a reiterar toda la explicación porque aquí está el sociólogo 
Gustavo Leal —quien en más de una oportunidad describió 
todo esto— y porque, además, está en la versión taquigráfi- 
ca de la comisión de seguridad. 


Hay otro tema que sinceramente me llamó la atención y 
tiene que ver con una serie de preguntas que hace el miem- 
bro interpelante y que fueron no solo atendidas sino también 
presentadas —descartadas o asumidas— por el colectivo, en 
el diálogo de la Torre Ejecutiva. El presidente de la repú- 
blica convocó a todos los partidos políticos a ese diálogo 
y el señor miembro interpelante dice —no lo digo yo ni el 
presidente de la república— que los líderes no fueron invita- 
dos; sic también, porque he tomado nota bastante fielmente. 


En realidad, señora presidenta, los partidos políticos 
designan a quienes ellos consideran oportuno, como bien 
dijo el miembro interpelante. Por eso fueron los directo- 
rios, como también dijo el miembro interpelante. Lo que 
no dijo y lo sabe todo el mundo —el de afuera y el de aquí 
adentro— es que los «líderes» —entre comillas— hicieron pú- 
blicas declaraciones de no tener voluntad de concurrir al 
diálogo de la Torre Ejecutiva. Entonces, no están pero quie- 
ren saber lo que pasó y cuando no lo saben, preguntan, por 
lo que la cosa se complejiza porque los diálogos internos de 
los partidos son competencia de estos y no de la mesa de 
diálogo, del ministro del Interior ni del partido de gobierno. 


El señor miembro interpelante planteó algo o preguntó 
—ya no recuerdo— respecto a 35 homicidios en el sistema 
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carcelario. El señor ministro le contestó, pero la respuesta 
pasó inadvertida; no hubo una retractación, no se dijo algo 
así como: «En realidad me equivoqué y no eran 35 homici- 
dios sino 15». El ministro del Interior —aquí tengo los da- 
tos pertinentes, señora presidenta— dijo que no habían sido 
35 las muertes sino 37: 15 homicidios, 10 muertes natura- 
les, 8 suicidios y 4 muertes por accidentes u otras causas. 


Entonces, cuando se exige rigor, hay que practicarlo, y 
la verdad es que estamos lejos de los 35 homicidios. 


SEÑOR BORDABERRY.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora senadora? 


SEÑORA PAYSSÉ.- Discúlpenme. Soy muy amable 
pero voy a conceder la interrupción después. El señor se- 
nador Bordaberry siempre es gentil y me las concede, por 
lo que prometo que va a tener oportunidad de interrum- 
pirme. 


No voy a recurrir, señora presidenta, al mundo de la 
fantasía. No voy a hablar de Borges aunque reconozco el 
derecho a hacerlo. El señor miembro interpelante, cuando 
cita a Borges, me mira risueño porque es como una cos- 
tumbre suya. Me parece bárbaro que cite a Borges, pero 
también ha citado a Andersen, a Lewis Carroll y a Gabriel 
García Márquez y la verdad es que, en este tema, me voy a 
ir por el camino de no buscar en los autores y de no recu- 
rrir a Mauricio Babilonia, a las mariposas amarillas, a los 
realismos mágicos ni al voluntarismo porque, en realidad, 
esto es como una especie de hashtag verbal que utiliza 
el miembro interpelante. No sé si a esta altura de la no- 
che me entienden lo que es un hashtag. Él tira un tema, le 
pone el numeral y ¡vamos arriba con ese hashtag verbal! 
La verdad es que El rey desnudo ha aparecido no solo en 
esta sesión sino en otras cuantas de la Comisión de Cons- 
titución y Legislación; ya conozco bien a El rey desnudo 
y sabemos lo que pasa, pero él remata esto diciendo: «Nos 
tomaron el pelo». Después, en una especie de ida y vuel- 
ta, dice: «Yo quiero darle la oportunidad al ministro de 
que nos convenza», ¡pero cómo le va a dar la oportunidad 
de que lo convenza si de antemano le dijo que no le creía 
nada! Y después de decirle que no le creía nada, el miem- 
bro interpelante afirma que el ministro ha faltado a la ver- 
dad; «anuncia mucho, promete más y concreta poco». 


En definitiva, sigo sin entender mucho cuál es este jue- 
go retórico de la pregunta, los papeles, los papelitos ama- 
rillos, las citas de los medios y demás cuando cada tanto 
aparece eso de «le quiero creer, pero no le creo» que se 
reitera en algunos otros integrantes del plenario, no solo 
en esta interpelación sino también en otras. 


También se han mencionado otras cosas como, por 
ejemplo, que «el engendro de la violencia en el deporte es 
fruto de la gestión del ministro», «crearon el monstruo» o 
«¿quién lo para?». Yo pregunto, esto que señaló el señor 
miembro interpelante, ¿lo dijo pensando? ¿¡La violencia 
en el deporte es fruto de la gestión del ministro!? 
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Después agrega una cantidad de datos que no voy a 
mencionar, ya que el ministro y el miembro interpelante 
aportaron muchos datos, pero no se ponen de acuerdo y 
cada uno creerá en su información; yo voy a creer en los 
datos rigurosos y oficiales porque el señor miembro inter- 
pelante dice siempre «según la información que tenemos 
nosotros». Sin embargo, «la información que tenemos no- 
sotros» —entre comillas— surge del observatorio FundaPro 
que recoge esos datos no de lugares oficiales sino de suel- 
tos de prensa. Después de hacerse cargo de esa «informa- 
ción que tenemos nosotros» —entre comillas— él vuelve a 
reconocer que estamos muy mal. 


En esas cosas de ida y vuelta, que sí, que no, que las 
personas privadas de libertad —en realidad les llaman re- 
clusos—, el miembro interpelante dice que el ocio provoca 
todos los problemas. Si esto fuera así toda esta historia se 
solucionaría rapidísimo. 


Él sigue tirando temas o preguntas, por ejemplo, con 
respecto al tema del bloqueo de los celulares y el señor 
ministro dio una respuesta que ya había dado —no recuer- 
do si fue en la Comisión Especial de Seguridad Pública y 
Convivencia o si lo escuché en alguna de sus intervencio- 
nes—, planteando lo mismo que le dijo al señor miembro 
interpelante: que están bloqueados los celulares en Liber- 
tad y en Canelones, y que en el Comcar hay problemas 
porque no hay un monopolio sino tres empresas y alguna 
de ellas quizás aumentó su potencia o la señal. Reconozco 
que no soy experta en el tema. En definitiva, él no acepta 
que se le conteste de la forma en que se le respondió, que 
es correcta, es cierta, es la verdad, y dice que hay que ser 
ingeniosos con las excusas como lo es el señor ministro. 
¡Las excusas, señora presidenta! 


En otro de esos hashtags o negritas verbales, el señor 
miembro interpelante afirma que el ministro culpa a las 
víctimas. Yo no escuché en ningún momento al señor mi- 
nistro culpar a las víctimas; es más, quiero detenerme un 
segundo para decir que la atención a las víctimas es una 
política que empezó a aplicar el Frente Amplio en sucesi- 
vas acciones como, por ejemplo, la creación de la OSLA 
y una cantidad de acciones más, así como herramientas 
legislativas, que tienen que ver con la consideración hacia 
ellas. ¡No me puede venir a decir eso! En realidad, me co- 
rrijo: lo puede decir porque tiene todo el derecho a decir lo 
que quiera, pero no acepto ni comparto ese tipo de comen- 
tarios y los retruco porque me parecen que son falaces. 


Volviendo a los populismos y demás, el señor senador 
Larrañaga planteó: «No creemos en el señor ministro por- 
que es más parte del problema que de la solución» y juntó 
los temas del relato del miedo y de hablar en serio como 
interpretando que se trata de una consigna, de una política 
de agitación. Por lo tanto me pregunto, hablar en serio y 
plantear el tema del miedo ¿está mal? ¿Está bien fomen- 
tar el miedo? ¿A qué conduce? El miedo es contagioso, el 
miedo paraliza. Quisiera saber a qué conduce fomentar el 
miedo, porque el señor senador Larrañaga dice algo que 
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comparto: «Un ser humano con miedo pierde la libertad». 
En consecuencia, vuelvo a preguntar: si un ser humano 
con miedo pierde la libertad, ¿nuestra responsabilidad es 
seguir sumándole miedos? Creo que no. 


Después, el señor senador Larrañaga hizo referencia 
a la ideología que nos domina y sinceramente no conozco 
cuál es, así que voy a hacer a un lado este tema; lo dejo 
con un signo de interrogación o de admiración, como más 
les guste. 


Luego se dice que la Policía no puede pedir documen- 
tación y se esgrimen algunos argumentos que no comparto 
porque tenemos dos leyes: una es la Ley de Procedimiento 
Policial que todos los integrantes de los partidos —por lo 
menos, los que estuvimos en ese momento— legislamos en 
una Asamblea General. Se trata de una ley que no se votó 
en una cámara ni en la otra, sino que por acuerdo de todos 
los partidos fue a la Asamblea General. Allí legislamos y 
aprobamos la Ley de Procedimiento Policial porque tenía 
que ver con la eventualidad de interpretar el artículo de la 
Constitución de la república —cuyo número no recuerdo en 
este momento— que refiere a los allanamientos. Había una 
especie de análisis de ese producto legislativo que no nos 
conformaba y decidimos, por acuerdo de todos los par- 
tidos, ir a la Asamblea General. Repasemos esa Ley de 
Procedimiento Policial porque tiene las herramientas y los 
elementos necesarios. A su vez, el artículo 177 de la Ley 
n.? 19355, de Presupuesto nacional 2015-2019, también ha- 
bla de esto así que invito a que lo lean. 


Por supuesto que vivimos en una sociedad más violen- 
ta y todos lo sabemos. Ahora bien, no podemos decir que 
como vivimos en una sociedad más violenta el ministro 
del Interior siempre está buscando un culpable y que el 
culpable nunca es él ni lo es el partido de gobierno. 


Voy a volver a este tema, pero también se señaló que 
no se ataca al narcomenudeo porque es un emprendimien- 
to familiar; el señor senador Larrañaga afirma que eso es 
lo que dice esta fuerza política. Repasen las versiones ta- 
quigráficas de la aprobación de la ley de narcotráfico —por 
llamarla de alguna manera—, que cuenta con media san- 
ción y está ahora en la Cámara de Representantes, y verán 
que modifica tres artículos de la ley de estupefacientes. 
El proyecto de ley del señor senador Larrañaga preten- 
día modificar cinco artículos. ¿Hasta dónde fuimos? Acá 
vuelvo al tema que quería: fuimos hasta donde nos fue 
posible de acuerdo con los puntos de encuentro porque en 
la Torre Ejecutiva se da un diálogo, no se trata de ir con 
mis veintinueve proyectos, tirarlos sobre la mesa y decirle 
al presidente «quiero saber qué piensa usted de esto». El 
diálogo es entre todos los que están alrededor de la mesa, 
no solo entre un partido y el señor presidente. 


Quiero señalar que no es cierto lo que se dijo acá. Es- 
tamos dando una lucha frontal al narcotráfico; fue en los 
Gobiernos del Frente Amplio donde se hizo realmente la 
mejor tarea vinculada a esto. En otras instancias hemos 
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escuchado cómo fueron los procedimientos y las incau- 
taciones, cómo se pudieron bloquear las rutas que pre- 
tendían utilizar. ¿Quiénes? El tráfico internacional, los 
grupos organizados, aquellos que especialmente pusimos 
en la ley de narcotráfico para que fueran penalizados. Me 
causa gracia cuando se empieza a hablar de si hay policías, 
de si alcanzan o no, de si a usted le parece o no. 


Hoy me resultó gracioso un tuit que escribió el perio- 
dista Gabriel Pereyra —a quien todos conocemos, que es 
una persona particularmente ácida y no creo que él se eno- 
je porque yo diga esto—, en el que decía: «El problema de 
la inseguridad se soluciona con que cada vecino tenga un 
policía propio para su custodia. Como tenía Kennedy, por 
ejemplo». Creo, señora presidenta, que Gabriel Pereyra tie- 
ne parte de razón. Como tenía razón cuando en el año 2012, 
en una nota, planteaba que la mejor gestión sobre seguridad 
pública, desde el fin de la Dictadura, era la del ministro Bo- 
nomi. Tengo la nota aquí por si alguien la quiere, pero voy 
a ahorrar más comentarios; simplemente quería referirla. 


En su intervención, el señor senador Paternain planteó 
y desarrolló cuatro puntos: preocupación, diagnóstico, ex- 
pectativas y responsabilidad. Comparto el desarrollo que 
hizo el señor senador, pero también quiero agregar que 
con la entrada en vigencia del Código de Procedimiento 
Penal vamos a poder tener, de una vez por todas, un com- 
bo interesante de cuestiones que van a favorecer mucho el 
tema de las políticas públicas vinculadas a la seguridad, 
que tienen que ver con la prevención, con la represión, con 
la investigación criminal y con la persecución criminal. 
Voy a poner un ejemplo solamente: esto de la investiga- 
ción criminal es fundamental. 


El fiscal de Corte, en una de sus tantas intervenciones 
que tuvo en la Comisión de Constitución y Legislación, nos 
decía: «¡Acá hay que investigar para generar la persecución 
criminal organizada!». Y nos comentaba que en un barrio 
equis de Montevideo —no importa cuál— en una semana ha- 
bían robado quince autos de la misma marca y del mismo 
color, pero que cada uno de esos robos estaba ubicado o 
denunciado en distintas sedes. Si realmente existiera una 
política de investigación criminal —ahora va a existir con 
el nuevo código—, un ámbito en donde se investiguen estas 
cosas, seguramente se hubiera podido hacer la conexión 
entre estos sucesos y haber hecho una prevención diferente 
a la que se tiene cuando los hechos son aislados y no se 
busca una lógica común que determine políticas comunes. 


También quiero decir, señora presidenta, que la vio- 
lencia está instalada en todos los ámbitos de la sociedad: 
cuando se habla, cuando no se respeta, cuando se inte- 
rrumpe, en las relaciones interpersonales, en los ámbitos 
educativos; está instalada cuando las madres o los padres 
golpean a las maestras. ¿O no, señora presidenta? ¿Y va- 
mos a poner a Bonomi en la puerta de las escuelas para 
que evite el cachetazo de las mamás que se enojan cuando 
la maestra les pide que revise los piojos en la cabeza de 
sus hijos? 
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Señora presidenta: creo que es momento de hacer al- 
guna reflexión que vaya más allá de los ámbitos exclusivos 
vinculados a las políticas que desarrolla el Ministerio del 
Interior. 


SEÑOR CARÁMBULA.- Formulo moción para que 
se prorrogue el tiempo de que dispone la oradora. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Se va a 
votar la moción formulada. 


(Se vota). 
—23 en 24. Afirmativa. 
Puede continuar la señora senadora. 


SEÑORA PAYSSÉ.- Gracias, señora presidenta, y gra- 
cias, señor senador Carámbula. 


Quisiera volver sobre el tema de la violencia porque 
nunca nos vamos a poner de acuerdo si no asumimos que 
todos tenemos responsabilidad en bajar los decibeles de 
la violencia en los ámbitos en donde se están generando y 
en donde está aumentando la espuma de la violencia, por 
decirlo de alguna manera. Creo que esa es una responsabi- 
lidad de toda la sociedad y de sus integrantes. 


La violencia se ejerce en el ámbito doméstico. El señor 
miembro interpelante ni siquiera hizo mención a ese tema. 


La violencia también es institucional y comunitaria, y 
de eso habla mucho la Estrategia por la Vida y la Convi- 
vencia. Quiero rescatar la posibilidad de que esta socie- 
dad, no solo en este ámbito —que es fundamental- sino 
también en otros, haga un compromiso para bajar los de- 
cibeles de la violencia, porque no va a haber posibilidad 
de solucionar la seguridad pública si no atendemos esos 
gérmenes que están desde los niños chicos cuando los pa- 
pás en los partidos de fútbol los obligan a golpear al con- 
trincante, a ser los mejores, cuando en realidad tienen que 
divertirse porque están en la edad de vivir lo lúdico y no 
lo competitivo. 


El señor senador Baráibar y la señora senadora Ferrel- 
ra me solicitan una interrupción que voy a conceder con 
mucho gusto en ese orden y al final voy a redondear mi 
exposición. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Baráibar. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Muchas gracias. 


A esta altura, después de catorce o de dieciséis horas, 
se puede pensar que ya se ha dicho todo, pero creo que 
todavía hay algunas cosas que se pueden mencionar tele- 
gráficamente, porque no quise anotarme para hacer uso de 
la palabra para no extender más esta sesión. 
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Se dijo al pasar que cuando en 2005 el Frente Amplio 
asumió el Gobierno recién ahí empezó a conocer los temas 
de seguridad. Se dijo en un tono peyorativo, despectivo, en 
un tono casi descalificador y yo lo digo al revés; digo que fue 
cierto, que empezamos a conocer a fondo los temas de segu- 
ridad cuando llegamos al Gobierno. ¿O acaso nos olvidamos 
de la historia pasada pero reciente? ¿Nos olvidamos de que 
en el país habían sido Gobierno blancos y colorados durante 
más de cien años y que el Frente Amplio siempre había sido 
oposición? ¿O nos olvidamos también de todo lo que fue 
el enfrentamiento durante la Dictadura? Desde luego ahí 
tuvimos episodios de confrontación con las Fuerzas Arma- 
das y también con la Policía. Ese proceso, que duró más de 
diez años, quizá veinte, fuimos revirtiéndolo, pero tampoco 
se hizo de un día para otro. Además, eso se hace desde el 
Gobierno, no desde la oposición, porque la experiencia de 
cómo lidiar con los problemas de la Policía y de las Fuerzas 
Armadas —lo menciono porque también es similar— es un 
tema que requiere la gestión de gobierno y eso fue lo que 
tuvimos que aprender. Estos diez o doce años, que parece 
que son muchos, en realidad fueron pocos; ¡los blancos y 
colorados estuvieron cien años o más para ir aprendiendo! 


Tengo una breve síntesis de la situación en que nos de- 
jaron el Gobierno: un cuerpo policial en condiciones eco- 
nómicas y materiales muy desfavorables, trabajando en el 
servicio 222 hasta 18 horas porque si no se morían de ham- 
bre; hacinamiento en cárceles vetustas; creciente profesio- 
nalización de la delincuencia; algunos diseños institucio- 
nales poco favorables para la transparencia; una estructura 
de comisarías y despliegue territorial de la década de los 
cuarenta; tecnología de la década de los sesenta; y una ley 
orgánica policial y un sistema de formación policial de la 
década de los setenta. Teníamos una estrategia orientada 
a reprimir el delito una vez que se había consumado y no 
tanto a intentar impedir que eso ocurriera, etcétera. Esa 
fue la situación que encontramos cuando llegamos al Go- 
bierno. Esas son cosas que se aprenden desde el Gobierno. 


Entonces, estos doce años son un pequeño trozo de la 
historia del país. Es mucho para la historia que ha tenido 
el Frente Amplio para gobernar, pero es un pequeño tro- 
zo. Por tanto hoy, que hemos escuchado una espléndida 
intervención del señor ministro del Interior, a dos o tres 
señores senadores que le hicieron recomendaciones —le 
dijeron que hicieran esto y lo otro, que renunciara—, voy a 
recomendar a blancos y colorados que lean lo que dijo el 
ministro porque parece que no lo hubieran hecho. 


La verdad es que repasé las preguntas —es cierto, fueron 
preparadas con antelación— y veo que sobre lo que dijo el 
ministro con respecto a la propuesta, al PADO, a los objeti- 
vos desarrollados espléndidamente en exposición, ¡no dije- 
ron nada! Entonces, mi recomendación es que lean, estudien 
y comenten la información que aportó el ministro y luego 
quizás hasta tengamos otra instancia para hablar del tema. 


Lo otro que quiero decir no puedo extenderme dema- 
siado— es que la interpelación puede haber sido una buena 
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instancia de diálogo, pero también hay que decir que viene 
con un gato arriba de la mesa, con la censura del ministro 
—no sé si se presentará o no— y la convocatoria a nuevas 
elecciones. Eso es algo absolutamente descolgado y fuera 
de lugar. Es descolgado porque hace muy pocos meses —casi 
ayer; en tiempos políticos, hace instantes— todos los parti- 
dos nos estábamos reuniendo en la presidencia de la repúbli- 
ca, y ahora poco menos que se está censurando al ministro y 
pidiendo su caída para llamar a nuevas elecciones. 


(Suena el timbre indicador de tiempo). 


—Por otro lado, esta iniciativa de adelantar las eleccio- 
nes se puede parecer a lo que está ocurriendo en otros paí- 
ses de América Latina. ¡El Uruguay no se parece absoluta- 
mente para nada a lo que ocurre en otros lados, aunque el 
procedimiento pueda generar similitudes! Esta situación 
era absolutamente inconveniente y sin embargo se quiso 
explorar por ese procedimiento. 


En resumen, porque ya se me terminó el tiempo, quie- 
ro dejar en claro que vamos a respaldar al señor ministro 
con convicción. ¡Tenemos ministro para rato! ¡Los que 
están impacientes por que el ministro se vaya duerman 
destapados! ¡No hay posibilidad alguna! ¡El ministro tiene 
respaldo! ¡Tiene el respaldo del presidente de la república, 
tiene el respaldo de la fuerza política y tiene el respaldo 
de toda su bancada! ¡Estoy convencido de que en poco 
tiempo, más pronto que tarde, tendrá la oportunidad de 
demostrar lo que ha dicho! ¡Lean el programa que expuso 
y que nadie comentó! Parecería que ni lo hubieran escu- 
chado porque están más preocupados por las cosas que 
querían preguntar o decir que en prestar atención a lo que 
el ministro tenía para comunicar, para luego comentarlo. 


En definitiva, creo que en poco tiempo más veremos 
los frutos porque en el propio informe del ministro hay 
datos que demuestran que las condiciones están cambian- 
do y continuarán haciéndolo, porque la experiencia de diez 
años, que es la que se requiere en la práctica, está dando 
sus frutos. Además, el equipo de gobierno, que tiene su 
coherencia interna, sin duda va a asegurar su ejecución. 


Muchas gracias, señora senadora. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar la señora senadora Payssé. 


SEÑORA FERREIRA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señora senadora? 


SEÑORA PAYSEÉ.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir la señora senadora Ferreira. 


SEÑORA FERREIRA.- Señora presidenta: voy a ser 
breve porque no quiero quitar más tiempo a la señora sena- 
dora Payssé, quien está haciendo una muy buena exposición. 
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Como senadora suplente, no quería irme de esta inter- 
pelación sin al menos manifestar la opinión del interior al 
que pertenezco, porque la otra mitad del país está fraccio- 
nada y en donde se viven las cosas de forma distinta, más 
allá de que los medios de comunicación también trasmitan 
esa sensación de ese estado de inseguridad. De todas for- 
mas, en el interior las cosas son diferentes y a veces se 
genera una visión de país cuando se habla solo del área 
metropolitana. Por supuesto que la situación preocupa por 
todo lo que aquí se manifestó de tantos años, por el au- 
mento de la inseguridad, de las rapiñas, de los homicidios 
y de los hurtos. 


También se ha dicho en este recinto que ahora se tiene 
miedo. Es la primera vez que escucho decir aquí que se 
tiene miedo. En realidad, la gente que tenía miedo antes 
no tenía voz. Quizás la gente que hoy tiene miedo es la 
que fue vulnerada, humillada y hambreada durante tantos 
años. El delincuente de hoy también es parte de la socie- 
dad y aquí se da un diálogo clasista, hablando de «ellos» 
y de «nosotros». Esa separación siempre generó inequidad 
y violencia. En algún momento esa violencia se desata y 
todavía estamos a tiempo de contenerla. Quizás tenemos 
que buscar la génesis de todo eso. 


Entonces, culpar al ministro del Interior de la violencia 
que se vive en la sociedad o de la inseguridad actual, sin 
importar los datos y las estadísticas que presentaron él y 
su equipo es poco serio, pero de alguna forma sabíamos 
de qué se trataba esta interpelación, como tantas otras. Sin 
embargo, hay otras interpelaciones, que son con la gente, 
con el pueblo, en el Consejo de Ministros. Un ministro o 
cualquiera de las personas que están acá puede caminar 
libremente por la calle y esas cosas también enorgullecen, 
pero de eso no se habla ni tampoco de todas las buenas 
políticas que se han logrado en una década y que no se 
consiguieron en más de cien años. 


Nos hablan de muchas cosas. No tenemos los medios 
de comunicación, pero sí contamos con la gente. Si fuera 
por los medios de comunicación, el Frente Amplio nunca 
habría ganado una elección. Esto está bueno porque lo va- 
mos a replicar con la gente con la que trabajamos a nivel 
social. 


Simplemente, quiero terminar diciendo que el señor 
ministro cuenta con el respaldo de esta fuerza política y 
no aceptamos que se hable por ella. Entonces, en nombre 
de mi fuerza política, respaldamos al señor ministro y a 
su equipo de trabajo, de la misma forma que lo hace el 
presidente de la república. Sería bueno hablar de muchas 
otras cosas pero es muy tarde y mis compañeros ya lo han 
dicho todo. Agradezco al señor ministro y a su equipo y 
les reitero todo nuestro respaldo. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar la señora senadora Payssé. 
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SEÑORA PAYSSÉ.- Señora presidenta: voy a hacer 
algunas consideraciones más. 


Acá hay algunos colegas —como bien dije— que plan- 
tearon: «Vine a que me convencieran; yo quiero creerle 
ministro porque la verdad es que esta sensación que tiene 
la sociedad la genera la inacción del Estado y nosotros ha- 
bíamos pedido un cambio de rumbo, mejor dicho, exigi- 
mos un cambio de rumbo». 


Cuando el señor miembro interpelante cuestionaba 
algunas pautas que el señor ministro fue instrumentando 
durante los años en que ha estado al frente de la cartera, 
no ha hecho otra cosa que ir cambiando los rumbos, avan- 
zar en los rumbos, trabajar en nuevas propuestas, porque 
se generaron las condiciones para hacerlo. Entonces, creo 
que la exigencia del cambio de rumbo es legítima, pero 
también entiendo que en los planteos que hace el señor 
ministro hay un cambio de rumbo en el marco de la puesta 
en práctica de políticas que así lo exigen. 


Otra cosa que se dijo aquí y que me parece grotesca, es 
que el señor ministro permanece en la cartera para man- 
tener los equilibrios internos de su fuerza partidaria. La 
verdad es que no voy a aceptar esa ofensa a mi fuerza po- 
lítica porque los objetivos superiores del Frente Amplio no 
son otros que la pública felicidad y me eximo de otra cosa. 


Se ha dicho que el ministro vive en una cápsula, pero 
parece que todos vivimos en una cápsula y se nos pide que 
salgamos de ahí, que hay que hablar con la gente, que es- 
tamos viviendo en un mundo de impunidad e indefensión, 
en el imperio de la soberbia y en el emporio de la impro- 
visación. Creo que algunas de las cosas que dije anterior- 
mente y algunos conceptos que vertió el señor ministro, 
me eximen de alguna otra consideración. 


Voy a terminar volviendo a la Estrategia por la Vida y 
la Convivencia porque la vida humana es más que impor- 
tante y la Estrategia por la Vida y la Convivencia va en esa 
dirección. 


Ahora paso a decir —creo que cuando diga esto Beatriz 
Argimón se va a acordar— que hay compatriotas que le han 
perdido el valor a la vida humana. Recuerdo cuando en la 
Colonia Berro nos invitaron a una actividad en la que los 
jóvenes habían hecho un CD de música llamado Esperando 
salir. Ese disco tenía una música que a mí no me gusta —era 
rap que escuchan los muchachos—, pero las letras realmen- 
te conmovían, y conmovían mal. Era «salada», dirían los 
jóvenes. Pero es así, presidenta. Hay uruguayos y urugua- 
yas que no le encuentran sentido a su vida, y tampoco le 
encuentran sentido a otras vidas. Y creo que todos nosotros 
tenemos la obligación de generar las mejores condiciones 
para que vuelvan a sentir que la vida vale la pena. 


Yo no soy afecta a los paradigmas, soy bastante racio- 
nal, pero los paradigmas me llevan a que la racionalidad 
vaya caminando. No me «como la pastilla» y no creo que 
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si eliminamos las causas sociales, se eliminan los delitos. 
Los delitos no se eliminan nunca, pero quiero hacer no- 
tar, señora presidenta, que las causas sociales fomentan 
y favorecen la delincuencia. Cuando digo esto lo hago en 
términos generales; no discrimino a nadie, no excluyo ni 
incluyo al que no tiene que estar excluido en este concepto. 
Tampoco estoy de acuerdo con ese paradigma conserva- 
dor y de derecha que dice que si se aumentan las penas, se 
resuelve el problema de la seguridad. Hay un aumento de 
la violencia porque la sociedad está más violenta y, conse- 
cuentemente, los delincuentes son más violentos. 


Y volviendo a lo que piensan muchos uruguayos y uru- 
guayas, no adolescentes, sino adolescentes, jóvenes y no 
tan jóvenes, voy a mostrar ahora un video que es fuerte. Es 
fuerte. «Yo soy el error de la sociedad. Soy el plan perfecto 
que ha salido mal». La violencia. Agarrate Catalina. 


Por favor, si lo pueden pasar. 
(Se exhibe un video). 


Gracias, señora presidenta. Mi respaldo al equipo del 
ministro y, en especial, al compañero Bonomi. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky)-.- Tiene 
la palabra el señor miembro interpelante por si quiere re- 
dondear su exposición. 


SEÑOR BORDABERRY.- Gracias, señora presidenta. 


Quiero felicitar a la senadora Payssé porque fue muy 
acertado que, a las dos de la mañana, se haya puesto a 
resumir primero mi intervención, después la del señor se- 
nador Larrañaga y luego todas las demás. A su vez, creo 
que todos estamos muy agradecidos de que a esta hora nos 
haya mostrado un video. 


Lamento que no haya prestado atención cuando yo ha- 
blé. Digo esto porque, cuando consulte la versión taqui- 
gráfica, va a ver que en el punto que dijo que yo no le re- 
conocía al ministro es, justamente, en el que le reconocía. 
Me refiero al relativo a las cárceles. La invito a que cuando 
esté lista la versión taquigráfica, brevitatis causae, la revi- 
se y vea que no estaba prestando atención. 


Para concentrarme en el tema que importa —porque 
me parece que a esta altura lo que tenemos que hacer es 
redondear; si no, creo que más de uno va a enojarse con- 
migo— diré que lo que el ministro no ha reconocido es que 
él y su ministerio cambiaron la estrategia del año 2009 y 
entregaron entradas a los barras de los clubes. Lo siguió 
negando y ya que quieren insistir, le voy a decir que acá, 
en el expediente del Juzgado Penal de 13.” Turno, ficha 
105/77, está la prueba de lo que el ministro y el subsecre- 
tario han negado aquí, todo el día de hoy. Lo digo para 
que no lo nieguen más. Es así de claro. Acá venimos no 
solamente a decir cosas sino a probarlas y me parece que 
tenemos que hacerlo. 
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Así pues, aparece Jorge Esteban Rivero Pereyra —ya 
hemos hablado mucho de Jorgito—, quien declara en el 
expediente: «Esas entradas de protocolo no se comercia- 
lizan. En este particular, cincuenta entradas que se incau- 
taron se las di yo, de la misma forma que cuando juega 
Uruguay el Ministerio del Interior da las mismas entradas, 
tanto a Peñarol como a Nacional. Generalmente, en este 
caso, las recibo yo a esas entradas. Estas en particular las 
recibí yo en la habitación del tesorero». 


Washington Vega, encargado de seguridad del mi- 
nisterio dice lo mismo. Sebastián Bauzá, presidente de la 
Asociación Uruguaya de Fútbol, dijo: «La AUF no rega- 
la entradas y cuando se hicieron las banderas gigantes de 
Uruguay sabíamos que era gente de la barra de Peñarol y 
Nacional, nos pidieron dinero para la entrada de las ban- 
deras, dijimos que no; luego nos pidieron entradas para 
ingresar las banderas, dijimos que no y el Ministerio del 
Interior que trabaja con ellos nos pide a nosotros entra- 
das y les dijimos que ellos las fueran a buscar y que las 
firmaran para cumplir el protocolo». Washington Vega 
declara lo mismo, luego Rivero, Jorgito Rivero dice lo 
mismo y expresa: «Soy el encargado del autocontrol de 
la barra de Peñarol». El que dejaba entrar a la señora del 
ministro cuando iban a Brasil, era el encargado del au- 
tocontrol. Esto lo declaran en un juzgado penal y figura 
en un expediente. Ahora hoy acá, no una sino tres veces 
como Pedro a Cristo, lo negaron. De vuelta le mintieron al 
Parlamento nacional y acá está la prueba. Pensé en no ci- 
tarlo para ver si lo reconocían. Ante un juzgado penal tres 
personas declararon y entre ellas estaba el expresidente de 
la Asociación Uruguaya de Fútbol y el señor Jorgito del 
que hemos hablado tanto. Aviso que la Secretaría Nacional 
del Deporte hace poco presentó un proyecto de ley que 
tipifica la figura de cómplice de los delitos cometidos en 
espectáculos públicos a los que entregan entradas, porque 
no es un delito sino un incumplimiento de algo que había 
pactado el ministerio. Dentro de poco será un delito, en- 
tonces no lo sigan haciendo, me parece a mi. 


El otro tema sobre el que se insistió nuevamente es el 
índice de paz global; no insistan en eso los asesores del 
señor ministro. Ese índice está confeccionado por indi- 
cadores que paso a leer: números de guerras internas y 
externas libradas —¿cuántas tiene Uruguay?-—, muertos en 
guerras externas estimados —¿cuántos tiene Uruguay?-, 
muertos en guerras internas —¿cuántas guerras internas 
hubo en Uruguay?-, nivel de conflictos internos, relacio- 
nes con estados limítrofes, número de desplazados por 
unidad de población, inestabilidad política, posibilidad de 
actos terroristas, probabilidad de manifestaciones violen- 
tas, gastos militares con relación al PIB, importación de 
armas convencionales, exportación de principales armas 
convencionales, número de armas pesadas, financiamien- 
to de misiones de paz. El informe del año 2015 dice, ade- 
más, que Uruguay, Venezuela y Brasil han retrocedido. 
Está bien, una parte de los indicadores con los cuales se 
hace el indice refiere a la criminalidad, a los homicidios, 
etcétera, y en eso empeoramos, pero siguen insistiendo. 
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Recuerden la prosa cervantina —vamos a citar a Cervantes 
y no a Borges, si le parece a la señora senadora— que dice: 
«Niega Sancho y vuelve a negar, que si no tienes razón 
tendrás razones». Neguemos, neguemos, neguemos y así 
vamos a tener razones aunque no tengamos razón. 


No puedo dejar pasar que ahora al final haya aparecido 
como justificación la trifecta, como la llamó el señor se- 
nador Larrañaga: la culpa es de los medios y con la ley de 
medios los vamos a regular para que informen bien. Lle- 
garon los modernos sensores con la ley de medios; resu- 
citó el kirchnerismo y el chavismo, para que no informen 
sobre la inseguridad. Acá es sencillo, libre: si quieren in- 
formar sobre la inseguridad, informan y si no quieren, no 
lo hacen. Me parece que es así de sencillo. Los que todavía 
creemos en la libertad pensamos que a los medios no hay 
que decirles lo que tienen que informar ni sobre qué. Al 
menos es lo que creo yo. 


Después apareció la malvada oposición —blancos y co- 
lorados— que utiliza todos estos episodios para sacar ven- 
taja electoral, para sembrar el miedo. Nuevamente apare- 
ció el relato del miedo. 


Cuando dijimos que se les echaba la culpa a las víc- 
timas, se ve que tampoco se prestó atención, porque si 
matan a un señor en una rapiña y la primera declaración 
es que no debió haberse resistido ¿qué estamos diciendo? 
¿De quién es la culpa? Del que se resistió. Si matan a una 
jovencita en Suárez a la salida de un baile y decimos que 
los padres no deberían haberla dejado ir al baile ¿qué esta- 
mos diciendo? Que la culpa es de los padres que la dejaron 
ir al baile. Si matan al padre de un artista y decimos que 
quien no anda en cosas malas, no corre riesgo de ser asesi- 
nado ¿qué estamos diciendo? Que andaba en cosas malas. 
Y si matan a alguien en un ajuste de cuentas, decimos: fue 
un ajuste de cuentas y porque era delincuente lo mataron, 
y ¿qué pasa con el que tiene que prevenir para que no haya 
homicidios? Es así. 


Resulta que después la culpa es de los blancos y colo- 
rados porque promovimos el consumismo. No puedo pen- 
sar que se crean estas cosas; no lo puedo creer. No sé, pero 
como me parece tan inverosímil, me resulta increíble que 
lo crean. Eso sí, cuando no tenemos respuesta, la culpa es 
de todos. Todos tenemos responsabilidad en la violencia y 
entonces lo que pasa y está mal es de todos: es tuya, mía, de 
Juan y de José. ¿Y no tendrá algo que ver el encargado de la 
seguridad en el Uruguay? Yo qué sé, me parece que debería. 


Trajimos números, los números cerrados por el minis- 
terio. El señor ministro reconoció que aumentaron los deli- 
tos en el año 2015, último año cerrado; aumentaron los ho- 
micidios, las rapiñas, los hurtos, pero ahora dicen que este 
año están bajando las rapiñas. Los homicidios van a ser 
más que en el año 2011 y tenemos que quedarnos quietos 
por eso. Ahora que van a bajar, interpelan. Bueno, no les 
sirve nada. Si la gestión fue mala y el esclarecimiento tam- 
bién, le podemos sumar una cantidad de hechos ocurridos 
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dentro del ministerio que en otras épocas —no muy lejanas— 
le costaba el cargo al ministro. Que el director de Asuntos 
Sociales designe como psicóloga a la hermana, que no es 
psicóloga y designe al hijo de la hermana en la División 
Informática y siga estando allí y no la hayan sacado; que 
cuando sale a la luz que la hermana que es quien atiende a 
los funcionarios que ingresan y les hace un estudio, no es 
psicóloga y siga ahí, no se puede creer. Si lo hubieran remo- 
vido, diría ¡lo removieron!, pero no lo hicieron y sigue allí. 


Con relación al piloto del avión, el señor senador Heber 
tuvo que ir a fondo para que nos enteráramos que era el 
hijo de la excompañera del subsecretario que, a su vez, era 
su custodia, con quien viajaba a Buenos Aires ¿Por qué 
no lo dijeron de entrada? ¿Por qué cuando preguntamos 
quién había designado a la señora Anzalone, nos dijeron el 
director de Asuntos Sociales y no el director de Asuntos 
Sociales, el señor Leonardo Anzalone? ¡Vamos! No dije- 
ron que era Leonardo Anzalone para que no lo atáramos 
con Laura Anzalone, que era a quien habían designado. A 
ver ¿a qué estamos jugando? 


No hablemos de Scavarelli júnior que ingresó sin dar 
concurso. Es el hijo del director de la Oficina Nacional 
del Servicio Civil, que tiene que encargarse de que haya 
concursos y, sin embargo, su hijo ingresó de asesor sin dar 
concurso. 


No hablemos más del episodio de la señora del minis- 
tro, que es legisladora, que va a corear y a cantar con- 
signas en la tribuna contra la Policía y nos escudamos en 
que canta con algunas personas que no son barrabravas, 
porque barrabravas no son aquellos que van al estadio a la 
tribuna Ámsterdam a cantar consignas contra la Policía. Si 
esos no son barras, no sé qué son. «Jorgito», «Bin Laden» 
y toda esa barra, no sé qué son. Parece que son carmelitas 
descalzas. 


Creo que en otras épocas esto era verdad. Cuando 
empiezan diciendo que respaldan la gestión del señor mi- 
nistro con los resultados que hay, con las cosas que están 
haciendo y el nepotismo, la verdad me cuesta creerlo. 


Para terminar voy a leer algo que leí hace un tiempo 
para ver si los conmueve y que se titula: «Ya basta». El 
texto dice: «La culpa la tuvo Nacional, Peñarol, Danubio, 
el campo de juego no apto, la Policía, los barrabravas, los 
dirigentes del fútbol, la ministra, Unión Atlética, Atenas, 
las canchas de futsal en Canelones... Y así sucesivamente 
con tal de eludir el toro que no queremos agarrar por las 
guampas. 


La tuvieron los rapiñeros, los almaceneros, Camba- 
du, las ancianas arrebatadas, la pasta base, las cárceles, 
los presos, la cumbia villera, la marginación, la extrema 
pobreza, el Mides, la Colonia Berro, los funcionarios del 
INAU, el padre Mateo, la violencia por televisión, la socie- 
dad de consumo, el fracaso de la enseñanza, los divorcios, 
las madres adolescentes... Y así sucesivamente. 
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La Dictadura, los blancos, los colorados, las patro- 
nales, los sindicatos, el Frente Amplio, las guerrillas de 
antaño. La política económica de Astori y el lenguaje de 
Mujica... Y así sucesivamente. 


Las profundas causas sociales pero también el deterio- 
ro de las costumbres, los travestis, Tinelli... 


Ahora, también: las armas de fuego en poder de 
la gente. 


No importa si es una sensación o si es inseguridad di- 
recta lisa y llana: es un gravísimo problema». 


Más adelante se expresa: «Otra cosa: si aún aquella 
Policía “de primera” llega a reprimir como es debido, 
levantará de inmediato un inmenso coro de las más va- 
riopintas fuentes. Porque en Uruguay todos queremos ser 
simpáticos y por sobre todo “quedar bien” (a costilla de 
los demás). Nadie quiere soportar “costos políticos”. Esta 
rara enfermedad nos viene del Estado deformado (y desde 
cuando lo deformaron). 


Por fin, la izquierda uruguaya sufrió y sufre graves 
confusiones al respecto. Desde la oposición criticamos 
siempre, implacablemente, toda represión. Nuestro Go- 
bierno, en general todos los Gobiernos de izquierda y has- 
ta incluso las revoluciones iban a ser un cántico —de ser 
posible villancico— alusivo a la bondad y a la inocencia. 


Sin embargo, con extrañísima esquizofrenia aplaudía- 
mos toda represión, hasta las más infames, provenientes 
de Gobiernos autodeclarados de izquierda. Y a los de- 
lincuentes, pobres víctimas del viejo sistema, les íbamos 
a restañar las heridas y enseñar a ser buenos con dulces 
palabras y verdades incontrovertibles que iban a entender 
rápidamente “convirtiéndose”. Hubo, en todo eso, una ino- 
cultable influencia evangélica. Somos mucho más católi- 
cos de lo que creemos». Más adelante dice: «No podemos 
cerrar los ojos para no ver: estamos ante cambios sociales 
nunca vistos hasta ahora y no podemos permitir que nos 
transformen como intentan con México en estos días, o en 
Colombia, o como ya han logrado en el Congo». Luego, 
agrega: «Nos están ocupando, ante nuestros ojos y ante 
nuestra inoperancia, los espacios públicos. Nos matan con 
pasta base. Nos rompen las escuelas y las policlínicas ba- 
rriales. El colmo es que ni los presos pueden hoy vivir en 
paz porque nos han copado hasta las mismísimas cárce- 
les». Estas palabras corresponden a Eleuterio Fernández 
Huidobro y fueron escritas el 20 de noviembre de 2008. 


Muchas gracias. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Tiene 
la palabra el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Señora presidenta: quiero decir 
que había un compañero que, a veces, se arrimaba a uno y 
le decía: «Te voy a hacer una autocrítica» y te podía decir 
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cualquier cosa. Personalmente recibí un montón de auto- 
críticas. Ese compañero hacía críticas a los demás; él no se 
hacía nunca una autocrítica. 


Como me han dicho un montón de cosas, antes de ha- 
blar sobre las políticas de seguridad, voy a referirme a lo 
personal. Me enteré de que vivo en una burbuja y de que 
no voy a la feria. No sé qué dirán los feriantes del barrio 
o de los otros lados donde hago mandados, solo o con mi 
señora. No sé lo que pueden decir; que hable con la gente. 


El señor senador Michelini mencionó que yo había 
fundamentado el proyecto de ley que se aprobó la semana 
pasada y es cierto. Lo fundamenté con compañeros de mi 
fuerza política particular y de la fuerza política en general, 
que no creían en eso. Mi argumentación se basó en lo que 
había hablado con gente de Colonia Nicolich, del Cerro, 
de Covisunca, de la zona de Solymar; con sindicatos de la 
construcción, de la enseñanza, de la salud, del transporte 
colectivo de pasajeros, del taxi, del transporte de bebidas y 
alimentos, y me debo estar olvidando de alguno. Su plan- 
teo era que si no se tomaban medidas no iban a entrar más 
—y algunos ya no lo hacían— a Marconi, Casavalle, Cerro 
Norte, etcétera. Reitero, eran compañeros de izquierda 
que reclamaban determinado tipo de medidas. La argu- 
mentación fue que la seguridad no era un problema de 
burgueses o de ricos, sino que los que más la sufren son 
los que viven en los barrios más humildes. Ahora bien, 
hoy me enteré de que eso es así porque un senador lo dijo; 
se ve que descubrió la pólvora. En realidad, nosotros lo 
venimos diciendo hace bastante tiempo y lo sabemos por 
el contacto que tenemos con la gente. 


Yo también tengo hijas. Antes de 2000, quisieron robar 
a mi hija en el barrio Los Bulevares. Se metieron adentro 
de la casa y ella estaba durmiendo con una amiga y una 
niña; se tuvieron que hacer las dormidas toda la noche 
porque escuchaban que decían: «Si se despiertan, mata- 
las». Por años y años no pudo dormir si no era con la luz 
prendida y la puerta abierta. A mi señora, la hincha de 
Peñarol, en 2001, le pusieron un revólver en la cabeza en 
Osvaldo Cruz, media cuadra antes de camino Maldonado, 
pero no la robaron porque apareció un camión y los que le 
apuntaban creyeron que los habían visto y salieron dispa- 
rando. A mi sobrina también la robaron el año pasado en 
Malvín Norte, cerca del Euskal Erria 70. Por tanto, no crea 
la senadora que hay burbuja. 


En cuanto al asunto de los guardaespaldas, el que más 
lo lamenta soy yo. Cuando era ministro de Trabajo y Se- 
guridad Social estaba en la calle Juncal e iba y venía cami- 
nando a pagar el Banco Hipotecario del Uruguay. Ahora 
no puedo, pero no es porque me guste. Las amenazas que 
recibo son serias y una de ellas provino de uno de los je- 
fes del cartel más grande de la región. Entonces, podría 
dejar contento a la senadora andando solo, pero no es lo 
que corresponde; no está bien, no es responsable hacerlo. 
Cuando viajamos al exterior y viajamos solos, nos pregun- 
tan: «¿Y ustedes viajan solos?» Sí, decimos; ellos nos se- 
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ñalan que es un error, que en sus países ningún ministro 
—no exclusivamente el del Interior— anda solo. Creo que 
hay opiniones que son de una irresponsabilidad tan, pero 
tan grande, que dan lástima porque muestran que no com- 
prenden los problemas; hablan de ellos sin comprenderlos, 
porque si lo hicieran no dirían esas cosas. 


Hablar de equilibrios políticos dentro del Frente Am- 
plio supone decir que mi fuerza política pide el equilibrio 
político a través de mi cargo de ministro del Interior. Si 
yo dejo de ser ministro del Interior mi fuerza política tira 
cohetes y aplaude; no exige ningún equilibrio político con 
mi permanencia en la cartera sino que es al contrario. En- 
tonces, quien dice eso —y lo ha dicho más de uno— no tiene 
ni idea de lo que habla. Quizás eso se deba a que están 
acostumbrados a otras formas de equilibrios políticos y 
creen que lo que pasa en su casa debe pasar en las otras 
también, pero no es así como funciona el Frente Amplio. 
Y si funcionara así —que no es como lo hace— mi fuerza 
política no sentiría que tiene un equilibrio político por te- 
nerme en el ministerio: aplaudirían si me fuera. Por tanto, 
no saben de lo que hablan. 


Más adelante voy a retomar el aspecto personal, pero 
ahora quiero hacer algunas aclaraciones y puntualizacio- 
nes. Las aclaraciones se deben a que hubo tres senadores 
que no entendieron o me expresé mal. Una de ellas refiere 
al relato del miedo. No debe existir el temor de que noso- 
tros insistamos con eso hacia afuera porque no creemos 
que el relato del miedo se base en que la gente tiene miedo. 
Sabemos que la gente tiene miedo, pero ese no es el relato 
del miedo. El relato del miedo es deformar situaciones que 
agudizan el miedo y es un error. Acá mencionamos los ele- 
mentos que formaron parte, respecto a esta interpelación, 
del relato del miedo, pero no es un relato que interprete a 
la sociedad. 


Como decía antes, frenteamplistas y no frenteamplis- 
tas nos pedían determinadas políticas, más duras. Conoce- 
mos eso, sabemos que el miedo existe y lo tenemos claro. 
Insisto, el relato del miedo refería a otra cosa. 


Quería hacer otra aclaración. En Dolores estuvo la Po- 
licía al frente de la seguridad. La Policía del departamen- 
to asumió inmediatamente la responsabilidad y en poco 
tiempo hubo un traslado de la Guardia Republicana, que 
estaba en Paysandú, y se hizo cargo en Dolores. 


Cuando la situación estaba muy complicada, por lo que 
estaba pasando, hubo una serie de robos y sus culpables 
fueron detenidos rápidamente por la Policía. Quiero de- 
cir esto porque probablemente el señor senador Larrañaga 
tenga razón parcialmente, no en lo que dijo al final, pero sí 
en que hubo que hacer una modificación. La afirmación es 
que la política contra el narcotráfico no ha dado resultado 
y es real que en un período anterior, la política que seguía 
adelante con las bocas, implicaba investigarlas para saber 
hasta dónde llegaba el proveedor y el que proveía al pro- 
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veedor. Era una política contra el gran narcotráfico y tuvo 
éxito en relación con ese fenómeno. 


Hubo un momento en que se modificó la situación y se 
planteó que la Dirección General de Represión del Tráfico 
Ilícito de Drogas también se hiciera cargo de la lucha con- 
tra las bocas. De esto ya hace tiempo. 


A partir de marzo del año pasado —llevamos estricta- 
mente la cuenta—, o sea, en un año y ocho meses se cerra- 
ron 1212 bocas. Ahí hubo una corrección, no porque haya 
salido mal, sino porque había tenido éxito en un aspecto 
pero dejaba que desear en otro. 


La otra aclaración que quiero hacer es que los dichos 
del fiscal de Corte, cuando habla del sistema de investi- 
gación, no son contra la investigación policial sino contra 
el sistema judicial; no va contra los jueces porque no es 
una opinión contra ellos. El sistema de investigación tie- 
ne problemas. ¿Cuál es el problema? Los jueces —esto fue 
fundamentado para votar el nuevo Código del Proceso Pe- 
nal- investigan, procesan, penan y hacen el seguimiento 
de quien está privado de la libertad. Esta situación lleva a 
lo que hoy decíamos; alguien dijo: «Es contra los jueces». 
¡No es contra los jueces! Los jueces saben el problema que 
tienen. Por ejemplo, cuando tienen una persona detenida, 
con muchos delitos, no los procesa por todos los delitos. 
Lo sabe y no es porque quiera ser benévolo sino porque 
si sigue el proceso con esa persona, no tiene tiempo para 
investigar otras situaciones, para procesar, para penar y 
hacer el seguimiento de las personas privadas de libertad. 


Entonces, esa declaración es contra el sistema de in- 
vestigación y parte de la base de que el responsable de la 
investigación es el juez y no la Policía. La Policía es auxi- 
liar de la Justicia en la investigación. 


Paso a hacer otra aclaración. Se dice que no se priori- 
za el trabajo en las comisarías. En realidad, se le da otra 
función pero se prioriza el trabajo que se desarrolla allí. 
Partimos de la base de que las seccionales pasarán a ser 
comisarías comunitarias, pero ello no implica reducir su 
cantidad. La tarea consistirá, fundamentalmente, en el 
contacto con la gente, con el vecino, para recoger lo que 
siente y realizar un intercambio, que era lo que hoy se pe- 
día. Esa será la función. 


En cuanto al reducidor, nos hemos preocupado y hasta 
lanzado campañas y propagandas para que no se compren 
artículos robados. Creo que este es un problema, más que 
nada, legislativo. Esa es la discusión que tendrán que dar. 


SEÑOR MIERES.- ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Mieres. 
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SEÑOR MIERES.- Señora presidenta: me gustaría que 
el señor ministro aclarara a qué se refiere con que es un 
problema legislativo. El delito de receptación está legisla- 
do en nuestro ordenamiento jurídico. 


Por otro lado, una cosa es hacer publicidad al público 
en general, para que no compre robado, y otra cosa es per- 
seguir al reducidor. Son dos cosas totalmente distintas. 
Gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Eso es así. No hay ninguna 
duda. Creo que habrá que seguir discutiéndolo. 


La persecución se hace; por supuesto que se hace. Jus- 
tamente, en el ejemplo que ponía la senadora Payssé —tam- 
bién citando al fiscal de Corte— en que había una cantidad 
de robos en la misma semana de vehículos de la misma 
marca e iguales, que caían en sedes judiciales diferentes, 
cada juez seguía el caso que le caía entre manos y pedía 
que se caracterizara correctamente el problema, porque 
tenía que ver con la utilización de esos vehículos para re- 
puestos y tenía que haber alguien, que era el reducidor, 
que organizaba el delito. Sin embargo, en la medida en que 
caía en juzgados distintos, no se permitía esa globaliza- 
ción. Pensamos que la situación va a ser diferente a partir 
de que se empiece a aplicar el nuevo Código del Proceso 
Penal a partir de julio de 2017. 


Hasta aquí he realizado aclaraciones. Ahora quiero ha- 
cer determinadas puntualizaciones. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- ¿Me permite una interrup- 
ción, señor ministro? 


SEÑOR MINISTRO.- Con mucho gusto. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
interrumpir el señor senador Larrañaga, a quien la Mesa 
solicita sea breve dado que son las tres de la mañana. 


SEÑOR LARRAÑAGA.- No pretendo alargar la se- 
sión, pero quiero hacer una puntualización con respecto a 
quien estuvo al frente de las acciones del mantenimiento 
de la seguridad en el tornado ocurrido en Dolores. Entre 
las siete de la tarde y las doce de la noche, testigos claros 
y contundentes —hay fotos, documentos e incluso el señor 
senador Besozzi en ese momento estaba allí—- avalan que 
la acción policial fue mantenida por efectivos del Ministe- 
rio de Defensa Nacional. Había diez policías que estaban 
socorriendo a sus propios hogares y no podían atender la 
emergencia vinculada a situaciones de desmanes, desbor- 
des y saqueos que había en ese momento. 


Muchas gracias. 
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SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Puede 
continuar el señor ministro. 


SEÑOR MINISTRO.-- Respecto al tema de la recepta- 
ción, los datos de todo el país por tipo de delito indican que 
el mayor número de procesamientos se da por el delito de 
hurto —con tres mil sesenta y uno—, el segundo delito con 
mayor procesamiento es la receptación —con novecientos 
treinta y cuatro—, le sigue el delito de estupefacientes y el 
de rapiñas. El 11,6 % de los procesados es por el delito de 
receptación. La dificultad para que eso sea mayor es la que 
acabo de señalar: no se puede globalizar las investigacio- 
nes. Cuando determinados delitos de hurto o rapiña caen 
en juzgados distintos, la investigación de la banda que los 
provocó tiene que hacerse por separado. Por eso digo que 
correspondería hacerlo globalmente. 


En cuanto a Dolores, insisto en que inmediatamente 
después de sucedido el hecho llegó la Guardia Republica- 
na. Había presencia de efectivos del Ejército porque esta- 
ban allí, pero las tareas de seguridad las asumió la Policía. 


Voy a hacer algunas puntualizaciones y las llamo así 
porque no es necesario aclarar; creo que han entendido los 
números y lo que hemos dicho, pero simplemente lo han 
ignorado. Por ejemplo, cuando se habló del aumento del 
presupuesto nacional en seguridad, dijimos que el gasto 
del año 1990 de USD 7:000.000 estaba equivocado, que 
habían sido USD 112:000.000. Pero igualmente se insistió 
dos veces más con los USD 7:000.000. Nosotros lo aclara- 
mos y no se lo tuvo en cuenta. Además, no me creen. Si es 
así, les pido que vayan a averiguar —porque está registra- 
do— si fueron USD 7:000.000 o USD 112:000.000. 


En lo referente a la cantidad de policías, después de ha- 
ber hecho la aclaración, se insistió varias veces con que la 
cantidad de policías en nuestro país es la más grande del 
mundo. También se me ha dicho que no puedo desmentir 
al PNUD. Miren: yo desmiento al papa si está equivocado. 
El PNUD está equivocado cuando habla de la cantidad de 
policías, porque lo que hace es tomar la cantidad de fun- 
cionarios que tienen estado policial, que no es lo mismo 
que ser policía dedicado a la seguridad. Asimismo, he di- 
cho que habíamos pedido información a distintos organis- 
mos, y uno de ellos era el equipo regional de seguridad 
del Banco Interamericano de Desarrollo, que se encuentra 
llevando adelante un estudio sobre la eficiencia del gasto 
público en América Latina en el campo de la seguridad. En 
ese marco, el especialista principal nos informó que ellos 
entienden que los países de la región no tienen una homolo- 
gación metodológica que permita saber la cantidad de po- 
licías que tiene cada país, ya que en algunos ámbitos exis- 
ten policías federales, municipales y militares. Es más, en 
algunos países hay tareas de seguridad que son realizadas 
por el personal del Ministerio de Defensa Nacional. Aclaro 
que la policía militar de Brasil no tiene nada que ver con 
el Ministerio de Defensa Nacional, pero se llama Policía 
militar y funciona a la par de la Policía federal y de la esta- 
dual. En otros países la realiza el Ministerio del Interior o 
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el Gobierno estadual. Entienden además que en ocasiones 
esa información no está disponible en forma clara, lo que 
ha llevado a cometer y a reiterar serios errores de interpre- 
tación cuando se anuncian los números sin confirmarlos. 


En las conversaciones que hemos mantenido nos han 
informado que el año que viene, en el contexto del estu- 
dio sobre eficiencia del gasto para toda la región, el Banco 
Interamericano de Desarrollo realizará un trabajo país por 
país para lograr una unificación de criterios que permita 
realizar una comparación. En ese proceso, entienden que 
en Uruguay el criterio utilizado por el Ministerio del In- 
terior es un buen ejemplo, ya que permite distinguir con 
claridad las funciones estrictamente policiales de otras 
que no lo son. 


Por lo tanto, estamos muy seguros de lo que estamos 
informando: no somos el país con más policías del mundo 
ni de la región. Decir eso es un disparate. Reiteramos que 
si un señor senador o un organismo internacional consul- 
ta en Internet la página web de la Oficina Nacional del 
Servicio Civil y asume que los veintinueve mil vínculos 
laborales del Ministerio del Interior son policías y calcula 
una tasa sobre esa base, está cometiendo un error. Esto se 
ha repetido luego de haberlo aclarado varias veces, pero 
no lo han tenido en cuenta. 


En la pregunta 8 que formulara el señor senador in- 
terpelante, que hace referencia a los beneficios procesales 
para las personas que han optado por la vida delictiva, res- 
pondí: «Nosotros consideramos que no deben aprobarse 
beneficios procesales para las personas que han optado por 
la vida delictiva». Eso fue lo que respondí; primero dije 
que había que revisar la normativa, pero finalicé con esa 
intervención. 


Cuando manifestamos que la estadística de reincidentes 
había bajado, se dijo —ridiculizando nuestros dichos— 
que nos referíamos a los que habían sido nuevamente 
procesados. Eso es de una obviedad mayúscula: si el dato 
de que el 50 % de las personas privadas de libertad son 
reincidentes se obtiene sobre la base de los que han sido 
nuevamente procesados, cuando dijimos que el porcentaje 
era de 71 %, también se hacía sobre la base de los que 
habían sido nuevamente procesados. Si ahora no se les 
pregunta si fueron procesados, tampoco se le preguntaba 
antes. El nivel de reincidencia se hace en el ámbito 
judicial con los que han sido procesados y ya habían sido 
procesados anteriormente. ¡Es obvio! 


Evidentemente, las cifras de 2015 aumentaron, pero no 
se necesitaba una interpelación para obtener esa informa- 
ción. Ya habíamos sido interpelados sobre eso, ya había- 
mos hecho una conferencia de prensa para informar eso, ya 
concurrimos a la Comisión Especial de Seguridad Pública 
y Convivencia a decirlo. Yo esperaba que en esta interpe- 
lación se me preguntara sobre las políticas de seguridad 
y los resultados de este año, porque de los anteriores ya 
se había informado. ¿Para esto vinimos? Los números son 
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de este año, son los de casi diez meses de este año. Y no 
bajaron solo las rapiñas. De todos los números importantes 
que hacen a la sensación de inseguridad, el único delito que 
ha aumentado es el hurto. Todos los demás bajaron, y esto 
lo dijimos. Y no agreguen que en alguna zona bajó, porque 
lo hizo en Montevideo, Canelones, San José y el resto del 
país. No creen en los números. Había un periodista que no 
creía en los números. Le dijimos que son perfectamente 
auditables y lo invitamos a auditarlos, pero no fue. 


Tengo que hacer otra aclaración, porque son cosas que 
no necesariamente dije. El proyecto de ley que aumentaba 
la pena para los menores salió de una comisión en la que 
estaban el secretario de presidencia, el Mides, el presidente 
del INAU, el Ministerio del Interior, el Poder Judicial y la 
fiscalía. Allí se discutió y se hizo un aporte importante en 
los fundamentos. Se decía que yo manejé ese fundamento 
en la Torre Ejecutiva, y es cierto, pero dije que no es 
correcto. Por falta de tiempo, esa duplicación de la pena 
se hizo estableciendo por ley el concepto que los jueces 
utilizan cuando procesan menores y aplican el Código 
Penal para mayores y lo dividen entre seis. Pero, los que 
elaboraron la norma —en este caso la redacción fue hecha 
por un juez y un fiscal—, en lugar de dividir entre seis, lo 
hicieron entre tres. Yo dije que hay delitos y puse ejemplos 
para mayores y menores. En este caso eran menores 
que mataron cuatro veces en pocos días, por lo que no 
alcanza uno o dos años; tienen que cumplir toda la medida 
socioeducativa que permita la rehabilitación. Entonces, 
hay que redactarlo de acuerdo con lo que es la situación de 
menores y no aplicar el Código Penal y dividirlo entre tres. 
Ese es un error, pero me parece que hay casos en que debe 
cumplirse la pena para que realmente se puedan aplicar 
medidas socioeducativas que lleven a la rehabilitación, 
porque hay cosas que no se arreglan con uno o dos años. 
Y en este caso puse ejemplos más duros que la senadora 
Payssé me criticó por ser demasiado crudo. Esa fue la 
situación. 


Nuevamente, en lo del observatorio se está mal aseso- 
rado. Si uno deja pasar lo que se dice sin una aclaración, 
puede creerse que lo que estábamos planteando era que 
fueran más benevolentes y dejaran pasar algunos delitos. 
En cuanto a las rapiñas, a partir del 2012 se empiezan a 
considerar rapiñas las consumadas y las tentativas. No se 
planteó sacar las tentativas de las rapiñas. Era esa la con- 
sulta. Se preguntó si se estaban considerando las tentati- 
vas y las consumadas, y la respuesta fue que sí; y sigue 
todo como estaba. 


Me quedó pendiente otro tema. Hoy el senador interpe- 
lante me dijo que el trabajo en las cárceles es obligatorio y 
nos recomiendan que trabajen los presos. Entonces, si era 
obligatorio, ¿por qué en los períodos anteriores a nosotros 
trabajaban 80 presos de 8500? Hoy, de 10.500, trabajaban 
más de 3000 y estudian más de 2000. La suma entre los 
que trabajan y los que estudian llega a 6000. ¿Por qué, 
además de hacernos una recomendación, no lo hicieron 
cuando gobernaban? ¿Por qué no usaban el tema del tra- 
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bajo obligatorio y hacían trabajar a los presos? Es hacerse 
la autocrítica. 


En cuanto a los helicópteros, nosotros consultamos a 
las Policías de todos los países que tienen estas aeronaves 
—en América del Sur, en América del Norte y en Europa— 
y todos nos dijeron que tienen que ser pilotos policiales. 
Nos asesoramos y nos dijeron que hiciéramos esto; enton- 
ces, lo hicimos. 


Otra puntualización: nunca unimos la rapiña a la po- 
breza. Hemos dicho por todos lados que va unida a la des- 
igualdad, a la inequidad, y no a la pobreza. Creo que la 
diferencia es clara. Nosotros hemos hablado de la inequi- 
dad. Es más, si en algún momento cometíamos el error, 
varios criminólogos a nivel internacional nos lo hacían 
saber claramente. 


Reitero que lo que se dijo sobre el procesamiento de 
los delitos probados no es una crítica a los jueces; es una 
crítica al sistema, que ya se resolvió cambiar. Por lo tanto, 
no tiene absolutamente nada que ver con violentar la sepa- 
ración de poderes y el respeto a los jueces. Esto tiene que 
ver con caracterizar un problema. Si uno no caracteriza 
los problemas no los puede corregir. 


Tampoco es correcto decir que echamos la culpa a las 
víctimas. No hemos dicho eso. Reitero: no es correcto el 
enfrentamiento, sobre todo si es una persona desarmada 
con una armada. Esto lo digo en todo momento y no voy a 
dejar de decirlo porque haya habido un problema. Lo voy 
a seguir diciendo, porque es el ejemplo de lo que dijimos 
con anterioridad, pero no echamos la culpa a las víctimas. 


Por otro lado, si bien esto no se tiene en cuenta, reitero 
que es correcto que hay indicadores de paz global que no 
se aplican en el Uruguay. Lo que leyó el senador interpe- 
lante no se aplica en el Uruguay, como tampoco se aplica 
en Argentina, Paraguay, Brasil ni Venezuela. Por lo tanto, 
dentro de lo que pasa en los países del Mercosur es lo mis- 
mo y no afecta. Por eso importan esos índices. 


En cuanto al deporte, a pesar de la lectura que ha hecho 
el senador interpelante, no hubo esa entrega de entradas 
por parte del ministerio. Hay un dato que resulta indife- 
rente, pero quiero decirlo: Washington Vega no es del Mi- 
nisterio del Interior. 


En cuanto a las puntualizaciones, el doctor Andrés 
Scavarelli está contratado como adscripto —según la Ley 
n.? 18719, de Presupuesto nacional, aprobada en el período 
anterior—, lo que significa que no es un funcionario esta- 
ble; muy por el contrario, no hay concurso para ese cargo 
y se va con el ministro. La ley establece que es el minis- 
tro quien determina a quién contrata. El doctor Scavarelli 
ha sido contratado por su especialidad, colabora con los 
grupos multidisciplinarios que trabajan en la puesta en 
marcha del futuro Código del Proceso Penal, junto a la 
fiscalía. No es mi asesor. 
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Por último —voy a referirme nuevamente a un aspecto 
personal—, debo decir que lo que más me crea el Minis- 
terio del Interior son problemas. Como ya señalé, no sé 
quién aplaudiría más en caso de dejar el cargo de ministro 
del Interior, si mi fuerza política o mi familia; esa es la 
realidad. ¿Por qué me mantengo? Nosotros nos mantene- 
mos —y hablo en plural porque creo que lo que voy a decir 
incluye al señor subsecretario— porque entendemos que 
hemos desarrollado un proceso que ha empezado a tener 
resultados. Insisto en algo que dije al principio: si los datos 
que damos les sirven, los creen y los usan; en cambio, si 
no les sirven, dicen que no son ciertos y no los creen. Es 
raro, y es difícil trabajar así, pero dejemos pasar dos meses 
y veamos, porque capaz que los datos que podremos dar 
dentro de dos meses, tampoco los van a creer. Entonces, 
si solo van a creer los datos que son desfavorables, como 
espero que de ahora en adelante sean cada vez más favo- 
rables, sugiero que ni nos llamen para que se los demos. 


Nosotros pensamos que eso se ha logrado en base a un 
esfuerzo grande, que está orientado a seguir dando buenos 
resultados, razón por la cual continuamos en el Ministerio 
del Interior a pesar de todos los problemas. Reitero: esto 
no tiene absolutamente nada que ver con cuotas políticas 
ni con equilibrios políticos. 


Era cuanto tenía que informar. 
Muchas gracias, señora presidenta. 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Han 
llegado a la Mesa dos mociones de declaración que son 
antagónicas. 


Léase la que llegó en primer lugar, a las 18:04. 
(Se lee). 


SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Oídas las 
explicaciones del señor ministro del Interior sobre la se- 
guridad ciudadana y las políticas que su ministerio im- 
plementa para bajar el delito, el Senado de la república 
expresa: 


1) su acuerdo con las políticas de seguridad y con- 
vivencia llevadas adelante por el ministro, los equipos 
multidisciplinarios del Ministerio del Interior y demás 
ministerios involucrados, frente a la problemática de la se- 
guridad ciudadana que se manifiesta en nuestra sociedad; 


2) su reconocimiento al llamado realizado por el señor 
presidente de la república, doctor Tabaré Vázquez, dirigi- 
do a todos los partidos políticos convocando a un “Diálogo 
por Seguridad”, así como a los acuerdos alcanzados; 


3) su conformidad por las explicaciones vertidas en 
sala por el señor ministro Eduardo Bonomi, el subsecreta- 
rio Jorge Vázquez y el equipo que lo acompaña, reiterán- 
dole su total respaldo». 
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(Firman las señoras senadoras Ferreira, García, 
Payssé, Tourné, Topolansky, y los señores senadores 
Alcorta, Carballo, Baráibar, Agazzi, Michelini, Paternain, 
Carámbula, De León, Pardiñas y Mujica). 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- En 
consideración. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota). 

—16 en 31. Afirmativa. 

La otra moción llegada a la Mesa es excluyente. 

Léase. 

(Se lee). 

SEÑOR SECRETARIO (Hebert Paguas).- «Los sena- 
dores abajo firmantes mocionamos para que, conforme a 
lo dispuesto por los artículos 147 y 148 de la Constitución, 
se promueva la censura del señor ministro del Interior, 


Eduardo Bonomi». 


(Firman las señoras senadoras Alonso, Piñeyrúa, 
Asiaín, Eguiluz, y los señores senadores Besozzi, Amoriín, 
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Saravia, Lacalle Pou, Castaingdebat, Heber, García, La- 
rrañaga, Bianchi y Bordaberry). 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- Habi- 
da cuenta de lo dispuesto por el artículo 147 de la Cons- 
titución de la república, la presidencia habrá de convocar 
para la correspondiente sesión extraordinaria del Senado. 


De acuerdo con lo acordado en la coordinación, dicha 
sesión se convocará para el día 31 de octubre a las 16:00. 


(Consultar las presentaciones exhibidas en sala en la 
versión web de este Diario de Sesiones). 


17) LEVANTAMIENTO DE LA SESIÓN 


SEÑORA PRESIDENTA (Lucía Topolansky).- No ha- 
biendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Así se hace, a las 03:25, presidiendo la señora senadora 
Topolansky y estando presentes los señores senadores 
Agazzi, Alcorta, Alonso, Amorín, Asiaín, Baráibar, 
Besozzi, Bianchi, Bordaberry, Carámbula, Carballo, 
De León, Eguiluz, Ferreira, García (Graciela), García 
(Javier), Heber, Larrañaga, Michelini, Mieres, Mujica, 
Pardiñas, Paternain, Payssé, Piñeyrúa, Saravia y 
Tourné). 
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